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ENMIENDAS DEL SENADO 

121/000089 Mediante mensaje motivado al Proyecto de Ley de ordenación y su- 
pervisión de los seguros privados. 

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, 
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del 
asunto de referencia: 

(121) Proyecto de Ley. 

12 1/000089. 

AUTOR: Senado. 

Enmiendas aprobadas por el Senado al Proyecto de 
Ley de ordenación y supervisión de los seguros priva- 
dos, acompañadas de mensaje motivado. 

Acuerdo: 

Publicar en el Boletín. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento 
de la Cámara. 

Palacio del ,Congreso de los Diputados, 17 de octu- 
bre de 1995.-P. D., El Secretario General del Congre- 

. so de los Diputados, Ignacio Astarloa Huarte-Mendi- 
coa. 

Al Congreso de los Diputados 

Mensaje motivado 

El Senado ha deliberado sobre el Proyecto de Ley 
de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados 
y, en uso de las facultades que le confiere el Artículo 

90.2 de la Constitución, ha aprobado, en su sesión 
del día 27 de septiembre de 1995 las siguientes en- 
miendas: 

Se transcribe correctamente el Título del Proyecto 
de Ley. 

Como modificación de carácter general se sustituye 
en todo el texto remitido por el Congreso de los Dipu- 
tados la palabra «supervisión» por «ordenación y su- 
pervisión». 

En la Exposición de Motivos: 

Se modifica la remisión efectuada en su número 4, 
último apartado, al artículo 70.4 de la Ley por otra al 
70.3. 

En su número 6, segundo guión, se sustituye la refe- 
rencia a ((. .. entidad sin autorización administrativa, 
entidad cuya ... » por otra a «... entidad no autorizada, 
cuya...». En el cuarto guión, se sustituye «... durante el 
segundo año ... » por «... durante los dos primeros 
años», lo que es coherente con la nueva redacción del 
artículo 20 de la Ley del Contrato de Seguro. 

En el artículo 1: 

En su número 2 se introduce una modificación es- 
trictamente gramatical. 

En su número 3, letra c), se hace referencia a «... su 
domicilio ...» y se sustituye «... o'una sucursal...)) por 
«... por una sucursal...)). En su letra d) se introduce al- 
guna modificación de sintaxis; se suprime, además, en 
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esta misma letra d) tercer guión, el segundo párrafo 
por venir ello impuesto por la aceptación de una en- 
mienda que no se ha visto reflejada en el texto del 
Congreso. 

En el artículo 2.1 b) se sustituye «ámbito material» 
por ((ámbito objetivo» por coherencia con el Título del 
artículo 3. En su punto 2, letra c), por coherencia con 
el artículo 87, se introduce una modificación consis- 
tente en sustituir «delegaciones» por «sucursales». 

En el artículo 5: 

En su número 1, letra b), párrafo primero, se supri- 
me la referencia a la prohibición de operar en el otor- 
gamiento de avales. 

En su número 2 se sustituye la referencia «... el si- 
niestro ... » por «... un siniestro ... » y se modifica la sin- 
taxis del segundo apartado. 

En el artículo 6: 

En su punto 2, letra d), se concreta la remisión res- 
pecto del Fondo de Garantía a todo el artículo 18 y no 
sólo a su número 1. 

En su punto 3, letra a), se diferencia claramente en- 
tre los conceptos autónomos de «capital social o fondo 
mutual)) y «fondo de garantía)). En este mismo aftícu- 
lo, último inciso, se refiere la exigencia a «... los mis- 
mos ... » y no a «... dicho mínimo...». 

En su punto 5 párrafo segundo se introducen mejo- 
ras gramaticales y ,se eliminan diversas reiteraciones 
en la primitiva dicción del artículo. 

En su punto 7, se introduce una corrección técnica 
para incluir la alusión a la Sección 3." del Capítulo IV 
del presente Título en lo que hace referencia al Régi- 
men de Libre Prestación de Servicios. 

En el artículo 7.5 se suprime la referencia a «... o 
mutualidad de previsión social...». 

En el artículo 8.1, párrafo segundo, se extiende la 
vinculación a personas físicas o jurídicas. 

En el artículo 9: 

En su punto 2, letra a), se suprime la referencia a 
«socios» que efectuaba el texto remitido por el Congre- 
so en cuanto a las mutuas a prima fija. En su letra b) se 
amplía la referencia al tomador del seguro por otra que 
incluye también al asegurado. En su letra e) se introdu- 
ce una modificación gramatical refiriéndose a «... de- 
rrama activa o retorno...)) y se especifican separada- 
mente los supuestos de derrama activa y derrama 
pasiva. Asimismo se introducen diversas modificacio- 
nes de estilo en el artículo 9.3. 

En su punto 4, letra a), se entiende hecha al retorno 
cooperativo la referencia a la derrama, añadii ndose 
ambos términos. 

En el artículo 12.1 se introduce una modificación en 
la sintaxis del apartado segundo. 

En el artículo 13.1, se modifica el texto del apartado 
último en el sentido de exigir que el capital social mí- 
nimo esté totalmente suscrito y desembolsado al me- 
nos en un 50 por ciento. En su punto 2 se modifica el 
contenido de la regulación del llamado fondo mutual 
permanente de las sociedades mutuas a prima ftja. En 
su punto 3 se introduce una modificación que a.fecta a 
la cuantía mínima del fondo mutual permanente. En 
su punto 6 (nuevo), se regula con modificaciones lo 
que antes estaba contemplado en el apartado segundo 
del artículo 13.1 letra b). 

En el artículo 14.1 se introduce una corrección de 
estilo. 

En el artículo 15.2 se introduce la presunción de la po- 
sesión de cualificación profesional como derivada de las 
condiciones que allí se exigen. En su punto 3, letra a), se 
introduce un ajuste técnico para que la redacción esté 
adaptada a la modificación en el Código Penal introduci- 
da por la Ley Orgánica 611995, de 29 de junio y se corri- 
ge una incorrección de estilo en su punto 3, letra b). 

En el artículo 18.1 se procede a transcribir en letra 
las magnitudes que figuran en el texto del Congreso de 
los Diputados en número. Independientemente de ello 
se ha añadido la expresión «asistencia sanitaria» tras 
«defensa jurídica)). 

En el artículo 20.6 se alude a «toda norma regla- 
mentaria de desarrollo ... » como pura corrección gra- 
matical. 

En el artículo 21: 

En su punto 4 se sustituye «participación cualifica- 
da» por «participación significativa», de acuerdo con 
la terminología del Proyecto. 

En su punto 5 se incluye una referencia al título co- 
rrecto de la Ley del Mercado de Valores; asimismo, se 
distingue entre «disminuir» y «dejar de tener». 

En su punto 6, letra a), se refiere la alusión a las le- 
tras a), b) y c)  al número 3 de este mismo artículo. 

Respecto del artículo 22.1 se hace referencia a la 
cesión general de cartera de uno o más ramos». 

En el artículo 23.6 del texto remitido por el Congreso 
se suprime la referencia a las agrupaciones de interés 
económico. Igualmente se introduce 'una modificación 
de estilo, como se hace igualmente en el artículo 24.2. 
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En el artículo 26: 

En su punto 1, primero, se aclara que la motivación 
se refiere a la renuncia. 

En su punto 4 se introduce una mejora técnica en la 
regulación de la iniciación y tramitación del procedi- 
miento administrativo de disolución. 

En el artículo 27.3.d) se encabeza con letra minús- 
cula la referencia a los ((servicios técnicos)). En su letra 
e) se introduce una corrección de estilo. 

En el artículo 28.1 se suprime el inciso «... con arre- 
glo a lo dispuesto en el artículo 30.2 ... » y se introduce 
una corrección de estilo en el número 3. 

Se produce una modificación de redacción en el ar- 
tículo 30.3. 

En el artículo 34.2 se reordena la sintaxis de la re- 
dacción dada a este número por el Congreso de los Di- 
putados, incluyéndose además explícita referencia de 
excepción del seguro de crédito a la exportación por 
cuenta o con el apoyo del Estado. 

Se precisa el título de la Subsección 3 de la Sección 
3." del Capítulo 111 de la Ley. 

En el artículo 35: 

En su punto 1 se precisa que no habrá lugar en el 
caso referido de liquidación y sustitución de órganos 
sociales a la celebración de las juntas o asambleas or- 
dinarias o extraordinarias de accionistas, mutualistas 
o cooperativistas de la entidad, suprimiéndose la refe- 
rencia a «generales» que se efectuaba en el texto remi- 
tido por el Congreso. 

En su punto 2 se hace referencia a que la obligación 
de instar la exigencia de responsabilidades se refiere a 
la Comisión Liquidadora. 

En su punto 3 se suprime la expresión N... y los sin- 
gularmente privilegiados del artículo 59 de esta Ley». 

En el artículo 36.1, letras b) y c) se introducen co- 
rrecciones de estilo. En su letra d) se suprime su conte- 
nido, aunque pasa a ser párrafo segundo de la letra c). 

En el artículo 37.1 se sustituye en el último párrafo 
del mencionado punto la expresión <c ... transcurrido 
un año.. . >> por (<. . . transcurridos tres años.. . >). En su 
punto 8 se precisa que la designación o presentación 
de la documentación a la que se alude corresponde al 
solicitante de la exclusión, inclusión o impugnación. 
En su punto 9 se introduce una mejora gramatical. 

En el artículo 38.1 del texto remitido por el Congreso 
de los Diputados se especifica como supuesto de hecho 
de la previsión del artículo el que la entidad asegurado- 
ra esté en suspensión de pagos o quiebra y careciere de 
la liquidez necesaria. 

En el artículo 39: 

En punto 1, letra a) se modifica el texto del Congre- 
so en el sentido de referirse al cálculo de las provisio- 
nes técnicas individualmente consideradas. En su letra 
c) se introduce una corrección de estilo. 

En su punto 2, letra a) se introduce una corrección 
de estilo y, en el su punto 2, letra d) se incluye una re- 
ferencia a que los aludidos supuestos son los de adop- 
ción de medidas de control especial. En su letra d), 
tercer guión, se incluye la prohibición salvo autoriza- 
ción de la distribución de retornos. 

En su punto 5, letra a), se introduce una corrección 
de estilo. 

En el artículo 40.1, letra a), se introduce una correc- 
ción de estilo. 

En el artículo 40.4, letra f), se precisa como mejora 
técnica el supuesto previsto como infracción grave. En 
su punto 5, letra b), se sustituye «les formulen por «le 
formule)). En su punto 5, letra c), se sustituye la refe- 
rencia a «infracciones» por otra a «incumplimientos». 

En el artículo 41.3 se incluye explícitamente la posi- 
ble sanción de amonestación privada. 

En el artículo 42.4 se añade un último párrafo a su 
letra b) previendo expresamente la posible acumula- 
ción de la sanción de multa a la prevista en la letra a) 
respecto de la suspensión temporal en el ejercicio del 
cargo y se incluyen específicamente las sanciones para 
estos casos de amonestación privada y amonestación 
pública. Por otra parte, se corrigen diversos errores 
gramaticales en el artículo 42.4 a). 

En el artículo 44.2 se introducen mejoras de sintaxis. 

En el artículo 49.2 se introduce una corrección consis- 
tente en sustituir «... no podrán acogerse...)) por «... no 
será de aplicación ... » y diversas correcciones gramati- 
cales en el primer inciso del apartado 2 y en los aparta- 
dos2b) l."y2c)l."a7.0 

En este mismo artículo, en su letra c), número 3." se 
introduce algún signo de puntuación que aclara su 
contenido. Asimismo, en su número 7.", se modifica la 
redacción del texto del Congreso aludiéndose correcta- 
mente a operaciones efectuadas por las entidades y no 
a las propias entidades. 

En los artículos 50 y 51.3 se introduce una correc- 
ción de estilo. 

En el artículo 52, primer apartado, se sustituye «CO- 
municar» por «informar». 

En los artículos 53.2 y 55.2, párrafo primero se co- 
rrigen errores gramaticales. En el artículo 55.5 se sus- 
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tituye «término» por «plazo», técnicamente más co- 
rrecío. 

En el artículo 56.2 d), se introduce una corrección 
de estilo. 

En el artículo 56.2.e), segundo párrafo, se sustituye 
(( ... indicada...), por «... aportada ... » y se concreta la re- 
ferencia a la anterior información como hecha al apar- 
tado d) del mismo número 2. 

En el artículo 57.3 se incluye entre las normas a que 
se alude como de aplicación al caso el artículo 18. 

En el artículo 60 se introducen dos correcciones gra- 
maticales, siendo igualmente corregidos los artículos 
62.2, 63.3, 64.3, c) y g). 

En el artículo 64.3, letra e) se excluye la referencia a 
la oposición expresa del colegiado incorporándose la 
palabra «socios» y se introducen otras modificaciones 
en el ámbito objetivo de aplicación del precepto. En su 
letra h), se modifica la redacción del Congreso clarifi- 
cando la posibilidad de realizar operaciones de cesión 
en reaseguro con entidades aseguradoras autorizadas 
para operar en España. En su letra i), se excluye de 
control o limitación por el Ministerio de Economía y 
Hacienda la remuneración a los administradores. Se 
aiíade una nueva letra j) exigiendo para las mutualida- 
des de previsión social el que en su constitución con- 
curran al menos 50 mutualistas. 

En el artículo 69.2 se perfecciona la redacción dada 
al mismo por el Congreso de los Diputados al distin- 
guirse entre el caso de seguros distintos del de vida y el 
caso de seguros de vida, refiriendo respectivamente a 
cada uno de ellos los criterios de localización de los 
riesgos, etc., y de asunción de los compromisos. En su 
letra b) se introduce una modificación en la articula- 
ción de competencias y procedimiento a que alude la 
citada letra. 

En el artículo 70.2 se realiza una corrección grama- 
tical. 

En el artículo 72 se introducen algunas correcciones 
gramaticales en varios de sus apartados. 

En su número 3 se trata de especificar la cuestión de 
los Cuerpos a los que han de pertenecer los funciona- 
rios que pueden realizar actuaciones de inspección de 
seguros, retocándose la primitiva referencia al Regla- 
mento que contenía el texto enmendado. 

En el número 6, letra b), se alude expresamente a las 
actuaciones realizadas por la Inspección. En el último 
párrafo de la letra d) se precisa el valor probatorio de 
las actas de inspección. .. 

En su número 7, letra e), se establece que la dura- 
ción máxima del procedimiento de 6 meses se cc,mpu- 
tará desde la notificación del acta de inspección. 

Se introduce una corrección en el título del artícdo 74. 

En el artículo 74.2 se alude a «... documentos, datos 
y demás información...». 

Se sustituye en el artículo 75.2 b) la referencia a :c... da- 
tos agregados a fines ... » por «... datos agregados :on fi- 
nes. ..» y se rectifican algunas incorrecciones gram&icales 
en los artículos 75.1, apartado segundo, 75.3.b), 76.1 y 
77.4, apartado primero. 

En el artículo 78: 

En su punto 4 se introduce una modificación de sin- 
taxis. 

En su punto 6 se realiza una corrección de estilo y se 
amplía la toma de razón en los registros administrativos 
a que se refiere el artículo 74 a los altos cargos y se alu- 
de no sólo al registro administrativo de entidades asegu- 
radoras sino a los previstos en el citado artículo 74. 

En el artículo 79.1 se produce una mejora de sinta- 
xis. En su punto 2 se alude a K... formulación de con- 
sulta, o solicitud de certificación ... » completando la re- 
dacción del Congreso de los Diputados. 

En el artículo 80.1 se introduce una mejora gramatical. 

En el artículo 81.1 la que se hace a «... en el domici- 
lio ... » por otra que debe hacerse a (( ... del domicilio...». 

En el artículo 84 se introduce una mejora de estilo. 

En el artículo 87.1.d) se hace referencia a «... las en- 
tidades aseguradoras españolas,. 

En el artículo 88.2 a) se incluye una referencia a «... o 
en terceros países o, finalmente, una suc mal... » como 
mejora de redacción. 

En el artículo 90, se suprime su contenido, pasando 
en sus propios términos a ser la Disposición Adicional 
Decimoséptima (Nueva). 

En la Disposición Adicional Primera, Uno, A, 20 (nue- 
vo), se incluye una alusión independiente a la asistencia 
sanitaria. En su apartado Uno, letra C ,  apartado pnme- 
ro, se introduce una rectificación puramente gramati- 
cal, como igualmente se hace en el punto Dos.:B, cuarto 
inciso, en lo referente a la alusión al ramo que no debe 
comprender prestaciones de asistencia sanitaria. 

En la Disposición Adicional Tercera, punto 2, se pre- 
cisa que se alude al contrato de seguro. 
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En la Disposición Adicional Cuarta, se divide su 
contenido en 1 y 2 y en el número 1, Cuarta, se intro- 
duce una mejora de redacción. 

En la Disposición Adicional Quinta, apartado 1, se 
prevé la posibilidad de determinar el régimen jurídico 
de los peritos por vía reglamentaria. 

En la Disposición Adicional Quinta, apartado 1, le- 
tras a) y c), se producen alteraciones puramente de sin- 
taxis, del mismo modo que las que se introducen en su 
apartado 2. En su número 5 se refiere explícitamente la 
determinación de quiénes son actuarios a los «... efec- 
tos de lo dispuesto en esta Ley». 

En la Disposición Adicional Sexta se producen algu- 
nas correcciones de estilo y en el punto 2, se elimina 
del artículo 20.4 de la Ley de Contrato de Seguro la ex- 
presión «... y los vencidos devengarán el mismo inte- 
rés.. . >). 

En la Disposición Adicional Séptima se introducen 
algunas mejoras de estilo y: 

En su número 1, referente al artículo 8.1 de la Ley 
de Mediación de Seguros Privados, se introduce una 
corrección de estilo. 

En su número 2, y en lo que afecta a la nueva redac- 
ción de la letra a), del número 3,  del artículo 15 de la 
Ley 911992, de Mediación de Seguros Privados, se mo- 
difica el texto del Congreso sustituyendo los 6 últimos 
párrafos por una específica norma de remisión a las 
Disposiciones contenidas en los artículos 8, 14 y 21 de 
la Ley+de Ordenación y Supervisión de los Seguros Pri- 
vados. 

En su número 8, y en lo que afecta a la Disposición 
Adicional Primera de la Ley de Mediación de Seguros 
Privados, se incluye un apartado 2 nuevo delimitando 
la competencia de las Comunidades Autónomas en 
cuanto a los mediadores de seguros y a los Colegios de 
Mediadores de Seguros Titulados. 

En su número 10, que alude al apartado 3 de la Dis- 
posición Adicional Tercera de la Ley 911992, de 30 de 
abril, se fija un nuevo período de adaptación que fina- 
lizará el 31 de diciembre de 1996. 

En la Disposición Adicional Octava, número 1, se in- 
troducen algunas correcciones de estilo y se modifica 
la redacción propuesta por el Congreso para el párrafo 
quinto del artículo 1 de la Ley que se enmienda, inclu- 
yéndose la referencia «... a los daños en los bienes...)). 
Asimismo, se introduce un artículo 6 bis (nuevo) en tal 
Ley relativo a la llamada declaración amistosa de acci- 
dente. 

En el número 3 de tal Disposición, que recoge la incor- 
poración como Anexo, a tal del sistema para la valora- 
ción de los daños y perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación, se modifica el contenido de los 

apartados 1 b) y 2 de las notas a la tabla 1 sustituyendo la 
alusión al fallecimiento por otra que se hace al accidente. 

Igualmente, en lo relativo'al número 3 de esta mis- 
ma Disposición Adicional Octava se introduce en la ta- 
bla IV del Anexo un nuevo concepto de factor de co- 
rrección consistente en la adecuación del vehículo 
propio. Asimismo, se corrige un error aritmético en la 
Descripción de las Secuelas de la Tabla VI, concreta- 
mente en el primer ejemplo relativo al campo visual. 

En la Disposición Adicional Novena se introduce 
una corrección de estilo. 

En la Disposición Adicional Undécima: 

En su número 1 se introduce una modificación en el 
artículo 4.1 tal como venía redactado del Congreso pa- 
ra aludir a las empresas con menos de 250 trabajado- 
res para facultarlas a la hora de promover e instru- 
mentar sus compromisos susceptibles de ser cubiertos 
por un plan de pensiones a través de un plan promovi- 
do de forma conjunta por vanas empresas. 

En su número 3, que afecta a la nueva redacción del 
artículo 5.3 de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones, 
se amplía la cantidad máxima de aportación anual a 
los planes de pensiones, sin perjuicio de un desarrollo 
reglamentario que permita ampliar el tope superior e 
incluye una previsión en el sentido de que el límite 
máximo se aplicará individualmente a cada partícipe 
integrado en la unidad familiar. 

En su número 4 se introduce una modificación con- 
sistente en añadir un párrafo a la letra !$ del artículo 
5.4 de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones tal co- 
mo venía redactado en el texto remitido por el Congre- 
so y que alude a la integración en un solo plan de pen- 
siones en determinados casos que sean producto de 
operaciones societarias. 

En su número 8 se añade un requisito adicional con- 
sistente en la obtención de dictamen favorable de un 
actuario, en el contexto del artículo 9.1. 

En su número 9 se introducen algunas correcciones 
de estilo. 

En su número 10 se introduce una mejora técnica 
en la modificación del número 5 del artículo 16 de la 
Ley de Planes y Fondos de Pensiones, respecto del 
control consolidado y se introduce además una modi- 
ficación consistente en dar también nueva redacción al 
número 3 del artículo 16 de la Ley de Planes y Fondos 
de Pensiones. 

En su número 11 se introduce una corrección de es- 
tilo. 

En su número 13, se añade un segundo párrafo al 
apartado 6 del artículo 20 de la Ley de Planes y Fon- 
dos de Pensiones en la redacción dada por el Congreso 
de los Diputados, precisando la normativa específica- 
mente aplicable a la disolución, liquidación y extin- 
ción de' las entidades aseguradoras autorizadas como 
gestoras de fondos de pensiones. 
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En su número 14 y concretamente respecto de la re- 
dacción propuesta para el artículo 24.3 de la Ley de 
Planes y Fondos de Pensiones se sustituye la referencia 
a entidades aseguradoras por otra a entidades gesto- 
ras. 

En su número 15 se retoca la nueva redacción del 
artículo 26.1 de la Ley de Planes y Fondos de Pensio- 
nes para someter a los Planes al mismo régimen de pu- 
blicidad que la de Fondos y Entidades Gestoras. 

En su número 16 se modifica además el apartado b) 
del artículo 27 de la Ley de Planes y Fondos de Pensio- 
nes relativo a la reducción de la base regular de la base 
imponible por parte del partícipe conforme a la Ley 
18/199 1. 

En el número 17 (nuevo) se introduce una modifica- 
ción en el artículo 28 de la Ley de Planes y Fondos de 
Pensiones. 

En el número 18 nuevo (17 antiguo) se introduce 
una modificación que afecta a los artículos 31.3 y 32.1 
de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones. 

Se introduce una corrección de estilo en el artículo 
34.1, 2.”, letra g). 

En este mismo número se incluye en la redacción 
propuesta como artículo 35.1 de la Ley de Planes y 
Fondos de Pensiones una explícita alusión a los liqui- 
dadores como sujetos a posible responsabilidad admi-. 
nistrativa sancionable con arreglo al artículo 36. 

Se modifican los apartados 3 e) y n) del artículo 35, 
extendiendo en este caso el tipo de la infracción no só- 
lo a aquellos casos en que las anomalías impidan co- 
nocer la situación patrimonial sino también a los ca- 
sos en que la convierten en dificultosa. 

Además se modifican los párrafos segundo de los 
apartados 3.d), 4.d) y 5.a) del nuevo artículo 35 con la 
finalidad de evitar la confusión entre Plan de Pensio- 
nes y Plan de Financiación o Saneamiento. 

Se introduce un nuevo tipo de infracción a través de 
la letra q), nueva, en el artículo 35.4. 

Se retoca la redacción propuesta para el artículo 
35.4.e) de la Ley de Fondos y Planes de Pensiones, 
adaptando su literalidad al apartado correlativo del ar- 
tículo 40.4 de la Ley de Ordenación y Supervisión de 
los Seguros Privados. Se corrige gramaticalmente tam- 
bién el apartado 5.c). 

Se corrige la redacción de la primera frase del apar- 
tado 2 del artículo 36 de la Ley de Fondos y Planes de 
Pensiones extendiéndose la posibilidad de la extensión 
del régimen sancionador a los expertos actuarios y a 
sus sociedades por sus actuaciones en relación con los 
planes y fondos de pensiones. 

Se introduce una modificación en el texto propuesto 
por el Congreso de los Diputados para el nuevo artícu- 
lo 36.3 de la Ley de Fondos y Planes de Pensiones, con 
inclusión expresa de los liquidadores, en consonancia 
con la modificación introducida en el texto propuesto 
para el nuevo artículo 35.1. 

En el artículo 36.4 se reduce la multa prevista para 
la comisión del tipo de infracción. 

En su número 19, se modifica la redacción dada por el 
Congreso al quinto guión del cuarto párrafo de la 1)ispo- 
sición Adicional Primera de la Ley de Fondos y Planes de 
Pensiones en el sentido de precisar la prohibición de que 
el déficit no pueda ser repercutido en el derecho de res- 
cate. Además se suprimen dos párrafos como conscxuen- 
cia de enmiendas ya aprobadas por el Congreso y se in- 
vierte la numeración con el contenido de la número 20. 

En su número 21 (anterior 20) y en lo que hacr refe- 
rencia a la nueva Disposición Adicional que se’propo- 
ne como texto nuevo para la Ley de Planes y F’ondos 
de Pensiones se suprime la referencia a «entiidades 
promotorasn. 

Se incorporan unos nuevos puntos 22 y 23 por los 
que se da nueva redacción a las Disposiciones Finales 
Primera y Segunda de la Ley sobre Planes y Fondos de 
Pensiones. 

Se introducen igualmente correcciones de estilo en 
las Disposiciones Adicionales Duodécima, Decimoter- 
cera y Decimocuarta, así como en las Disposiciones 
Transitorias Segunda, Tercera, Séptima, Décima, Deci- 
mocuarta y Decimosexta. 

En la Disposición Adicional Decimotercera, además 
de lo dicho anteriormente, se modifica la redacción 
propuesta por el Congreso para el artículo 71 de la Ley 
18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas. 

De conformidad con lo expuesto anteriormente en 
este Mensaje Motivado se añade una nueva Disposi- 
ción Adicional Decimosexta con el contenido del anti- 
guo artículo 90. 

Se introduce una nueva Disposición Adicional Deci- 
moséptima sobre modificación del artículo 55 de la 
Ley de Modificación del Régimen Económico y Fiscal 
de Canarias. 

En la Disposición Transitoria Tercera del texto remi- 
tido por el Congreso se introducen diversas mejoras 
técnicas en lo que hace referencia a las letras a), b) pá- 
rrafo segundo, c) y d), que hacen alusión a remisiones 
entre Disposiciones Transitorias, plazos de adaptación 
y sustitución de suscripción por escrituración. Se mo- 
difica el primer párrafo del apartado b) del punto 1 
afectando tal modificación al plazo máximo de desem- 
bolso. En su punto 3 se modifica el plazo de adapta- 
ción a la nueva Ley en lo relativo a las entidades ase- 
guradoras que vengan percibiendo recargo externo. 

En la Disposición Transitoria Sexta se modifican las 
líneas 4.” y 5.” de la misma extendiéndose la aplicación 
transitoria de los artículos 55 y siguientes del Regla- 
mento de Ordenación del Seguro Privado y demás nor’ 
mas citadas a la cobertura de las provisiones tScnicas. 

En la Disposición Transitoria Séptima se suprime en 
su título «puesta a disposición de pólizas» como correc- 
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ción coherente con la supresión del primitivo apartado 
segundo del texto remitido al Congreso de los Diputados. 

En la Disposición Transitoria Décima, número 3, se 
elimina la referencia el momento de la constitución 
para determinar al comienzo de la aplicación a la Co- 
misión Liquidadora de Entidades Aseguradoras del 
mismo régimen tributario que corresponde al Estado. 

En la Disposición Transitoria Decimocuarta, número 
2, en lo que hace referencia a la expresión de la línea oc- 
tava, se sustituye la alusión a «... los asumidos mediante 
fondos de pensiones...)) por u... los asumidos mediante 
planes de pensiones.. .» y expresiones concordantes. 

En la Disposición Transitoria Decimoquinta: 

En su número 4, en su apartado cuatro, se aclara que 
la imputación que ha de realizarse se refiere a aportacio- 
nes correspondientes a derechos reconocidos por servi- 
cios pasados, manteniéndose que tal imputación se en- 
tiende sin perjuicio del régimen fiscal transitorio 
recogido en la Disposición Transitoria Decimosexta de es- 
ta Ley. Se concreta la cuantía reconocida en concepto de 
derechos por servicios pasados que se corresponda con 
fondos constituidos y su imputación a cada partícipe. 

En el apartado cinco, de este número 4, se alude es- 
pecíficamente a (< ... los ejercicios anuales iniciados 
desde el 1 de enero de 1988 ... ». 

En el apartado seis se procede a una redacción inte- 
grada de sus primitivos apartados primero y segundo. 

La Disposición Transitoria Decimoséptima del texto 
remitido por el Congreso queda suprimida en su con- 
tenido añadiéndose una nueva regulación que se inclu- 
ye bajo la misma numeración sobre plazos de adapta- 
ción de los contratos de agencia celebrados antes de la 
fecha de entrada en vigor de la presente Ley. 

En la Disposición Derogatoria del texto del Congre- 
so se suprime la referencia al artículo 4 de la Orden de 
27 de enero de 1988. 

En la Disposición Final Primera, punto primero, se 
incluye en su letra a) el contenido de la letra j) del nú- 
mero 3 del artículo 64. En su punto segundo, se efec- 
túa una adecuación de la enumeración de Disposicio- 
nes consideradas como competencia exclusiva del 
Estado a las modificaciones introducidas en el Proyec- 
to de Ley. 

Se suprime la Disposición Final Tercera de la redac- 
ción del Proyecto remitido por el Congreso de los Di- 
putados pasando en consecuencia la Disposición Final 
Cuarta antigua a ser Disposición Final Tercera. En esta 
Disposición Final se incluyen en la entrada en vigor 
demorada las Disposiciones Transitorias Decimocuar- 
ta, Decimoquinta y Decimosexta. 

Palacio del Senado, 28 de septiembre de 1995.-El 
Presidente del Senado, Juan José Laborda Martín.-El 
Secretario primero del Senado, Manuel Angel Aguiiar 
Belda. 
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TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 

PROYECTO DE LEY SOBRE ORDENACION 
Y SUPERWSION DE LOS SEGUROS PRIVADOS 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

La actividad aseguradora y la concerniente a los pla- 
nes y fondos de pensiones han evolucionado en nues- 
tro país de una manera acelerada, de modo que puede 
sostenerse que la dinámica que les afecta es de las más 
avanzadas de nuestro sistema financiero. Ello ha he- 
cho preciso una dinámica paralela en la supervisión 
pública de tales actividades, exigiendo constantes mo- 
dificaciones legislativas, por razón de la materia afec- 
tada, para que el Derecho no quede rezagado respecto 
de la realidad social. 

Además, el fenómeno de progresiva integración de 
la .actividad aseguradora dentro del marco jurídico 
del Derecho Comunitario Europeo y del Espacio Eco- 
nómico Europeo ha requerido la adaptación, en línea 
de tal homogeneización, de numerosas Directivas. 
Recientemente, por Ley 2111990, de 19 de diciembre, 
se incorporó la Directiva de libre prestación de servi- 
cios en seguro directo distinto del seguro de vida; 
ahora resulta necesario adaptar el resto de las Direc- 
tivas aprobadas por la Unión Europea e incluidas en 
el ámbito del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, hecho en Oporto el 2 de mayo de 1992 y 
adaptado en Bruselas el 17 de marzo de 1993, y que 
todavía no han sido objeto de incorporación a nues- 
tro Ordenamiento jurídico. Ha de tenerse en cuenta, 
además, que entre éstas se encuentran las fundamen- 
tales Terceras Directivas en seguros distintos al de vi- 
da y en seguros de vida que regulan la denominada 
”autorización administrativa única” con la que se 
sientan las bases, en principio definitivas, de la armo- 
nización en la Unión Europea y en el Espacio Econó- 
mico Europeo. 

Son, por tanto, estos dos aspectos los que motivan la 
presente regulación y exigen una nueva Ley de Orde- 
nación y Supervisión de los Seguros Privados, que sus- 
tituya a la todavía próxima Ley 3311984, de 2 de agos- 
to, sobre Ordenación del Seguro Privado, ya que la 
variedad e intensidad de las modificaciones que se 
operan hacen necesario y aconsejable regular la mate- 
ria en una nueva Ley. 

2 

La legislación reguladora del seguro privado consti- 
tuye una unidad institucional que, integrada por nor- 

TEXTO APROBADO POR EL SENADO 

PROYECTODELEYDEORDENACI~N 
Y SUPERVISIÓN DE LOS SEGUROS PRIVADOS 
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mas de Derecho privado y de Derecho público, se ha 
caracterizado, en este último ámbito, por su misión tu- 
telar en favor de los asegurados y beneficiarios ampa- 
rados por un contrato de seguro. En efecto, que el con- 
trato de seguro suponga el cambio de una prestación 
presente y cierta (prima) por otra futura e incierta (in- 
demnización), exige garantizar la efectividad de la in- 
demnización cuando eventualmente se produzca el si- 
niestro. Es este interés público el que justifica la 
supervisión de las entidades aseguradoras por la Ad- 
ministración Pública al objeto de comprobar que man- 
tienen una situación de solvencia suficiente para cum- 
plir su objeto social. 

La supervisión estatal, que reclaman la unidad de 
mercado y los principios de división y dispersión de 
los riesgos, tiene lugar mediante el sistema de auto- 
rización administrativa de vínculo permanente, en 
virtud de la cual se examinan los requisitos financie- 
ros, técnicos y profesionales precisos para acceder 
al mercado asegurador; se controlan las garantías fi- 
nancieras y el cumplimiento de las normas de con- 
trato de seguro y actuariales durante su actuación 
en dicho mercado; y, finalmente, se determinan las 
medidas de intervención sobre las entidades asegu- 
radoras que no ajusten su actuación a dichas nor- 
mas pudiendo llegar, incluso, a la revocación de la 
autorización administrativa concedida o la disolu- 
ción de la entidad aseguradora cuando carezcan de 
las exigencias mínimas para mantenerse en el mer- 
cado. 

Este esquema normativo de control de solvencia y 
protección del asegurado es de aplicación general, y a 
él se ajustan la casi totalidad de los Estados de econo- 
mía libre. 

Ahora bien, para que el sistema de supervisión sea 
eficaz es preciso que actúe sobre situaciones reales y 
vigentes en cada momento, por lo que su ordenamien- 
to legal debe adaptarse a los constantes cambios de to- 
do orden que el transcurso del tiempo revela como ne- 
cesarios. 

La Ley de 14 de mayo de 1908, que inició en España 
la ordenación del seguro privado, constituyó un instru- 
mento muy eficaz en los casi 50 años que tuvo de vida. 
Sus bases fundamentales, centradas en el control pre- 
vio, si bien garantizaban, hasta cierto punto, que no 
habría actuaciones temerarias por parte de las entida- 
des aseguradoras, limitaban extraordinariamente el 
campo de acción de las mismas, con perjuicio para la 
iniciativa empresarial. 

La siguiente Ley de 16 de diciembre de 1954 no tuvo 
un desarrollo sistemático por lo que, al mantener la 
misma concepción del control, sin dotarle de medios e 
instrumentos para adoptar las medidas correctoras 
oportunas, dejó mermada la efectividad de la acción 
de supervisión administrativa. El transcurso del tiem- 
po revelaba la separación de esta Ley de la situación 
real del mercado, separación que nunca pudo acortar- 
se, pese a la profusión de normas dictadas, ya que lo 

1 
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preciso era una nueva concepción del control de sol- 
vencia, así como la adopción de medidas que raciona- 
lizaran el mercado de seguros, dotándole de una ma- 
yor competitividad y transparencia. 

La Ley 3311984, de 2 de agosto, sobre Ordenación 
del Seguro Privado, constituyó el instrumento idó- 
neo para resolver los problemas que se habían susci- 
tado bajo la vigencia de la Ley de 1954. La Ley de 
1984 se basó en un doble orden de principios: la or- 
denación del mercado de seguros en general y el 
control de las entidades aseguradoras en particular, 
con la finalidad última de protección del asegurado. 
A este esquema básico se añadía la existencia de 
nuevas necesidades de cobertura de riesgos, las in- 
novaciones en el campo del seguro con vigencia en 
áreas internacionales, la necesaria unidad de merca- 
do que imponía no sólo la realidad económica sino 
la también, entonces, posible adhesión de España a 
la Comunidad Económica Europea con la recepción 
de la normativa vigente en esta última. Ello hizo po- 
sible precisamente que la efectiva adhesión en 1986 
a la actual Unión Europea exigiera escasas modifi- 
caciones, que tuvieron lugar por el Real Decreto Le- 
gislativo 1255í1986, de 6 de junio, por el que se mo- 
difican determinados artículos de la Ley 3311984, 
para adaptarla a los compromisos derivados del Tra- 
tado de Adhesión de España a la Comunidad Econó- 
mica Europea. 

* En cuanto a la ordenación del mercado de seguros 
en general, la Ley de 1984 se fijó los siguientes objeti- 
vos: 

- Normalizar el mercado, dando a todas las entida- 
des aseguradoras la posibilidad de participar en el 
mismo régimen de absoluta concurrencia y sin trata- 
mientos legales discriminatorios. 

En este sentido incluyó en su regulación las mu- 
tualidades de previsión social, en su día acogidas a la 
Ley de 6 de diciembre de 194 1, con el fin de someter- 
las a control de solvencia, al igual que las restantes 
entidades aseguradoras, si bien de menor intensidad, 
correlativa a la posibilidad legal de también menores 
prestaciones. Asimismo, la Ley se preocupó de tener 
en cuenta las particularidades de la distribución de 
competencias de control sobre las mutualidades de 
previsión social, frente a las restantes entidades ase- 
guradoras, entre el Estado y las Comunidades Autó- 
nomas. 
- Fomentar la concentración de entidades asegura- 

doras y, consiguientemente, la reestructuración del 
sector, con el objeto de dar paso a grupos y entidades 
aseguradoras más competitivos, nacional e internacio- 
nalmente, y con menores costes de gestión. 
- Potenciar el mercado nacional de reaseguros, a 

través del cual se aprovechase al máximo el pleno na- 
cional de retención. 

I 
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- Lograr una mayor especialización de las entida- 
des aseguradoras, sobre todo en el ramo de vida, de 
acuerdo con las exigencias de la Unión Europea y las 
tendencias internacionales sobre la materia. 
- Clarificar el régimen de formas jurídicas que 

pueden adoptar las entidades aseguradoras, ordenan- 
do la estructura de las insuficientemente reguladas 
mutualidades de previsión social, y dando entrada a 
las cooperativas de seguro. 

Al objeto de lograr todos estos fines, y al amparo del 
artículo 149.1.6", 11" y 13" de la Constitución, la Ley de 
1984 dictó las bases de la ordenación de los seguros, 
dotadas de la necesaria amplitud para que la actividad 
aseguradora se desarrollase cumpliendo la ley de los 
grandes números y atendiese a su perspectiva interna- 
cional. Ello exigió en el momento de dictar dicha Ley - 
y se mantiene hoy en todo su vigor- cierta uniformi- 
dad de las normas reguladoras de la supervisión de la 
actividad aseguradora con el objeto de facilitar la rela- 
ción de unas entidades aseguradoras españolas con 
otras, de todas ellas con las radicadas en la Unión Eu- 
ropea -en este sentido, el sector de seguros es uno de 
los más armonizados del Derecho Comunitario Euro- 
peo a través del sistema de Directivas- y en el Espa- 
cio Económico Europeo y de todas ellas con los mer- 
cados internacionales, cuyas prácticas resulta 
indispensable respetar. Además, dada la importancia 
financiera del sector de seguros dentro de la economía 
nacional y por su carácter primordialmente mercantil, 
que debe considerar la unidad de mercado, las compe- 
tencias de las Comunidades Autónomas han de respe- 
tar la competencia exclusiva estatal en la legislación 
mercantil y, aún en el supuesto de asunción de compe- 
tencias -incluso exclusivas en materia de mutualidades 
de previsión social-, deben quedar sometidas al alto 
control financiero del Estado a fin de lograr la necesa- 
ria coordinación de la planificación general de la acti- 
vidad económica a que se refiere el artículo 149.1 13" 
de la Constitución. 

* En cuanto al segundo de los aspectos, referido al 
concreto control administrativo de las entidades ase- 
guradoras, la Ley de 1984 se basó fundamentalmente 
en las siguientes líneas directrices: 

- Regular las condiciones de acceso y ejercicio de 
la actividad aseguradora, potenciando las garantías fi- 
nancieras previas de las entidades aseguradoras y ,con- 
sagrando el principio, de solvencia, acentuado y espe- 
cialmente proyectado a sus aspectos técnico y 
financiero. 
- Sanear el sector, evitando, en la medida de lo po- 

sible, la insolvencia de las entidades aseguradoras. En 
supuestos de dificultad para las mismas, adoptar las 
medidas correctoras que produzcan el mínimo perjui- 
cio para sus empleados y los asegurados. 
- Protección al máximo de los intereses de los ase- 

gurados y beneficiarios amparados por el seguro, no 
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sólo mediante el control administrativo genérico de las 
entidades aseguradoras, sino mediante la regulación 
de medidas específicas de tutela, entre las que desta- 
can la preferencia de sus créditos frente a la entidad 
aseguradora y la protección de la libertad de los asegu- 
rados para decidir la contratación de los seguros y pa- 
ra elegir asegurador; asimismo, a través de la adopción 
de medidas, incluso sancionadoras, en los supuestos 
que los asegurados y los beneficiarios comunicaren a 
la Dirección General de Seguros las prácticas de las 
aseguradoras contrarias a la Ley o que afectasen a sus 
derechos. 

Este esquema básico de principios rectores y líneas 
directrices, que inauguró la Ley de 2 de agosto de 
1984, permanece en las ulteriores reformas y su esen- 
cia se mantiene viva y en plena actualidad en la pre- 
sente Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados. Las modificaciones que introduce respecto 
de la regulación de la Ley de 1984 -como ya se anticipó 
y a continuación va a desarrollarse- responden al do- 
ble fundamento de adaptación de Directivas de la 
Unión Europea e incorporación al Espacio Económico 
Europeo y de la línea de convergencia que se han tra- 
zado los países miembros de ambos, que exige que la 
supervisión pública de la actividad aseguradora vaya 
paralela a la dinámica de la misma. Todo ello partien- 
do de que el marco de actuación de la actividad asegu- 
radora viene configurado por las reglas del mercado y 
la libre competencia. 

3 

En el orden concreto de adaptación de Directivas de 
la Unión Europea, la presente Ley incorpora al Dere- 
cho español las normas contenidas en las siguientes 
Directivas: 

- Directiva 92/96/CEE, del Consejo, de 10 de no- 
viembre de 1992, sobre coordinación de las disposicio- 
nes legales, reglamentarias y administrativas relativas 
al seguro directo de vida, y por la que se modifican las 
Directivas 79/267/CEE y 90/6 19/CEE (tercera Directiva 
de seguros de vida). 

Su adaptación a nuestro Derecho supone la recep- 
ción del concepto de "autorización administrativa úni- 
ca" en los seguros de vida. Ello significa que las entida- 
des aseguradoras españolas podrán operar en todo el 
ámbito del Espacio Económico Europeo en régimen 
de derecho de establecimiento o en régimen de libre 
prestación de servicios sometidas, exclusivamente, al 
control financiero de las autoridades españolas. Lo 
mismo resulta aplicable a las entidades aseguradoras 

~ domiciliadas en cualquier Estado miembro del Espa- 
cio Económico Europeo, que podrán operar en el resto 
de la misma -y, por tanto, también en España- en ré- 
gimen de derecho de establecimiento y en régimen de 
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libre prestación de servicios sujetas al control financie- 
ro del Estado de origen. 
- Directiva 92/49/CEE, del Consejo, de 18 de junio 

de 1992, sobre coordinación de las disposiciones lega- 
les, reglamentarias y administrativas relativas al segu- 
ro directo distinto del seguro de vida y por la que se 
modifican las Directivas 73/239/CEE y 88/357/CEE 
(tercera Directiva de seguros distintos del seguro de 
vida). 

Constituye idéntica innovación que la Directiva an- 
terior, pero referida al seguro directo distinto al seguro 
de vida. 
- Segunda Directiva 90/619/CEE, del Consejo, de 8 

de noviembre de 1990, sobre coordinación de las dis- 
posiciones legales, reglamentarias y administrativas 
relativas al seguro directo de vida, por la que se esta- 
blecen las disposiciones destinadas a facilitar el ejerci- 
cio efectivo de la libre prestación de servicios y por la 
que se modifica la Directiva 79/267/CEE. 

Su introducción en nuestro Ordenamiento Jurídico 
implica, en lo concerniente al seguro de vida, recoger 
las normas de Derecho Internacional Privado aplica- 
bles a los contratos de seguro y el derecho del tomador 
a resolver unilateralmente el contrato. Y -al igual que 
en la Directiva que a continuación se referirá- exige 
que deban determinarse las normas aplicables a las so- 
ciedades dominadas por entidades sometidas al Dere- 
cho de un Estado no miembro de la Unión Europea y 
a la adquisición de participaciones significativas por 
parte de tales sociedades dominantes, todo ello en ma- 
teria de seguros directos de vida. 
- Directiva 90/618/CEE, del Consejo, de 8 de no- 

viembre de 1990, que modifica, en particular por lo 
que se refiere al seguro de responsabilidad civil resul- 
tante de la circulación de vehículos automóviles, las 
Directivas 73/239/CEE y 88/357/CEE, referentes a la 
coordinación de las disposiciones legales, reglamenta- 
rias y administrativas relativas al seguro directo distin- 
to del seguro de vida. 

La adaptación de esta Directiva exige -amén de reco- 
ger las normas aplicables a las sociedades dominadas 
y a la adquisición de participaciones por sociedades 
dominantes sometidas al Derecho de un Estado no 
miembro de la Comunidad Económica Europea, antes 
mencionadas, pero referidas ahora al seguro directo 
distinto del de vida- la ampliación al seguro de res- 
ponsabilidad civil en vehículos terrestres automóviles 
del régimen de libertad de prestación de servicios -que 
estaba expresamente excluido en la Directiva 
88/357/CEE- con sus peculiaridades propias, consis- 
tentes, sobre todo, en la designación de un represen- 
tante -que en ningún caso tiene la consideración de su- 
cursal de entidad extranjera- de las entidades 
aseguradoras que, en este ramo, operen en España en 
régimen de libre prestación de servicios. 
- Directiva 91/674/CEE, del Consejo, de 19 de di- 

ciembre de 1991, relativa a las cuentas anuales y a las 
cuentas consolidadas de las empresas de seguro. 
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Su incorporación a nuestro Derecho clarifica la re- 
gulación de la contabilidad de las entidades asegura- 
doras admitiendo, sin lugar a ambages, la especialidad 
de algunas normas reguladoras de la ordenación con- 
table de tales entidades exigida por el Derecho Comu- 
nitario Europeo. 
- Directiva 94/ /CE, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de de 1994, por la que se modifican las 
Directivas 77/780/CEE y 89/646/CEE, relativas a las en- 
tidades de crédito, las Directivas 73/239/CEE y 
92/49/CEE, relativas al seguro directo distinto del se- 
guro de vida, las Directivas 79/267/CEE y 92/96/CEE, 
relativas al seguro directo de vida, la Directiva 
93/22/CEE, relativa a las empresas de inversión y la Di- 
rectiva 85/61 l/CEE sobre determinados organismos de 
inversión colectiva en valores mobiliarios (OICVM) 
con objeto de reforzar la supervisión prudencial. 

Esta Directiva, en lo concerniente a las entidades 
aseguradoras, introduce la innovación sustancial del 
concepto de "vínculos estrechos" como instrumento de 
supervisión, precisa el de domicilio social y el alcance 
de deber de secreto profesional y, finalmente, concreta 
la obligación de los auditores de cuentas de colaborar 
con las autoridades supervisoras. 
- Tercera Directiva 90/232/CEE, del Consejo, de 14 

de mayo de 1990, relativa a la aproximación de las le- 
gislaciones de los Estados miembros sobre el seguro 
de responsabilidad civil derivada de la circulación de 
vehículos automóviles. 

Esta Tercera Directiva amplía el sistema obligatorio 
de cobertura en un seguro muy sensible socialmente, 
dada la importancia creciente de la circulación de ve- 
hículos a motor así como de las responsabilidades de- 
rivadas de los accidentes ocasionados con su utiliza- 
ción. De ahí que el régimen de garantías que contiene 
se pueda sintetizar del siguiente modo: en el ámbito de 
los daños a las personas, únicamente los sufridos por 
el conductor quedan excluidos de la cobertura por el 
seguro obligatorio; la prima única que se satisface en 
todas las pólizas del seguro obligatorio cubre, en todo 
el territorio del Espacio Económico Europeo, los lími- 
tes legales del mismo con arreglo a la legislación del 
Estado miembro en el que se ocasiona el siniestro o, 
incluso, la del estacionamiento del vehículo, cuando 
estos límites sean superiores; en ningún caso puede 
condicionarse el pago de la indemnización por el segu- 
ro obligatorio a la demostración de que el responsable 
no puede satisfacerla; y, finalmente, que las personas 
implicadas en el accidente puedan conocer en el plazo 
más breve posible la entidad aseguradora que cubre la 
responsabilidad civil del causante. 

Estos aspectos se incorporan en la Disposición Adi- 
cional Octava de la presente Ley a la norma que ac- 
tualmente regula esta materia en nuestro Ordenamien- 
to Jurídico, cual es la Ley sobre Uso y Circulación de 
Vehículos de Motor. Pero, con el objeto de dotar de es- 
tructura adecuada a su Título Primero, regulador de la 
materia, se ha considerado necesario reorganizarlo ín- 
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tegramente de modo que responda al conjunto de las 
tres Directivas que han sido adoptadas en este seguro; 
y, con el objeto de clarificar su ámbito, recibe esta Ley 
la nueva denominación de Ley sobre Responsabilidad 
Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor. 

En virtud del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo las Directivas que se adaptan mediante la 
presente Ley extienden su ámbito a los Estados que, 
aún no siendo miembros de la Unión Europea, están 
incorporados al Espacio Económico Europeo. 

4 

Un segundo bloque de modificaciones normativas 
viene exigido, no por la adaptación o incorporación de 
Directivas de la Unión Europea, sino por, en mayor o 
menor medida, la línea de convergencia que se han 
trazado los países miembros del Espacio Económico 
Europeo. Estas modificaciones se incorporan a la nue- 
va Ley de Ordenación y Supervisión de  los Seguros 
Privados y, básicamente, en las siguientes materias: 

- Requisitos de la autorización administrativa de 
entidades aseguradoras españolas y de la adquisición 
en las mismas de participaciones significativas. 
- Los artículos 6 y 21 se refieren, respectivamente, 

a ambas materias, regulando los requisitos de acceso a 
la actividad aseguradora y perfeccionando el régimen 
de supervisión administrativa en la toma de participa- 
ciones significativas, con adecuación al Derecho Co- 
munitario Europeo, tanto en seguros directos de vida 
como en seguros directos distintos al de vida, siempre, 
unos y otros, dentro del ámbito de las potestades re- 
gladas, sin perjuicio del margen de apreciación en la 
valoración por la Administración de los conceptos jurí- 
dicos indeterminados que forman parte de los requisi- 
tos exigibles. 
- Protección del asegurado. 
La experiencia adquirida, desde la entonces novedo- 

sa regulación de la protección del asegurado en 1984, 
ha permitido depurar las instituciones que tienden a la 
protección del mismo, ampliando tal protección a los 
terceros perjudicados en el ámbito del seguro de res- 
ponsabilidad civil, por corresponder ambas proteccio- 
nes a idéntico fundamento; se perfeccionan los meca- 
nismos de protección, tanto en el crédito 
singularmente privilegiado a que se refiere el artículo 
59, cuanto en la adecuación de los mecanismos de so- 
lución de conflictos que configura el artículo 61, te- 
niendo muy presente la nueva regulación del arbitraje, 
así como remitiendo el mecanismo arbitral "sui gene- 
ris" al de la Ley General de Defensa de los Consumido- 
res y Usuarios; y, finalmente, se introduce, bien que 
con carácter potestativo, la figura del "defensor del 
asegurado" en su artículo 63. 
- Procedimientos administrativos de supervisión. 

- 619 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 1C5-11 

También se ha considerado necesario fijar con clari- 
dad la regulación que ha de presidir la tramitación de 
las distintas actividades y mecanismos de supervisión 
que a la Administración se encomiendan en la Ley res- 
pecto de las entidades aseguradoras. A estos efectos, el 
principio básico que ha presidido la regulación proce- 
dimental ha sido que las actividades de supervisión se- 
an ejercidas con la máxima agilidad posible pero sin 
olvidar, en ningún caso, el respeto de todas las garantí- 
as de las entidades aseguradoras, concediendo una im- 
portancia singular al trámite de audiencia de las mis- 
mas. 

En esta línea, y con carácter particular, merecen 
destacarse las regulaciones del artículo 70.4, referida 
al procedimiento de supervisión general -que se inte- 
gra en el procedimiento administrativo general-, y del 
artículo 72.7, referida al procedimiento de supervisión 
por inspección, que recoge un procedimiento especial 
respecto del cual las normas del procedimiento admi- 
nistrativo general únicamente se aplicarán con carác- 
ter supletorio. 

5 

Consideración separada merecen los regímenes de 
revocación de la autorización administrativa, de diso- 
lución y liquidación de entidades aseguradoras, y de 
adopción de medidas de control especial. La finalidad 
que persiguen todos ellos es adecuar las causas y el 
procedimiento de revocación y disolución, así como el 
régimen de liquidación, al general de sociedades mer- 
cantiles -inspirándose en la Ley de Sociedades Anóni- 
mas- de modo que sólo se recojan las que han de ser 
especialidades del propio sector asegurador. Por lo que 
al procedimiento de disolución administrativa se refie- 
re, coordina las garantías a la propia entidad asegura- 
dora -a través de la imposición de la obligación a los 
administradores, junto con el derecho de los socios, de 
instar la disolución- con una eficaz actuación de la 
Administración cuando i i i  Lino ni 011-o hayan tenido lu- 
gar. Y en cuanto a la lic~iiidacitin cle la entidad asegura- 
dora afecta, aclara y espccifica el régimen de supervi- 
sión sobre la entidad en liquidación y sobre sus 
liquidadores en particular y regula, en los supuestos de 
liquidación administrativa, el régimen jurídico de la 
Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, 
con carácter potestativo, permitiendo también la de- 
signación de otros liquidadores por el Ministro de 
Economía y Hacienda. 

Precisamente en este orden de ideas se incorporan a 
la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Pri- 
vados los preceptos hasta ahora reguladores de la Co- 
misión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, do- 
tando a la Comisión Liquidadora de Entidades 
Aseguradoras de un régimen legal estable, ya que la 
necesidad de permanencia del mismo se ha puesto de 
manifiesto merced a la experiencia acumulada desde 

En esta línea, y con carácter particular, merecen 
destacarse las regulaciones del artículo 70.3, reFerida 
al procedimiento de supervisión general - q u e  se inte- 
gra en el procedimiento administrativo general-, y 
del artículo 72.7, referida al procedimiento de supervi- 
sión por inspección, que recoge un procedimiento es- 
pecial respecto del cual las normas del procedimiento 
administrativo general únicamente se aplicarán con 
carácter supletorio. 
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su creación en 1984 y de las notables ventajas que para 
los asegurados y, en general, para todos los acreedores, 
supone este sistema de liquidación. Ello ha aconsejado 
incluir en la Ley todos aquellos aspectos referentes a la 
Comisión que la práctica ha demostrado que permiten 
aunar el mejor desempeño de su cometido y la máxi- 
ma garantía de los derechos de todos los acreedores de 
la entidad en liquidación e, incluso, de los propios so- 
cios de la misma. 

Finalmente, en lo que concierne a las medidas de 
control especial -que han venido a sustituir a las hasta 
ahora denominadas medidas cautelares- se precisan 
y especifican las mismas y se establece una correlación 
entre los supuestos de hecho determinantes de su 
adopción y las medidas a adoptar, como exigen la se- 
guridad jurídica y las Directivas comunitarias. 

6 

Junto a las líneas directrices básicas anteriormente 
apuntadas, también introduce la Ley otras modifica- 
ciones de muy diversa índole. No pueden dejar de des- 
tacarse, dada su trascendencia, las siguientes: 

- Modificación en el régimen de las Mutualidades 
de hevisión Social. 

Son modificaciones concretas que, una vez superada 
la fase inicial de incorporación al régimen asegurador 
de estas Mutualidades de Previsión Social, tienen como 
finalidad fijar el objeto social de estas entidades como 
exclusivamente asegurador, si bien, atendiendo a su es- 
pecial naturaleza, pueden, en el ámbito de otra autori- 
zación administrativa específica concedida al efecto, 
otorgar prestaciones sociales; depurar la regulación de 
sus requisitos, de modo que éstos no puedan entender- 
se como los precisos para disfrutar de beneficios fisca- 
les \¡no los esenciales para constituir mutualidades de 
previsión social; permitir, mediante el mecanismo de la 
autorización administrativa previa a la ampliación de 
prestaciones, la superación de los límites legales de las 
prestaciones por aquellas mutualidades que voluntaria- 
mente quieran acogerse al régimen de garantías finan- 
cieras de las mutuas de seguros, constituyendo un régi- 
men especial frente al general de mutualidades de 
previsión social con menores garantías y, en su conse- 
cuencia, con correlativas menores prestaciones; prohi- 
bir la actividad aseguradora a las federaciones y confe- 
deraciones de estas mutualidades, en cuanto que no 
constituyen entidades aseguradoras sino fenómenos 
asociativos de las mismas; y adecuar su procedimiento 
de creación al de las restantes entidades aseguradoras, 
evitando la confusión que actualmente se deriva de la 
colisión entre los artículos 7 y 17 de la Ley 33/1984, de 
2 de agosto, sobre Ordenación del Seguro Privado. 
- Régimen de nulidad de los contratos de seguro. 
La experiencia ha determinado la necesidad de do- 

tar de una nueva redacción al número 6 del artículo 6 

- Régimen de nulidad de los contratos de seguro. 
La experiencia ha determinado la necesidad de do- 

tar de una nueva redacción al número 6 del artículo 6 
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de la Ley sobre Ordenación del Seguro Privado -que 
pasa a ser número 2 del artículo 5 de la presente Ley- 
con el objeto de fijar los supuestos en que el contrato 
de seguro queda viciado de nulidad radical de pleno 
derecho, así como las consecuencias de tal nulidad, 
siempre con la mira puesta en la protección del asegu- 
rado. El eje de la nulidad ya no es el de la "entidad no 
inscrita" sino el de la "entidad sin autorización admi- 
nistrativa, entidad cuya autorización haya sido revoca- 
da, o transgrediendo los límites de la autorización ad- 
ministrativa concedida". 
- Determinación legal del importe de la responsa- 

bilidad patrimonial derivada de los daños ocasionados 
a las personas en accidentes de circulación. 

Además de las modificaciones que se introducen en 
la antigua Ley sobre Uso y Circulación de Vehículos de 
Motor derivadas de la Directiva 90/232/CEE, se recoge 
un sistema legal de delimitación cuantitativa del im- 
porte de las indemnizaciones exigibles como conse- 
cuencia de la responsabilidad civil en que se incurre 
con motivo de la circulación de vehículos de motor. 
Este sistema indemnizatorio se impone en todo caso, 
con independencia de la existencia o inexistencia de 
seguro y de los límites cuantitativos del aseguramiento 
obligatorio, y se articula a través de un cuadro de im- 
portes fijados en función de los distintos conceptos in- 
demnizables que permiten, atendidas las circunstan- 
cias de cada caso concreto y dentro de unos márgenes 
máximos y mínimos, individualizar la indemnización 
derivada de los daños sufridos por las personas en un 
accidente de circulación. 

Constituye, por tanto, una cuantificación legal del 
"daño causado" a que se refiere el artículo 1.902 del 
Código Civil, y de la responsabilidad civil a que hace 
referencia el artículo 19 del Código Penal. 
- Reforma del interés de demora aplicable a las 

aseguradoras. 
Se reforma también el interés de demora aplicable a 

las aseguradoras, derogando la Disposición Adicional 
Tercera de la Ley Orgánica 311989, de 21 de junio, y 
dando nueva redacción al artículo 20 de la Ley de Con- 
trato de Seguro, con la finalidad de aclarar los térmi- 
nos de la regulación de la materia y evitar la multipli- 
cidad de interpretaciones a las que se está dando lugar 
en las distintas resoluciones judiciales. 

Se especifica el sistema de devengo de intereses que 
en dicho artículo se establece; se da un tratamiento 
homogéneo al asegurado, beneficiario y tercero perju- 
dicado en el seguro de responsabilidad civil; se amplía 
la obligación de abono de intereses a los supuestos de 
falta de pago del importe mínimo de la indemnización; 
y se cuantifica el interés de demora, moderando la fór- 
mula de un interés absoluto para hacerlo, durante el 
primer año, referencial al interés legal del dinero. 

Se establece, también, la no acumulación de los in- 
tereses que se devengan por aplicación de este artículo 
20 con los previstos en el artículo 921 de la Ley Enjui- 
ciamiento Civil. 

de la Ley sobre Ordenación del Seguro Privado . -que 
pasa a ser número 2 del artículo 5 de la presente Ley- 
con el objeto de fijar los supuestos en que el contrato 
de seguro queda viciado de nulidad radical de pleno 
derecho, así como las consecuencias de tal nulidad, 
siempre con la mira puesta en la protección del asegu- 
rado. El eje de la nulidad ya no es el de la centid'ad no 
inscrita)) sino el de la «entidad no autorizada)), cuya 
autorización haya sido revocada, o transgrediendo los 
límites de la autorización administrativa concedida». 

Se especifica el sistema de devengo de intereses que 
en dicho artículo se establece; se da un tratamiento ho- 
mogéneo al asegurado, beneficiario y tercero perjudica- 
do en el seguro de responsabilidad civil; se amplía la 
obligación de abono de intereses a los supuestos de falta 
de pago del importe mínimo .de la indemnización; y se 
cuantifica el interés de demora, moderando la fórmula 
de un interés absoluto para hacerlo, durante los dos pri- 
meros años, referencial al interés legal del dinero. 
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7 

Esta Ley amplía el régimen de supervisión adminis- 
trativa de entidades aseguradoras, por medio de medi- 
das de control especial y de disolución administrativa, 
al ámbito de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones. 

Con la experiencia adquirida desde 1987 en la apli- 
cación de esta norma, se ha considerado preciso, en la 
línea de paralelismo -que no, confluencia- que ha de 
seguir la supervisión de entidades aseguradoras y la de 
planes y fondos de pensiones, completar, actualizar y 
perfeccionar el régimen administrativo sancionador, 
ampliándolo a los expertos que emiten los dictámenes 
actuariales, introducir un sistema de medidas de con- 
trol especial que garantice, en todo caso, la finalidad 
para la que los planes de pensiones fueron en su día 
regulados, articular las causas de disolución de las en- 
tidades gestoras y de los fondos de pensiones y las de 
terminación de los planes de pensiones, determinar 
cuándo puede ser acordada administrativamente así 
como la intervención en la liquidación y, finalmente, 
precisar la revocación de la autorización administrati- 
va de las entidades gestoras y de los fondos de pensio- 
nes, todo ello en paralelo a los de las entidades asegu- 
radoras. 

Asimismo, y con el objeto de proteger los intereses 
de los trabajadores, aún en los supuestos en que se ha- 
ya extinguido su contrato de trabajo, frente a posibles 
insolvencias del empresario en orden al cumplimiento 
de los compromisos por pensiones asumidos por éste 
se incorpora un precepto -dando nueva redacción a su 
Disposición Adicional Tercera- a la Ley de Planes y 
Fondos de Pensiones, adaptando así el artículo 8 de la 
Directiva 80í987íCEE. 

8 

La recepción de todos estos mandatos normativos 
ha supuesto, como ya se dijo, su plasmación en una 
nueva Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados, amén de la estructuración de la parte final 
con las necesarias Disposiciones Adicionales, Transito- 
rias, Derogatoria y Finales. La Ley se articula en tres 
Títulos, referidos, respectivamente, a la determinación 
del ámbito normativo de la Ley, a la supervisión de las 
entidades aseguradoras españolas -dedicando un Capí- 
tulo a su actuación en régimen de derecho de estable- 
cimiento o de libre prestación de servicios-, y a las en- 
tidades aseguradoras extranjeras que operen en 
España -distinguiendo el régimen aplicable a las ase- 
guradoras domiciliadas en otros Estados miembros 
del Espacio Económico Europeo del que afecta a las 
domiciliadas en terceros países-. Es, básicamente, en 
las Disposiciones Adicionales donde se han recogido 
las modificaciones de otras Leyes afectadas por la pre- 
sente reforma: En concreto, la Ley de Contrato de Se- 
guro (en la Sexta), la Ley de Mediación en Seguros Pri- 
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vados (en la Séptima), la Ley sobre Responsabilidad 
Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor 
(en la Octava), el Estatuto Legal del Consorcio de 
Compensación de Seguros (en la Novena), la Ley de 
Seguros Agrarios Combinados (en la Décima), la Ley 
reguladora de Planes y Fondos de Pensiones (en la Un- 
décima), la Disposición Adicional Undécima de la Ley 
General de la Seguridad Social (en la Duodécima) y la 
Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas (en la Decimotercera). 

a) Compromiso. 
Todo acuerdo materializado en una de las formas de 

contrato de seguro sobre la vida, otras operaciones del 
ramo de vida u operaciones descritas en el artículo 3, 
números 2 y 3. 

b) Régimen de derecho de establecimiento. 
La actividad desarrollada en un Estado miembro del 

Espacio Económico Europeo por una sucursal estable- 
cida en el mismo de una entidad aseguradora domici- 
liada en otro Estado miembro. 

c) Régimen de libre prestación de servicios. 
La actividad desarrollada por una entidad asegura- 

dora domiciliada en un Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo desde el domicilio, o una sucur- 
sal de la misma en otro Estado miembro, asumiendo 
un riesgo o contrayendo un compromiso en un Estado 
miembro distinto. 

d) Estado miembro de localización del riesgo. 

Se entiende por tal: 

- Aquél en que se hallen los bienes, cuando el se- 
guro se refiera a inmuebles, o bien a éstos y a su con- 
tenido, si éste último está cubierto por la misma póliza 
de seguro. 

2. Quedan expresamente excluidos del ámbito de 
aplicación de la presente Ley el Régimen General y los 
Regímenes Especiales que integran el sistema de Segu- 
ridad Social obligatoria. 

c) Régimen de libre prestación de servicios. 
La actividad desarrollada por una entidad asegura- 

dora domiciliada en un Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo desde su domicilio, o por una su- 
cursal de la misma en otro Estado miembro, asumien- 
do un riesgo o contrayendo un compromiso en un Es- 
tado miembro distinto. 

d) Estado miembro de localización del riesgo. 

Se entiende por tal: 

- Aquél en que se hallen los bienes, cuando el se- 
guro se refiera a inmuebles, o bien a éstos y a su con- 
tenido, si este último está cubierto por la misma póliza 
de seguro. 

TITULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Artículo 1. Objeto de la Ley y definiciones. 

1. La presente Ley tiene por objeto establecer la or- 
denación y supervisión del seguro privado y demás 
operaciones enumeradas en el artículo 3, con la finali- 
dad de tutelar los derechos de los asegurados, facilitar 
la transparencia y el desarrollo del mercado de seguros 
y fomentar la actividad aseguradora privada. 

2. Quedan expresamente excluidos del ámbito de 
aplicación de la presente Ley el régimen general y los 
regímenes especiales que integran el sistema de Segu- 
ridad Social obligatoria. 

3. A efectos de lo establecido en la presente Ley y 
demás disposiciones reguladoras de la ordenación y 
supervisión de los seguros y contratación de los segu- 
ros privados se entenderá por: 
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Cuando el seguro se refiera a bienes muebles que se 
encuentren en un inmueble, y a efectos de los tributos 
y recargos legalmente exigibles, el Estado miembro en 
el que se encuentre situado el inmueble, incluso si éste 
y su contenido no estuvieran cubiertos por la misma 
póliza de seguro, con excepción de los bienes en trán- 
sito comercial. 
- El Estado miembro de matriculación, cuando 

el seguro se refiera a vehículos de cualquier natura- 
leza. A estos efectos, se entenderá por Estado miem- 
bro de estacionamiento habitual del vehículo el Esta- 
do de matriculación o, caso de que no existiera 
matrícula para un determinado tipo de vehículo, pe- 
ro éste llevase una placa de seguro u otro signo dis- 
tintivo análogo a la matrícula, el Estado donde se ha 
expedido esa placa o signo o, finalmente, si no exis- 
tiese matrícula, placa de seguro o signo distintivo 
para determinado tipo de vehículo, el Estado del do- 
micilio del usuario. 
- Aquél en que el tomador del seguro haya firmado 

el contrato, si su duración es inferior o igual a cuatro 
meses y se refiere a riesgos que sobrevengan durante 
un viaje o fuera del domicilio habitual del tomador del 
seguro, cualquiera que sea el ramo afectado. 
- Aquél en que el tomador del seguro tenga su resi- 

dencia habitual o, si éste fuera una persona jurídica, 
aquel en el que se encuentre el domicilio social o su- 
cursal de la misma a que se refiere el contrato, en to- 
dos los casos no explícitamente contemplados en los 
apartados anteriores. 

e) Estado miembro del compromiso. 
El Estado miembro del Espacio Económico Euro- 

peo en que el tomador del seguro tenga su residencia 
habitual, si es una persona física, o su domicilio social 
o una sucursal, caso de que el contrato se refiera a ésta 
última, si es una persona jurídica. En todos los casos, 
siempre que se trate de un contrato de seguro sobre la 
vida, otras operaciones del ramo de vida u operaciones 
descritas en el artículo 3, números 2 y 3. 

f) Estado miembro de origen. 
El Estado miembro del Espacio Económico Euro- 

peo en que tenga el domicilio social la entidad asegu- 
radora que cubra el riesgo o contraiga el compromiso. 

La gestión administrativa y la dirección de los nego- 
cios de la entidad aseguradora habrá de estar centrali- 
zada en el mismo Estado miembro en que se encuen- 
tre su domicilio social, competente para otorgar la 
autorización administrativa. 

g) Estado miembro de la sucursal. 
El Estado miembro en que esté situada la sucursal 

h) Estado miembro de prestación de servicios. 
El Estado miembro del Espacio Económico Euro- 

peo en que esté localizado el riesgo o se asuma el com- 
promiso, cuando dicho riesgo esté cubierto o el com- 
promiso sea asumido por alguna entidad aseguradora 

que cubra el riesgo o contraiga el compromiso. 

Cuando el seguro se refiera a bienes muebles que se 
encuentren en un inmueble, y a efectos de los tributos 
y recargos legalmente exigibles, el Estado miembro en 
el que se encuentre situado el inmueble, incluso si éste 
y su contenido no estuvieran cubiertos por la misma 
póliza de seguro, con excepción de los bienes en trán- 
sito comercial. 
- El Estado miembro de matriculación, cuando el 

seguro se refiera a vehículos de cualquier naturaleza. 

- Aquél en que el tomador del seguro haya firmado 
el contrato, si su duración es inferior o igual a cuatro 
meses y se refiere a riesgos que sobrevengan durante 
un viaje o fuera del domicilio habitual del tomador del 
seguro, cualquiera que sea el ramo afectado. 
- Aquél en que el tomador del seguro tenga su resi- 

dencia habitual o, si fuera una persona jurídica, aquel 
en el que se encuentre el domicilio social o sucursal de 
la misma a que se refiere el contrato, en todos los casos 
no explícitamente contemplados en los apartados ante- 
riores. 
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desde su domicilio o una sucursal de la misma situa- 
dos en otro Estado miembro. 

Artículo 2. Ambito subjetivo y principio de reciproci- 
dad. 

1. Quedan sometidos a los preceptos de esta Ley: 

a) Las entidades que realicen las operaciones o acti- 
vidades mencionadas en el artículo 3. 

b) Las personas físicas o jurídicas que, bajo cual- 
quier título, desempeñen cargos de administración o 
dirección de las entidades aseguradoras; los profesio- 
nales y entidades que suscriban los documentos previs- 
tos en la presente Ley o en sus disposiciones comple- 
mentarias de desarrollo; los liquidadores de entidades 
aseguradoras; y aquellas personas para quienes legal- 
mente se establezca alguna prohibición o mandato en 
relación con el ámbito material de la presente Ley. 

c)  Las organizaciones constituidas con carácter de 
permanencia para la distribución de la cobertura de 
riesgos o la prestación a' las entidades aseguradoras de 
servicios comunes relacionados con la actividad asegu- 
radora, cualquiera que sea su naturaleza y forma jun- 
dica. 

2.  En virtud del principio de reciprocidad: 

a) Cuando de hecho o de derecho en terceros países 
ajenos al Espacio Económico Europeo se exija a las enti- 
dades o personas físicas españolas, a que se refiere el nú- 
mero 1 precedente, mayores garantías o requisitos que a 
sus nacionales, o se les reconozcan menores derechos, el 
Ministro de Economía y Hacienda establecerá, en régi- 
men de reciprocidad, otras condiciones equivalentes en 
sus términos o en sus efectos para las entidades o perso- 
nas físicas nacionales del país de que se trate. 

b) La Dirección General de Seguros colaborará con 
las autoridades supervisoras de terceros países ajenos 
al Espacio Económico Europeo siempre que exista re- 
ciprocidad y dichas autoridades estén sometidas al se- 
creto profesional en condiciones que, como mínimo, 
sean equiparables a las establecidas por las leyes espa- 
ñolas. 

c) Tratándose de entidades aseguradoras, lo dispues- 
to en la letra a) se aplicará únicamente a las delegacio- 
nes de terceros países no miembros del Espacio Eco- 
nómico Europeo. 

Artículo 3. Ambito objetivo. 

Quedan sometidas a los preceptos de esta Ley: 

1. Las actividades de seguro directo de vida, de se- 
guro directo distinto del seguro de vida, y de rease- 
guro. 

b) Las personas físicas o jurídicas que, bajo cual- 
quier título, desempeñen cargos de administración o 
dirección de las entidades aseguradoras; los profesio- 
nales y entidades que suscriban los documentos previs- 
tos en la presente Ley o en sus disposiciones comple- 
mentarias de desarrollo; los liquidadores de entidades 
aseguradoras; y aquellas personas para quienes legal- 
mente se establezca alguna prohibición o mandato en 
relación con el ámbito objetivo de la presente Ley. 

. 

c) Tratándose de entidades aseguradoras, lo dis- 
puesto en la letra a) se aplicará únicamente a las su- 
cursales de terceros países no miembros del Espacio 
Económico Europeo. 
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2. Las operaciones de capitalización basadas en téc- 
nica actuarial que consistan en obtener compromisos 
determinados en cuanto a su duración y a su importe 
a cambio de desembolsos únicos o periódicos previa- 
mente fijados. 

3. Las operaciones preparatorias o complementa- 
rias de las de seguro o capitalización que practiquen 
las entidades aseguradoras en su función canalizadora 
del ahorro y la inversión. 

4. Las actividades de prevención de daños vincula- 
das a la actividad aseguradora. 

Artículo 4. Ambito territorial. 

Las actividades y operaciones definidas en el artícu- 
lo 3 se ajustarán a lo dispuesto en la presente Ley: 

1. Cuando sean realizadas por entidades asegurado- 
ras españolas. 

2. Cuando sean realizadas en España por entidades 
aseguradoras domiciliadas en el territorio de cualquie- 
ra de los restantes países miembros del Espacio Eco- 
nómico Europeo o en terceros países. 

Artículo 5. Operaciones prohibidas y sanción de nuli- 
dad. 

1. Quedan prohibidas a las entidades aseguradoras, 
y su realización determinará la nulidad de pleno dere- 
cho de las mismas, las siguientes operaciones: 

a) Las que carezcan de base técnica actuarial. 
b) El ejercicio de cualquier otra actividad comercial y la 

prestación de garantías distintas de las propias de la acti- 
vidad aseguradora así como el otorgamiento de avales. 

No se entenderá incluida en tal prohibición la cola- 
boración con entidades no aseguradoras para la distri- 
bución de los servicios producidos por éstas. 

c) Las actividades de mediación en seguros privados 
definidas en la Ley 911992, de 30'de abril; de Media- 
ción en Seguros Privados. 

2. Serán nulos de pleno derecho los contratos de se- 
guro y demás operaciones sometidas a la presente Ley 
celebrados o realizados por entidad no autorizada, cu- 
ya autorización administrativa haya sido revocada, o 
transgrediendo los límites de la autorización adminis- 
trativa concedida. Quien hubiere contratado con ella 
no estará obligado a cumplir su obligación de pago de 
la prima y tendrá derecho a la devolución de la prima 
pagada salvo que, con anterioridad, haya tenido lugar 
el siniestro; si antes de tal devolución acaece un sinies- 
tro, amparado por el contrato si hubiera sido válido, 
nacerá la obligación de la entidad que lo hubiese cele- 
brado de satisfacer una indemnización cuya cuantía se 
fijará con arreglo a las normas que rigen el pago de la 

b) El ejercicio de cualquier otra actividad comer- 
cial y la prestación de garantías distintas de las pro- 
pias de la actividad aseguradora. 

No se entenderá incluida en tal prohibición la cola- 
boración con entidades no aseguradoras para la distri- 
bución de los servicios producidos por éstas. 

2. Serán nulos de pleno derecho los contratos de 
seguros y demás operaciones sometidas a la presente 
Ley celebrados o realizados por entidad no autorizada, 
cuya autorización administrativa haya sido revocada, 
o transgrediendo los límites de la autorización admi- 
nistrativa concedida. Quien hubiere contratado con 
ella no estará obligado a cumplir su,obligación de pa- 
go de la prima y tendrá derecho a la devolución de la 
prima pagada salvo que, con anterioridad, haya tenido 
lugar un siniestro; si antes de tal devolución acaece un 
siniestro amparado por el contrato si hubiera sido váli- 
do, nacerá la obligación de la entidad que lo hubiese 
celebrado de satisfacer una indemnización cuya cuan- 
tía se fijará con arreglo a las normas que rigen el pago 
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prestación conforme al contrato de seguro, sin perjui- 
cio del deber de indemnizar los restantes daños y per- 
juicios que hubiera podido ocasionar. 

Esta obligación y responsabilidad será solidaria de 
la entidad y de quienes desempeñen cargos de admi- 
nistración o dirección que hubieran autorizado o per- 
mitido la celebración de tales contratos u operaciones. 

TITULO 11 

DE LA ACTIVIDAD DE ENTIDADES ASEGURADO- 
RAS ESPAÑOLAS. 

CAPITULO 1 

Del acceso a la actividad aseguradora. 

Artículo 6 .  Necesidad de autorización administrativa. 

1. El acceso a las actividades definidas en el artículo 
3 por entidades aseguradoras españolas estará supedi- 
tado a la previa obtención de autorización administra- 
tiva del Ministro de Economía y Hacienda. 

2. Serán requisitos necesarios para obtener y con- 
servar la autorización administrativa los siguientes: 

a) Adoptar una de las formas jurídicas previstas en 
el artículo 7 y, en su caso, facilitar información sobre 
la existencia de vínculos estrechos con otras personas 
o entidades. 

b) Limitar su objeto social a la actividad aseguradora y 
a las operaciones definidas en el artículo 3 de la presente 
Ley, con exclusión de cualquier otra actividad comercial, 
en los términos de los artículos 5 y 11 de la misma. 

c) Presentar y atenerse a un programa de activida- 
des con arreglo al artículo 12: 

d) Tener el capital social o fondo mutual que exige el 
artículo 13 y el fondo de garantía previsto en el núme- 
ro 1 del artículo 18. Hasta la concesión de la autoriza- 
ción, el capital social o fondo mutual desembolsados 
se mantendrán en los activos que reglamentariamente 
se determinen, de entre los que son aptos para cober- 
tura de provisiones técnicas. 

e) Indicar las aportaciones y participaciones en el 
capital social o fondo mutual de los socios, quienes ha- 
brán de reunir los requisitos expresados en el artículo 
14. 

f) Estar dirigidas de manera efectiva por personas 
que reúnan las condiciones necesarias de .honorabili- 
dad y de cualificación o experiencia profesionales. 

3. También será precisa autorización administrativa 
para que una entidad aseguradora pueda extender su 
actividad a otros ramos distintos de los autorizados y 
para la ampliación de una autorización que compren- 
da sólo una parte de los riesgos incluidos en un ramo 

de la prestación conforme al contrato de seguro, sin 
perjuicio del deber de indemnizar los restantes daños 
y perjuicios que hubiera podido ocasionar. 

Esta obligación y responsabilidad será solidaria de 
la entidad y de quienes desempeñando en la misma 
cargos de administración o dirección hubieren aiitori- 
zado o permitido la celebración de tales contratos u 
operaciones. 

d) Tener el capital social o fondo mutual que exige el 
artículo 13 y el fondo de garantía previsto en el artículo 
18. Hasta la concesión de la autorización, el capital so- 
cial o fondo mutual desembolsados se mantendrán en 
los activos que reglamentariamente se determinen, de 
entre los que son aptos para cobertura de provisiones 
técnicas. 
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o que permita a la entidad aseguradora ejercer su acti- 
vidad en un territorio de ámbito superior al inicial- 
mente solicitado y autorizado. La ampliación de la au- 
torización administrativa estará sujeta a que la entidad 
aseguradora cumpla los siguientes requisitos: 

a) Tener cubiertas sus provisiones técnicas y dispo- 
ner del margen de solvencia establecido en el artículo 
17 y, además, si para los ramos a que solicita la exten- 
sión de actividad, el artículo 13 y el artículo 18 exigen 
un capital social o fondo mutual o un fondo de garan- 
tía mínimo más elevados que los anteriores, deberá 
disponer de dicho mínimo. 

b) Presentar un programa de actividades de confor- 
midad con el artículo 12. 

4. La solicitud de autorización se presentará en la 
Dirección General de Seguros y deberá ir acompañada 
de los documentos acreditativos del cumplimiento de 
los requisitos a que se refieren los números 2 ó 3 pre- 
cedentes. Tal petición deberá ser resuelta en el plazo 
de 6 meses siguientes a la fecha de presentación de la 
solicitud de autorización. En ningún caso se entenderá 
autorizada una entidad aseguradora en virtud de actos 
presuntos por el transcurso del plazo referido. 

5 .  La autorización será válida en todo el Espacio 
Económico Europeo. Se concederá por el Ministro de 
Economía y Hacienda por ramos, abarcando el ramo 
completo y la cobertura de los riesgos accesorios o 
complementarios del mismo, según proceda, compren- 
didos en otro ramo, y permitiendo a la entidad asegu- 
radora ejercer en el Espacio Económico Europeo acti- 
vidades en régimen de derecho de establecimiento o 
en régimen de libre prestación de servicios, salvo que 
el solicitante sólo desee cubrir una parte de los riesgos 
correspondientes al ramo autorizado, ejercer su activi- 
dad en un territorio de ámbito menor al del territorio 
nacional, o realice operaciones comprendidas en el nú- 
mero 2 del artículo 49. 

La solicitud de autorización será denegada cuando 
la entidad no adopte una de las formas jurídicas pre- 
vistas en el artículo 7, sus estatutos no se ajusten a la 
presente Ley, o carezca de cualesquiera de los restan- 
tes requisitos legales para la válida y eficaz constitu- 
ción en la forma elegida; cuando, existiendo vínculos 
estrechos a los que se refiere el artículo 8 de la presen- 
te Ley, obstaculicen el buen ejercicio de la supervisión 
o se vea obstaculizado por las disposiciones de un ter- 
cer país que regulen una o varias de las personas con 
las que la entidad aseguradora mantenga vínculos es- 
trechos; cuando su objeto social no se ajuste a lo dis- 
puesto en el artículo 6.2.b); cuando no presente un 
programa de actividades, o el presentado no contenga 
todas las indicaciones o justificaciones exigibles con 
arreglo al artículo 12, o aún conteniéndolas, resulten 
insuficientes o inadecuadas al objeto o finalidad pre- 
tendido por la entidad o, aún siéndolo, no se corres- 
ponda con la situación real de la entidad, de modo que 

a) Tener cubiertas sus provisiones técnicas y dispo- 
ner del margen de solvencia establecido en el artículo 
17 y, además, si para los ramos a que solicita la exten- 
sión de actividad, el artículo 13 y el artículo 18 exigen 
un capital social o fondo mutual y un fondo de garan- 
tía mínimo más elevados que los anteriores, deberá 
disponer de los mismos. 

b) Presentar un programa de actividades de confor- 
midad con el artículo 12. 

La solicitud de autorización será denegada cuando: 

- la entidad no adopte una de las formas jurídicas 
previstas en el artículo 7, sus estatutos no se ajusten a 
la presente Ley, o carezca de cualesquiera de los res- 
tantes requisitos legales para la válida y eficaz consti- 
tución en la forma elegida; 
- existiendo vínculos estrechos a los que se refiere 

el artículo 8 de la presente Ley, obstaculicen el buen 
ejercicio de la ordenación y supervisión o se vea obsta- 
culizado por las,disposiciones de un tercer país que re- 
gulen a una o varias de las personas con las que la en- 
tidad aseguradora mantenga vínculos estrechos; 
- su objeto social no se ajuste a lo dispuesto en el 

artículo 6.Z.b); 
- no presente un programa de actividades, o el pre- 

sentado no contenga todas las indicaciones o justifica- 
ciones exigibles con arreglo al artículo 12, o aun con- 
teniéndolas, resulten insuficientes o inadecuadas al 
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ésta carezca de una buena organización administrativa 
y contable, o de procedimientos de control interno 
adecuados o de los medios destinados a cubrir las exi- 
gencias patrimoniales, financieras, de solvencia o, en 
su caso, de prestación de asistencia que garanticen la 
gestión sana y prudente de la entidad; cuando carezca 
del capital social o fondo mutual mínimo requerido; 
cuando no precise las aportaciones sociales o no se 
considere adecuada la idoneidad de los socios que va- 
yan a tener una participación significativa, tal como se 
define en el artículo 14 ,  atendiendo a la necesidad de 
garantizar una gestión sana y prudente de la entidad; y 
cuando quienes vayan a dirigirla de manera efectiva 
no reúnan Ias condiciones necesarias de honorabilidad 
o de cualificación o experiencia profesionales. 

6. La autorización determinará la inscripción en el 
Registro a que se refiere el artículo 74 y permitirá a las 
entidades aseguradoras practicar operaciones única- 
mente en los ramos para los que hayan sido autoriza- 
das y, en su caso, en los riesgos accesorios o comple- 
mentarios de los mismos, según proceda, debiendo 
ajustar su régimen de actuación al programa de activi- 
dades, estatutos y demás requisitos determinantes de 
la concesión de la autorización. 

La autorización de la cobertura de sólo una parte de 
los riesgos correspondientes a un ramo se ajustará a lo 
dispuesto reglamentariamente. 

7. La creación por entidades aseguradoras españo- 
las de sociedades dominadas extranjeras, Ia adquisi- 
ción de la condición de dominante en sociedades ex- 
tranjeras, el establecimiento de sucursales y, en su 
caso, la actividad en régimen de libre prestación de 
servicios en países no miembros del Espacio Económi- 
co Europeo exigirá comunicación a la Dirección Gene- 
ral de Seguros, con un mes de antelación. El estableci- 
miento de sucursales y la actividad en régimen de libre 
prestación de servicios en el territorio de otros Estados 
miembros del Espacio Económico Europeo se ajustará 
a lo dispuesto en la Sección 2" del Capítulo IV del pre- 
sente Título. 

8. No precisarán autorización administrativa pre- 
via las organizaciones, dotadas o no de personalidad 
jurídica, que se creen con carácter de permanencia 
para la distribución de la cobertura de riesgos entre 
entidades aseguradoras o para la prestación de servi- 
cios comunes relacionados con la actividad de las 
mismas, así como las agrupaciones de entidades ase- 
guradoras a que se refiere el número 5 del artículo 
2 3 ,  pero en uno y otro caso deberán comunicarlo a la 
Dirección General de Seguros con una antelación de 
un mes a la iniciación de la actividad organizada o 
agrupada. 

La citada Dirección podrá suspender .las activida- 
des a que se refiere este número o requerir modifica- 
ciones en las mismas cuando apreciara que no se 
ajustan a los preceptos reguladores de la supervisión 
de la actividad aseguradora o a las normas de contra- 
to de seguro. 

objeto o .finalidad pretendido por la entidad o, aun 
presentándolo, no se corresponda con la situación real 
de la entidad, de modo que ésta carezca de una buena 
organización administrativa y contable, o de pro cedi- 
mientos de control interno adecuados o de los m?dios 
destinados a cubrir las exigencias patrimoniales, fi- 
nancieras, de solvencia o, en su caso, de prestacihn de 
asistencia que garanticen la gestión sana y prudente de 
la entidad; 
- carezca del capital social o fondo mutual miinimo 

requerido; 
- no precise las aportaciones sociales o no coimide- 

re adecuada la idoneidad de los socios que vayari a te- 
ner una participación significativa, tal como se define 
en el artículo 14 ,  atendiendo a la necesidad de garanti- 
zar una gestión sana y prudente de la entidad; 
- quienes vayan a dirigirla de manera efectiva no 

reúnan las condiciones necesarias de honorabilidad o 
de cualificación o experiencia profesionales. 

7. La creación por entidades aseguradoras españo- 
las de sociedades dominadas extranjeras, la adquisi- 
ción de la condición de dominante en sociedades ex- 
tranjeras, el establecimiento de sucursales y, en su 
caso, la actividad en régimen de libre prestación de 
servicios en países no miembros del Espacio Económi- 
co Europeo exigirá comunicación a la Dirección Gene- 
ral de Seguros, con un mes de antelación. El estableci- 
miento de sucursales y la actividad en régimen de libre 
prestación de servicios en el territorio de otros Estados 
miembros del Espacio Económico Europeo se ajustará 
a lo dispuesto en las Secciones 2." y 3." del Capítulo IV 
del presente Título. 
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S E C C I ~ N  ia 

Formas jurídicas de las entidades aseguradoras. 

Artículo 7. Naturaleza, forma y denominación de las 
entidades aseguradoras. 

1. La actividad aseguradora únicamente podrá ser 
realizada por entidades privadas que adopten la forma 
de sociedad anónima, mutua, cooperativa y mutuali- 
dad de previsión social. Las mutuas, las cooperativas y 
las mutualidades de previsión social podrán operar a 
prima fija o a prima variable. 

2. También podrán realizar la actividad asegurado- 
ra las entidades que adopten cualquier forma de Dere- 
cho público, siempre que tengan por objeto la realiza- 
ción de operaciones de seguro en condiciones 
equivalentes a las de las entidades aseguradoras priva- 
das. 

Las entidades a que se refiere el párrafo precedente 
se ajustarán íntegramente a la presente Ley y queda- 
rán sometidas también, en el ejercicio de su actividad 
aseguradora, a la Ley de Contrato de Seguro y a la 
competencia de los tribunales del orden civil. 

3 .  Las entidades aseguradoras se constituirán me- 
diante escritura pública, que deberá ser inscrita en el 
Registro Mercantil. Con dicha inscripción adquirirán 
su personalidad jurídica las sociedades anónimas, mu- 
tuas de seguros y mutualidades de previsión social. 

4. La solicitud de autorización administrativa regu- 
lada en e1 artículo 6 únicamente podrá presentarse 
tras la adquisición de personalidad jurídica. 

5.  En la denominación social de las entidades ase- 
guradoras se incluirán las palabras "seguros", o "rease- 
guros", o ambas a la vez, conforme a su objeto social, o 
"mutualidad de previsión social", quedando reservadas 
las mismas en exclusiva para dichas entidades. Tam- 
bién las mutuas, cooperativas y mutualidades de previ- 
sión social consignarán su naturaleza en la denomina- 
ción e indicarán si son "a prima fija" o "a prima 
variable". 

Artículo 8. Vínculos estrechos. 

1. A efectos de lo dispuesto en la presente Ley, se 
entiende por vínculo estrecho toda relación entre dos o 
más personas físicas o jurídicas si están unidas a tra- 
vés de una participación o mediante un vínculo de 
control. Es participación, a estos efectos, el hecho de 
poseer, de manera directa o indirecta, el 20 por ciento 
o más de los derechos de voto o del capital de una en- 
tidad aseguradora; y es vínculo de control el existente 
entre una sociedad dominante y una dominada en to- 
dos los casos contemplados en el artículo 42 números 
1 y 2 del Código de Comercio. 

5. En la denominación social de las entidades ase- 
guradoras se incluirán las palabras «seguros», o (crea- 
seguros», o ambas a la vez, conforme a su objeto so- 
cial, quedando reservadas las mismas en exclusiva 
para dichas entidades. También las mutuas, cooperati- 
vas y mutualidades de previsión social consignarán su 
naturaleza en la denominación e indicarán si son «a 
prima fijan o «a prima variable». 
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Asimismo, se entenderá constitutiva de vínculo es- 

trecho entre dos o varias personas físicas o jurídicas 
entre las que se encuentre una entidad aseguradora, la 
situación en la que tales personas estén vinculadas, de 
forma duradera, a una misma persona por un vínculo 
de control. 

2. Los vínculos estrechos entre la entidad asegura- 
dora y otras personas físicas o jurídicas, caso de exis- 
tir, no podrán obstaculizar el buen ejercicio de la su- 
pervisión de la entidad aseguradora. Las disposiciones 
de un tercer país ajeno al Espacio Económico Europeo 
que regulen a una o varias de las personas con las que 
la entidad aseguradora mantenga vínculos estrechos, o 
la aplicación de dichas disposiciones, tampoco podrán 
obstaculizar el buen ejercicio de la supervisión de la 
entidad aseguradora. 

3. Las condiciones que impone el número 2 prece- 
dente de este artículo son de cumplimiento permanen- 
te durante el ejercicio de la actividad aseguradora. Y, a 
estos efectos, las entidades aseguradoras suministra- 
rán a la Dirección General de Seguros la información 
precisa para garantizar dicho cumplimiento. 

Artículo 9. Mutuas y cooperativas a prima fija. 

1. Las mutuas a prima fija son entidades asegurado- 
ras privadas sin ánimo de lucro que tienen por objeto 
la cobertura a sus socios, personas físicas o jurídicas, 
de los riesgos asegurados mediante una prima fija pa- 
gadera al comienzo del período del riesgo. 

2. Serán aplicables a las mutuas a prima fija las si- 
guientes normas: 

a) Carecer de ánimo de lucm y contar cada una de ellas, 
al menos, con 50 mutualistas o socios de las mismas. 

b) La condición de mutualista será inseparable de la 
de tomador del seguro. En ningún caso las entidades 
de quienes proceda el reaseguro aceptado por las mu- 
tuas adquirirán la condición de mutualistas. 

c) Los mutualistas que hayan realizado aportaciones 
para constituir el fondo mutual podrán percibir intere- 
ses no superiores al interés legal del dinero, y única- 
mente podrán obtener el reintegro de las cantidades 
aportadas en el supuesto a que se refiere la letra f) de 
este número o cuando lo acuerde la asamblea general 
por ser sustituidas con excedentes de los ejercicios. 

d) Los mutualistas no responderán de las deudas so- 
ciales salvo que los estatutos establezcan tal responsa- 
bilidad, en cuyo caso, ésta se limitará a un importe 
igual al de la prima que anualmente paguen y deberá 
destacarse en las pólizas de seguro. 

e) Los resultados de cada ejercicio darán lugar a la 
correspondiente derrama activa o de retorno y, en su 
caso, pasiva, que deberá ser individualizada y hecha 
efectiva en el ejercicio siguiente y que, en cuanto pro- 
ceda de primas no consumidas, no tendrá la conside- 
ración de rendimiento de capital mobiliario para los 

Asimismo, se entenderá constitutiva de vínculo es- 
trecho entre dos o varias personas físicas o jurSjicas 
entre las que se encuentre una entidad aseguradora, la 
situación en la que tales personas estén vinculadas, de 
forma duradera, a una misma persona física o jurídica 
por un vínculo de control. 

a) Carecer de ánimo de lucro y contar cada una de 
ellas, al menos, con 50 mutualistas de las mismas. 

b) La condición de mutualista será inseparable de 
la de tomador del seguro o de asegurado. En ningún 
caso las entidades de quienes proceda el reaseguro 
aceptado por las mutuas adquirirán condición de mu- 
tualistas. 

e) Los resultados de cada ejercicio darán lugar a la 
correspondiente derrama activa o retorno que, en 
cuanto proceda de primas no consumidas, no tendrá 
la consideración de rendimiento del capital mobiliario 
para los mutualistas; o, en su caso, pasiva, que deberá 
ser individualizada y hecha efectiva en el ejercicio si- 
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mutualistas o se traspasarán a las cuentas patrimonia- 
les también en dicho ejercicio. 

f) Cuando un mutualista cause baja en la mutua ten- 
drá derecho al cobro de las derramas activas y obliga- 
ción de pago de las pasivas acordadas y no satisfechas; 
también tendrá derecho a que, una vez aprobadas las 
cuentas del ejercicio en que se produzca la baja, le se- 
an devueltas las cantidades que hubiere aportado al 
fondo mutual, salvo que hubieran sido consumidas en 
cumplimiento de la función específica del mismo y 
siempre con deducción de las cantidades que adeudase 
a la entidad. No procederá otra liquidación con cargo 
al patrimonio social a favor del mutualista que cause 
baja. 

g) En caso de disolución de la mutua, participarán 
en la distribución del patrimonio los mutualistas que 
la integren en el momento en que se acuerde la disolu- 
ción y quienes, no perteneciendo a ella en dicho mo- 
mento, lo hubiesen sido en el período anterior fijado 
en los estatutos; todo ello sin perjuicio del derecho que 
les asiste a los partícipes en el fondo mutual. 

3. En el Reglamento de desarrollo de la presente 
Ley se regularán los derechos y obligaciones de los 
mutualistas, sin que puedan establecerse privilegios en 
favor de persona alguna; el tiempo anterior de perte- 
nencia a la entidad para tener derecho a la participa- 
ción en la distribución del patrimonio en caso de diso- 
lución; los órganos de gobierno, que deberán tener 
funcionamiento, gestión y control democrático; el con- 
tenido mínimo de los estatutos sociales; y los restantes 
extremos relativos al régimen jurídico de estas entida- 
des. 

4. Las cooperativas a prima fija se regirán por las si- 
guientes disposiciones: 

a) Les serán aplicables las normas contenidas en las 
letras a), b), c), d), e) y f) del número 2 del presente ar- 
tículo, pero entendiéndose hechas a las cooperativas, 
cooperativistas y capital social las referencias que en 
las mismas se contienen a las mutuas, mutualistas y 
fondo mutual. 

b) La inscripción en el Registro de Cooperativas de- 
berá tener lugar con carácter previo a la solicitud de 
autorización administrativa regulada en el artículo 6. 

c) En lo demás, se regirán por las disposiciones de la 
presente Ley y por los preceptos de la Ley de Socieda- 
des Anónimas a los que la misma se remite, así como 
por las disposiciones reglamentarias que la desarrollen 
y, supletoriamente, por la legislación de cooperativas. 

Artículo 10. Mutuas y cooperativas a prima variable. 

1. Las mutuas a prima variable son entidades ase- 
guradoras privadas sin ánimo de lucro fundadas sobre 
el principio de ayuda recíproca, que tienen por objeto 
la cobertura, por cuenta común, a sus socios, personas 

guiente; o se traspasarán a las cuentas patrimoniales 
del correspondiente ejercicio. 

3. En el Reglamento de desarrollo de la presente 
Ley se regularán los derechos y obligaciones de los 
mutualistas, sin que puedan establecerse privilegios en 
favor de persona alguna; el tiempo anterior de perte- 
nencia a la entidad para tener derecho a la partici- 
pación en la distribución del patrimonio en caso de di- 
solución; los órganos de gobierno, que deberán tener 
funcionamiento, gestión y control democráticos; el 
contenido mínimo de los estatutos sociales; y los res- 
tantes extremos relativos al régimen jurídico de estas 
entidades. 

a) Les serán aplicables las normas contenidas en 
las letras a), b), c), d), e) y f) del número 2 del presente 
artículo, pero entendiéndose hechas a las cooperativas, 
cooperativistas, capital social y retorno cooperativo las 
referencias que en las mismas se contienen a las mu- 
tuas, mutualistas, fondo mutual y derramas. 
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físicas o jurídicas, de los riesgos asegurados mediante 
el cobro de derramas con posterioridad a los sinies- 
tros, siendo la responsabilidad de los mismos manco- 
munada, proporcional al importe de los respectivos ca- 
pitales asegurados en la propia entidad y limitada a 
dicho importe. 

2. Además de las normas contenidas en las letras a), 
b), c), e), f) y g) del número 2 del artículo 9 y de las 
contenidas en el número 3 del mismo artículo, serán 
aplicables a las mutuas a prima variable las siguientes: 

a) Exigirán la aportación de una cuota de entrada 
para adquirir la condición de mutualista y deberán 
constituir un fondo de maniobra que permita pagar si- 
niestros y gastos sin esperar al cobro de las derramas. 

b) Los administradores no percibirán remuneración 
alguna por su gestión y la producción de seguros será 
directa, sin mediación, y sin que pueda ser retribuida. 

3. Los riesgos que aseguren deberán ser homogé- 
neos cualitativa y cuantitativamente y los capitales 
asegurados y gastos de administración no podrán so- 
brepasar los límites que se determinen reglamenta- 
riamente. 

Dichas mutuas podrán operar solamente en un ra- 
mo de seguro distinto al seguro directo de vida, salvo 
los de caución, crédito y todos aquellos en los que se 
cubra el riesgo de responsabilidad civil. No obstante, 
podrán operar en seguro de responsabilidad civil como 
accesorio del ramo de "incendio y elementos natura- 
les", siempre dentro de los límites del valor del bien 
asegurado. 

Podrán ceder operaciones de reaseguro, pero no po- 
drán aceptarlas en ningún caso. 

4. Deberán desarrollar su actividad y localizar sus 
riesgos en un ámbito territorial que sea el menor de 
los dos siguientes: dos millones de habitantes o una 
provincia, salvo que se trate de prestaciones para caso 
de enfermedad o por fallecimiento de personas unidas 
por un vínculo profesional. 

5. Las cooperativas a prima variable se regirán por 
las siguientes disposiciones: 

a) Les serán aplicables las normas contenidas en los 
números precedentes del presente artículo, pero la 
aportación de la cuota de entrada a que se refiere la le- 
tra a) del número 2 se realizará como constitutiva del 
capital social y debiendo entenderse hechas a las coo- 
perativas, cooperativistas y capital social las referen- 
cias que en dichos números se contienen a las mutuas, 
mutualistas y fondo mutual. 

b) La inscripción en el Registro de Cooperativas de- 
berá tener lugar con carácter previo a la solicitud de 
autorización administrativa regulada en el artículo 6. 

c) En lo demás, se regirán por las disposiciones de la 
presente Ley y por los preceptos de la Ley de Socieda- 
des Anónimas a los que la misma se remite, así como 
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por las disposiciones reglamentarias que la desarrollen 
y, supletoriamente, por la legislación de cooperativas. 

SECCIÓN 2” 

Restantes requisitos. 

Artículo 1 1. Objeto social. 

1. El objeto social de las entidades aseguradoras se- 
rá exclusivamente la práctica de las operaciones de se- 
guro y demás definidas en el artículo 3, así como las 
permitidas por el artículo 5 en los términos expresados 
en el mismo. 

2. El objeto social de las entidades aseguradoras 
que pretendan operar en cualquier modalidad del ra- 
mo de vida será únicamente la realización de opera- 
ciones de dicho ramo y la cobertura de riesgos com- 
plementarios del ramo de vida. Además, previa 
obtención de la pertinente autorización administrati- 
va, podrán realizar operaciones en los ramos de acci- 
dentes y enfermedad, sin someterse, en este caso, a las 
limitaciones y requisitos exigibles a la cobertura de 
riesgos complementarios. 

3. El objeto social de las entidades aseguradoras 
que pretendan operar en cualquiera de los ramos del 
seguro directo distinto del de vida no podrá compren- 
der la realización de operaciones del ramo de vida. No 
obstante, si sólo están autorizadas para los riesgos 
comprendidos en los ramos de accidentes y enferme- 
dad, podrán operar en el ramo de vida, si obtienen la 
pertinente autorización administrativa. 

Artículo 12. Programa de actividades. 

1. El programa de actividades deberá contener indi- 
caciones o justificaciones relativas, al menos, a la na- 
turaleza de los riesgos o compromisos que la entidad 
aseguradora se propone cubrir; a los principios recto- 
res y ámbito geográfico de su actuación; a la estructu- 
ra de la organización, incluyendo los sistemas de co- 
mercialización; a los medios destinados a cubrir las 
exigencias patrimoniales, financieras y de solvencia y 
a prestar la asistencia a que, en su caso, se comprome- 
ta. Además, contendrá la justificación de las previsio- 
nes que contemple y de la adecuación a las mismas de 
los medios y recursos disponibles. Reglamentariamen- 
te podrán desarrollarse las exigencias contenidas en 
este precepto adecuadas a cada uno de los ramos de 
seguro. 

Además, para los tres primeros ejercicios sociales, 
deberá contener un plan en el que se indiquen de for- 
ma detallada las previsiones de ingresos y gastos, tanto 
por las operaciones directas y las aceptaciones de rea- 
seguro como por las cesiones de este último, tratándo- 
se de seguros de vida, y las previsiones relativas a los 

Además, para los tres primeros ejercicios sociales, 
tratándose de seguros de vida, deberá contener un 
plan en el que se indiquen de forma detallada las pre- 
visiones de ingresos y gastos, tanto por las operaciones 
directas y las aceptaciones de reaseguro como por las 
cesiones de este último, y, si se trata de seguros distin- 
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gastos de gestión distintos de los gastos de instalación, 
en particular los gastos generales corrientes y las co- 
misiones, y las previsiones relativas a las primas o cuo- 
tas y a los siniestros, tratándose de seguros distintos al 
de vida. Y, en ambos casos, las previsiones relativas a 
los medios financieros destinados a la cobertura de los 
compromisos y del margen de solvencia y, finalmente, 
la situación probable de tesorería. 

2. La Dirección General de Seguros comprobará los 
medios técnicos de que dispongan las entidades asegu- 
radoras que pretendan operar en el ramo de enferme- 
dad, otorgando prestaciones de asistencia sanitaria, 
para llevar a cabo las operaciones que se hayan com- 
prometido a efectuar y solicitará de las autoridades sa- 
nitarias un informe sobre la adecuación de los medios 
y del funcionamiento previsto de los mismos a las 
prestaciones que pretenda otorgar y a la legislación sa- 
nitaria correspondiente. 

El Ministerio de Economía y Hacienda y las autori- 
dades sanitarias establecerán la necesaria coordina- 
ción para dar cumplimiento a este precepto. 

Artículo 13. Capital social y fondo mutual. 

1.  Las sociedades anónimas y las cooperativas de 
seguros a prima fija deberán tener los siguientes capi- 
tales sociales mínimos cuando pretendan operar en los 
ramos que a continuación se enumeran: 

a) Mil quinientos millones de pesetas en los ramos 
de vida, caución, crédito, cualquiera de los que cubran 
el riesgo de responsabilidad civil y en la actividad ex- 
clusivamente reaseguradora. 

b) Trescientos cincuenta millones de pesetas en los 
ramos de accidentes, enfermedad, defensa jurídica, 
asistencia, y decesos. 

En el caso de entidades aseguradoras que únicamen- 
te practiquen el seguro de asistencia sanitaria y limi- 
ten su actividad a un ámbito territorial con menos de 
dos millones de habitantes, será suficiente la mitad del 
capital o fondo mutual previsto en el párrafo anterior. 

c) Quinientos millones de pesetas, en los restantes. 
El capital social mínimo estará totalmente suscrito e 

íntegramente desembolsado; los desembolsos de capi- 
tal por encima del mínimo se ajustarán a la legislación 
mercantil general. En todo caso, el capital estará re- 
presentado por títulos o anotaciones en cuenta nomi- 
nativos. 

2. Las mutuas a prima fija deberán acreditar fondos 
mutuales permanentes, aportados por sus mutualistas 
o constituidos con excedentes de los ejercicios socia- 
les, cuyas cuantías mínimas, según los ramos en que 
pretendan operar, serán las señaladas en el número an- 
terior. No obstante, para las mutuas con régimen de 
derrama pasiva previsto en el artículo 9.2 e) se requeri- 
rán las tres cuartas partes de dicha cuantía. 

tos al de vida, las previsiones relativas a las gastos de 
gestión distintos de los gastos de instalación en parti- 
cular los gastos generales corrientes y las comisiones, 
y las previsiones relativas a las primas o cuotas y a los 
siniestros. Y, en ambos casos, las previsiones relativas 
a los medios financieros destinados a la cobertm-a de 
los compromisos y del margen de solvencia y, final- 
mente, la situación probable de tesorería. 

b) Trescientos cincuenta millones de pesetas en los 
ramos de accidentes, enfermedad, defensa jurídica, 
asistencia, y decesos. 

c) Quinientos millones de pesetas, en los restantes. 
El capital social mínimo estará totalmente suscrito y 

desembolsado al menos en un 50 por ciento. Los de- 
sembolsos de capital por encima del mínimo' se ajusta- 
rán a la legislación mercantil general. En todo caso, el 
capital estará representado por títulos o anotaciones 
en cuenta nominativos. 

2. Las sociedades mutuas a prima fija deberán acre- 
ditar un fondo mutual permanente, aportado por sus 
asociados o constituido con excedentes de ejercicios 
anteriores, cuyas cuantías mínimas, según los ramos 
en que pretendan operar, serán las tres cuartas partes 
de las señaladas en el número anterior. No obstante, 
para las mutuas con régimen de derrama pasiva, se re- 
querirá la mitad de dicha cuantía. 
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3. Las cooperativas y las mutuas a prima variable 
deberán acreditar un capital social suscrito e íntegra- 
mente desembolsado y un fondo mutual Permanente, 
respectivamente, cuya cuantía mínima será de cin- 
cuenta millones de pesetas. 

4. Las mutualidades de previsión social deberán 
acreditar un fondo mutual permanente, cuya cuantía 
mínima será la señalada en el artículo 67. 

5. Las entidades que ejerzan su actividad en varios 
ramos de seguro directo distintos del de vida deberán 
tener el capital o fondo mutual correspondiente al ra- 
mo para el que se exija mayor cuantía. 

Si, con arreglo al número 2 o al número 3 del ar- 
tículo 1 1 ,  ejercen actividad también en el ramo de vi- 
da, el capital o fondo mutual será el correspondiente 
a la suma de los requeridos para el ramo de vida y 
para uno de los ramos distintos al de vida de los que 
operen. 

Artículo 14. Socios. 

Las personas físicas o jurídicas que, directa o indi- 
rectamente, participen en la constitución de la entidad 
aseguradora, mediante una participación significativa 
en la misma, deberán ser idóneas para que la gestión 
de ésta sea sana y prudente. 
. 

Entre otros factores, la idoneidad o inidoneidad se 
apreciará en función de: 

1. La honorabilidad y cualificación o experiencia 
profesional de los socios. 

2. Los medios patrimoniales con que cuentan di- 
chos socios para atender los compromisos asumidos. 

3. La falta de transparencia en la estructura del gru- 
po al que eventualmente pueda pertenecer la entidad, 
o la existencia de graves dificultades para obtener la 
información necesaria sobre el desarrollo de sus activi- 
dades. 

4. La posibilidad de que la entidad quede expuesta 
de forma inapropiada al riesgo de las actividades no fi- 
nancieras de sus promotores; o cuando, tratándose de 
actividades financieras, la estabilidad o el control de la 
entidad puedan quedar afectadas por el alto riesgo de 
aquéllas. 

3. Las cooperativas de seguros a prima variable de- 
berán acreditar un capital social suscrito e íntegra- 
mente desembolsado de cincuenta millones de pesetas, 
y las mutuas a prima variable deberán acreditar un 
fondo mutual permanente cuya cuantía mínima será 
de cinco millones de pesetas. 

6.  Las entidades aseguradoras que únicamente 
practiquen los seguros de asistencia sanitaria y dece- 
sos y limiten su actividad a un ámbito territorial con 
menos de dos millones de habitantes o a una Comuni- 
dad Autónoma, deberán poseer solamente la mitad de 
capital o fondo mutual previsto en los números prece- 
dentes. 

6. En el caso de entidades aseguradoras que única- 
mente practiquen el seguro de asistencia sanitaria, y li- 
miten su actividad a un ámbito territorial con menos 
de dos millones de habitantes, será suficiente la mitad 
del capital o fondo mutual previsto en los párrafos an- 
teriores. 

1. La honorabilidad y cualificación o experiencia 
profesionales de los socios. 
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Artículo 15. Dirección efectiva de las entidades asegu- 

radoras. 

1. Quienes, bajo cualquier título, lleven la dirección 
efectiva de la entidad aseguradora serán personas físi- 
cas de reconocida honorabilidad y con las condiciones 
necesarias de cualificación o experiencia profesionales 
y se inscribirán en el Registro administrativo de altos 
cargos de entidades aseguradoras a que se refiere el ar- 
tículo 74. 

En todo caso, se entenderá que llevan la dirección 
efectiva quienes ostenten cargos de administración o 
dirección, considerándose tales los referidos en la letra 
a) del artículo 40.1. Podrán desempeñar cargos de ad- 
ministración las personas jurídicas pero, en este caso, 
deberán designar en su representación a una personas 
física que reúna los requisitos anteriormente citados. 

2. La honorabilidad debe referirse al ámbito comer- 
cial y profesional y concurre en quienes hayan venido 
observando una trayectoria personal de respeto a las 
leyes mercantiles y demás que regulan la actividad 
económica y la vida de los negocios, así como a las 
buenas prácticas comerciales, financieras y de segu- 
ros. Poseen cualificación profesional quienes hayan 
obtenido un título superior universitario de grado de 
licenciatura en ciencias jurídicas, económicas, actua- 
riales y financieras, administración y dirección de em- 
presas o en materia específica de seguros prívados y 
tienen experiencia profesional para ejercer sus funcio- 
nes quienes hayan desempeñado durante un plazo no 
inferior a cinco años funciones de alta administración, 
dirección, control o asesoramiento de entidades finan- 
cieras sometidas a supervisión de solvencia por la Ad- 
ministración Pública o funciones de similar responsa- 
bilidad en otras entidades públicas o privadas de 
dimensiones y exigencias análogas a las de la entidad 
que se pretende crear. 

3. En ningún caso podrán desempeñar la dirección 
efectiva de entidades aseguradoras: 

a) Los que tengan antecedentes penales por deli- 
tos de falsedad, violación de secretos, descubrimien- 
to y revelación de secretos, contra la Hacienda Pú- 
blica, malversación de caudales públicos y 
cualesquiera otros delitos contra la propiedad; los 
inhabilitados para ejercer cargos públicos o de ad- 
ministración o dirección en entidades financieras, 
aseguradoras o de correduría de seguros; los que- 
brados y concursados no rehabilitados, salvo que, 
en virtud de convenio aprobado judicialmente, se les 
permita ejercer el comercio; y, en general, los incur- 
sos en incapacidad o prohibición conforme a la le- 
gislación vigente. 

b) Los que, como consecuencia de procedimiento 
sancionador o en virtud de medida de control especial, 
hubieran sido suspendidos en el ejercicio del cargo o 
separados del mismo, o suspendidos en el ejercicio de 
la actividad, en los términos del artículo 39.2.d) de es- 

2. La honorabilidad debe referirse al ámbito comer- 
cial y profesional y concurre en quienes hayan venido 
observando una trayectoria personal de respeto a las le- 
yes mercantiles y demás que regulan la actividad econó- 
mica y la vida de los negocios, así como a las buenas 
prácticas comerciales, financieras y de seguros. Se pre- 
sume que poseen cualificación profesional quienes ha- 
yan obtenido un título superior universitario de grado 
de licencíatura en ciencias jurídicas, económicas, actua- 
ríales y financieras, administración y dirección de em- 
presas o en materia específica de seguros privados tie- 
nen experiencia profesional para ejercer sus funciones 
quienes hayan desempeñado durante un plazo no infe- 
rior a cinco años funciones de alta administración, di- 
rección, control o asesoramiento de entidades financie- 
ras sometidas a ordenación y supervisión de solvencia 
por la Administración Pública o funciones de similar 
responsabilidad en otras entidades públicas o privadas 
de dimensiones y exigencias análogas a las de la entidad 
que se pretende crear. 

a) Los que tengan antecedentes penales por delitos 
de falsedad, violación de secretos, descubrimiento y re- 
velación de secretos, contra la Hacienda Pública y con- 
tra la Seguridad Social, malversación de caudales públi- 
cos y cualesquiera otros delitos contra la propiedad; los 
inhabilitados para ejercer cargos públicos o de adminis- 
tración o dirección en entidades financieras, asegurado- 
ras o de correduría de seguros; los quebrados y concur- 
sados no rehabilitados, salvo que, en virtud de convenio 
aprobado judicialmente, se les permita ejercer el comer- 
cio aprobado judicialmente, se les permita ejercer el co- 
mercio; y, en general, los incursos en incapacidad o 
prohibición conforme a la legislación vigente. 

b) Los que, como consecuencia de procedimiento 
sancionador o en virtud de medida de control especial, 
hubieran sido suspendidos en el ejercicio del cargo o 
separados del mismo, o suspendidos en el ejercicio de 
la actividad, en los términos del artículo 39.2.d) de es- 
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ta Ley o de los artículo 25.2 y 27 de la Ley 9/1992, de 
30 de abril, de Mediación en Seguros Privados, duran- 
te el cumplimiento de la sanción o hasta que sea deja- 
da sin efecto la medida de control especial. 

CAP~TULO 11 

Condiciones para el ejercicio de la actividad 
aseguradora. 

SECCIÓN 1” 

Garantías financieras. 

Artículo 16. Provisiones técnicas. 

1. Las entidades aseguradoras tendrán la obligación de 
constituir y mantener en todo momento provisiones técni- 
cas suficientes para el conjunto de sus actividades. A estos 
efectos, deberán estar adecuadamente calculadas, conta- 
bilizadas e invertidas en activos aptos para su cobertura. 

Son provisiones técnicas las de primas no consumi- 
das, de riesgos en curso, de seguros de vida, de partici- 
pación de los asegurados en los beneficios, de presta- 
ciones, de estabilización y aquellas otras que, con 
arreglo al Reglamento de desarrollo de la presente Ley, 
sean necesarias al objeto de cumplir la finalidad a que 
se refiere el párrafo precedente. 

2. La cuantía de dichas provisiones se determinará 
con arreglo a hipótesis prudentes y razonables. Regla- 
mentanamente se fijarán los métodos y procedimientos 
de cálculo de las provisiones técnicas, así como el impor- 
te de las mismas a cubrir por la entidad aseguradora. 

3. Los activos representativos de las provisiones téc- 
nicas deberán tener en cuenta el tipo de operaciones 
efectuadas por la entidad aseguradora a fin de garanti- 
zar la seguridad, el rendimiento y la liquidez de las in- 
versiones de la entidad, con una adecuada distribución 
diversificada de dichas inversiones. 

4. En el seguro de vida, la entidad aseguradora de- 
berá tener a disposición de quienes estén interesados 
las bases y los métodos utilizados para el cálculo de las 
provisiones técnicas, incluida la provisión de partici- 
pación de los asegurados en los beneficios. 

5. Reglamentariamente se determinarán los activos 
aptos para la cobertura de las provisiones técnicas, los 
porcentajes máximos de las mismas que puedan estar 
invertidos en cada tipo de estos activos, las demás con- 
diciones que deban reunir dichas inversiones, así co- 
mo los criterios de valoración de las mismas y las nor- 
mas y límites para el cumplimiento del principio de 
congruencia monetaria. 

Artículo 17. Margen de solvencia. 

ta Ley o de los artículos 25.2 y 27 de la Ley 9/1992, de 
30 de abril, de Mediación en Seguros Privados, duran- 
te el cumplimiento de la sanción o hasta que sea deja- 
da sin efecto la medida de control especial. 
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1, Las entidades aseguradoras deberán disponer en 
todo momento de un margen de solvencia suficiente 
respecto al conjunto de sus actividades. 

2. El margen de solvencia estará constituido por el 
patrimonio de la entidad aseguradora libre de todo 
compromiso previsible y con deducción de los elemen- 
tos inmateriales. 

3. Los grupos consolidables de entidades asegura- 
doras deberán disponer en todo momento, como mar- 
gen de solvencia, de un patrimonio consolidado no 
comprometido, sujetándose a lo dispuesto en el núme- 
ro 2 del artículo 20, suficiente para cubrir la suma de 
las exigencias legales de solvencia aplicables a cada 
una de las entidades del grupo. 

Si forman parte del grupo entidades de otra natura- 
leza podrán establecerse reglamentariamente exigen- 
cias específicas de suficiencia de recursos propíos con- 
solidados. 

4. El cumplimiento por el grupo de lo dispuesto en 
el número precedente no exonerará a las entidades fi- 
nancieras que formen parte del mismo, de cumplir in- 
dividual o subconsolidadamente las exigencias de re- 
cursos propios. A tal efecto, dichas entidades serán 
supervisadas individualmente por el órgano o ente pú- 
blico que corresponda según su legislación específica. 

5. Reglamentariamente se determinarán la cuantía 
y los elementos constitutivos del margen de solvencia 
exigible a las entidades aseguradoras y a los grupos 
consolidables de entidades aseguradoras, los requisitos 
que han de reunir dichos elementos, los límites aplica- 
bles a los mismos y se fijará la definición de elementos 
ínmateriales a efectos del margen de solvencia. 

6. Serán aplicables a los subgrupos consolidables de 
entidades aseguradoras las normas contenidas en este 
precepto sobre margen de solvencia consolidado y su- 
pervisión de los grupos consolidados en los términos 
que se fijen reglamentariamente. 

Artículo 18. Fondo de garantía. 

1. La tercera parte de la cuantía mínima del margen 
de solvencia constituye el fondo de garantía, que no 
podrá ser inferior en ningún caso al contravalor en pe- 
setas de ochocientos mil ecus para las entidades que 
operen en el ramo de vida o realicen actividad exclusi- 
vamente reaseguradora, cuatrocientos mil ecus para 
las que lo hagan en los ramos de caución, crédito y 
cualquiera de los que cubran el riesgo de responsabili- 
dad civil, trescientos mil ecus para las restantes, salvo 
los ramos de “otros daños en los bienes“, “defensa jurí- 
dica” y “decesos”, que será de doscientos mil ecus. 

No obstante, para las entidades que operen en el ra- 
mo de crédito, y cuyo volumen anual de primas o cuo- 
tas emitidas en ese ramo para cada uno de los tres últi- 
mos ejercicios supere el contravalor en pesetas de 
2.500.000 ecus o el 4 por ciento del importe global de 
las primas o cuotas emitidas por dicha entidad, el cita- 

1. La tercera parte de la cuantía mínima del margen 
de solvencia constituye el fondo de garantía, que no po- 
drá ser inferior en ningún caso al contravalor en pesetas 
de ochocientos mil ecus para las entidades que operen 
en el ramo de vida o realicen actividad exclusivamente 
reaseguradora, cuatrocientos mil ecus para las que lo ha- 
gan en los ramos de caución, crédito y cualquiera de los 
que cubran el riesgo de responsabilidad civil, trescientos 
mil ecus para las restantes, salvo las ramos de «otros da- 
ños en los bienes», «defensa jurídica», «asistencia sanita- 
riax y «decesos», que será de doscientos mil ecus. 

No obstante, para las entidades que operen en el ra- 
mo de crédito, y cuyo volumen anual de primas o cuo- 
tas emitidas en ese ramo para cada uno de los tres últi- 
mos ejercicios supere el contravalor en pesetas de dos 
millones quinientos mil ecus o el 4 por ciento del im- 
porte global de las pnmas o cuotas emitidas por dicha 

. 
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do fondo de garantía no podrá ser inferior al contrava- 
lor en pesetas de 1.400.000 ecus; reglamentariamente 
se establecerán los plazos a que podrán acogerse las 
entidades afectadas para alcanzar el mencionado mí- 
nimo. 

2. Para las mutuas con régimen de derrama pasiva 
y las cooperativas, el fondo de garantía mínimo será 
de tres cuartas partes del exigido para las restantes en- 
tidades de su clase, y estarán exentas de dicho mínimo 
las mutuas acogidas al mencionado régimen cuando 
su recaudación anual de primas o cuotas no exceda de 
50 millones de pesetas para las entidades que operen 
en el ramo de vida o en los de responsabilidad civil, 
crédito o caución y de 125 millones de pesetas para las 
que operen en los demás ramos. 

Artículo 19. Limitación de distribución de excedentes 
y de actividades. 

1. Los beneficios o excedentes que se produzcan en 
los tres primeros ejercicios completos de actividad y 
también en el ejercicio inicial, si éste no fuera comple- 
to, no podrán ser repartidos y deberán aplicarse ínte- 
gramente a la dotación de la reserva legal en las sacie- 
dades anónimas, de una reserva con idéntico régimen 
en las mutuas y a la incorporación obligatoria al capi- 
tal social en las cooperativas. 

2. Las entidades aseguradoras que no tengan total- 
mente cubiertas sus provisiones técnicas o cuyo mar- 
gen de solvencia o fondo de garantía no alcance el mí- 
nimo legal no podrán distribuir dividendos o 
derramas, ni ampliar su actividad a otros ramos de se- 
guro, ni su ámbito territorial, ni extender su actividad 
en régimen de derecho de establecimiento ni de liber- 
tad de prestación de servicios, ni, finalmente, ampliar 
su red comercial. 

S E C C I ~ N  2" 

Otros requisitos específicos. 

Artículo 20. Contabilidad y deber de consolidación. 

1. La contabilidad de las entidades aseguradoras y 
la formulación de las cuentas de los grupos consolida- 
bles de entidades aseguradoras se regirán por sus nor- 
mas específicas y, en su defecto, por las establecidas en 
el Código de Comercio, en el Plan General de Contabi- 
lidad y demás disposiciones de la legislación mercantil 
en materia contable. Las entidades aseguradoras auto- 
rizadas para operar simultáneamente en el ramo de vi- 
da y en los ramos de accidentes o enfermedad, con 
arreglo a los números 2 ó 3 del artículo 11, deberán 
llevar contabilidad separada para aquél y éstos. 

Reglamentariamente se recogerán las normas espe- 
cíficas de contabilidad a que se refiere el párrafo ante- 

entidad, el citado fondo de garantía no podrá ser infe- 
rior al contravalor en pesetas de un millón cuatrocien- 
tos mil ecus; reglamentariamente se establecerán los 
plazos a que podrán acogerse las entidades afectadas 
para alcanzar el mencionado mínimo. 
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nor, las obligaciones contables de las entidades asegu- 
radoras, los principios contables de aplicación obliga- 
toria, las normas ,sobre formulación de sus cuentas 
anuales, los criterios de valoración de los elementos 
integrantes de las mismas, así como el régimen de 
aprobación, verificación, depósito y publicidad de di- 
chas cuentas. Tal potestad normativa se ejercerá a pro- 
puesta del Ministerio de Economía y Hacienda y pre- 
vio informe del Instituto de Contabilidad y Auditoría 
de Cuentas y de la Junta Consultiva de Seguros. 

Se faculta al Ministro de Economía y Hacienda, pre- 
vios idénticos informes, a desarrollar dichas normas 
específicas de contabilidad. 

2 .  Para el cumplimiento del margen de solvencia y, 
en su caso, de las demás limitaciones y obligaciones 
previstas en la presente Ley, las entidades asegurado- 
ras consolidarán sus estados contables con los de las 
demás entidades aseguradoras o entidades financieras 
que constituyan con ellas una unidad de decisión. 

A estos efectos se entiende que un grupo de entida- 
des constituye una unidad de decisión cuando alguna 
de ellas ejerza o pueda ejercer, directa o indirectamen- 
te, el control de las demás, o cuando dicho control co- 
rresponda a una o varias personas físicas que actúen 
sistemáticamente en concierto. 

Se presumirá que existe en todo caso unidad de 
decisión cuando concurra alguno de los supuestos 
contemplados en el número 1 del artículo 42 del 
Código de Comercio, o cuando al menos la mitad 
más uno de los consejeros de la dominada sean 
consejeros o altos directivos de la dominante, o de 
otra dominada por ésta. 

A efecto de lo previsto en los dos párrafos anterio- 
res, a los derechos de la dominante se añadirán los que 
posea a través de otras entidades dominadas o a través 
de personas que actúen por cuenta de la entidad domi- 
nante o de otras dominadas, o aquéllos de los que dis- 
ponga concertadamente con cualquier otra persona. 

3. Los grupos consolidables de entidades asegura- 
doras están sujetos al deber de consolidación con arre- 
glo a lo dispuesto en el presente artículo, a las normas 
que se dicten en desarrollo del mismo y, subsidiaria- 
mente, a las normas contenidas en los artículo 42 a 49 
del Código de Comercio y demás aplicables de la legis- 
lación mercantil. 

En todo caso se aplicarán las siguientes normas: 

a) Se considera que un grupo de entidades financie- 
ras constituye un grupo consolidable de entidades ase- 
guradoras, determinándose reglamentariamente los ti- 
pos de entidades integrados en el mismo, cuando se de 
alguna de las circunstancias siguientes: 

- Que una entidad aseguradora controle a las de- 
más entidades. 
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- Que la entidad dominante sea una entidad cuya 
actividad principal consista en tener participaciones 
en entidades aseguradoras. 
- Que una persona física, un grupo de personas fí- 

sicas que actúen sistemáticamente en concierto, o una 
entidad no financiera domine a varias entidades, todas 
ellas aseguradoras. 

Cuando se de cualquiera de las dos últimas circuns- 
tancias, corresponderá a la Dirección General de Segu- 
ros designar la persona o entidad obligada a formular 
y aprobar las cuentas anuales y el informe de gestión 
consolidados y a proceder a su depósito, correspon- 
diendo a la obligada el nombramiento de los auditores 
de cuentas. A efectos de la precitada designación, las 
entidades aseguradoras integrantes del grupo deberán 
comunicar la existencia del mismo a la Dirección Ge- 
neral de Seguros, con indicación del domicilio y la ra- 
zón social de la entidad que ejerce el control, o su 
nombre, si es una persona física. 

En ningún caso las entidades de crédito y las socie- 
dades y agencias de valores formarán parte del grupo 
consolidable de entidades aseguradoras. 

b) La Dirección General de Seguros podrá requerir a 
las entidades sujetas a consolidación en un grupo con- 
solidable de entidades aseguradoras cuanta informa- 
ción sea necesaria para verificar las consolidaciones 
efectuadas y analizar los riesgos asumidos por el con- 
junto de las entidades consolidadas, así como, con 
igual objeto, inspeccionar sus libros, documentación y 
registros. Además, podrá requerir de las personas fisi- 
cas o entidades no financieras que no formen parte del 
grupo consolidable de entidades aseguradoras pero 
respecto de las que, conforme a lo previsto en la pre- 
sente Ley, exista una unidad de decisión, cuantas in- 
formaciones puedan ser útiles para el ejercicio de la 
supervisión de los grupos consolidables de entidades 
aseguradoras e inspeccionarlas a los mismos fines. 

c) Cuando de las relaciones económicas, financieras 
o gerenciales de una entidad aseguradora con otras en- 
tidades quepa presumir la existencia de un grupo con- 
solidable de entidades aseguradoras u otra unidad de 
decisión, sin que las entidades hayan procedido a la 
consolidación de sus cuentas, la Dirección General de 
Seguros podrá solicitar información a esas entidades, 
o inspeccionarlas, a los efectos de determinar la proce- 
dencia de la consolidación. 

d) Las mismas obligaciones impuestas en este nú- 
mero serán aplicables a los subgrupos consolidables 
de entidades aseguradoras, entendiéndose por tales a 
un conjunto de entidades financieras cuya configura- 
ción responda a alguno de los tipos previstos en la le- 
tra a) anterior, que a su vez se integre en un grupo 
consolidable de mayor extensión y tipo diferente. No 
obstante lo anterior, la entidad aseguradora dominante 
de un subgrupo de sociedades no estará sujeta al deber 
de consolidación cuando sea, a su vez, sociedad domi- 
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nada por una entidad aseguradora dominante de un 
grupo de sociedades. 

De igual forma podrá regularse el modo de integra- 
ción del subgrupo en el grupo y la colaboración, en su 
caso, entre los órganos y entes supervisores. 

e) Cuando existan entidades extranjeras susceptibles 
de integrarse en un grupo consolidable de entidades 
aseguradoras, se determinará reglamentariamente el 
alcance del deber de consolidación que se regula en es- 
te número atendiendo, entre otros criterios, al domici- 
lio de las entidades en alguno de los Estados miem- 
bros del Espacio Económico Europeo o fuera de él, a 
su naturaleza jundica y al grado de control. 

4. La Dirección General de Seguros podrá autorizar 
la exclusión individual de una entidad aseguradora o 
financiera del grupo consolidable de entidades asegu- 
radoras cuando se de cualquiera de los supuestos pre- 
vistos en el número 2 del artículo 43 del Código de Co- 
mercio o cuando la inclusión de dicha entidad en la 
consolidación resulte inadecuada para el cumplimien- 
to de los objetivos de la supervisión de dicho grupo. 

5. Si de un grupo consolidable de entidades asegu- 
radoras forman parte entidades sujetas individualmen- 
te a control por autoridad supervisora distinta de la 
Dirección General de Seguros, ésta última deberá ac- 
tuar de forma coordinada con dicha autoridad super- 
visora. A estos efectos, el Ministro de Economía y Ha- 
cienda podrá dictar las normas precisas para asegurar 
la adecuada coordinación. 

6 .  Toda norma reglamentariamente de desarrollo de 
la presente Ley reguladora del deber de consolidación 
de los grupos consolidables de entidades aseguradoras 
que pueda afectar directamente a otras entidades fi- 
nancieras sujetas a la supervisión del Banco de España 
o de la Comisión Nacional del Mercado de Valores se 
dictará previo informe de éstos. 

7. El ejercicio económico de toda clase de entidades 
aseguradoras coincidirá con el año natural. 

Artículo 2 1. Régimen de participaciones significativas. 

1. A efectos de lo dispuesto en la presente Ley se en- 
tiende por participación significativa el hecho de ser 
titular en una entidad aseguradora, directa o indirecta- 
mente, de un porcentaje igual o superior al diez por 
ciento del capital social, fondo mutual, o de los dere- 
chos de voto. También tiene la consideración de parti- 
cipación significativa, en los términos que se determi- 
nen reglamentariamente, cualquier otra posibilidad de 
ejercer una influencia notable en la gestión de la enti- 
dad aseguradora en la que se posea una participación. 

2 .  Toda persona física o jundica que pretenda ad- 
quirir, directa o indirectamente, incluso en los supues- 
tos de aumento o reducción de capital, fusiones y esci- 
siones, una participación significativa en una entidad 
aseguradora deberá informar de ello previamente a la 
Dirección General de Seguros, haciendo constar la 

6. Toda norma reglamentaria de desarrollo de la 
presente Ley reguladora del deber de consolidación de 
los grupos consolidables de entidades aseguradoras 
que pueda afectar directamente a otras entidades fi- 
nancieras sujetas a la ordenación y supervisión del 
Banco de España o de la Comisión Nacional del Mer- 
cado de Valores se dictará previo informe de éstos. 
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cuantía de dicha participación,. los términos y condi- 
ciones de la adquisición y el plazo máximo en que se 
pretenda realizar la operación. A igual deber de infor- 
mación estarán, sujetas las citadas personas físicas O 

jurídicas cuando se propongan incrementar su partici- 
pación significativa, 'de modo que la proporción de sus 
derechos de voto o de participaciones en el capital lle- 
gue a ser igual o superior a los límites del 20 por cien- 
to, 33 por ciento, 0 ~ 5 0  por ciento y también cuando la 
entidad aseguradora se convierta en sociedad domina- 
da de las mismas. 

A fin de determinar la aplicación de dicha obliga- 
ción, se considerará que pertenecen al adquirente o 
transmitente de las participaciones en el capital todas 
aquéllas que estén en poder del grupo, según la defini- 
ción del mismo contenida en el artículo 20.2 de esta 
Ley, al que éste pertenezca o por cuenta del cual actúe. 

La Dirección General de Seguros dispondrá de un 
plazo de tres meses, a partir de la presentación de la 
información que exige el párrafo precedente, para opo- 
nerse a la adquisición de participación significativa o 
de cada uno de los incrementos de la misma que igua- 
len o superen los límites antedichos o que conviertan a 
la entidad aseguradora en sociedad dominada del titu- 
lar' de la participación significativa; la oposición debe- 
rá fundarse en que el que pretenda adquirirla no sea 
idóneo para garantizar una gestión sana y prudente de 
la entidad aseguradora. Si la Dirección General de Se- 
guros no se pronunciara en el plazo de tres meses, po- 
drá procederse a la adquisición o incremento de parti- 
cipación. Si dicha Dirección General expresa su 
conformidad a la adquisición o incremento de partici- 
pación significativa podrá fijar un plazo máximo dis- 
tinto al comunicado para efectuar la adquisición. 

3. Cuando se efectúe una de las adquisiciones o in- 
crementos regulados en el número 2 precedente in- 
cumpliendo lo dispuesto en el mismo, se producirán 
los siguientes efectos: 

a) En todo caso y de forma automática, no se po- 
drán ejercer los derechos políticos correspondientes a 
las participaciones adquiridas irregularmente. Si, no 
obstante, llegaran a ejercerse, los correspondientes vo- 
tos serán nulos y los acuerdos serán impugnables con- 
forme a lo previsto en los artículos 11 5 a 122 de la Ley 
de Sociedades Anónimas, estando legitimada al efecto 
la Dirección General de Seguros. 

b) Si fuera preciso, se adoptarán medidas de control 
especial sobre la entidad aseguradora. 

c) Además, se podrán imponer las sanciones admi- 
nistrativas previstas en los artículos 41 y 42 de esta 
Ley. 

4. Toda persona. física o jurídica que se proponga 
dejar de tener, directa o indirectamente, una participa- 
ción significativa en alguna entidad aseguradora debe- 
rá informar previamente de ello a la Dirección General 
de Seguros y comunicar la cuantía prevista de la dis- 

4. Toda persona física o jurídica que se proponga 
dejar de tener, directa o indirectamente, una participa- 
ción significativa en alguna entidad aseguradora debe- 
rá informar previamente de ello a la Dirección General 
de Seguros y comunicar la cuantía prevista de la dis- 
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minución de su participación. Igual obligación de in- 
formación tendrán quienes pretendan disminuir su 
participación cualificada siempre que la proporción de 
sus derechos de voto o de participaciones en el capital 
descienda de los límites del 50 por ciento, 33 por cien- 
to o 20 por ciento o bien que la entidad aseguradora 
deje de ser sociedad dominada de quien posee la parti- 
cipación significativa. 

El incumplimiento de este deber de información se- 
rá sancionado según lo previsto en la sección 5” del ca- 
pítulo 111 de este título 11. 

5. La obligación a que se refieren los números 2 y 4 
precedentes corresponde también a la entidad asegu- 
radora de la que se adquiera, aumente o disminuya la 
participación significativa referida. 

Además, las entidades aseguradoras comunicarán, 
al tiempo de presentar su información periódica, y 
siempre que d efecto sean requeridas por la Dirección 
General de Seguros, la identidad de los accionistas o 
socios que posean participaciones significativas, la 
cuantía de dichas participaciones y las alteraciones 
que se produzcan en el accionariado. En particular, los 
datos sobre participación significativa se obtendrán de 
la junta general anual de accionistas o socios, o de la 
información recibida en virtud de las obligaciones de- 
rivadas de la Ley de Mercado de Valores. 

6 .  Cuando se acredite que los titulares de una parti- 
cipación significativa ejercen una influencia que vaya 
en detrimento de la gestión sana y prudente de una en- 
tidad aseguradora, que dañe gravemente su situación 
financiera, el Ministro de Economía y Hacienda, a 
propuesta de la Dirección General de Seguros, podrá 
adoptar alguna o algunas de las siguientes medidas: 

a) Las previstas en las letras a), b) y c) del número 3, 
si bien la suspensión de los derechos de voto no podrá 
exceder de tres años. 

b) Con carácter excepcional, la revocación de la au- 
torización. 

7. Lo dispuesto en este artículo para las entidades 
aseguradoras se entenderá sin perjuicio de la aplica- 
ción de las normas sobre ofertas públicas de adquisi- 
ción e información sobre participaciones significativas 
contenidas en la Ley 2411988, de 28 de julio, del Mer- 
cado de Valores. 

Artículo 22. Cesión de cartera. 

1. Las entidades aseguradoras españolas podrán ce- 
der entre sí el conjunto de los contratos de seguro que 
integren la cartera de uno o más ramos en los que ope- 
ren, excepto las mutuas y cooperativas a prima varia- 
ble y las mutualidades de previsión social, que sólo po- 
drán adquirir las carteras de entidades de su misma 
clase. Esta cesión general de cartera se ajustará a las 
siguientes reglas: 

minución de su participación. Igual obligación de in- 
formación tendrán quienes pretendan disminuir su 
participación significativa siempre que la pro porción 
de sus derechos de voto o de participaciones en el ca- 
pital descienda de los límites del 50 por ciento 33 por 
ciento o 20 por ciento o bien que la entidad asegurado- 
ra deje de ser sociedad dominada de quien posee la 
participación significativa. 

El incumplimiento de este deber de información se- 
rá sancionado según lo previsto en la sección 5.” del 
capítulo 111 de este título 11. 

5. La obligación a que se refieren los númer,os 2 y 4 
precedentes corresponde también a la entidad asegu- 
radora de la que, adquiera, aumente, disminuya o deje 
de tener la participación significativa referida. 

Además, las entidades aseguradoras comunicarán, 
al tiempo de presentar su información peritjdica, y 
siempre que al afecto sean requeridas por la Dirección 
General de Seguros, la identidad de los accionistas o 
socios que posean ,participaciones significativas, la 
cuantía de dichas participaciones y las alteraciones 
que se produzcan en el accionariado. En particular, los 
datos sobre participación significativa se obtendrán de 
la junta general anual de accionistas o socios, o de la 
información recibida en virtud de las obligación deri- 
vadas de la Ley del Mercado de Valores. 

a) Las previstas en las letras a), b) y c) del número 3 
de este artículo, si bien la suspensión de los derechos de 
voto no podrá exceder de tres años. 

1. Las entidades aseguradoras españolas podrán 
ceder entre sí el conjunto de los contratos de seguro 
que integren la cartera de uno o más ramos en los que 
operen, excepto las mutuas y cooperativas a prima va- 
riable y las mutualidades de previsión social, que sólo 
podrán adquirir las carteras de entidades de su misma 
clase. Esta cesión general de cartera de uno o más ra- 
mos se ajustará a las siguientes reglas: 
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a) No será causa de resolución de los contratos de 
seguro cedidos siempre que la entidad aseguradora ce- 
sionaria quede subrogada en todos los derechos y obli- 
gaciones que incumbían a la cedente en cada uno de 
los contratos, salvo que se trate de mutuas y cooperati- 
vas a prima variable o de mutualidades de previsión 
social. 

b) Después de la cesión la cesionaria deberá tener 
provisiones técnicas suficientes conforme al artículo 
16 y habrá de superar el margen de solvencia estable- 
cido en el artículo 17. 

c) La cesión deberá ser autorizada por el Ministro 
de Economía y Hacienda, previa publicación del 
acuerdo de cesión de cartera y transcurso del plazo de 
un mes desde el último anuncio durante el cual se po- 
drá ejercer el derecho de oposición. No obstante, po- 
drá prescindirse de dicha información pública cuando 
se deniegue la autorización por no reunir los requisi- 
tos legalmente exigibles para la cesión. Una vez autori- 
zada, la cesión se formalizará en escritura pública que 
se inscribirá en el Registro Mercantil. 

d) Las relaciones laborales existentes en el momento 
de la cesión se regirán por lo dispuesto en el artículo 
44 del Estatuto de los Trabajadores. 

2. También serán admisibles cesiones parciales de 
la cartera de un ramo en los supuestos que se determi- 
nen reglamentariamente, en cuyo caso los tomadores 
podrán resolver los contratos de seguro. 

3. Cuando la cartera a ceder comprenda contratos 
suscritos en régimen de derecho de establecimiento o 
en régimen de libre prestación de servicios, se estará 
además a lo dispuesto en el artículo 50. 

Artículo 23. Transformación, fusión, escisión y agrupa- 
ción. 

1. Las mutualidades de previsión social y las mu- 
tuas y cooperativas de seguros a prima variable po- 
drán transformarse en mutuas y cooperativas a prima 
fija, y aquéllas y las mutuas y cooperativas a prima fija 
podrán transformarse en sociedades anónimas de se- 
guros. 

Cualquier transformación de una entidad asegura- 
dora en una sociedad de tipo distinto a los previstos 
anteriormente, sea o no aseguradora, será nula. 

En la transformación de entidades aseguradoras se 
aplicará lo dispuesto enslas letras b), c) y d) del núme- 
ro 1 del artículo 22, pudiendo los tomadores resolver 
sus contratos de seguro. 

2. Cualesquiera entidades aseguradoras podrán fu- 
sionarse en una sociedad anónima de seguros y las so- 
ciedades anónimas de seguros podrán absorber entida- 
des aseguradoras, cualquiera que sea la forma que 
éstas revistan. Las mutuas y cooperativas a prima fija 
podrán además fusionarse en sociedades de su misma 
naturaleza y forma y únicamente podrán absorber a 
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otras entidades aseguradoras con forma distinta a la 
de sociedad anónima de seguros. Las mutuas de segu- 
ros y cooperativas a prima variable y las mutualidades 
de previsión social podrán también fusionarse en so- 
ciedades de su misma naturaleza y forma y Únicamen- 
te podrán absorber entidades aseguradoras de su mis- 
ma forma jurídica. 

Las entidades aseguradoras no podrán fusionarse 
con entidades no aseguradoras, ni absorberlas, ni ser 
absorbidas por entidades no aseguradoras. 

En la fusión y absorción de entidades aseguradoras 
será de aplicación lo dispuesto en las letras a), b), c) y 
d) del número 1 del artículo 22. 

3. La escisión de entidades aseguradoras estará su- 
jeta a las mismas limitaciones y deberá cumplir idénti- 
cos requisitos que la fusión de las mismas. 

Además, no podrá escindirse de una entidad no ase- 
guradora parte de su patrimonio para traspasarse en 
bloque a una entidad aseguradora, salvo que excepcio- 
nalmente el Ministro de Economía y Hacienda lo auto- 
rice, siempre que la incorporación patrimonial derivada 
de la escisión permita un ejercicio de la actividad más 
adecuado y la entidad aseguradora beneficiaria de la es- 
cisión no asuma obligaciones en virtud de la misma, sin 
perjuicio de la responsabilidad solidaria regulada en el 
artículo 259 de la Ley de Sociedades Anónimas. 

4. En todo lo no regulado expresamente en la pre- 
sente Ley, y en la medida en que no se oponga a la 
misma, se aplicará a la transformación, fusión y esci- 
sión de entidades aseguradoras la normativa de la Ley 
de Sociedades Anónimas. 

5 .  Las entidades aseguradoras podrán constituir agru- 
paciones de interés económico y uniones temporales de 
empresas, en este último caso exclusivamente entre sí, 
con arreglo a la legislación general reguladora de las mis- 
mas y con sometimiento al control de la Dirección Gene- 
ral de Seguros, además del que prevé dicha legislación. 

6. Excepcionalmente, el Ministro de Economía y Ha- 
cienda podrá autorizar la transformación, fusión y absor- 
ción de entidades aseguradoras en supuestos distintos a 
los previstos en los números 1 y 2 de este artículo, así co- 
mo las agrupaciones de interés económico y uniones 
temporales de empresas en las que se integren entidades 
aseguradoras con otras que no le sean cuando, atendidas 
las singulares circunstancias que concurran en la entidad 
aseguradora que solicite la transformación, fusión, absor- 
ción, agrupación o unión temporal, según los casos, se 
obtenga un más adecuado desarrollo de la actividad por 
la entidad aseguradora afectada, siempre que ello no me- 
noscabe sus garantías financieras, los derechos de los 
asegurados y la transparencia en la asunción de las obli- 
gaciones derivadas de los contratos de seguro. 

- 

Artículo 24. Estatutos, pólizas y tarifas. 

1 .  Los estatutos de las entidades aseguradoras se 
ajustarán a lo dispuesto en esta Ley y sus disposicio- 

6. Excepcionalmente, el Ministro de Economía y 
Hacienda podrá autorizar la transformación, :Fusión y 
absorción de entidades aseguradoras en supuestos dis- 
tintos a los previstos en los números 1 y 2 de este ar- 
tículo, así como las uniones temporales de empresas 
en las que se integren entidades aseguradoras con 
otras que no lo sean cuando, atendidas las singulares 
circunstancias que concurran en la entidad asegurado- 
ra que solicite la transformación, fusión, absorción o 
unión temporal, según los casos, se obtenga un desa- 
rrollo más adecuado de la actividad por la entidad ase- 
guradora afectada, siempre que ello no menoscabe sus 
garantías financieras, los derechos de los asegurados y 
la transparencia en la asunción de las obligaciones de- 
rivadas de los contratos de seguro. 

- 648 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 105-11 

nes complementarias de desarrollo y, subsidiariamen- 
te, a la legislación que les sea aplicable según su natu- 
raleza. 

2. El contenido de las pólizas deberá ajustarse a es- 
ta ley. También a la Ley de Contrato de Seguro, en la 
medida en que resulte aplicable en virtud de las nor- 
mas de Derecho internacional privado contenidas en el 
Título IV de la misma. 

3. Las tarifas de primas deberán ser suficientes, se- 
gún hipótesis actuariales razonables, para permitir a 
la entidad aseguradora satisfacer el conjunto de las 
obligaciones derivadas de los contratos de seguro y, en 
particular, constituir las provisiones técnicas adecua- 
das. Asimismo, responderán al régimen de libertad de 
competencia en el mercado de seguros sin que, a estos 
efectos, tenga el carácter de práctica restrictiva de la 
competencia la utilización de tarifas de primas de ries- 
go basadas en estadísticas comunes. 

Las entidades aseguradoras podrán establecer fiche- 
ros de datos personales que permitan la colaboración 
estadístico-actuarial y la prevención del fraude en la 
selección de riesgos y en la liquidación de siniestros. 
Estos últimos se regularán de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo 28 de la Ley Orgánica 5/1992, de 
29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automa- 
tizado de los Datos de Carácter Personal, por lo que se- 
rá necesaria la notificación en la primera introducción 
de datos del afectado en el fichero pero no el consenti- 
miento del mismo. 

4. La Dirección General de Seguros podrá prohibir 
la utilización de las pólizas y tarifas de primas que no 
cumplan lo dispuesto en los números 2 y 3 preceden- 
tes. A estos efectos, se instruirá el correspondiente pro- 
cedimiento administrativo en el que podrá acordarse 
como medida provisional la suspensión de la utiliza- 
ción de las pólizas o las tarifas de primas. Previamente 
a la iniciación del procedimiento administrativo en 
que se acuerde la referida prohibición, la citada Direc- 
ción General podrá, también a través de procedimien- 
to administrativo, requerir a la entidad aseguradora 
para que acomode sus pólizas o tarifas de primas a los 
números 2 y 3 del presente artículo. Todo lo anterior 
sin perjuicio de la aplicación de la Ley 16/1989, de 17 
de julio, de Defensa de la Competencia, en los térmi- 
nos que en la misma se establecen, a las prácticas con- 
trarias a la libertad de competencia. 

5 .  Los modelos de pólizas, las tarifas de primas y las 
bases técnicas no estarán sujetos a autorización admi- 
nistrativa ni deberán ser objeto de remisión sistemáti- 
ca a la Dirección General de Seguros. No obstante: 

a) Los modelos de pólizas de seguros de suscripción 
obligatoria deberán estar a disposición de la Dirección 
General de Seguros en la forma que reglamentaria- 
mente se establezca. 

b) En los contratos de seguro sobre la vida las bases 
técnicas utilizadas para el cálculo de las tarifas y de las 
provisiones técnicas deberán estar a disposición de la 

2. El contenido de las pólizas deberá ajustarse a es- 
ta Ley. También, a la Ley de Contrato de Seguro, en la 
medida en que resulte aplicable en virtud de las nor- 
mas de Derecho internacional privado contenidas en el 
Título IV de la misma. 

Las entidades aseguradoras podrán establecer fiche- 
ros de datos personales que permitan la colaboración 
estadístico-actuarial y la prevención del fraude en la 
selección de riesgos y en la liquidación de siniestros. 
Estos últimos se regularán de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo 28 de la Ley Orgánica 5/1992, de 
29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automa- 
tizado de los Datos de Carácter Personal, por lo que se- 
rá necesaria la notificación al afectado en la primera 
introducción de sus datos en el fichero pero no el con- 
sentimiento del mismo. 

' 
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Dirección General de Seguros, con el fin de controlar 
el respeto a los principios actuariales, asimismo en la 
forma que reglamentariamente se establezca. 

c) La Dirección General de Seguros podrá requerir 
la presentación, siempre que lo entienda pertinente, de 
los modelos de pólizas, tarifas de primas y las bases 
técnicas al objeto de controlar si respetan las disposi- 
ciones técnicas y sobre contrato de seguro. 

La exigencia contenida en las tres letras precedentes 
no podrá constituir para la entidad aseguradora condi- 
ción previa para el ejercicio de su actividad. 

6. Las entidades aseguradoras conservarán la docu- 
mentación a que se refiere este precepto en el domici- 
lio social. 

CAPITULO 111 

Intervención de entidades aseguradoras. 

SECCIÓN 1” 

Revocación de la autorización administrativa. 

Artículo 25. Causas de la revocación y sus efectos. 

1. El Ministro de Economía y Hacienda revocará la 
autorización administrativa concedida a las entidades 
aseguradoras en los siguientes casos: 

a) Si la entidad aseguradora renuncia a ella expresa- 
mente. 

b) Cuando la entidad aseguradora no haya iniciado 
su actividad en el plazo de un año o cese de ejercerla 
durante un período superior a seis meses. A esta inac- 
tividad, por falta de iniciación o cese de ejercicio, se 
equiparará la falta de efectiva actividad en uno o va- 
rios ramos, en los términos que se determinen regla- 
mentariamente, y la cesión general de la cartera en 
uno o más ramos. 

c) Cuando la entidad aseguradora deje de cumplir 
alguno de los requisitos establecidos por esta Ley para 
el otorgamiento de la autorización administrativa o in- 
curra en causa de disolución. 

d) Cuando no haya podido cumplir, en el plazo fija- 
do, las medidas previstas en un plan de saneamiento o 
de financiación exigidos a la misma al amparo del ar- 
tículo 39.2.b) ó c). 

e) Cuando se haya impuesto a la entidad asegurado- 
ra la sanción administrativa de revocación de la auto- 
rización, al amparo del artículo 4 1.1 .a). 

2. El Gobierno podrá revocar la autorización conce- 
dida a entidades españolas con participación extranjera 
mayoritaria en aplicación del principio de reciprocidad 
o cuando lo aconsejen circunstancias extraordinarias 
de interés nacional. En ningún caso será aplicable esta 

- 650 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM.  105-1 1 

causa de revocación a las entidades aseguradoras espa- 
ñolas en que la participación extranjera mayoritaria 
proceda de países del Espacio Económico Europeo. 

3. Cuando concurra alguna de las causas de revoca- 
ción previstas en las letras b), c) o d) del número 1, el 
Ministerio de Economía y Hacienda, antes de acordar 
la revocación de la autorización administrativa, estará 
facultado para conceder un plazo, que no excederá de 
seis meses, para que la entidad aseguradora que lo ha- 
ya solicitado proceda a subsanarla. 

4. La revocación de la autorización administrativa 
afectará a todos los ramos en que opere la entidad ase- 
guradora, salvo en los supuestos de las letras a) y b) 
del número 1 precedente, en los que afectará, según 
los casos, a los ramos a que se haya renunciado o a 
aquéllos a que afecte la inactividad. 

5. La revocación de la autorización administrativa 
determinará, en todos los casos, la prohibición inme- 
diata de la contratación de nuevos seguros por la enti- 
dad aseguradora y de la aceptación de reaseguro, así 
como la liquidación, con sometimiento a lo dispuesto 
en el artículo 27, de las operaciones de seguro de los ra- 
mos afectados por la revocación. Además, si la revoca- 
ción afecta a todos los ramos en que opera la entidad, 
procederá la disolución administrativa de la misma con 
arreglo al artículo 26.1.1", sin necesidad de sujetarse a 
lo dispuesto en los números 2 y 3 de dicho artículo 26. 

SECCIÓN 2a 

Disolución y liquidación de entidades aseguradoras 

Artículo 26. Disolución. 

1. Son causas de disolución de las entidades asegu- 
radoras: 

1" La revocación de la autorización administrativa 
que afecte a todos los ramos en que opera la entidad. 
No obstante, la revocación no será causa de disolución 
cuando la propia entidad renuncie a la autorización 
administrativa y venga únicamente motivada por la 
modificación de su objeto social para desarrollar una 
actividad distinta a las enumeradas en el artículo 3. 

2" La cesión general de la cartera de contratos de se- 
guro cuando afecte a la totalidad de los ramos en que 
opera la entidad. Sin embargo, la cesión de cartera no 
será causa de disolución cuando en la escritura públi- 
ca de cesión la cedente manifieste la modificación de 
su objeto social para desarrollar una actividad distinta 
a las enumeradas en el artículo 3. 

3" Haber quedado reducido el número de socios, en 
las mutuas y cooperativas de seguros y en las mutuali- 
dades de previsión social, a una cifra inferior al míni- 
mo legalmente exigible. 

4" No realizar las derramas pasivas conforme exigen 
los artículos 9 y 10. 

1 ." La revocación de la autorización administrativa 
que afecte a todos los ramos en que opera la entidad. No 
obstante, la revocación no será causa de disolución 
cuando la propia entidad renuncie a la autorización ad- 
ministrativa y venga únicamente motivada esta renuncia 
por la modificación de su objeto social para desarrollar 
una actividad distinta a las enumeradas en el artículo 3. 
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5" Las causas de disolución enumeradas en el artícu- 
lo 260 de la Ley de Sociedades Anónimas. Tratándose 
de mutuas de seguros y de mutualidades de previsión 
social, las referencias que en este precepto se hacen a 
la junta general y al capital social habrán de entender- 
se hechas a la asamblea general y al fondo mutual, res- 
pectivamente. No obstante, a las cooperativas de segu- 
ros serán de aplicación las causas de disolución 
recogidas en su legislación específica. 

2. La disolución, salvo en el supuesto de cumpli- 
miento del término fijado en los estatutos, requerirá 
acuerdo de la junta o asamblea general. A estos efec- 
tos, los administradores deberán convocarla para su 
celebración en el plazo de dos meses desde la concu- 
rrencia de la causa de disolución y cualquier socio po- 
drá requerir a los administradores para que convo- 
quen la junta o asamblea si, a su juicio, existe causa 
legítima para la disolución. 

3. En el caso de que, existiendo causa legal de disolu- 
ción, la junta o asamblea no fuese convocada o, siéndo- 
lo, no se celebrase, no pudiese lograrse el acuerdo o éste 
fuera contrario a la disolución, los administradores es- 
tarán obligados a solicitar la disolución administrativa 
de la entidad en el plazo de diez días naturales a contar 
desde la fecha en que debiera haberse convocado la jun- 
ta o asamblea con arreglo al número 2 precedente, 
cuando la misma no fuese convocada, o desde la fecha 
prevista para la celebración de la misma, cuando ésta 
no se haya constituido, o, finalmente, desde el día de la 
celebración, cuando el acuerdo de disolución no pudie- 
se lograrse o éste hubiera sido contrario a la disolución. 

4. Conocida por el Ministerio de Economía y Ha- 
cienda la concurrencia de una causa de disolución así 
como el incumplimiento por los órganos sociales de lo 
dispuesto en los números precedentes, procederá a la 
disolución administrativa de la entidad. 

El procedimiento administrativo de disolución se 
iniciará de oficio o a solicitud de los administradores 
y, tras las alegaciones de la entidad afectada, sin nece- 
sidad de convocatoria de su junta o asamblea general, 
el Ministro de Economía y Hacienda procederá a la di- 
solución administrativa de la entidad. El acuerdo de 
disolución administrativa contendrá la revocación de 
la autorización administrativa para todos los ramos en 
que opere la entidad aseguradora. 

5. En lo no regulado expresamente en los números 
anteriores y en cuanto no se oponga a los mismos, se 
aplicarán las normas contenidas en los artículos 261 a 
265 de la Ley de Sociedades Anónimas. No obstante, 
las cooperativas de seguros se regirán por las reglas de 
disolución contenidas en su legislación específica. 

Artículo 27. Liquidación de entidades aseguradoras. 

1.  La liquidación de una entidad aseguradora espa- 
ñola comprenderá también la de todas sus sucursales. 

El procedimiento administrativo de disolución se ini- 
ciará de oficio o a solicitud de los administradores y, tras 
las alegaciones de la entidad afectada, el Ministerio de 
Economía y Hacienda procederá, en su caso, a la clisolu- 
ción administrativa de la entidad, sin que sea necesaria, 
a estos efectos, la convocatoria de su junta o asamblea 
general. El acuerdo de disolución administrativa conten- 
drá la revocación de la autorización administrativa para 
todos los ramos en que opere la entidad aseguradora. 
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Durante el período de liquidación no podrán celebrar- 
se las operaciones definidas en el artículo 3, pero los 
contratos de seguro vigentes en el momento de la diso- 
lución conservarán su eficacia hasta la conclusión del 
período del seguro en curso, venciendo en dicho mo- 
mento sin posibilidad de prórroga, sin perjuicio de la 
opción de vencimiento anticipado con arreglo a lo pre- 
ceptuado en la letra d) del número 2 del presente ar- 
tículo. 

2. En la liquidación, y hasta la cancelación de la 
inscripción en el Registro administrativo, el Ministerio 
de Economía y Hacienda conservará todas sus compe- 
tencias de supervisión sobre la entidad en liquidación 
y, además, podrá adoptar las siguientes medidas: 

a) Acordar la intervención de la liquidación para sal- 
vaguardar los intereses de los asegurados, beneficia- 
rios y perjudicados o de otras entidades aseguradoras. 
Decidida la intervención, estarán sujetas al control de 
la Intervención del Estado las actuaciones de los liqui- 
dadores en los términos definidos en este precepto, en 
el artículo 39.3, y en sus disposiciones reglamentarias 
de desarrollo. 

b) Designar liquidadores o encomendar la liquida- 
ción a la Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras en los supuestos enumerados en el artículo 3 1 .  

c)!',Disponer, de oficio o a petición de los liquidado- 
res, la cesión general o parcial de la cartera de contra- 
tos de seguro de la entidad para facilitar su liquida- 
ción. 

d) Determinar la fecha de vencimiento anticipado 
del período de duración de los contratos de seguro que 
integren la cartera de la entidad en liquidación, con el 
objeto de evitar mayores perjuicios a los asegurados, 
beneficiarios y terceros perjudicados amparados por 
dichos contratos. Tal determinación respetará el equi- 
librio económico de las prestaciones en los contratos 
afectados y deberá tener lugar con la necesaria publi- 
cidad, con una antelación de quince días naturales a la 
fecha en que haya de tener efecto y, salvo que concu- 
rran circunstancias excepcionales que aconsejen no 
demorar la fecha de vencimiento, simultáneamente al 
cumplimiento por los liquidadores del deber de infor- 
mar que les impone la letra c) del número 3 subsi- 
guiente. 

3. El régimen jurídico del nombramiento, actuación 
y responsabilidad de los liquidadores se ajustará a las 
siguientes reglas: 

a) Sólo podrán ser liquidadores quienes tengan reco- 
nocida honorabilidad y condiciones necesarias de cua- 
lificación o experiencia profesionales para ejercer sus 
funciones y estarán sujetos al mismo régimen de res- 
ponsabilidad administrativa que los administradores 
de una entidad aseguradora. 

b) Cuando la entidad no hubiese procedido al nom- 
bramiento de liquidadores antes de los quince días si- 
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guientes a la disolución, o cuando el nombramiento 
dentro de ese plazo lo fuese sin cumplir los requisitos 
legales y estatutarios, el Ministro de Economía y Ha- 
cienda podrá designar liquidadores o encomendar la 
liquidación a la Comisión Liquidadora de Entidades 
Aseguradoras. 

c) Los liquidadores suscribirán, en unión de los ad- 
ministradores, el inventario y balance de la entidad y 
deberán someterlo, en plazo no superior a un mes des- 
de su nombramiento, a la Dirección General de Segu- 
ros o, si la liquidación fuese intervenida, al Interven- 
tor. Deberán informar a los acreedores sobre la 
situación de la entidad, en particular a los asegurados 
acerca de si la Dirección General de Seguros ha deter- 
minado el vencimiento anticipado del período de dura- 
ción de los contratos de seguro que integren la cartera 
de la entidad aseguradora y sobre la fecha del mismo, 
y la forma en que han de solicitar el reconocimiento 
de sus créditos, mediante notificación individual a los 
conocidos y llamamiento a los desconocidos a través 
de anuncios, aprobados en su caso por el Interventor, 
que se publicarán en el Boletín Oficial del Registro 
Mercantil y en dos diarios, al menos, de los de mayor 
circulación en el ámbito de actuación de la entidad 
aseguradora. 

d) Los liquidadores adoptarán las medidas necesa- 
rias para ultimar la liquidación en el plazo más breve 
posible, pudiendo ceder general o parcialmente la car- 
tera de contratos de seguro de la entidad con autoriza- 
ción del Ministro de Economía y Hacienda, así como 
pactar el rescate o resolución de los contratos de segu- 
ro. La enajenación de los inmuebles podrá tener lugar 
sin subasta pública cuando la liquidación sea interve- 
nida o cuando, habiendo sido tasados a estos efectos 
por los Servicios Técnicos de la Dirección General de 
Seguros o por sociedades de tasación, el precio de ena- 
jenación no sea inferior al de tasación. Requerirá, en 
uno y otro caso, autorización previa de la Dirección 
General de Seguros. La disposición de los restantes 
bienes y la realización de los pagos precisará la confor- 
midad del Interventor en las liquidaciones interveni- 
das por el Estado. 

e) Cuando los liquidadores incumplan las normas 
que para la protección de los asegurados se establecen 
en esta Ley o las que rigen la liquidación, dificulten la 
misma, o ésta se retrase, el Ministro de Economía y 
Hacienda podrá acordar el cese de los mismos y desig- 
nar liquidadores o encomendar la liquidación a la Co- 
misión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. 

f) En lo demás, los liquidadores sujetarán su actua- 
ción a la Ley de Sociedades Anónimas. 

4. Durante el período de liquidación, la entidad po- 
drá ofrecer al Ministro de Economía y Hacienda la re- 
moción de la causa de disolución y solicitar de éste la 
rehabilitación de la autorización administrativa revo- 
cada. Dicha rehabilitación sólo podrá concederse 
cuando la entidad cumpla todos los requisitos exigidos 

d) Los liquidadores adoptarán las medidas necesa- 
rias para ultimar la liquidación en el plazo más breve 
posible, pudiendo ceder general o parcialmente la car- 
tera de contratos de seguro de la entidad con autoriza- 
ción del Ministro de Economía y Hacienda, asi como 
pactar el rescate o resolución de los contratos de segu- 
ro. La enajenación de los inmuebles podrá tener lugar 
sin subasta pública cuando la liquidación sea interve- 
nida o cuando, habiendo sido tasados a estos efectos 
por los servicios técnicos de la Dirección General de 
Seguros o por sociedades de tasación, el precio de ena- 
jenación no sea inferior al de tasación. Requerirá, en 
uno y otro caso, autorización previa de la Dirección 
General de Seguros. La disposición de los restantes 
bienes y la realización de los pagos precisará la confor- 
midad del Interventor en las liquidaciones interveni- 
das por el Estado. 

e) Cuando los liquidadores incumplan las normas 
que para la protección de los asegurados se establecen 
en esta Ley o las que rigen la liquidación, dificulten la 
misma, o ésta se retrase, el Ministro de Economía y 
Hacienda podrá acordar el cese de los mismos y desig- 
nar nuevos liquidadores o encomendar la liquidación a 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. 
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durante el funcionamiento normal y garantice la tota- 
lidad de los derechos de asegurados y acreedores, in- 
cluso los de aquéllos cuyos contratos de seguro hubie- 
ran sido declarados vencidos durante el período de 
liquidación. Si se acordase la rehabilitación de la auto- 
rización administrativa revocada, se entenderá remo- 
vida de pleno derecho la causa de disolución, se cance- 
lará la inscripción practicada en el Registro Mercantil 
con arreglo al artículo 263 de la Ley de Sociedades 
Anónimas y se dará al acuerdo de rehabilitación la 
misma publicidad que dicho precepto impone para el 
acuerdo de disolución. 

5. Una vez concluidas las operaciones de liquida- 
ción, el Ministro de Economía y Hacienda declarará 
extinguida la entidad y se procederá a cancelar los 
asientos en el Registro administrativo. Por excepción, 
procederá la cancelación de los asientos en dicho Re- 
gistro ,sin declaración de extinción de la entidad, en 
cuyo momento podrá iniciar la actividad con arreglo 
al objeto social modificado, cuando tenga lugar la ce- 
sión general de la cartera o la revocación de la autori- 
zación siempre que, en ambos casos, se haya procedi- 
do a modificar el objeto social de la entidad sin 
disolución de la misma y previamente la Dirección Ge- 
neral de Seguros compruebe que se han ejecutado la 
cesión de cartera o se han liquidado las operaciones de 
seguro, respectivamente. 

La cancelación en el Registro administrativo deter- 
minará, en los supuestos de declaración de extinción 
de la entidad, la cancelación a su vez en el Registro 
Mercantil. 

6. En todo lo no regulado expresamente en este ar- 
tículo, la liquidación y extinción de entidades asegura- 
doras se regirá por lo dispuesto en los artículos 266 a 
281 de la Ley de Sociedades Anónimas, con exclusión 
de los artículos 269 y 270. 

Artículo 28. Acciones frente a entidades aseguradoras 
sometidas a procesos concursales o en li- 
quidación. 

1. En los supuestos de declaración judicial de quie- 
bra o suspensión de pagos de entidades aseguradoras, 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, 
además de asumir las funciones que le atribuyen los 
números 2 y 3 del artículo 3 1, procederá, en su caso, a 
liquidar, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 30.2, 
el importe de los bienes a que se refiere el artículo 59 
de la Ley, al solo efecto de distribuirlo entre los asegu- 
rados, beneficiarios y terceros perjudicados; ello sin 
perjuicio del derecho de los mismos en el procedi- 
miento de quiebra o suspensión de pagos. 

2. En los supuestos de entidades aseguradoras di- 
sueltas administrativamente, no podrán inscribirse en 
los Registros públicos derechos reales de garantía ni 
anotarse mandamientos judiciales o providencias ad- 
ministrativas de embargo desde la fecha de la publica- 

1. En los supuestos de declaración judicial de quie- 
bra o suspensión de pagos de entidades aseguradoras, 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, 
además de asumir las funciones que le atribuyen los 
números 2 y 3 del artículo 3 1, procederá, en su caso, a 
liquidar el importe de los bienes a que se refiere el ar- 
tículo 59 de la Ley, al solo efecto de distribuirlo entre 
los asegurados, beneficiarios y terceros perjudicados; 
ello sin perjuicio del derecho de los mismos en el pro- 
cedimiento de quiebra o suspensión de pagos. 
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ción en el Boletín Oficial del Estado de la Orden Mi- 
nisterial de disolución, sin perjuicio de la efectividad 
de los créditos que, en su caso, se pretendieran garan- 
tizar con las citadas inscripciones o anotaciones. 

Los encargados de los Registros harán constar por 
nota marginal el hecho de la disolución y el cierre del 
folio registra1 a los actos a que se refiere el párrafo an- 
terior. Si se acordara la rehabilitación de la autoriza- 
ción administrativa revocada, se cancelará la referida 
nota marginal. 

3. En los supuestos de liquidación intervenida por 
el Ministerio de Economía y Hacienda, las acciones in- 
dividuales ejercitadas por los acreedores, antes del co- 
mienzo de la liquidación o durante la misma, podrán 
continuar hasta el pronunciamiento de sentencia fir- 
me, pero su ejecución quedará suspendida y el crédito 
que, en su caso, declare dicha sentencia a su favor se 
liquidará conjuntamente con los de los demás acreedo- 
res. No obstante, transcurrido un año desde la adquisi- 
ción de firmeza por la sentencia, la suspensión queda- 
rá  alzada automáticamente sin necesidad de 
declaración ni resolución al respecto, cualquiera que 
fuese el estado en que se encontrase la liquidación. 

SECCIÓN 3" 

Liquidación administrativa por la Comisión 
Liquidadora de Entidades Aseguradoras. 

SUBSECCIÓN 1 

Disposiciones generales. 

Artículo 29. Naturaleza y adscripción. 

1. La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras es una Entidad de Derecho público del artículo 
6O.5 de la Ley General Presupuestaria con personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cum- 
plimiento de sus fines, dotada de patrimonio propio 
distinto al de la Administración General del Estado. 

2 .  La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras está vinculada a la Administración General del 
Estado a través del Ministerio de Economía y Hacienda. 

Artículo 30. Régimen jurídico. 

1. La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras se rige por las disposiciones específicas sobre 
ella contenidas en la presente Ley. En su defecto, que- 
dará sometida: 

a) En el ejercicio de su actividad liquidadora, a las 
nomas reguladoras de la liquidación contenidas en la 
presente Ley y en la Ley de Sociedades Anónimas y, 
con carácter general, al ordenamiento jundico privado. 

3. En los supuestos de liquidación intervenida por 
el Ministerio de Economía y Hacienda, las accicmes in- 
dividuales ejercitadas por los acreedores, antes del co- 
mienzo de la liquidación o durante la misma, podrán 
continuar hasta el pronunciamiento de sentencia fir- 
me, pero su ejecución quedará suspendida y el crédito 
que, en su caso, declare dicha sentencia a su favor se 
liquidará conjuntamente con los de los demás acreedo- 
res. No obstante, transcurrido un año desde que la 
sentencia adquiera firmeza, la suspensión quedará al- 
zada automáticamente sin necesidad de declaración ni 
resolución al respecto, cualquiera que fuese el estado 
en que se encontrase la liquidación. 
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b) Como Ente del Sector Público estatal, a las normas 
a que se refieren los números subsiguientes del presente 
artículo y, con carácter general, a las disposiciones de la 
Ley General Presupuestaria que expresamente se refie- 
ran a los Entes regulados en su artículo 6O.5. 

2. El presupuesto de la Comisión se ajustará a lo 
dispuesto en los artículos 88 y 89 de la Ley General 
Presupuestaria. En todo caso, los créditos de su presu- 
puesto de gastos tendrán carácter indicativo y no limi- 
tativo. 

3. Quedará sometida al régimen de la contabilidad 
pública de las Entidades integrantes del Sector público 
estatal y al plan especial de contabilidad pública que 
aprueba la Intervención General de la Administración 
del Estado, de conformidad con los artículos 122 y 125 
c) de la Ley General Presupuestaria. 

4. De acuerdo con lo previsto en el artículo 2.2 de la 
Ley 3011992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones y del Procedimiento Adminis- 
trativo Común, al no ejercer potestades administrati- 
vas, la Comisión estará excluida del ámbito de aplica- 
ción de dicha Ley. Tampoco le será de aplicación la 
legislación sobre contratación de las Administraciones 
Públicas ni otra normativa sobre Entidades Públicas 
distinta a la expresamente referida en el presente ar- 
tículo. 

5. El personal al servicio de la Comisión se regirá 
por lo establecido en el Estatuto de los Trabajadores y 
demás disposiciones reguladoras de la relación laboral. 

Artículo 31. Objeto y funciones. 

1. La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras tiene por objeto asumir la condición de liquida- 
dor de las entidades aseguradoras enumeradas en el 
artículo 7.1 de la presente Ley, sujetas a la competen- 
cia de ejecución del Estado o de las Comunidades Au- 
tónomas, cuando le encomiende su liquidación el Mi- 
nistro de Economía y Hacienda o el Órgano 
competente de la respectiva Comunidad Autónoma. 

Podrá serle encomendada la liquidación en los si- 
guientes supuestos: 

a) Simultáneamente a la disolución de la entidad 
aseguradora si se hubiere procedido a ella administra- 
tivamente. 

b) Si, disuelta una entidad, ésta no hubiese procedi- 
do al nombramiento de los liquidadores antes de los 
quince días siguientes a la disolución o cuando el 
nombramiento dentro de ese plazo lo fuese sin cum- 
plir los requisitos legales y estatutarios. 

c) Cuando los liquidadores incumplan las normas 
que para la protección de los asegurados se establecen 
en esta Ley, las que rigen la liquidación o dificulten la 
misma. También cuando, por retrasarse la liquidación 
o por concurrir circunstancias que así lo aconsejen, la 

3. Quedará sometida al régimen de la contabilidad 
pública de las Entidades Integrantes del Sector públi- 
co estatal y al plan especial de contabilidad pública 
que apruebe la Intervención General de la Administra- 
ción del Estado, de conformidad con los artículos 122 
y 125 c) de la Ley General Presupuestaria. 
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Administración entienda que la liquidación debe enco- 
mendarse a la Comisión. Caso de que la liquidación 
sea intervenida, la encomienda a la Comisión se acor- 
dará previo informe del Interventor. 

d) Mediante aceptación de la petición de la propia 
entidad aseguradora, si se apreciara causa justificada. 

2. Le corresponde la condición y funciones de inter-' 
ventor único en las suspensiones de pagos cuya decla- 
ración haya sido solicitada por una entidad asegurado- 
ra. Además, si el Juzgado acuerda tomar la medida 
precautoria y de seguridad de suspensión y sustitución 
de los órganos de administración de la entidad asegu- 
radora suspensa, el administrador único sustituto será 
la propia Comisión Liquidadora de Entidades Asegu- 
radoras. 

3. Asume, en los procesos de quiebra voluntaria o 
necesaria a que estén sometidas las entidades asegura- 
doras, la condición y funciones del Depositario, Comi- 
sario y único Síndico. 

4. En su caso, lleva a efecto la liquidación separada 
de los bienes afectos a prohibición de disponer en los 
supuestos del artículo 28.1. 

SUBSECCIÓN 2 

Organización, régimen de funcionamiento y 
recursos económicos. 

Artículo 32. Organos de gobierno y administración. 

1. La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras está regida por un Consejo de Administración 
compuesto por el Presidente de la Comisión y un má- 
ximo de ocho vocales. 

2. La administración corresponde al Presidente de 
la Comisión. 

3. El nombramiento y cese del Presidente y de los 
vocales corresponde al Ministro de Economía y Ha- 
cienda, a propuesta del Director General de Seguros. 

Artículo 33. Régimen de funcionamiento. 

1 .  Son facultades del Consejo de Administración: 

a) Ejercer las funciones que a la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras encomienda el artícu- 
lo 31. 

b) Aprobar las normas de funcionamiento de la Co- 
misión y sus modificaciones. 

c) Elaborar el presupuesto y aprobar las cuentas 
anuales de la Comisión. 

d) Presentar anualmente a la Dirección General de 
Seguros la memoria y el balance de su gestión a efecto 
de rendición de cuentas. 

e) Informar periódicamente a la Dirección General 
de Seguros sobre el desarrollo de las liquidaciones, 

. 
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suspensiones de pagos y quiebras en que intervenga, 
con particular referencia a las cantidades satisfechas 
en favor de asegurados, beneficiarios o terceros perju- 
dicados y, en su caso, a los convenios establecidos con 
entidades aseguradoras. 

f)  Asesorar a la Dirección General de Seguros en 
cuantas materias relacionadas con su competencia so- 
meta a su consideración. 

2. Son facultades del Presidente la representación 
de la Comisión Liquidadora de Entidades Asegurado- 
ras en todos los actos comprendidos en el objeto social 
que el número 1 precedente no atribuye expresamente 
al Consejo de Administración y la presidencia de dicho 
Consejo. 

3. Los acuerdos del Consejo se adoptarán, con voto 
de calidad del Presidente, por mayoría de los vocales 
asistentes a la sesión, que deberá ser convocada por el 
Presidente o por el que haga sus veces. En todo lo de- 
más, en cuanto no venga dispuesto en la presente Ley, 
las normas de funcionamiento aprobadas por el Con- 
sejo de Administración determinarán la estructura in- 
terna, el régimen de funcionamiento y la delegación de 
facultades. En ningún caso podrán ser objeto de dele- 
gación, ni en el seno de la Comisión Liquidadora de 
Entidades Aseguradoras ni en virtud de apoderamien- 
tos que puedan conferirse a cualquier persona, las fa- 
cultades que al Consejo de Administración otorga el 
número 1, salvo las de su letra a), de este artículo, la 
aprobación de las medidas reguladas en los números 
1, 2 y 3 del artículo 36, la formulación del plan de li- 
quidación que ha de someterse a aprobación por la 
junta de acreedores de la entidad en liquidación y la 
aprobación del balance final. 

Artículo 34. Recursos económicos. 

1. Para el cumplimiento de sus funciones, contará 
con los siguientes recursos: 

a) Las subvenciones otorgadas por el Consorcio de 
Compensación de Seguros sobre la base del recargo a 
que se refiere el número 2 de este artículo. 

b) Las cantidades y bienes que recupere en el ejerci- 
cio de los derechos de las personas que le hayan cedi- 
do sus créditos o por su abono anticipado a las mis- 
mas, con cargo a los fondos de la propia Comisión. 

c) Los procedentes de los créditos, préstamos y de- 
más operaciones financieras que pueda concertar. 

d) Los productos y rentas de su patrimonio y cual- 
quier otro ingreso que le corresponda conforme a la le- 
gislación vigente. 

2. El recargo destinado a efectuar subvenciones a la 
Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras es 
un tributo que grava los contratos de seguro en los tér- 
minos previstos en este número. 
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Están sujetos a dicho recargo la totalidad de los con- 
tratos de seguro distintos al seguro sobre la vida que se 
celebren sobre riesgos localizados en España. 

El recargo se devengará cuando tenga lugar el pago 
de la prima que corresponda a los contratos de seguro 
sujetos al mismo o, caso de fraccionamiento de las pri- 
mas, con el primer pago fraccionado que se haga. 

Son sujetos pasivos del recargo, en condición de 
contribuyentes, las entidades aseguradoras, debiendo 
repercutir íntegramente su importe sobre el tomador 
del seguro, quedando éste obligado a soportarlo siem- 
pre que la repercusión se ajuste a lo dispuesto en esta 
Ley, cualesquiera que fueren las estipulaciones existen- 
tes entre ellos. 

Constituye la base imponible del recargo el importe 
de la prima. No se entenderán incluidos en la prima 
aquellos importes correspondientes a cualesquiera 
otros recargos que el contrato de seguro afectado deba 
soportar en virtud de una disposición legal que lo im- 
ponga. 

El tipo del recargo estará constituido por el cinco 
por mil de las primas antes referidas. 

3. Corresponde al Consorcio de Compensación de 
Seguros, en los términos fijados en su Estatuto Legal, 
el recargo destinado a efectuar subvenciones a la Co- 
misión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, así 
como su gestión y recaudación. 

SUBSECCI~N 3 

Liquidación de entidades aseguradoras. 

Artículo 35. Normas generales de liquidación. 

1. En las liquidaciones que se le encomienden, la 
Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras sus- 
tituirá a todos los órganos sociales de la entidad asegu- 
radora afectada. En su consecuencia, no habrá lugar a 
la celebración de las juntas o asambleas generales or- 
dinarias o extraordinarias de socios de la entidad. Las 
delegaciones y apoderamientos que confiera deberán 
constar en escritura pública. 

No obstante, los recursos administrativos y conten- 
cioso-administrativo interpuestos por la entidad ase- 
guradora contra los actos de supervisión del Ministe- 
rio de Economía y Hacienda con anterioridad a la 
asunción de la liquidación por la Comisión podrán ser 
continuados por los administradores y por los socios 
que ostenten una participación significativa en su pro- 
pio nombre, como titulares de un interés directo, ai se 
personasen a estos efectos ante el órgano administrati- 
vo o jurisdiccional en el plazo de un mes desde la pu- 
blicación en el Boletín Oficial del Estado de la enco- 
mienda de la liquidación a la Comisión. 

Están sujetos a dicho recargo la totalidad de los con- 
tratos de seguro que se celebren sobre riesgos localiza- 
dos en España, distintos al seguro sobre la vida y al se- 
guro de crédito a la exportación por cuenta o con el 
apoyo del Estado. 

Liquidación por la Comisión de entidades 
aseguradoras 

1. En las liquidaciones que se les encomienden, la 
Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras sus- 
tituirá a todos los órganos sociales de la entidad asegu- 
radora afectada. En consecuencia, no habrá lugar a la 
celebración de las juntas o asambleas ordinarias o ex- 
traordinarias de accionistas, mutualistas o cooperati- 
vas de la entidad. Las delegaciones y apoderamientos 
que confiera deberán constar en escritura pública. 
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2. Instará, cuando hubiere lugar a ello, la exigencia 
de responsabilidades de toda índole en que hubieran 
podido incurrir quienes desempeñaron cargos de admi- 
nistración o dirección de la entidad aseguradora en li- 
quidación. En ningún caso ni circunstancia, la Comi- 
sión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, sus 
órganos, representantes o apoderados serán considera- 
dos deudores ni responsables de las obligaciones y res- 
ponsabilidades que incumban a la aseguradora cuya li- 
quidación se le encomienda o a sus administradores. 

3. En caso de insolvencia de la entidad aseguradora, 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras 
no estará obligada a solicitar la declaración de suspen- 
sión de pagos ni la quiebra. Asimismo, se tendrán por 
vencidas a la fecha de publicación en el Boletín Oficial 
del Estado de la resolución administrativa por la que 
se le encomiende la liquidación las deudas pendientes 
de la aseguradora, sin perjuicio del descuento corres- 
pondiente si el pago de las mismas se verificase antes 
del tiempo prefijado en la obligación, y dejarán de de- 
vengar intereses todas las deudas de la aseguradora, 
salvo los créditos hipotecarios, pignoraticios y los sin- 
gularmente privilegiados del artículo 59 de esta Ley, 
hasta donde alcance la respectiva garantía. 

4. En las liquidaciones intervenidas cesará la Inter- 
vención del Estado en el momento que la liquidación 
se encomiende a la Comisión Liquidadora de Entida- 
des Aseguradoras. 

5. Si el Consorcio de Compensación de Seguros hu- 
biese asumido, con arreglo a su Estatuto Legal, el 
cumplimiento de obligaciones de la entidad asegura- 
dora liquidada por la Comisión, ambos Entes deberán 
actuar coordinadamente para el exacto y más eficaz 
cumplimiento de sus respectivas funciones. 

Artículo 36. Beneficios de la liquidación. 

1. Con cargo a los recursos de la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras y con la finalidad de 
mejorar y conseguir una más rápida satisfacción de los 
derechos de los asegurados, beneficiarios y terceros 
perjudicados, incluidas las Administraciones Públicas 
que tengan tal condición, la Comisión podrá ofrecerles 
la adquisición por cesión de sus créditos, abonándoles 
las cantidades que les corresponderían en proporción 
al previsible haber líquido resultante, teniendo en 
cuenta, a estos solos efectos, las siguientes normas: 

a) Se incorporarán al activo la totalidad de los bie- 
nes y créditos, incluidos en su caso los intereses, en los 
que la Comisión pueda apreciar la titularidad de la 
aseguradora en liquidación, aunque sobre ellos estén 
pendientes o hayan de iniciarse actuaciones judiciales 
o extrajudiciales para su mantenimiento en el patrimo- 
nio de la entidad o reintegración al mismo. 

b) Las inversiones materiales y financieras se valora- 
rán por la cuantía que resulte superior de las dos si- 

2. La Comisión Liquidadora instará, cuando hubiere 
lugar a ello, la exigencia de responsabilidades de toda ín- 
dole en que hubieran podido incurrir quienes desempeña- 
ron cargos de administración o dirección de la entidad 
aseguradora en liquidación. En ningún caso ni circuns- 
tancia, la Comisión Liquidadora de Entidades Asegurado- 
ras, sus órganos, representantes o apoderados sei’án con- 
siderados deudores ni responsables de las obligaciones y 
responsabilidades que incumban a la aseguradora cuya li- 
quidación se le encomienda o a sus administradores. 

3. En caso de insolvencia de la entidad asegurado- 
ra, la Comisión Liquidadora de Entidades Asegurado- 
ras no estará obligada a solicitar la declaración de sus- 
pensión de pagos ni la quiebra. Asimismo, se tendrán 
por vencidas a la fecha de publicación en el Boletín 
Oficial del Estado de la resolución administrativa por 
la que se le encomiende la liquidación las deudas pen- 
dientes de la aseguradora, sin perjuicio del descuento 
correspondiente si el pago de las mismas se verificase 
antes del tiempo prefijado en la obligación, y dejarán 
de devengar intereses todas las deudas de la asegura- 
dora, salvo los créditos hipotecarios y pignoraticios, 
hasta donde alcance la respectiva garantía. 

b) Las inversiones materiales y financieras se valo- 
rarán por la cuantía que resulte superior de las dos si- 
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guientes: el precio de adquisición más el importe de 
las mejoras efectuadas sobre las mismas, incrementa- 
das en las regularizaciones y actualizaciones legalmen- 
te posibles, o el valor de realización. 

c) No se tendrán en cuenta el orden de prelación de 
créditos ni los gastos de liquidación anticipados por la 
Comisión. 

d) En ningún caso será de aplicación esta medida a 
los créditos a favor de las aseguradoras y del Consor- 
cio de Compensación de Seguros. 

2. Asimismo, también con cargo a sus propios recur- 
sos, la Comisión podrá satisfacer anticipadamente los 
créditos de los trabajadores derivados de salarios e in- 
demnizaciones por despido comprendidos en el artículo 
32, apartados 1 y 3, del Estatuto de los Trabajadores y, en 
su caso, las indemnizaciones debidas a los mismos como 
consecuencia de la extinción de las relaciones laborales. 

La adquisición por cesión de los créditos a que se re- 
fiere el número 1 anterior y los anticipos a que se re- 
fiere el presente número no supondrán, en ningún ca- 
so, asunción de las deudas de la entidad aseguradora 
en liquidación por parte de la Comisión Liquidadora 
de Entidades Aseguradoras. La cesión de dichos crédi- 
tos y estos anticipos, cualquiera que fuere la cantidad 
satisfecha, alcanzará el total importe de los mismos y 
en idéntico orden de preferencia que les corresponda. 
Sus titulares no podrán formular reclamación alguna 
por este concepto; tampoco podrán efectuar reclama- 
ción contra la Comisión los titulares de estos créditos 
que optaren por no aceptar la oferta formulada por la 
Comisión, quienes mantendrán la titularidad de sus 
créditos y deberán estar a las resultas de la liquida- 
ción. 

3. La Comisión podrá satisfacer anticipadamente, 
con cargo a los recursos de la entidad aseguradora en 
liquidación, los créditos de los trabajadores correspon- 
dientes a salarios de los últimos treinta días de traba- 
jo, con la limitación del artículo 32.1 del Estatuto de 
los Trabajadores; y, en segundo término, los créditos 
de los acreedores con derecho real en los términos y 
por el orden establecidos en la legislación hipotecaria. 
Si no se alcanzase la satisfacción de dichos créditos, 
los acreedores referidos tendrán en la liquidación, al 
objeto de cobrar el importe no satisfecho, la preferen- 
cia que les corresponda según la naturaleza de su cré- 
dito. 

4. Cuando la entidad aseguradora en liquidación se 
encuentre en situación de insolvencia, si la junta de 
acreedores aprueba el plan de liquidación, la recupera- 
ción por la Comisión de los gastos de liquidación que- 
dará condicionada a que sean totalmente satisfechos 
los demás reconocidos en la liquidación. 

5. Lo dispuesto en el número 1 de este artículo res- 
pecto de los créditos de los terceros perjudicados afec- 

guientes: el precio de adquisición más el importe de 
las mejoras efectuadas sobre las mismas, incrementa- 
dos en las regularizaciones y actualizaciones legalmen- 
te posibles, o el valor de realización. 

c) No se tendrá en cuenta el orden de prelacicin de 
créditos ni los gastos de liquidación anticipados por la 
Comisión. 

En ningún caso será de aplicación esta medida a los 
créditos a favor de las aseguradoras y del Consorcio de 
Compensación de Seguros. 

d) Suprimido. Pasa a la letra c), segundo párralfo. 
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tará únicamente, en los supuestos de cobertura por el 
Consorcio de Compensación de Seguros con arreglo a 
su Estatuto Legal, a la parte de dichos créditos que ex- 
ceda de aquélla que corresponda abonar al Consorcio. 
Lo dispuesto en los números 2 y 3 acerca de los crédi- 
tos de los trabajadores afectará únicamente a la parte 
de dichos créditos que exceda de aquélla que corres- 
ponde abonar al Fondo de Garantía Salarial. 

Artículo 37. Procedimiento de liquidación. 

El procedimiento de liquidación por la Comisión Li- 
quidadora de Entidades Aseguradoras se ajustará a lo 
dispuesto en el artículo 27.3, con las siguientes pecu- 
liaridades: 

1. Encomendada la liquidación a la Comisión, todos 
los acreedores estarán sujetos al procedimiento de li- 
quidación por la misma y no podrá solicitarse por los 
acreedores ni por la entidad aseguradora la declara- 
ción de quiebra, ni presentarse ésta en suspensión de 
pagos, sin perjuicio de que las acciones de toda índole 
ejercitadas ante los Tribunales contra dicha asegura- 
dora, anteriores a la disolución o durante el período de 
liquidación, continúen su tramitación hasta la obten- 
ción de sentencia o resolución judicial firme. Pero la 
ejecución de la sentencia, de los embargos preventivos, 
administraciones judicialmente acordadas y demás 
medidas cautelares adoptadas por la autoridad judi- 
cial, la del auto despachando la ejecución en el proce- 
dimiento ejecutivo, los procedimientos judiciales su- 
marios y ejecutivos extrajudiciales sobre bienes 
hipotecados o pignorados, así como la ejecución de las 
providencias administrativas de apremio quedarán en 
suspenso desde la encomienda de la liquidación a la 
Comisión y durante la tramitación por ésta del proce- 
dimiento liquidatorio. 

Si el plan de liquidación formulado por la Comisión 
no fuera aprobado en junta de acreedores o ratificado 
por la Dirección General de Seguros, quedará levanta- 
da la suspensión y expedito a los titulares de los dere- 
chos afectados por la suspensión el ejercicio de los 
mismos ante los Tribunales o por el procedimiento eje- 
cutivo extrajudicial y a las Administraciones Públicas 
el de sus potestades para proseguir los correspondien- 
tes procedimientos administrativos de apremio. Los 
mismos efectos tendrán lugar respecto de las senten- 
cias en el caso de que, transcurrido un año desde la 
adquisición de firmeza, el plan de liquidación formula- 
do por la Comisión no fuera aprobado en junta de 
acreedores o ratificado por la Dirección General de Se- 
guros. 

2 .  Cuando la liquidación de la entidad aseguradora 
sea encomendada a la Comisión con posterioridad a la 
disolución de dicha aseguradora, suscribirá o compro- 
bará, según proceda, en unión de los administradores 
y liquidadores, de haber sido nombrados, el inventario 
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Si el plan de liquidación formulado por la Comisión 
no fuera aprobado en junta de acreedores o ratificado 
por la Dirección General de Seguros, quedará levanta- 
da la suspensión y expedito a los titulares de los dere- 
chos afectados por la suspensión el ejercicio de los 
mismos ante los Tribunales o por el procedimiento eje- 
cutivo extrajudicial y a las Administraciones Públicas 
el de sus potestades para proseguir los correspondien- 
tes procedimientos administrativos de apremio. Los 
mismos efectos tendrán lugar respecto de las senten- 
cias en el caso de que, transcurridos tres años desde la 
adquisición de firmeza, el plan de liquidación formula- 
do por la Comisión no fuera aprobado en junta de 
acreedores o ratificado por la Dirección General de Se- 
guros. 
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y balance de la entidad en el plazo de un mes desde 
que haya asumido la liquidación, sin que deba some- 
terlo a la Dirección General de Seguros ni al Interven- 
tor, ni estar sujeta a la obligación que impone el ar- 
tículo 273 de la Ley de Sociedades Anónimas. 

3. En el cumplimiento del deber de información a 
los acreedores hará constancia expresa a la especial 
circunstancia de que la liquidación ha sido asumida 
por la Comisión. Asimismo, desde el momento en que 
tenga conocimiento de la existencia de créditos labora- 
les o presuma la posibilidad de su existencia, lo comu- 
nicará al Fondo de Garantía Salarial, surtiendo tal co- 
municación los efectos de la citación a que se refiere el 
número 3 del artículo 33 del Estatuto de los Trabaja- 
dores. 

4. Hasta la ratificación por la Dirección General de 
Seguros del plan de liquidación, la Comisión no podrá 
hacer pago de sus créditos a los acreedores de la enti- 
dad aseguradora, salvo lo dispuesto en el artículo pre- 
cedente. Los gastos que sean precisos para la liquida- 
ción serán satisfechos con cargo a los propios recursos 
de la Comisión. 

5. La enajenación de los inmuebles de la entidad 
aseguradora en liquidación podrá tener lugar sin su- 
basta pública y no precisará autorización de la Direc- 
ción General de Seguros. 

6 .  Formulará el plan de liquidación en el plazo más 
breve posible. Antes del transcurso del plazo de nueve 
meses desde que haya asumido sus funciones liquida- 
torias deberá haber procedido a ejecutar las medidas 
previstas en el artículo 36, caso de haberlas adoptado; 
sólo por causas justificadas, debidamente acreditadas 
ante la Dirección General de Seguros, podrá superar el 
mencionado plazo. 

7. El plan de liquidación comprenderá una informa- 
ción sobre las medidas adoptadas con arreglo a los nú- 
meros 1, 2 y 3 del artículo anterior, el balance y la lista 
provisional de acreedores. El activo del balance deberá 
estar constituido en metálico, salvo que, tratándose de 
bienes inmuebles, no haya considerado procedente su 
enajenación y, tratándose de créditos, sean éstos liti- 
giosos, de modo que sea presumible que esperar un 
pronunciamiento judicial firme retrasaría notablemen- 
te la liquidación. La lista provisional de acreedores se 
formulará con arreglo al orden de prelación del Códi- 
go de Comercio y por la cuantía que corresponda a ca- 
da uno de ellos, respetando en todo caso los privilegios 
reconocidos a los créditos de la Hacienda Pública en el 
artículo 71 de la Ley General Tributaria y en el resto de 
la normativa vigente, a los créditos de la Seguridad So- 
cial en el artículo 22 de la Ley General de la Seguridad 
Social y a los créditos del Fondo de Garantía Salarial 
en el artículo 33.4 del Estatuto de los Trabajadores. 
Además, si del balance se desprendiese la solvencia de 
la entidad aseguradora, incorporará la relación de so- 
cios. Finalmente, el plan de liquidación contendrá la 
propuesta respecto del importe que, con arreglo al ac- 
tivo y pasivo del balance y orden de prelación de crédi- 
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tos, deba satisfacerse a cada uno de los acreedores y, 
caso de solvencia de la entidad, a los socios y, si hubie- 
re lugar a ello, de adjudicación de bienes inmuebles y 
créditos litigiosos. 

8. Simultáneamente a la formulación del plan de li- 
quidación, convocará la junta general de acreedores 
con una antelación no inferior a un mes ni superior a 
dos, citando a éstos mediante notificación personal y 
dando a la convocatoria la publicidad que, con arreglo 
a las circunstancias del caso, estime pertinente. Hasta 
el día señalado para la celebración de la junta, los 
acreedores o sus representantes podrán examinar el 
plan de liquidación. Hasta los quince días antes del se- 
ñalado para la junta se podrá solicitar la exclusión o 
inclusión de créditos así como la impugnación de la 
cuantía de los incluidos mediante escrito dirigido a la 
Comisión, o por comparecencia ante la misma, desig- 
nando los documentos de la liquidación o presentando 
la documentación de que quiera valerse en justifica- 
ción de su derecho. La Comisión resolverá sobre cada 
reclamación sin ulterior recurso, sin perjuicio del de- 
recho de impugnación a que se refiere el número 1 1  
del presente artículo, y formulará la lista definitiva de 
acreedores. 

9. La junta se celebrará en el día, hora y lugar seña- 
lados en la convocatoria, pudiendo continuar en los dí- 
as consecutivos que resulten necesarios y será presidi- 
da por un delegado de la Comisión, pudiendo 
concurrir, personalmente o por medio de representan- 
te, todos los acreedores incluidos en la lista definitiva. 
La junta de acreedores quedará legalmente constituida 
si los créditos de los concurrentes y representados su- 
maren, por lo menos, tres quintos del pasivo del deu- 
dor en primera convocatoria y cualquiera que fuere el 
número de los créditos concurrentes y representados 
en segunda convocatoria, debiendo mediar entre una y 
otra al menos veinticuatro horas. Declarada legalmen- 
te constituida la junta por el representante de la Comi- 
sión, comenzará la sesión por la lectura del plan de li- 
quidación y se procederá al debate y ulterior votación 
sobre el mismo. El plan de liquidación se entenderá 
aprobado siempre que voten a favor del mismo acree- 
dores cuyos créditos importen más de la mitad del 
montante de los créditos presentes y representados, 
tanto en primera como en segunda convocatoria, que- 
dando obligados todos los acreedores por el mismo, 
sin que ninguno tenga derecho de abstención y siendo 
de aplicación a la Hacienda Pública acreedora lo dis- 
puesto en el número 2 del artículo 39 de la Ley Gene- 
ral Presupuestaria. Se extinguirán los créditos en la 
parte que exceda del reconocido en dicho plan; tratán- 
dose de créditos tributarios únicamente quedarán ex- 
tinguidas las responsabilidades de la entidad asegura- 
dora, subsistiendo en sus propios términos los créditos 
respecto de los restantes responsables tributarios. 

10. Si el plan de liquidación no fuese aprobado en 
junta de acreedores, la Comisión podrá solicitar la de- 
claración judicial de quiebra. La misma solicitud de 

8. Simultáneamente a la formulación del plan de li- 
quidación, convocará la junta general de acreedores 
con una antelación no inferior a un mes ni superior a 
dos, citando a éstos mediante notificación personal y 
dando a la convocatoria la publicidad que, con arreglo 
a las circunstancias del caso, estime pertinente. Hasta 
el día señalado para la celebración de la junta los acree- 
dores o sus representantes podrán examinar el plan de 
liquidación. Hasta los quince días antes del señalado 
para la junta se podrá solicitar la exclusión o inclusión 
de créditos así como la impugnación de la cuantía de 
los incluidos mediante escrito dirigido a la Comisión, 
o por comparecencia ante la misma, designando los 
documentos de la liquidación o presentando la docu- 
mentación de que quiera valerse el solicitante en justi- 
ficación de su derecho. La Comisión resolverá sobre ca- 
da reclamación sin ulterior recurso, sin perjuicio del 
derecho de impugnación a que se refiere el número 1 1  
del presente artículo, y formulará la lista definitiva de 
acreedores. 

9. La junta se celebrará en el día, hora y lugar se- 
ñalados en la convocatoria, pudiendo continuar en 
los días consecutivos que resulten necesarios y será 
presidida por un delegado de la Comisión, pudiendo 
concurrir, personalmente o por medio de represen- 
tante, todos los acreedores incluidos en la lista defini- 
tiva. La junta de acreedores quedará legalmente cons- 
tituida si los créditos de los concurrentes y repre- 
sentados sumaren, por lo menos, tres quintos de pasi- 
vo del deudor en primera convocatoria y cualquiera 
que fuere el número de los créditos concurrentes y 
representados en segunda convocatoria, debiendo 
mediar entre una y otra al menos veinticuatro horas. 
Declarada legalmente constituida la junta por el re- 
presentante de la Comisión, comenzará la sesión por 
la lectura del plan de liquidación y se procederá al 
debate y ulterior votación sobre el mismo. El plan de 
liquidación se entenderá aprobado siempre que voten 
a favor del mismo acreedores cuyos créditos impor- 
ten más de la mitad del montante de los créditos pre- 
sentes y representados, tanto en primera como en se- 
gunda convocatoria, quedando obligados todos los 
acreedores por el mismo, sin que ninguno tenga dere- 
cho de abstención y siendo de aplicación a la Hacien- 
da Pública acreedora lo dispuesto en el número 2 del 
artículo 39 de la Ley General Presupuestaria. Se ex- 
tinguirán los créditos en la parte que excedan de los 
importes reconocidos para ser satisfechos en dicho 
plan; tratándose de créditos tributarios únicamente 
quedarán extinguidas las responsabilidades de la en- 
tidad aseguradora, subsistiendo en sus propios térmi- 
nos los créditos respecto de los restantes responsa- 
bles tributarios. 
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quiebra voluntaria podrá formular en cualquier mo- 
mento del período de liquidación anterior a la junta de 
acreedores cuando estimase que, dadas las circunstan- 
cias concurrentes en la entidad aseguradora cuya li- 
quidación tiene encomendada, sufrirían grave perjui- 
cio los créditos de los acreedores si no tuviera lugar la 
declaración judicial de retroacción de la quiebra. 

11. Dentro de los ocho días siguientes a la celebra- 
ción de la junta, los acreedores que no hubiesen con- 
currido a ella o que, concurriendo, hubieran discorda- 
do del voto de la mayoría o que hubiesen sido 
eliminados por la Comisión de la lista definitiva a que 
se refiere el número 8, podrán impugnar judicialmente 
el plan de liquidación. La impugnación seguirá los trá- 
mites marcados para los incidentes en la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil y únicamente podrá fundarse en las si- 
guientes causas: 

a) Defectos en las formas prescritas para la convoca- 
toria, celebración, deliberación y adopción de acuer- 
dos de la junta de acreedores. 

b) Falta de personalidad o representación en alguno 
de los votantes, inclusión o exclusión indebida de cré- 
ditos o figurar en la lista definitiva de acreedores con 
cantidad mayor o menor de la que se estimare justa, 
siempre que en cualquiera de estos casos la estimación 
de la pretensión influya decisivamente en la formación 
de la mayoría. 

c) Error en la estimación del activo o en la prelación 
de créditos padecido por la Comisión. 

En todo lo demás, la impugnación del plan de liqui- 
dación se ajustará a lo dispuesto en los párrafos segun- 
do y tercero del artículo 17 de la Ley de Suspensión de 
Pagos. 

12. Transcurrido el plazo señalado en el número an- 
terior sin que se hubiese formulado oposición, o una 
vez dictada sentencia firme que la resuelva, y ajustado, 
en su caso, el plan de liquidación a la misma, la Comi- 
sión elevará el plan de liquidación a la Dirección Gene- 
ral de Seguros, que dictará resolución ratificando el 
mismo. Tal ratificación surtirá los efectos previstos pa- 
ra la resolución judicial en los números 6 y 7 del ar- 
tículo 33 del Estatuto de los Trabajadores, si del citado 
plan se deduce la insolvencia de la aseguradora. 

13. Por la Comisión se procederá al pago de los cré- 
ditos en ejecución del plan de liquidación ratificado. 
En su caso, procederá al reparto y división del haber 
social con arreglo a los estatutos y disposiciones espe- 
cíficas aplicables a la entidad aseguradora y, subsidia- 
riamente, conforme a lo dispuesto en los artículos 276 
y 277 de la Ley de Sociedades Anónimas, pero la con- 
signación en depósito de las cuotas no reclamadas ten- 
drá lugar en la propia Comisión, a disposición de sus 
legítimos dueños durante un plazo de cinco años, a cu- 
yo transcurso sin haber sido reclamadas se ingresarán 
en el Tesoro Público. 
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14. Si, como consecuencia del desfase temporal en- 
tre la aprobación en junta de acreedores del plan de li- 
quidación y el efectivo pago de los créditos a los acree- 
dores y, en su caso, la división del haber social entre 
los socios, resultare un remanente, éste se incorporará 
al patrimonio de la Comisión a los efectos previstos en 
el número siguiente. 

15. Los créditos reconocidos por sentencia firme 
notificada al acreedor en fecha posterior a la celebra- 
ción de la junta de acreedores serán satisfechos por la 
Comisión con el remanente a que se refiere el número 
precedente y, en su defecto, con sus propios recursos 
en los mismos términos que le hubieran correspondi- 
do de haber estado incluido en el plan de liquidación. 

SUBSECCI~N 4 

Procesos concursales. 

Artículo 38. Anticipo de gastos de liquidación y satis- 
facción de créditos. 

1. Cuando en las suspensiones de pagos o quiebras la 
entidad aseguradora quebrada o suspensa careciere de 
la liquidez necesaria, la Comisión Liquidadora de Enti- 
dades Aseguradoras podrá anticipar los gastos que sean 
precisos, con cargo a sus propios recursos, al objeto del 
adecuado desarrollo del proceso concursal. No obstan- 
te, el pago de los derechos de procuradores y honora- 
rios de letrados serán de cuenta de las partes que los de- 
signen, sin que proceda su anticipo por la Comisión. 

Si se formulase propuesta de convenio con los acre- 
edores y éste resultase aprobado, la recuperación por 
la Comisión de los gastos de liquidación quedará con- 
dicionada a que sean totalmente satisfechos los demás 
reconocidos en la liquidación. 

2. Será de aplicación en los procesos concursales lo 
dispuesto en el artículo 36.1 de la presente Ley. 

S E C C I ~ N  4” 

Medidas de control especial. 

Artículo 39. Medidas de control especial. 

1. La Dirección General de Seguros podrá adoptar 
las medidas de control especial contenidas en el pre- 
sente artículo cuando las entidades aseguradoras se 
hallen en alguna de las siguientes situaciones: 

a) Déficit superior al cinco por ciento en el cálculo 
de las provisiones técnicas, salvo en la provisión técni- 
ca de prestaciones que será del quince por ciento; asi- 
mismo, déficit superior al diez por ciento en la cober- 
tura de las provisiones técnicas. 

1. Si la entidad aseguradora estuviese en suspen- 
sión de pagos o quiebra y careciere de la liquidez nece- 
saria la Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras podrá anticipar los gastos que sean precisos, con 
cargo a sus propios recursos, al objeto del adecuado 
desarrollo del proceso concursal. No obstante, el pago 
de los derechos de procuradores y honorarios de letra- 
dos serán de cuenta de las partes que los designen, sin 
que proceda su anticipo por la Comisión. 

Si se formulase propuesta de convenio con los acree- 
dores y éste resultase aprobado, la recuperación por la 
Comisión de los gastos de liquidación quedará condi- 
cionada a que sean totalmente satisfechos los demás 
reconocidos en la liquidación. 

2. Será de aplicación en los procesos concursales lo 
dispuesto en el artículo 36.1 de la presente Ley. 

a) Déficit superior al cinco por ciento en cálculo de 
cada una de las provisiones técnicas individualmente 
consideradas, salvo en la provisión técnica de presta- 
ciones que será del quince por ciento; asimismo, défi- 
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cit superior al diez por ciento en cobertura de las pro- 
visiones técnicas. 

b) Insuficiencia del margen de solvencia. 
c) Que el margen de solvencia no alcanzase el fondo 

de garantía mínimo. 
d) Pérdidas acumuladas en cuantía superior al vein- 

ticinco por ciento de su capital social o fondo mutual 
desembolsados. 

e) Dificultades financieras o de liquidez que hayan 
determinado demora o incumplimiento en sus pagos. 

f) Imposibilidad manifiesta de realizar el fin social o 
paralización de los órganos sociales, de modo que re- 
sulte imposible su funcionamiento. 

g) Situaciones de hecho, deducidas de comprobacio- 
nes efectuadas por la Administración, que pongan en 
peligro su solvencia, los intereses de los asegurados o 
el cumplimiento de las obligaciones contraídas, así co- 
mo la falta de adecuación de su contabilidad al Plan 
de Contabilidad de las entidades aseguradoras o irre- 
gularidad de la contabilidad o administración en tér- 
minos tales que impidan o dificulten notablemente co- 
nocer la verdadera situación patrimonial de la entidad 
aseguradora. 

Las mismas medidas de control especial podrán 
adoptarse sobre las entidades dominantes de grupos 
consolidables de entidades aseguradoras y sobre las 
propias entidades aseguradoras que formen parte del 
grupo cuando éste se encuentre en alguna de las situa- 
ciones descritas en las letras a), b), c), e), f )  y g) prece- 
dentes. 

2 .  Con independencia de la sanción administrativa 
que, en su caso, proceda imponer, las medidas de con- 
trol especial podrán consistir en: 

a) Prohibir la disposición de los bienes que se deter- 
minen de la entidad aseguradora. Esta medida podrá 
adoptarse cuando la entidad incurra en cualquiera de 
las situaciones descritas en las letras a) y c) a g) del 
número 1 precedente y también, si la Dirección Gene- 
ral de Seguros considera que la posición financiera de 
la entidad aseguradora va a seguir deteriorándose, en 
los supuestos de la letra b) de dicho número 1. Podrá 
completarse con las siguientes: 

- El depósito de los valores y demás bienes mue- 
bles o la administración de los bienes inmuebles por 
persona aceptada por la Dirección General de Seguros. 
- Las precisas para que la prohibición de disponer 

tenga eficacia frente a terceros mediante la notifica- 
ción a las entidades de crédito depositarias de efectivo 
o de valores y la anotación preventiva de la prohibi- 
ción de disponer en los Registros públicos correspon- 
dientes, a cuyos efectos será título la resolución de la 
Dirección General de Seguros en que se acuerde la re- 
ferida prohibición de disponer. Durante la vigencia de 
la anotación preventiva no podrán inscribirse en los 
Registros públicos derechos reales de garantía ni ano- 

c) Que el margen de solvencia no alcance el fondo 
de garantía mínimo. 

a) Prohibir la disposición de los bienes que se de- 
terminen de la entidad aseguradora. Esta medida po- 
drá adoptarse cuando la entidad incurra en cualquiera 
de las situaciones descritas en las letras a) y c) a g) del 
número 1 precedente y también, si la Dirección Gene- 
ral de Seguros considera que la posición financiera de 
la entidad aseguradora va a seguir deteriorándose, en 
los supuestos de la letra b) de dicho número 1. Podrá 
completarse esta medida con las siguientes: 
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tarse mandamientos judiciales o providencias admi- 
nistrativas de embargo. 
- La solicitud a las autoridades supervisoras de los 

restantes Estados miembros del Espacio Económico 
Europeo de que adopten sobre los bienes de la entidad 
aseguradora situados en su territorio las mismas medi- 
das que la Dirección General de Seguros hubiere adop- 

' tado. 

b) Exigir a la entidad aseguradora un plan de sanea- 
miento para restablecer su situación financiera, en el 
supuesto previsto en la letra b) del número 1 ,  que de- 
berá ser sometido a aprobación de la Dirección Gene- 
ral de Seguros. 

c) Exigir a la entidad aseguradora un plan de finan- 
ciación a corto plazo, que deberá también ser someti- 
do a aprobación de la Dirección General de Seguros, 
en el supuesto de la letra c) de dicho número 1 .  

d) Además, en todos los supuestos, y con objeto de 
salvaguardar los intereses de los asegurados, podrá 
adoptar conjunta o separadamente cualquiera de las 
siguientes medidas: 

- suspender la contratación de nuevos seguros o la 
aceptación de reaseguro; 
- prohibir la prórroga de los contratos de seguro 

celebrados por la entidad aseguradora en todos o algu- 
no de los ramos. A estos efectos, la entidad asegurado- 
ra deberá comunicar por escrito a los asegurados la 
prohibición de la prórroga del contrato en el plazo de 
quince días naturales desde que reciba la notificación 
de esta medida de control especial; en este caso, el pla- 
zo previsto en el párrafo segundo del artículo 22 de la 
Ley de Contrato de Seguro quedará reducido a quince 
días naturales; 
- prohibir a la entidad aseguradora que, sin autori- 

zación previa de la Dirección General de Seguros, pue- 
da realizar los actos de gestión y disposición que se de- 
terminen, distribuir dividendos y derramas activas, 
contratar nuevos seguros o admitir nuevos socios; 
- prohibir el ejercicio de la actividad aseguradora 

en el extranjero, cuando tal actividad contribuya a que 
la entidad aseguradora se encuentre en alguna de las 
situaciones descritas en el número 1 precedente; 
- exigir a la entidad aseguradora un plan de reha- 

bilitación en el que proponga las adecuadas medidas 
administrativas, financieras o de otro orden, formule 
previsión de los resultados y fije los plazos para su eje- 
cución, a fin de superar la situación que dio origen a 
dicha exigencia, que deberá ser sometido a aprobación 
de la Dirección General de Seguros; 
- ordenar al consejero delegado o cargo similar de 

administración que de a conocer a los demás órganos 
de administración la resolución administrativa adopta- 
da y, en su caso, el Acta de inspección; 
- convocar los órganos de administración o a la 

junta o asamblea general de la entidad aseguradora, 

d) Además, en todos los supuestos de adopción de 
medidas de control especial y con objeto de salvaguardar 
los intereses de los asegurados, podrá adoptar conjunta 
o separadamente cualquiera de las siguientes medidas: 

- prohibir a la entidad aseguradora que, sin auto- 
rización previa de la Dirección General de Seguros, 
pueda realizar los actos de gestión y disposición que se 
determinen, distribuir dividendos, derramas activas y 
retornos, contratar nuevos seguros o admitir nuevos 
socios; 
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designando la persona que deba presidir la reunión y 
dar cuenta de la situación; 
- y sustituir provisionalmente los órgafios de ad- 

ministración de la entidad. 

3. Como medida de control especial complementa- 
ria de las anteriores, la Dirección General de Seguros 
podrá acordar la intervención de la entidad asegurado- 
ra para garantizar el correcto cumplimiento de las 
mismas. 

Los actos y acuerdos de cualquier órgano de la enti- 
dad aseguradora que se adopten a partir de la fecha de 
la notificación de la resolución que acuerde la inter- 
vención administrativa y que afecten o guarden rela- 
ción con las medidas de control especial citadas ante- 
riormente no serán válidos ni podrán llevarse a efecto 
sin la aprobación expresa de los interventores designa- 
dos. Se exceptúa de esta aprobación el ejercicio de ac- 
ciones o recursos por la entidad intervenida contra los 
actos administrativos de supervisión o en relación con 
la actuación de los interventores. 

Los interventores designados estarán facultados pa- 
ra revocar cuantos poderes o delegaciones hubieren si- 
do conferidos por el órgano de administración de la 
entidad aseguradora o por sus apoderados con ante- 
rioridad a la fecha de publicación del acuerdo. Adopta- 
da tal medida, se procederá por los interventores a exi- 
gir la devolución de los documentos en que constaren 
los apoderamientos, así como a promover la inscrip- 
ción de su revocación en los Registros públicos corres- 
pondientes. 

4. La sustitución provisional de los órganos de ad- 
ministración de la entidad aseguradora se ajustará a lo 
siguiente: 

a) La resolución administrativa designará la persona 
o personas que hayan de actuar como administradores 
provisionales e indicará si deben hacerlo mancomuna- 
da o solidariamente. Dicha resolución, de carácter in- 
mediatamente ejecutivo, será objeto de publicación en 
el Boletín Oficial del Estado y de inscripción en los Re- 
gistros públicos correspondientes, determinando la an- 
tedicha publicación la eficacia de la resolución frente 
a terceros. A idénticos requisitos y efectos se sujetará 
la sustitución de administradores provisionales cuan- 
do fuera preciso proceder a ella. 

b) Los administradores provisionales habrán de reu- 
nir los requisitos exigidos por el artículo 15. 

c) Los administradores provisionales tendrán el ca- 
rácter de interventores, con las facultades expuestas en 
el número 3 precedente, respecto de los actos y acuer- 
dos de la junta o asamblea generales de la entidad ase- 
guradora. 

d) La obligación de formular las cuentas anuales de 
la entidad aseguradora y la aprobación de éstas y de la 
gestión social podrán quedar en suspenso, por plazo 
no superior a un año a contar desde el vencimiento del 
plazo legalmente establecido al efecto, si la Dirección 
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General de Seguros estimare, a solicitud de los admi- 
nistradores provisionales, que no existen datos o docu- 
mentos fiables y completos para ello. 

e) Acordado por la Dirección General de Seguros el 
cese de la medida de sustitución provisional de los ór- 
ganos de administración de la entidad, los administra- 
dores provisionales procederán a convocar inmediata- 
mente la junta o asamblea general de la entidad 
aseguradora, en la que se nombrará el nuevo órgano 
de administración. Hasta la toma de posesión de éste, 
los administradores provisionales seguirán ejerciendo 
sus funciones. 

5. La adopción de medidas de control especial se 
hará en procedimiento administrativo tramitado con 
arreglo a las normas comunes o a las del procedimien- 
to de supervisión por inspección, según proceda, con 
las siguientes peculiaridades en ambos casos: 

a) Sólo se tramitará un procedimiento por cada enti- 
dad aseguradora de modo que, habiéndose adoptado 
medidas de control especial sobre una entidad asegu- 
radora y siendo preciso, en virtud de comprobaciones 
o inspecciones ulteriores, acordar nuevas medidas, 
sustituir o dejar sin efecto, total o parcialmente, las ya 
adoptadas, la ratificación o cesación de estas últimas, 
según proceda, será incorporada a la resolución en la 
que se adopten las nuevas medidas de control especial. 

b) Iniciado el procedimiento de adopción de medi- 
das de control especial, la Dirección General de Segu- 
ros podrá adoptar, como medidas provisionales, las re- 
feridas en las letras a) y d) del número 2 precedente, 
siempre que concurran los requisitos del artículo 72 de 
la Ley 3011992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí- 
dico de las Administraciones Públicas y del Procedi- 
miento Administrativo Común. 

c) Excepcionalmente, podrá prescindirse de la au- 
diencia de la entidad aseguradora afectada cuando tal 
trámite originara un retraso tal que comprometa gra- 
vemente la efectividad de la medida adoptada, los de- 
rechos de los asegurados o los intereses económicos 
afectados. En este supuesto, la resolución que adopte 
la medida de control especial deberá expresar las razo- 
nes que motivaron la urgencia de su adopción y dicha 
medida deberá ser ratificada o dejada sin efecto en 
procedimiento tramitado con audiencia del interesado. 

6. Las medidas de control especia1,serán dejadas sin 
efecto por resolución de la Dirección General de Segu- 
ros cuando, habiendo cesado las situaciones que con 
arreglo al número 1 del presente artículo determina- 
ron su adopción, queden además debidamente garanti- 
zados los derechos de los asegurados, beneficiarios y 
terceros perjudicados. 

7. En los casos de incumplimiento de las medidas 
de control especial y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
número 4 de este artículo, la Dirección General de Se- 
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guros podrá dar publicidad a las mismas, previa au- 
diencia de la entidad interesada. 

Además, a los actos de la entidad aseguradora 
con vulneración de las medidas de control especial 
será de aplicación lo dispuesto en el número 2 del 
artículo 5. 

8. En todos los casos en los que, al amparo de lo 
dispuesto en esta Ley, se proceda por la Dirección Ge- 
neral de Seguros a la designación de administradores 
provisionales o interventores podrá llegarse a la com- 
pulsión directa sobre las personas para la toma de po- 
sesión de las oficinas, libros y documentos correspon- 
dientes o para el examen de estos últimos. 

SECCIÓN 5" 

Régimen de infracciones y sanciones. 

Artículo 40. Infracciones administrativas. 

1. Las entidades aseguradoras, incluidas las domi- 
nantes de grupos consolidables de entidades asegu- 
radoras en los términos definidos en el artículo 20 de 
esta Ley, las entidades que, en su caso, deban formu- 
lar y aprobar las cuentas e informes consolidados de 
tales grupos, así como las personas físicas o entida- 
des que sean titulares de participaciones significati- 
vas o desempeñen cargos de administración o direc- 
ción en cualquiera de las entidades anteriores, y los 
liquidadores de entidades aseguradoras, que infrin- 
jan normas de supervisión de los seguros privados, 
incurrirán en responsabilidad administrativa sancio- 
nable con arreglo a lo dispuesto en los artículos si- 
guientes. 

Se considerarán: 

a) Cargos de administración los administradores o 
miembros de los órganos colegiados de administra- 
ción, y cargos de dirección sus directores generales o 
asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas 
que desarrollen en la entidad funciones de alta direc- 
ción bajo la dependencia directa de su órgano de ad- 
ministración o de comisiones ejecutivas o consejeros 
delegados del mismo. 

b) Normas de supervisión de los seguros privados 
las comprendidas en la presente Ley y en sus disposi- 
ciones reglamentarias de desarrollo y, en general, las 
que figuren en Leyes de carácter general que conten- 
gan preceptos específicamente referidos a las entida- 
des aseguradoras y de obligada observancia por las 
mismas. 

2. Las infracciones de normas de supervisión de los 
seguros privados se clasifican en muy graves, graves y 
leves. 

3. Tendrán la consideración de infracciones muy 
graves: 

a) Cargos de administración los administradores o 
miembros de los órganos colegiados de administra- 
ción, y cargos de dirección sus directores generales o 
asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas 
que desarrollen en la entidad funciones de alta direc- 
ción bajo la dependencia directiva de su órgano de ad- 
ministración, de comisiones ejecutivas o de consejeros 
delegados del mismo. 

- 672 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 1 0 5 - 1  1 

a) El ejercicio de actividades ajenas a su objeto ex- 
clusivo legalmente determinado, salvo que tenga un 
carácter meramente ocasional o aislado. 

b) La realización de actos u operaciones prohibidos 
por normas de supervisión con rango de Ley o con in- 
cumplimiento de los requisitos establecidos en las mis- 
mas, salvo que tenga un carácter meramente ocasional 
o aislado. 

c) El defecto en el margen de solvencia en cuantía 
superior al cinco por ciento del importe correspon- 
diente y cualquier insuficiencia en el fondo de ga- 
rantía. 

d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las 
inversiones para cobertura de las provisiones técnicas 
en cuantía superior al diez por ciento. 

e) El carecer de la contabilidad exigida legalmente o 
llevarla con anomalías sustanciales que impidan o difi- 
culten notablemente conocer la situación económica, 
patrimonial y financiera de la entidad, así como el in- 
cumplimiento de la obligación de someter sus cuentas 
anuales a auditoría de cuentas conforme a la legisla- 
ción vigente. 

f) La adquisición o incremento de participación sig- 
nificativa en una entidad aseguradora incumpliendo lo 
dispuesto en el artículo 2 1. 

g) El poner en peligro la gestión sana y prudente de 
una entidad aseguradora mediante la influencia ejerci- 
da por el titular de una participación significativa, se- 
gún lo previsto en el artículo 2 1 . 6  de esta Ley. 

h) La realización de prácticas abusivas, distintas de 
las tipificadas como infracciones administrativas en la 
Ley 1 6 / 1 9 8 9 ,  de 1 7  de julio, de Defensa de la Compe- 
tencia, que perjudiquen el derecho de los asegurados, 
beneficiarios, terceros perjudicados o de otras entida- 
des aseguradoras. 

i) La cesión de cartera, la transformación, fusión y 
escisión de entidades aseguradoras sin la preceptiva 
autorización o, cuando fuere otorgada, sin ajustarse a 
la misma. 

j) El incumplimiento de las medidas de control espe- 
cial adoptadas por la Dirección General de seguros 
conforme al artículo 39 de esta Ley. 

k) El reiterado incumplimiento de los acuerdos o re- 
soluciones emanados de la Dirección General de Segu- 
ros. 

1) La falta de remisión a la Dirección General de Se- 
guros de cuantos datos o documentos deba suminis- 
trarle la entidad aseguradora, ya mediante su presen- 
tación periódica, ya mediante . l a  atención de 
requerimientos individualizados que le dirija la citada 
Dirección General en el ejercicio de sus funciones, o la 
falta de veracidad en los mismos, cuando con ello se 
dificulte la apreciación de la solvencia de la entidad 
aseguradora. A los efectos de esta letra se entenderá 
que hay falta de remisión cuando la misma no se pro- 
duzca dentro del plazo concedido al efecto por la Di- 
rección General de Seguros al recordar por escrito la 
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obligación de presentación periódica o reiterar el re- 
querimiento individualizado. 

m) La excusa, negativa o resistencia a la actuación 
inspectora, siempre que medie requerimiento expreso 
y por escrito al respecto. 

n) Retener indebidamente, no ingresándolos dentro 
de plazo, los recargos recaudados a favor del Consor- 
cio de Compensación de Seguros. 

ñ) El incumplimiento del deber de veracidad infor- 
mativa debida a sus socios, a los asegurados y al públi- 
co en general, siempre que, por el número de afecta- 
dos o por la importancia de la información, tal 
incumplimiento pueda estimarse como especialmente 
relevante. 

o) La realización de actos fraudulentos o de nego- 
cios simulados o la utilización de personas físicas o ju- 
rídicas interpuestas con la finalidad de conseguir un 
resultado cuya obtención directa implicaría la comi- 
sión de, al menos, una infracción grave. 

p) Las infracciones graves, cuando durante los cinco 
años anteriores a su comisión hubiera sido impuesta a 
la entidad aseguradora sanción firme por infracción 
grave tipificada en la misma letra del número 4 del 
presente artículo. 

4. Tendrán la consideración de infracciones graves: 

a) El ejercicio meramente ocasional o aislado de ac- 
tividades ajenas a su objeto exclusivo legalmente de- 
terminado. 

b) La realización meramente ocasional o aislada de 
actos u operaciones prohibidos por normas de supervi- 
sión con rango de Ley, o con incumplimiento de los re- 
quisitos establecidos en las mismas. 

c) El defecto en el margen de solvencia en cuantía in- 
ferior al cinco por ciento del importe correspondiente. 

d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las 
inversiones para cobertura de las provisiones técnicas 
en cuantía superior al cinco por ciento, pero inferior al 
diez por ciento. 

e) El incumplimiento de las normas vigentes sobre 
contabilización de operaciones, formulación de balan- 
ces y cuentas de pérdidas y ganancias, siempre que no 
constituya infracción muy grave con arreglo a la letra 
e) del número precedente, así como las relativas a la 
elaboración de los estados financieros de obligada co- 
municación a la Dirección General de Seguros. 

f) La ausencia de notificaciones e informaciones 
preceptivas a la Dirección General de Seguros así co- 
mo el incumplimiento de la puesta a disposición del 
mismo exigida por normas de supervisión con rango 
de Ley, siempre que no constituyan infracción muy 
grave. 

g) La desatención del requerimiento o prohibición 
acordados por la Dirección General de Seguros con 
arreglo al número 4 del artículo 24 de esta Ley. 

h) El incumplimiento por la entidad aseguradora de 
las normas imperativas contenidas en los artículos 3, 

f) La ausencia de notificaciones e informaciones 
preceptivas a la Dirección General de Seguros, así co- 
mo el incumplimiento de la puesta a disposición de la 
documentación exigida por normas de ordenación, su- 
pervisión con rango de Ley, siempre que no constituya 
infracción muy grave. 
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5, 8, 10, 12, 15, 18, 19, 20, 22, 76, 88, 94, 95, 96, 97 y 
99 de la Ley de Contrato de Seguro, cuando tal con- 
ducta tenga un carácter repetitivo. A estos efectos se 
entiende que la conducta tiene carácter repetitivo 
cuando durante los dos años anteriores a su comisión 
se hubieran desatendido diez o más requerimientos a 

. los que hace referencia la letra b) del número 5 subsi- 
guiente del presente artículo. 

i) No facilitar a la Dirección General de Seguros la 
documentación e información necesarias, en los pla- 
zos y forma determinados reglamentariamente, para 
permitir la llevanza actualizada de los Registros admi- 
nistrativos regulados en el artículo 74. 

j )  En los supuestos de entidades aseguradoras en li- 
quidación, el incumplimiento por los liquidadores de 
las obligaciones que les impone el artículo 27.3, así co- 
mo el incumplimiento injustificado por quienes de- 
sempeñaron cargos de administración o dirección en 
los cinco años anteriores a la fecha de disolución, de 
su obligación de colaborar con los liquidadores en los 
actos de liquidación que se relacionen con operaciones 
del período en que aquéllos ostentaron tales cargos. 
k) El incumplimiento meramente ocasional o aisla- 

do de los acuerdos o resoluciones emanados de la Di- 
rección General de Seguros. 

1) La falta de remisión a la Dirección General de Se- 
guros de cuantos datos o documentos deba suminis- 
trarle la entidad aseguradora, ya mediante su presen- 
tación periódica, ya mediante la atención de 
requerimientos individualizados que le dirija la citada 
Dirección General en el ejercicio de sus funciones, así 
como la falta de veracidad en los mismos, salvo que 
ello suponga la comisión de una infracción muy grave. 
A los efectos de esta letra se entenderá que hay falta de 
remisión cuando la misma no se produzca dentro del 
plazo fijado en las normas reguladoras de la presenta- 
ción periódica o del plazo concedido al efecto al for- 
mular el requerimiento individualizado. 

m) La excusa, negativa o resistencia a la actuación 
inspectora, cuando no constituya infracción muy grave. 

n) No recaudar en la forma y plazo procedentes, ha- 
cerlo indebidamente de modo insuficiente y, en gene- 
ral, incumplir sus obligaciones de recaudación obliga- 
toria de los recargos legalmente exigibles a favor del 
Consorcio de Compensación de Seguros. 

ñ) El incumplimiento del deber de veracidad infor- 
mativa debida a sus socios, a los asegurados o al públi- 
co en general, cuando no concurran las circunstancias 
a que se refiere la letra ñ) del número 3 del presente 
artículo, así como la realización de cualesquiera actos 
u operaciones con incumplimiento de las normas re- 
guladoras de la publicidad y deber de información de 
las entidades aseguradoras. 

o) La realización de actos fraudulentos o negocios 
simulados o la utilización de personas físicas o jurídi- 
cas interpuestas con la finalidad de conseguir un resul- 
tado contrario a las normas de supervisión con rango 
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de Ley, siempre que tal conducta no esté comprendida 
en la letra o) del número 3 del presente artículo. 

p) Las infi-acciones leves, cuando durante los dos 
años anteriores a su comisión hubiera sido impuesta a 
la entidad aseguradora sanción firme por cualquier in- 
fracción leve. 

5. Tendrán la consideración de infracciones leves: 

a) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las 
inversiones para cobertura de las provisiones técnicas 
en cuantía inferior al cinco por ciento. 

b) El incumplimiento por la entidad aseguradora de 
las normas imperativas contenidas en los artículos 3, 
5 ,  8, 10, 12, 15, 18, 19, 20, 22, 76, 88, 94, 95, 96, 97 y 
99 de la Ley de Contrato de Seguro, si no atendiera en 
el plazo de un mes el requerimiento que al efecto les 
formule la Dirección General de Seguros cuando en- 
tendiere fundada la reclamación regulada en el núme- 
ro 2 del artículo 62 de esta Ley. 

c) En general, las infracciones de preceptos de obli- 
gada observancia para las entidades aseguradoras 
comprendidos en normas de supervisión de los segu- 
ros privados con rango de Ley siempre que no consti- 
tuyan infracción grave o muy grave conforme a lo dis- 
puesto en los dos números anteriores. 

Artículo 4 1. Sanciones administrativas. 

1. Por la comisión de infracciones muy graves será 
impuesta, en todo caso, a la entidad aseguradora, una 
de las siguientes sanciones: 

a) Revocación de la autorización administrativa. 
b) Suspensión de la autorización administrativa pa- 

ra operar en uno o varios ramos en los que esté autori- 
zada la entidad aseguradora, por un período no supe- 
rior a diez años ni inferior a cinco. 

c) Dar publicidad a la conducta constitutiva de la in- 
fracción muy grave. 

d) Multa por importe de hasta el uno por ciento de 
sus fondos propios, o desde veinticinco hasta cincuen- 
ta millones de pesetas si aquel porcentaje fuera infe- 
rior a veinticinco millones. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el 
caso de imposición de las sanciones previstas en las le- 
tras a), b) y d) del mismo podrá imponerse simultáne- 
amente la sanción prevista en su letra c). 

2. Por la comisión de infracciones graves se impon- 
drá a la entidad aseguradora una de las siguientes san- 
ciones: 

a) Suspensión de la autorización administrativa pa- 
ra operar en uno o varios ramos en un período de has- 
ta cinco años. 

b) El incumplimiento por la entidad aseguradora 
de las normas imperativas contenidas en los artículos 
3, 5 ,  8, 10, 12, 15, 18, 19, 20, 22, 76, 88, 94, 95, 96, 9 7 y  
99 de la Ley de Contrato de Seguro, si no atendiera en 
el plazo de un mes el requerimiento que al efecto le 
formule la Dirección General de Seguros cuando en- 
tendiere fundada la reclamación regulada en el núme- 
ro 2 del artículo 62 de esta Ley. 

c) En general, los incumplimientos de preceptos de 
obligada observancia para las entidades aseguradoras 
comprendidos en normas de ordenación y supervisión 
de los seguros privados con rango de Ley siempre que 
no constituyan infracción grave o muy grave conforme 
a lo dispuesto en los dos números anteriores. 
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b) Dar publicidad a la conducta constitutiva de la in- 
fracción grave. 

c) Multa por importe desde cinco hasta veinticinco 
millones de pesetas. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el 
caso de imposición de las sanciones previstas en las le- 
tras a) y c) del mismo podrá imponerse simultánea- 
mente la sanción prevista en su letra b). 

3. Por la comisión de infracciones leves se impon- 
drá a la entidad aseguradora la sanción de multa, que 
podrá alcanzar hasta el importe de cinco millones de 
pesetas. 

Artículo 42. Responsabilidad de los que ejercen cargos 
de administración y dirección. 

1. Quien ejerza en la entidad aseguradora y demás 
entidades enumeradas en el artículo 40.1 cargos de ad- 
ministración o dirección será responsable de las in- 
fracciones muy graves o graves cometidas por las mis- 
mas cuando éstas sean imputables a su conducta 
dolosa o negligente, salvo la infracción tipificada en la 
letra j) del número 4 del artículo 40, que será directa- 
mente imputable a los mismos. 

2. A los efectos de lo dispuesto en el número ante- 
rior, no serán considerados responsables de las infrac- 
ciones muy graves o graves cometidas por las entida- 
des aseguradoras y demás enumeradas en el artículo 
40.1 quienes ejerzan cargos de administración, en los 
siguientes casos: 

a) Cuando quienes formen parte de órganos colegia- 
dos de administración no hubieran asistido por causa 
justificada a las reuniones correspondientes o hubie- 
sen votado en contra o salvado su voto en relación con 
las decisiones o acuerdos que hubiesen dado lugar a 
las infracciones. 

b) Cuando dichas infracciones sean exclusivamente 
imputables a comisiones ejecutivas, consejeros delega- 
dos, directores generales u órganos asimilados, u otras 
personas con funciones directivas en la entidad. 

3. Además de la sanción que corresponda imponer a 
la entidad, por la comisión de infracciones muy graves 
se impondrá una de las siguientes sanciones a quienes, 
ejerciendo cargos de administración o dirección en la 
misma, sean responsables de dichas infracciones: 

a) Separación del cargo, con inhabilitación para 
ejercer cargos de administración o dirección en cual- 
quier entidad aseguradora, por un plazo máximo de 
diez años. 

b) Suspensión temporal en el ejercicio del cargo por 
plazo no inferior a un año ni superior a cinco años. 

c) Multa, a cada uno de ellos, por importe no supe- 
rior a quince millones de pesetas. 

3. Por la comisión de infracciones leves se impon- 
drá a la entidad aseguradora la sanción de multa que 
podrá alcanzar hasta el importe de cinco millones de 
pesetas, o la de amonestación privada. 
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No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el 
caso de imposición de la sanción prevista en la letra a) 
del mismo podrá imponerse simultáneamente la san- 
ción prevista en su letra c). 

4. Además de la sanción que corresponda imponer a 
la entidad, por la comisión de infracciones graves se 
impondrá una de las siguientes sanciones a quienes, 
ejerciendo cargos de administración o dirección en la 
misma, sean responsables de la infracción: 

a) Suspensión temporal el ejercicio del cargo por 

b) Multa, a cada uno de ellos, por importe no supe- 
plazo no superior a un año. 

rior a siete millones quinientas mil pesetas. 

Artículo 43. Criterios de graduación de las sanciones. 

1. Las sanciones aplicables en cada caso por la co- 
misión de infracciones muy graves, graves o leves se 
determinarán sobre la base de los siguientes crite- 
rios: 

a) La naturaleza y entidad de la infracción, así como 
el grado de intencionalidad en la comisión de la mis- 
ma. 

b) La gravedad del peligro creado o de los perjuicios 
causados. 

c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como conse- 
cuencia de los actos u omisiones constitutivos de la in- 
fracción. 

d) La circunstancia de haber procedido a la subsa- 
naciiín de la infracción por propia iniciativa. 

e) La importancia de la entidad aseguradora infrac- 
tora, medida en función del importe total de su balan- 
ce y de su volumen de primas en el último ejercicio 
económico terminado con anterioridad a la comisión 
de la infracción. 

f) En el caso de insuficiencia del margen de solven- 
cia, fondo de garantía y provisiones técnicas, las difi- 
cultades objetivas que puedan haber concurrido para 
alcanzar o mantener el nivel legalmente exigido. 

g) El ramo o ramos a que afecte singularmente, en 
su caso, la infracción cometida. 

h) La conducta anterior de la entidad en relación con 
las normas de supervisión que le afecten, atendiendo ya 
a la reiteración en la comisión de infracciones durante 
los últimos cinco años, ya a la reincidencia por comi- 
sión de más de una infracción de la misma naturaleza 
en el término de un año cuando, en uno y otro caso, 
hayan sido declaradas por resolución firme. 

i) Las consecuencias desfavorables de los hechos pa- 
ra el sector asegurador, el sistema financiero o la eco- 
nomía nacional. 

2. Para determinar la sanción aplicable entre las 
previstas en los números 3 y 4 del artículo 42 de esta 

a) Suspensión temporal en el ejercicio del cargo 
por plazo no superior a un año. 

b) Multa, a cada uno de ellos, por importe no supe- 
rior a siete millones quinientas mil pesetas. 

Esta sanción podrá imponerse simultáneamente con 
la prevista en la letra a) anterior. 

c) Amonestación privada. 
d) Amonestación pública. 
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Ley, se tomarán en consideración, además, las siguien- 
tes circunstancias: 

a) El grado de responsabilidad en los hechos que 
concurra en el interesado. 

b) El alcance de la representación del interesado en 
la entidad aseguradora. 

c) La conducta anterior del interesado, en la misma 
o en otra entidad aseguradora, en relación con las nor- 
mas de supervisión, incurriendo en reiteración o rein- 
cidencia. A estos efectos, se entenderá por reiteración 
o reincidencia la conducta descrita en la letra h) del 
número 1 de este artículo. 

3. A efectos de graduación de las sanciones se divi- 
dirán éstas en tres períodos iguales de tiempo o tra- 
mos iguales de la cuantía pecuniaria que comprenda 
la sanción impuesta, formando un grado de cada uno 
de los tres períodos o tramos. Sobre esta base se obser- 
varán, para la imposición de las sanciones, según con- 
curran o no las circunstancias determinantes de la 
aplicación de criterios de atenuación o agravación, las 
reglas siguientes: 

a) Cuando en las infracciones muy graves concurrie- 
ren más de dos circunstancias de agravación y, al me- 
nos, dos de ellas fueran muy cualificadas, se impondrá 
la sanción prevista en el artículo 4 1.1  a) y, en su caso, 
42.3 a). Para la graduación en esta última se atenderá, 
con arreglo a los criterios de las letras c) y siguientes, a 
la concurrencia de otras circunstancias distintas a las 
dos de agravación muy cualificadas determinantes de 
la imposición de esta sanción. 

b) Cuando en las infracciones muy graves y graves 
concurrieren circunstancias de agravación y, al menos, 
una de ellas fuera muy cualificada, se impondrán las 
sanciones previstas en el artículo 4 1.1  b) ó 4 1 . 2  a) y, en 
su caso, las del artículo 42.3 b) ó 42.4 a), respectiva- 
mente, siempre que en las infracciones muy graves no 
concurran las circunstancias determinantes de la apli- 
cación de lo dispuesto en la letra a) anterior. Además, 
para la graduación de la sanción se atenderá, en todos 
los casos y con arreglo a los criterios de las letras sub- 
siguientes, a la concurrencia de otras circunstancias 
distintas a la de agravación muy cualificada determi- 
nante de la imposición de estas sanciones. 

c) Cuando concurriere una sola circunstancia de 
agravación, la sanción se impondrá en el grado medio 
y si concurrieren varias en el grado máximo. 

d) Cuando concurrieren circunstancias de agrava- 
ción y atenuación, se compensarán racionalmente pa- 
ra la determinación de la sanción, graduando el valor 
de unas y otras. 

e) Cuando no concurrieren circunstancias de ate- 
nuación ni de agravación o cuando concurriere sólo 
una circunstancia de atenuación, se impondrá la san- 
ción en el grado mínimo. 
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f) Cuando sean dos o más las circunstancias de ate- 
nuación o una sola muy cualificada y no concurra 
agravante alguna se impondrá la sanción correspon- 
diente a la infracción de la clase inmediatamente infe- 
rior, aplicándose en el grado que se considere perti- 
nente con arreglo a la entidad y número de dichas 
circunstancias. 

g) Dentro de los límites de cada grado se determina- 
rá la extensión de la sanción y, en los supuestos que 
sea posible con arreglo a los artículos 41 y 42, la impo- 
sición simultánea de dos sanciones, en consideración a 
la totalidad de los criterios a que se refiere el número 1 
precedente. 

Artículo 44. Medidas inherentes a la imposición de 
sanciones administrativas. 

1. El órgano que imponga la sanción podrá dispo- 
ner la exigencia al infractor de la reposición de la si- 
tuación alterada por el mismo a su estado originario 
en el plazo que al efecto se determine. 

2. Asimismo, el Órgano que imponga la sanción po- 
drá disponer el nombramiento, con carácter provisio- 
nal, de los miembros que se precisen para que el órga- 
no colegiado de administración pueda adoptar 
acuerdos, o de uno o más administradores, señalando 
sus funciones en ambos casos, en el supuesto en que, 
por el número y clase de las personas afectadas por las 
sanciones de separación o suspensión, resulte necesa- 
rio para asegurar la continuidad en la administración 
y dirección de la entidad aseguradora. Los administra- 
dores provisionales se regirán por lo dispuesto en las 
letras a) y b) del artículo 39.4 y ejercerán sus cargos 
hasta que, por el órgano competente de la entidad ase- 
guradora, que deberá ser convocado de modo inme- 
diato, se provean los correspondientes nombramientos 
y tomen posesión los designados, en su caso, hasta que 
transcurra el plazo de separación o suspensión. 

3. La imposición de las sanciones se hará constar 
en el Registro administrativo de entidades asegurado- 
ras y en el de los altos cargos de entidades asegurado- 
ras y, una vez sean ejecutivas, deberán ser objeto de 
comunicación a la inmediata junta o asamblea general 
que se celebre; las de separación del cargo y suspen- 
sión, asimismo una vez sean ejecutivas, se harán cons- 
tar además en el Registro Mercantil y, en su caso, en el 
Registro de Cooperativas. 

Artículo 45. Prescripción de infracciones y sanciones. 

1. Las infracciones muy graves y las graves prescri- 
birán a los cinco años, y las leves a los dos años. 

El plazo de prescripción de las infracciones comen- 
zará a contarse desde el día en que la infracción se hu- 
biera cometido. En las infracciones derivadas de una 
actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será 

2. Asimismo, en el supuesto en que, por el número 
y clase de las personas afectadas por las sanciones de 
separación o suspensión, resulte necesario para asegu- 
rar la continuidad en la administración y dirección de 
la entidad aseguradora, el órgano que imponga la san- 
ción podrá disponer el nombramiento, con carácter 
provisional, de uno o más administradores o de los 
miembros que se precisen para que el órgano colegia- 
do de administración pueda adoptar acuerdos, seña- 
lando sus funciones en ambos casos. Los administra- 
dores provisionales se regirán por lo dispuesto en las 
letras a) y b) del artículo 39.4 y ejercerán sus cargos 
hasta que, por el órgano competente de la entidad ase- 
guradora, que deberá ser convocado de modo inme- 
diato, se provean los correspondientes nombramientos 
y tomen posesión los designados o, en su caso, hasta 
que transcurra el plazo de separación o suspensión. 

- 680 - 



la de finalización de la actividad o la del último acto 
con que la infracción se consume. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con cono- 
cimiento del interesado, del procedimiento sanciona- 
dor, reanudándose el plazo de prescripción si el expe- 
diente sancionador estuviera paralizado más de un 
mes por causa no imputable al presunto responsable. 

2. Las sanciones por infracciones muy graves y gra- 
ves prescribirán a los cinco años, y las sanciones por 
infracciones leves lo harán a los dos años. 

El plazo de prescripción de las sanciones comenzará 
a contarse desde el día siguiente a aquél en que ad- 
quiera firmeza la resolución por la que se impone la 
sanción o, en su caso, desde el quebrantamiento de la 
sanción impuesta, si ésta hubiese comenzado a cum- 
plirse. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con cono- 
cimiento del interesado, de la ejecución de la sanción, 
volviendo a transcurrir el plazo si dicha ejecución está 
paralizada durante más de un mes por causa no impu- 
table al infractor. 

Artículo 46. Competencias administrativas. 

La competencia para la instrucción de los expedien- 
tes y para imposición de las sanciones correspondien- 
tes se regirá por las siguientes reglas: 

1.  Será competente para la instrucción de los expe- 
dientes el órgano de la Dirección General de Seguros 
que reglamentariamente se determine. 

2. La imposición de sanciones por infracciones gra- 
ves y leves corresponderá al Director General de Segu- 
ros. 

3. La imposición de sanciones por infracciones muy 
graves corresponderá al Ministro de Economía y Ha- 
cienda, a propuesta de la Dirección General de Segu- 
ros, salvo la de revocación de la autorización, que se 
impondrá por el Consejo de Ministros. 

Artículo 47. Normas complementarias para el ejerci- 
cio de la potestad sancionadora. 

1.  El ejercicio de la potestad sancionadora a que se 
refiere la presente Ley será independiente de la even- 
tual concurrencia de delitos o faltas de naturaleza pe- 
nal. No obstante, cuando se considere que los hechos 
pudieran ser constitutivos de delito y se hubieran pues- 
to en conocimiento de la autoridad judicial o del Minis- 
terio Fiscal o cuando se esté tramitando un proceso pe- 
nal por los mismos hechos o por otros cuya separación 
de los sancionables con arreglo a esta Ley sea racional- 
mente imposible, el procedimiento administrativo san- 
cionador quedará suspendido respecto de los mismos 
hasta que recaiga pronunciamiento firme de la autori- 
dad judicial. Si ha lugar a reanudar el procedimiento 
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administrativo sancionador, la resolución que se dicte 
en el mismo deberá respetar la apreciación de los he- 
chos que contenga el pronunciamiento judicial. 

2. En el caso de entidades aseguradoras extinguidas 
por fusión, escisión o disolución, la responsabilidad 
administrativa por las infracciones y sanciones en el 
ámbito de la supervisión de los seguros privados será 
exigible a quienes hayan ejercido cargos de adminis- 
tración o dirección en las mismas aún cuando éstas no 
sean sancionadas. 

Artículo 48. Ejercicio de actividades y uso de denomi- 
naciones reservadas a las entidades ase- 
guradoras. 

1. Las personas o entidades que realicen operacio- 
nes de seguro o reaseguro sin contar con la preceptiva 
autorización administrativa o que utilicen las denomi- 
naciones propias de las entidades aseguradoras, sin 
serlo, serán sancionadas simultáneamente con las san- 
ciones previstas en las letras c) y d) del número 1 del 
artículo 4 1 y quienes ejerzan cargos de administración 
o dirección en las mismas, tratándose de entidades, lo 
serán con las sanciones previstas en el número 3 del 
artículo 42. Si, requeridas para que cesen inmediata- 
mente en la realización de actividades o en la utiliza- 
ción de las denominaciones, continuaran realizándolas 
o utilizándolas serán sancionadas del mismo modo, lo 
que podrá ser reiterado con ocasión de cada uno de los 
requerimientos ulteriores que se formulen. 

2. Será competente para la imposición de las sancio- 
nes y para la formulación de los requerimientos regula- 
dos en el número anterior el Director General de Segu- 
ros. Los requerimientos se formularán previa audiencia 
de la persona o entidad afectada y las multas se impon- 
drán con arreglo al procedimiento aplicable para la im- 
posición de las sanciones a las entidades aseguradoras. 

3. Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin 
perjuicio de las demás responsabilidades, incluso de 
orden penal, que puedan resultar exigibles. 

CAPITULO IV 

De la actividad en régimen de derecho de 
establecimiento y en régimen de libre prestación 
de servicios en el Espacio Económico Europeo. 

S E C C I ~ N  ia 

Disposiciones comunes. 

Artículo 49.Entidades aseguradoras autorizadas. 

1. Las entidades aseguradoras españolas que hayan 
obtenido la autorización válida en todo el Espacio 
Económico Europeo con arreglo al artículo 6 podrán 
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ejercer, en los mismos términos de la autorización 
concedida, sus actividades en régimen de derecho de 
establecimiento o en régimen de libre prestación de 
servicios en todo el territorio del Espacio Económico 
Europeo. 

2. No podrán acogerse a lo dispuesto en el número 
anterior: 

a) Las operaciones de seguro cuando los riesgos se- 
an cubiertos por el Consorcio de Compensación de Se- 
guros. 

b) Las siguientes operaciones de seguro de vida: 

1" las realizadas por mutuas de seguro que, al mis- 
mo tiempo, prevean en sus estatutos la posibilidad de 
proceder a descuentos por contribución adicional, o 
de reducir las prestaciones, o de solicitar la ayuda de 
otras personas que hayan asumido un compromiso 
con este fin, y que durante tres años consecutivos no 
exceda de quinientos mil ecus el importe anual de las 
contribuciones percibidas con arreglo a la previsión de 
riesgos sobre la vida; 

2" las operaciones de las entidades de previsión y de 
asistencia que concedan prestaciones variables según 
los recursos disponibles y determinen a tanto alzado la 
contribución de sus socios o partícipes. 

c) Las siguientes operaciones de seguro distinto al 
de vida: 

1" las realizadas por entidades de previsión cuyas 
prestaciones vanen en función de los recursos disponi- 
bles y en las que la contribución de los miembros se 
determine a tanto alzado; 

2" las efectuadas por organizaciones sin personali- 
dad jurídica que tenga por objeto la garantía mutua de 
sus miembros, sin dar lugar al pago de primas ni a la 
constitución de provisiones técnicas; 

3" las realizadas por mutuas de seguros en las que 
concurran simultáneamente las condiciones de que 
sus estatutos prevean la posibilidad de realizar derra- 
mas de cuotas o reducir las prestaciones, que su activi- 
dad no cubra los riesgos de responsabilidad civil, salvo 
que constituya riesgo accesorio, ni los riesgos de crédi- 
to y caución, que el importe anual de las cotizaciones 
percibidas por razón de operaciones de seguro no su- 
pere un millón de ecus y, finalmente, que la mitad, por 
lo menos, de tales cotizaciones provengan de personas 
afiliadas a la mutua; 

4" las realizadas por mutuas de seguros que hayan 
concertado con otra mutua un acuerdo sobre el rease- 
guro íntegro de los contratos de seguro que hayan sus- 
crito o la sustitución de la mutua cesionaria por la ce- 
dente para la ejecución de los compromisos 
resultantes de dichos contratos; 

5" las operaciones de seguro de crédito a la exporta- 
ción por cuenta o con el apoyo del Estado; 

6" las operaciones del ramo de decesos; 

2. No será de aplicación lo dispuesto en el número 
anterior a: 

1." Las realizadas por mutuas de seguro que, al 
mismo tiempo, prevean en sus estatutos la posibilidad 
de proceder a descuentos por contribución adicional, 
o de reducir las prestaciones, o de solicitar la ayuda de 
otras personas que hayan asumido un compromiso 
con este fin, y perciban un importe anual de las contri- 
buciones con arreglo a la previsión de riesgos sobre la 
vida que durante tres años consecutivos no exceda de 
quinientos mil ecus. 

1." Las realizadas por entidades de previsión cuyas 
prestaciones varían en función de los recursos disponi- 
bles y en las que la contribución de los miembros se 
determine a tanto alzado; 

2." Las efectuadas por organizaciones sin persona- 
lidad jurídica que tengan por objeto la garantía mutua 
de sus miembros, sin dar lugar al pago de primas ni a 
la constitución de provisiones técnicas; 

3." Las realizadas por mutuas de seguros en las 
que concurran simultáneamente las siguientes condi- 
ciones: a) que sus estatutos prevean la posibilidad de 
realizar derramas de cuotas o reducir las prestacio- 
nes, que su actividad no cubra los riesgos de respon- 
sabilidad civil, salvo que constituya riesgo accesorio, 
ni los riesgos de crédito y caución, b) que el importe 
anual de las cotizaciones percibidas por razón de ope- 
raciones de seguro no supere un millón de ecus y, c) 
finalmente, que la mitad, por lo menos, de tales coti- 
zaciones provengan de personas afiliadas a la mutua; 

4." Las realizadas por mutuas de seguros que hayan 
concertado con otra mutua un acuerdo sobre el rease- 
guro íntegro de los contratos de seguro que hayan sus- 
crito o la sustitución de la mutua cesionaria por la ce- 
dente para la ejecución de los compromisos resultantes 
de dichos contratos; 

5." Las de seguro de crédito a la exportación por 
cuenta o con el apoyo del Estado; 

6." Las del ramo de decesos; 
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7" las entidades que operen únicamente en el ramo 
de asistencia, cuando su actividad se limite a parte del 
territorio nacional, sus prestaciones sean en especie y 
su importe anual de ingresos no supere doscientos mil 
ecus. 

Artículo 50. Cesión de cartera. 

1. La cesión de cartera por una entidad aseguradora 
española de los contratos suscritos en régimen de de- 
recho de establecimiento o en régimen de libre presta- 
ción de servicios o que, en virtud de la cesión, pasen a 
estar suscritos en cualquiera de ambos regímenes, a 
un cesionario domiciliado en el Espacio Económico 
Europeo, incluido España, o a las sucursales del cesio- 
nario establecidas en dicho Espacio, precisará la con- 
formidad de la autoridad supervisora del Estado 
miembro del compromiso o localización del riesgo; la 
certificación de que la cesionaria dispone, habida 
cuenta de la cesión, del margen de solvencia necesario, 
expedida por la autoridad supervisora del Estado 
miembro de origen del cesionario; y en los contratos 
suscritos en régimen de derecho de establecimiento, la 
consulta a la autoridad supervisora del Estado miem- 
bro de la sucursal cedente. 

2. Si los Estados miembros no contestan a las soli- 
citudes de conformidad, certificación y consulta en el 
plazo de tres meses desde la recepción de las mismas, 
se entenderá otorgada tal conformidad, expedida la 
certificación y evacuada la consulta, respectivamente. 

3. Los tomadores tendrán derecho a resolver los 
contratos de seguro afectados por la cesión de cartera 
regulada en este precepto y, en todo lo demás, dicha 
cesión de cartera se ajustará a lo dispuesto en el ar- 
tículo 22 de esta Ley. 

Artículo 5 1 .  Medidas de intervención. 

1. La revocación de la autorización administrativa a 
una entidad aseguradora española que opere en régi- 
men de derecho de establecimiento o en régimen de li- 
bre prestación de servicios será notificada por la Di- 
rección General de Seguros a las autoridades 
supervisoras de los restantes Estados miembros. En 
este caso y con el objeto de salvaguardar los intereses 
de los asegurados, en colaboración con las referidas 
autoridades, podrá adoptar las medidas de control es- 
pecial reguladas en el artículo 39 de esta Ley. 

2. Si la entidad aseguradora española fuere disuelta, 
las obligaciones derivadas de los contratos celebrados 
en régimen de derecho de establecimiento y en régi- 
men de libre prestación de servicios tendrán el mismo 
tratamiento que las obligaciones que resulten de los 
demás contratos de seguro de la entidad en Iiquida- 
ción, sin distinción de nacionalidad de los tomadores 
de seguro, asegurados y beneficiarios. 

7." Las efectuadas por entidades que operen única- 
mente en el ramo de asistencia, cuando su actividad se 
limite a parte del territorio nacional, sus prestaciones 
sean en especie y su importe anual de ingresos n o  su- 
pere doscientos mil ecus. 

Artículo 50. Cesión de cartera 

1 .  La cesión de cartera por una entidad asegurado- 
ra española de los contratos suscritos en régimen de 
derecho de establecimiento o en régimen de libre pres- 
tación de servicios o que, en virtud de la cesión pasen 
a estar suscritos en cualquiera de ambos regímenes, a 
un cesionario domiciliado en el Espacio Econílmico 
Europeo, incluido España, o a las sucursales del eesio- 
nario establecidas en dicho Espacio, precisará de la 
conformidad de la autoridad supervisora del Estado 
miembro del compromiso o localización del riesgo, de 
la certificación de que la cesionaria dispone, habida 
cuenta de la cesión, del margen de solvencia necesario, 
expedida por la autoridad supervisora del Estado 
miembro de origen del cesionario, y en los contratos 
suscritos en régimen de derecho de establecimiento, 
de la consulta a la autoridad supervisora del Estado 
miembro de la sucursal cedente. 
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3. Si se adopta la medida de control especial de 
prohibición de disponer bienes sobre una entidad ase- 
guradora española que opere en otros Estados miem- 
bros en régimen de derecho de establecimiento o en 
régimen de libre prestación de servicios, la Dirección 
General de Seguros informará a las autoridades super- 
visoras de los demás Estados miembros y, en su caso, 
solicitará, con arreglo al artículo 39.2.a), que adopten 
sobre los bienes situados en su territorio las mismas 
medidas que la Dirección General de Seguros hubiere 
adoptado. 

Artículo 52. Deber de información al Ministerio de 
Economía y Hacienda. 

Las entidades aseguradoras españolas que operen en 
régimen de derecho de establecimiento o en régimen 
de libre prestación de servicios deberán comunicar a 
la Dirección General de Seguros, separadamente para 
las operaciones realizadas en cada Estado miembro 
del Espacio Económico Europeo en régimen de dere- 
cho de establecimiento y las realizadas en régimen de 
libre prestación de servicios, información sobre su ac- 
tividad en los términos, forma y periodicidad que re- 
glamentariamente se determine. 

La Dirección General de Seguros suministrará dicha 
información, sobre una base agregada, a las autorida- 
des supervisoras de los Estados miembros interesados 
que así lo soliciten. Reglamentariamente se concretará 
el alcance de este suministro de información. 

Artículo 53. Deber de información al tomador del seguro. 

1. Antes de la celebración por una entidad asegura- 
dora española de un contrato de seguro, distinto al 
contrato de seguro por grandes riesgos, en régimen de 
derecho de establecimiento o en régimen de libre pres- 
tación de servicios, deberá informar al tomador del se- 
guro de que está domiciliada en España o, si es el ca- 
so, la sucursal con la que vaya a celebrarse el contrato, 
lo que también deberá constar en los documentos que 
a estos efectos se entreguen, en su caso, al tomador del 
seguro o a los asegurados. 

2. La póliza y cualquier otro documento en que se 
formalice todo contrato de seguro en régimen de dere- 
cho de establecimiento o en régimen de libre presta- 
ción de servicios, incluidos los contratos de seguro 
por grandes riesgos, deberá indicar la dirección del 
domicilio social o, en su caso, de la sucursal de la en- 
tidad aseguradora española que proporcione la cober- 
tura; y, tratándose de contratos de seguro de respon- 
sabilidad civil en vehículos terrestres automóviles, 
excluida la responsabilidad del transportista, celebra- 
dos en régimen de libre prestación de servicios, debe- 
rá hacerse constar también el nombre y la dirección 
del representante a que se refiere el artículo 86.2 de 

3. Si se adopta la medida de control especial de 
prohibición de disponer de los bienes sobre una enti- 
dad aseguradora española que opere en otros Estados 
miembros en régimen de derecho de establecimiento o 
en régimen de libre prestación de servicios, la Direc- 
ción General de Seguros informará a las autoridades 
supervisoras de los demás Estados miembros y, en su 
caso, solicitará, con arreglo al artículo 39.2.a), que 
adopten sobre los bienes situados en su territorio las 
mismas medidas que la Dirección General de Seguros 
hubiere adoptado. 

Las entidades aseguradoras españolas que operen en 
régimen de derecho de establecimiento o en régimen 
de libre prestación de servicios deberán informar a la 
Dirección General de Seguros, separadamente para las 
operaciones realizadas en cada Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo en régimen de derecho 
de establecimiento y en régimen de libre prestación de 
servicios, sobre su actividad en los términos, forma y 
periodicidad que reglamentariamente se determine. 

2. La póliza y cualquier otro documento en que se 
formalice todo contrato de seguro en régimen de dere- 
cho de establecimiento o en régimen de libre presta- 
ción de servicios, incluidos los contratos de seguro por 
grandes riesgos, deberán indicar la dirección del domi- 
cilio social o, en su caso, de la sucursal de la entidad 
aseguradora española que proporcione la cobertura; y, 
tratándose de contratos de seguro de responsabilidad 
civil en vehículos terrestres automóviles, excluida la 
responsabilidad del transportista, celebrados en régi- 
men de libre prestación de servicios, deberá hacerse 
constar también el nombre y la dirección del represen- 
tante a que se refiere el artículo 86.2 de esta Ley, cuan- 
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esta Ley, cuando lo exija el Estado miembro de locali- 
zación del riesgo. 

Artículo 54.Remisión general. 

En todo lo demás, y en defecto de lo dispuesto espe- 
cíficamente en los artículos 55 y 56, las entidades ase- 
guradoras españolas que operen en régimen de dere- 
cho de establecimiento o en régimen de libre 
prestación de servicios se ajustarán a las disposiciones 
de este Título 11, con excepción de las normas conteni- 
das en los artículos 24.5.a) y 34.2. 

SECCIÓN 2" 

Régimen de derecho de establecimiento. 

Artículo 55. Establecimiento de sucursales. 

1 .  Toda entidad aseguradora española que se pro- 
ponga establecer una sucursal en el territorio de otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo lo 
notificará en la Dirección General de Seguros, acom- 
pañando la siguiente información: 

a) El nombre del Estado miembro en cuyo territorio 
se propone establecer la sucursal. 

b) Su programa de actividades, en el que se indi- 
quen, en particular, las operaciones que pretenda reali- 
zar y la estructura de la organización de la sucursal. 

c) La dirección en el Estado miembro de la sucursal 
en la que pueden reclamarle y entregarle los documen- 

d) El nombre del apoderado general de la sucursal, 
que deberá estar dotado de poderes suficientes para 
obligar a la entidad aseguradora frente a terceros y pa- 
ra representarla ante las autoridades y órganos judi- 
ciales del Estado miembro de la sucursal. 

e) Si la entidad pretende que su sucursal cubra los 
riesgos del ramo de responsabilidad civil en vehículos 
terrestres automóviles, excepto la responsabilidad del 
transportista, deberá declarar que se ha asociado a la 
oficina nacional y al fondo nacional de garantía del 
Estado miembro de la sucursal. 

f) Si la entidad pretende que su sucursal cubra los 
riesgos del ramo de defensa jurídica, deberá indicar la 
opción elegida, entre las distintas modalidades de ges- 
tión previstas en la Disposición Adicional Tercera de 
esta Ley. 

tos. 

2. En el plazo de tres meses a partir de la recepción 
de la información a que hace referencia el número 1 
precedente, la Dirección General del Seguros lo comu- 
nicará a la autoridad supervisora del Estado miembro 
de la sucursal, acompañando certificación de que la 
entidad aseguradora dispone del mínimo del margen 

do lo exija al Estado miembro de localización dcl ries- 
go. 

2. En el plazo de tres meses a partir de la recepción 
de la información a que hace referencia el número 1 
precedente, la Dirección General de Seguros lo comu- 
nicará a la autoridad supervisora del Estado miembro 
de la sucursal, acompañando certificación de que la 
entidad aseguradora dispone del mínimo del margen 
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de solvencia legalmente exigible, e informará de dicha 
comunicación a la entidad aseguradora. 

La Dirección General de Seguros podrá negarse a 
comunicar dicha información cuando, a la vista de la 
documentación presentada por la entidad asegurado- 
ra, tenga razones para dudar de la idoneidad de la es- 
tructura de la organización, de la situación financiera 
de la entidad aseguradora, o de la honorabilidad y cua- 
lificación o experiencia profesional de los directivos 
responsables o del apoderado general. 

La negativa a comunicar la información al Estado 
miembro de la sucursal deberá ser notificada a la enti- 
dad aseguradora. Tanto esta negativa como la falta de 
comunicación de la información en el plazo de tres 
meses, con la consideración de acto presunto en el que 
puede entenderse desestimada la solitud, tendrán el 
carácter de actos administrativos recurribles. 

3. Si la autoridad supervisora del Estado miembro 
de la sucursal indicara a la Dirección General de Segu- 
ros las condiciones en las que, por razones de interés 
general, deban ser ejercidas dichas actividades en el 
referido Estado miembro de la sucursal, dicha Direc- 
ción General lo comunicará a la entidad aseguradora 
interesada. 

4. La entidad aseguradora podrá establecer la su- 
cursal y comenzar sus actividades desde que reciba la 
comunicación de la autoridad supervisora del Estado 
miembro de la sucursal o, en su defecto, desde el 
transcurso del plazo de dos meses a partir de la recep- 
ción por ésta de la comunicación de la Dirección Ge- 
neral de Seguros a que se refiere el número 2 de este 
artículo. 

5. La modificación del contenido de alguno de los 
datos notificados con arreglo a lo dispuesto en las le- 
tras b), c) o d) del número 1 se ajustará a lo dispuesto 
en los números precedentes, pero la entidad asegura- 
dora lo notificará además al Estado miembro de la su- 
cursal en que esté establecida y tanto éste como la Di- 
rección General de Seguros dispondrán de un término 
común de un mes para ejercer las funciones que les 
atribuyen los números precedentes. 

6. La obligación de conservar la documentación en 
el domicilio social que impone el artículo 24.6 se en- 
tenderá referida a la dirección de la sucursal. 

S E C C I ~ N  3” 

Régimen de libre prestación de servicios. 

Artículo 56. Actividades en régimen de libre presta- 
ción de servicios. 

1. Toda entidad aseguradora española que se pro- 
ponga ejercer por primera vez en uno o más Estados 
miembros del Espacio Económico Europeo activida- 
des en régimen de libre prestación de servicios deberá 
informar previamente de su proyecto en la Dirección 

de solvencia legalmente exigible, e informará de dicha 
comunicación a la entidad aseguradora, 

La negativa a comunicar la información al Estado 
miembro de la sucursal deberá ser notificada a la enti- 
dad aseguradora. Tanto esta negativa como la falta de 
comunicación de la información en el plazo de tres 
meses, con la consideración de acto presunto en el que 
puede entenderse desestimada la solicitud, tendrán el 
carácter de actos administrativos recurribles. 

5. La modificación del contenido de alguno de los 
datos notificados con arreglo a lo dispuesto en las le- 
tras b), c) o d) del número 1 se ajustará a lo dispuesto 
en los números precedentes, pero la entidad asegura- 
dora lo notificará además al Estado miembro de la su- 
cursal en que esté establecida y tanto éste como la Di- 
rección General de Seguros dispondrán de un plazo 
común de un mes para ejercer las funciones que les 
atribuyen los números precedentes. 
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General de Seguros, indicando la naturaleza de los 
riesgos o compromisos que se proponga cubrir. 

2. La Dirección General de Seguros lo comunicará, 
en el plazo de un mes, a partir de la recepción de la in- 
formación, al Estado o Estados miembros en cuyo te- 
rritorio se proponga la entidad aseguradora desarro- 
llar sus actividades en régimen de libre prestación de 
servicios. indicando: 

a) Que la entidad aseguradora dispone del mínimo 
del margen de solvencia. 

b) Los ramos en que la entidad aseguradora está au- 
torizada a operar. 

c) La naturaleza de los riesgos o compromisos que 
la entidad aseguradora se proponga cubrir en el Esta- 
do miembro de la libre prestación de servicios. 

d) Si la entidad pretende cubrir los riesgos del ramo 
de responsabilidad civil en vehículos terrestres auto- 
móviles, excepto la responsabilidad del transportista, 
la declaración de la entidad que se ha asociado a la ofi- 
cina nacional y al fondo nacional de garantía del Esta- 
do miembro de la libre prestación de servicios, así co- 
mo el nombre y la dirección del representante a que se 
refiere el artículo 86.2 de esta Ley. 

e) Si la entidad pretende cubrir los riesgos del ramo 
de defensa jurídica, la opción elegida, entre las distin- 
tas modalidades de gestión previstas en la Disposición 
Adicional Tercera de esta Ley. 

Esta última información, así como la anterior, debe- 
rá ser indicada por la entidad junto con la referida en 
el número 1 de este artículo. 

3. La entidad aseguradora podrá iniciar su activi- 
dad a partir de la fecha certificada en que la Dirección 
General de Seguros le notifique que ha cursado la co- 
municación a que se refiere el número precedente. 

4. Toda modificación de la naturaleza de los riesgos 
o compromisos que la entidad aseguradora pretenda 
cubrir en régimen de libre prestación de servicios se 
ajustará a. lo dispuesto en los números precedentes de 
este artículo. 

CAPITULO V 

Reaseguro. 

Artículo 57. Entidades reaseguradoras. 

1. Unicamente podrán aceptar operaciones de rea- 
seguro: 

a) Las sociedades anónimas españolas que tengan 
por objeto exclusivo el reaseguro. 

b) Las entidades aseguradoras que se hallen autori- 
zadas para la práctica del seguro directo en España, en 
los mismos ramos que comprenda aquella autoriza- 
ción y con arreglo al mismo régimen jurídico. 

d) Si la entidad pretende cubrir los riesgos del ra- 
mo de responsabilidad civil en vehículos terrestres au- 
tomóviles, excepto la responsabilidad del transportis- 
ta, la declaración de la entidad de que se ha asociado a 
la oficina nacional y al fondo nacional de garantía del 
Estado miembro de la libre prestación de servicios así 
como el nombre y la dirección del representante a que 
se refiere el artículo 86.2 de esta Ley. 

Esta última información, así como la anterior del 
apartado d), deberá ser aportada por la entidad junto 
con la referida en el número 1 de este artículo. 
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c) Las entidades de reaseguro extranjeras o agrupa- 
ciones de éstas que operen en su propio país y esta- 
blezcan sucursal en España. 

d) Las entidades aseguradoras y de reaseguro ex- 
tranjeras, o agrupaciones de éstas, que operen en su 
propio país y no tengan sucursal en España o, tenién- 
dola, las aceptasen desde su domicilio social o, caso de 
entidades domiciliadas en el Espacio Económico Eu- 
ropeo, desde sucursales establecidas en cualquiera de 
los Estados miembros. 

2. Las entidades referidas en la letra a) y las sucur- 
sales comprendidas en la letra c) del número anterior 
requerirán autorización del Ministro de Economía y 
Hacienda, para cuya obtención habrán de cumplir, en 
la forma que reglamentariamente se establezca, los re- 
quisitos exigidos para las entidades aseguradoras di- 
rectas. La autorización determinará la inscripción en 
el Registro administrativo de entidades aseguradoras. 

3. Las entidades a que se refiere el número 2 prece- 
dente tendrán la obligación de constituir, calcular, con- 
tabilizar e invertir las provisiones técnicas y, en su ca- 
so, disponer del margen de solvencia en la forma que 
reglamentariamente se determine. Además les serán 
aplicables las normas contenidas en los artículos 15, 
19,20,21,25,26,27 y 29 a 48 de la presente Ley. 

4. Las entidades exclusivamente reaseguradoras no 
podrán extender su gestión cerca de los tomadores de 
seguro o de los asegurados. 

5. Los administradores de las sociedades definidas en 
el apartado 1 a) de este artículo están obligados a formu- 
lar, en el plazo máximo de seis meses contados a partir 
del cierre del ejercicio social, las cuentas anuales, el in- 
forme de gestión y la propuesta de aplicación del resulta- 
do; y la junta general ordinaria de estas entidades, pre- 
viamente convocada al efecto, se reunirá necesariamente 
dentro de los tres meses siguientes a la fecha de la preci- 
tada formulación por los administradores para censurar 
la gestión social, aprobar, en su caso, las cuentas del ejer- 
cicio anterior y resolver sobre la aplicación del resultado. 

Artículo 58. Plenos de retención. 

Las entidades aseguradoras y de reaseguros estable- 
cerán sus planes de reaseguro de tal modo que los ple- 
nos de retención correspondientes guarden relación 
con su capacidad económica para el adecuado equili- 
brio técnico-financiero de la entidad. 

CAPITULO VI. 

Protección del asegurado. 

Artículo 59. Crédito singularmente privilegiado. 

Los bienes respecto de los cuales se haya adoptado 
la medida de control especial de prohibición de dispo- 

3. Las entidades a que se refiere el número 2 prece- 
dente tendrán la obligación de constituir, calcular, con- 
tabilizar e invertir las provisiones técnicas y, en su ca- 
so, disponer del margen de solvencia en la forma que 
reglamentariamente se determine. Además les serán 
aplicables las normas contenidas en los artículos 15, 
18, 19, 20,21, 25, 26, 27 y 29 a 48 de la presente Ley. 
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ner prevista en el artículo 39.2 a), aunque tal medida 
no haya sido objeto de anotación registral, quedarán 
afectos a satisfacer los derechos de los asegurados, be- 
neficiarios y terceros perjudicados a que se refiere el 
artículo 73 de la Ley de Contrato de Seguro, con ex- 
clusión de cualquier otro crédito distinto a los garan- 
tizados con derecho real inscrito o anotación de em- 
bargo practicada con anterioridad a la fecha en la que 
se haga constar la medida en los Registros correspon- 
dientes. 

Tal preferencia será también aplicable a los créditos 
de quienes hayan celebrado con las entidades asegura- 
doras contratos afectados por lo dispuesto en el artícu- 
lo 5.2 y en el párrafo segundo del artículo 39.7 de la 
presente Ley. 

Artículo 60. Deber de información al tomador. 

1. Antes de celebrar un contrato de seguro distinto 
al seguro de vida, si el tomador es una persona física, 
o de cualquier: contrato de seguro de vida, la entidad 
aseguradora deberá informar al tomador sobre la le- 
gislación aplicable al contrato, sobre las disposiciones 
relativas a las reclamaciones que puedan formularse y 
sobre los demás extremos que se determinen regla- 
mentariamente. 

2. Durante todo el período de vigencia del contrato 
de seguro sobre la vida, la entidad aseguradora deberá 
informar al tomador de las modificaciones de la infor- 
mación inicialmente suministrada, asimismo en los 
términos que reglamentariamente se determinen y, en 
todo caso con periodicidad anual, la situación de su 
participación en beneficios. 

3. Antes de celebrar un contrato de seguros, la enti- 
dad aseguradora deberá informar al tomador sobre el 
Estado miembro y autoridad a quienes corresponde el 
control de la actividad de la propia entidad asegurado- 
ra, extremo éste que deberá, asimismo, figurar en la 
póliza y cualquier otro documento en que se formalice 
todo contrato de seguro. 

Artículo 6 1. Mecanismos de solución de conflictos. 

1. Los conflictos que puedan surgir entre tomadores 
del seguro, asegurados, beneficiarios, terceros perjudi- 
cados o derechohabientes de cualesquiera de ellos con 
entidades aseguradoras se resolverán por los jueces y 
tribunales competentes. 

2. Asimismo, podrán someter voluntariamente sus 
divergencias a decisión arbitral en los términos del ar- 
tículo 3 1 de la Ley General para la Defensa de los Con- 
sumidores y Usuarios, y normas de desarrollo de la 
misma. 

3. En cualquier caso, y sin perjuicio de lo dispuesto 
en el número precedente, también podrán someter a 
arbitraje las cuestiones litigiosas, surgidas o que pue- 

Artículo 60. Deber de información al tomador 

1. Antes de celebrar un contrato de seguro distinto 
al de seguro de vida, si el tomador es una persona físi- 
ca, o cualquier contrato de seguro de vida, la entidad 
aseguradora deberá informar al tomador sobre la le- 
gislación aplicable al contrato, ' sobre las disposiciones 
relativas a las reclamaciones que puedan formularse y 
sobre los demás extremos que se determinen regla- 
mentariamente. 

2. Durante todo el período de vigencia del contrato 
de seguro sobre la vida, la entidad aseguradora deberá 
informar al tomador de las modificaciones de la infor- 
mación inicialmente suministrada y asimismo en los 
términos que reglamentariamente se determine, en to- 
do caso con periodicidad anual, sobre la situación de 
su participación en beneficios. 

3. Antes de celebrar un contrato de seguros, la enti- 
dad aseguradora deberá informar al tomador sobre el 
Estado miembro y autoridad a quienes corresponde el 
control de la actividad de la propia entidad asegurado- 
ra, extremo éste que deberá, asimismo, figurar en la 
póliza y cualquier otro documento en que se formalice 
todo contrato de seguro. 
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dan surgir, en materia de su libre disposición confor- 
me a derecho, en los términos de la Ley de Arbitraje. 

Artículo 62. Protección administrativa. 

1. El Ministerio de Economía y Hacienda protegerá 
la libertad de los asegurados para decidir la contrata- 
ción de los seguros y el mantenimiento del equilibrio 
contractual en los contratos de seguro ya celebrados. 

2. Los tomadores del seguro, asegurados, benefi- 
ciarios, terceros perjudicados o derechohabientes de 
cualesquiera de ellos se consideran interesados para 
formular reclamaciones ante la Dirección General de 
Seguros contra las entidades aseguradoras que reali- 
cen prácticas abusivas o lesionen los derechos deri- 
vados del contrato de seguro. La Dirección General 
de Seguros, tras la tramitación del correspondiente 
procedimiento administrativo con audiencia de la 
entidad aseguradora y del reclamante, resolverá la 
reclamación bien mediante la formulación del reque- 
rimiento a que se refiere el artículo 24.4 o el mencio- 
nado en el artículo 40.4 h) y 40.5 b), si entendiere 
fundada la reclamación y el incumplimiento de la 
entidad aseguradora afectara al ámbito material de 
los antedichos preceptos, bien mediante la expresión 
de su criterio en los restantes supuestos. Las prácti- 
cas abusivas y la desatención de los precitados re- 
querimientos dará lugar, según los casos, a la impo- 
sición de las sanciones administrativas 
correspondientes a las infracciones tipificadas en el 
artículo 40.4 h) y 40.5 b) de la presente Ley o a la 
prohibición regulada en el número 4 del artículo 24. 

Artículo 63. Defensor del asegurado. 

1. Las entidades aseguradoras podrán, bien indivi- 
dualmente, bien agrupadas por ramos de seguro, pro- 
ximidad geográfica, volumen de primas o cualquier 
otro criterio, designar como defensor del asegurado a 
entidades o expertos independientes de reconocido 
prestigio a cuya decisión sometan voluntariamente las 
reclamaciones, o determinado tipo de las mismas, que 
formulen los tomadores del seguro, asegurados, bene- 
ficiarios, terceros perjudicados y derechohabientes de 
unos y otros contra dichas entidades. 

2. La decisión del defensor del asegurado favorable 
a la reclamación vinculará a la entidad aseguradora. 
Esta vinculación no será obstáculo a la plenitud de tu- 
tela judicial, al recurso a otros mecanismos de solu- 
ción de conflictos ni a la protección administrativa. 

3. La Dirección General de Seguros, al que las enti- 
dades aseguradoras comunicarán la designación del 
defensor del asegurado y los tipos de reclamaciones en 
los que se someten a su decisión, fomentará dichas de- 
signaciones y podrá dar publicidad a las condiciones 
de las mismas. 

2. Los tomadores del seguro, asegurados, benefi- 
ciarios, terceros perjudicados o derechohabientes de 
cualesquiera de ellos se consideran interesados para 
formular reclamaciones ante la Dirección General de 
Seguros contra las entidades aseguradoras que reali- 
cen prácticas abusivas o lesionen los derechos deri- 
vados del contrato de seguro. La Dirección General 
de Seguros, tras la tramitación del correspondiente 
procedimiento administrativo con audiencia de la 
entidad aseguradora y del reclamante, resolverá la 
reclamación bien mediante la formulación del reque- 
rimiento a que se refiere el artículo 24.4 o los men- 
cionados en el artículo 40.4 h) y 5 b), si entendiere 
fundada la reclamación y el incumplimiento de la 
entidad aseguradora afectara al ámbito material de 
los antedichos preceptos, o bien mediante la expre- 
sión de su criterio en los restantes supuestos. Las 
prácticas abusivas y la desatención de los precitados 
requerimientos dará lugar, según los casos, a la im- 
posición de las sanciones administrativas correspon- 
dientes a las infracciones tipificadas en el artículo 
40.4 h) y 5 b) de la presente Ley o a la prohibición 
regulada en el número 4 del artículo 24. 

3. La Dirección General de Seguros, a la que las en- 
tidades aseguradoras comunicarán la designación de 
defensor del asegurado y los tipos de reclamaciones en 
los que se someten a su decisión, fomentará dichas de- 
signaciones y podrá dar publicidad a las condiciones 
de las mismas. 
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CAPITULO VII. 

Mutualidades de previsión social. 

Artículo 64. Concepto y requisitos. 

1. Las mutualidades de previsión social son entida- 
des aseguradoras que ejercen una modalidad asegura- 
dora de carácter voluntario complementaria al sistema 
de Seguridad Social obligatoria, mediante aportacio- 
nes a prima fija o variable de los mutualistas, personas 
físicas o jurídicas, o de otras entidades o personas pro- 
tectoras. 

En su denominación deberá figurar necesariamente 
la indicación "Mutualidad de Previsión Social", que 
quedará reservada para estas entidades. 

Cuando en una mutualidad de previsión social todos 
sus mutualistas sean empleados, sus socios protectores 
o promotores sean las empresas, instituciones o em- 
presarios individuales en las cuales presten sus senri- 
cios y las prestaciones que se otorguen sean únicamen- 
te consecuencia de acuerdos de previsión entre éstas y 
aquéllos, se entenderá que la mutualidad actúa como 
instrumento de previsión social empresarial. 

2. El objeto social de las mutualidades de previsión 
social será el recogido en el artículo 1 1. 

No obstante, las mutualidades de previsión social 
que cumplan lo dispuesto en el artículo 67 podrán 
otorgar prestaciones sociales siempre que reúnan los 
siguientes requisitos: 

a) Que dichas prestaciones hayan sido autorizadas 
específicamente por la Dirección General de Seguros. 

b) Que mantengan la actividad de otorgamiento de 
prestaciones sociales con absoluta separación econó- 
mico-financiera y contable respecto de sus operacio- 
nes de seguro. 

c) Que, en todo momento, dispongan del fondo mu- 
tual mínimo y tengan adecuadamente constituidas sus 
garantías financieras. 

d) Que los recursos que dediquen a la actividad de 
prestación social sean de su libre disposición. 

3. Las mutualidades de previsión social deberán 
cumplir cumulativamente los siguientes requisitos: 

a) Carecer de ánimo de lucro. 
b) La condición de tomador del seguro o de asegura- 

do serán inseparable de la de mutualista. 
c) Que establezcan igualdad de obligaciones y dere- 

chos para todos los mutualistas, sin perjuicio de que 
las aportaciones y prestaciones guarden la relación es- 
tatutariamente establecida con las circunstancias que 
concurran en cada uno de ellos. Serán aplicables las 
reglas contenidas en las letras c), e), f) y g) del número 
2 del artículo 9. 

d) Limitar la responsabilidad de los mutualistas por 
las deudas sociales a una cantidad inferior al tercio de 

c) Establecer igualdad de obligaciones y derechos 
para todos los mutualistas, sin perjuicio de que las 
aportaciones y prestaciones ,guarden la relación estatu- 
tariamente establecida con las circunstancias que con- 
curran en cada uno de ellos. Serán aplicables las reglas 
contenidas en las letras c), e), f) y g) del número 2 del 
artículo 9. 
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la suma de las cuotas que hubieran satisfecho en los 
tres últimos ejercicios, con independencia de la cuota 
del ejercicio corriente. 

e) La incorporación de los mutualistas a la mutuali- 
dad será en todo caso voluntaria y requerirá una decla- 
ración individual del solicitante, o bien de carácter ge- 
neral derivada de acuerdos adoptados por los órganos 
representativos de los Colegios Profesionales, salvo 
oposición expresa del colegiado, sin que puedan po- 
nerse límites para ingresar en la mutualidad distintos 
a los previstos en sus estatutos por razones justifica- 
das. 

f) La incorporación de sus mutualistas podrá ser re- 
alizada directamente por la propia mutualidad o bien 
a través de la actividad de mediación en seguros, esto 
último siempre y cuando cumplan los requisitos de 
fondo mutual y garantías financieras del artículo 67. 
No obstante, los mutualistas podrán participar en la 
incorporación de nuevos socios y en la gestión de co- 
bro de las cuotas, en cuyo caso podrán percibir la 
compensación económica adecuada fijada estatutaria- 
mente. 

g) Que sólo otorguen las prestaciones enumeradas 
en el artículo 65 y dentro de los límites cuantitativos 
fijados en el mismo. 

h) Asumirán directa y totalmente los riesgos garanti- 
zados a sus mutualistas, sin practicar operaciones de 
coaseguro ni de aceptación en reaseguro. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando la mutualidad actúe como instrumento de pre- 
visión social empresarial, podrá realizar operaciones 
de cesión en reaseguro con entidades aseguradoras au- 
torizadas a operar en el ramo de vida en España. 

i) La remuneración a los administradores por su 
gestión formará parte de los gastos de administración, 
no pudiendo exceder éstos ni aquélla de los límites fi- 
jados por el Ministerio de Economía y Hacienda. 

4. Las federaciones o la Confederación Nacional de 
mutualidades de previsión social son entes de repre- 
sentación asociativa de los intereses de las mutualida- 
des de previsión social y en ningún caso podrán reali- 
zar actividad aseguradora. 

Podrán, si están debidamente autorizadas por la Di- 
rección General de Seguros, prestar servicios comunes 
relacionados con la actividad de las mutualidades de 
previsión social. 

e) La incorporación de los socios o mutualistas a la 
mutualidad será voluntaria y requerirá una declara- 
ción individual del solicitante, o bien de carácter gene- 
ral derivada de la negociación colectiva o de acuerdos 
adoptados por los órganos representativos de los Cole- 
gios Profesionales, sin que puedan ponerse otros lími- 
tes para ingresar en la mutualidad distintos a los pre- 
vistos en sus Estatutos por razones justificadas. 

e) La incorporación de los mutualistas a la mutua- 
lidad será en todo caso voluntaria y requerirá una de- 
claración individual del solicitante, o bien de carácter 
general derivada de acuerdos adoptados por los órga- 
nos representativos de la cooperativa o de los Colegios 
Profesionales, salvo oposición expresa del colegiado, 
sin que puedan ponerse límites para ingresar en la mu- 
tualidad distintos a los previstos en sus estatutos por 
razones justificadas. 

g) Otorgar sólo las prestaciones enumeradas en el 
artículo 65 y dentro de los límites cuantitativos fijados 
en el mismo. 

h) Asumirán directamente los riesgos garantizados 
a sus mutualistas, sin practicar operaciones de coase- 
guro ni de aceptación en reaseguro, pero pudiendo rea- 
lizar operaciones de cesión en reaseguro con entidades 
aseguradoras autorizadas para operar en España. 

i) La remuneración a los administradores por su 
gestión formará parte de los gastos de administración, 
no pudiendo exceder éstos de los límites fijados por el 
Ministerio de Economía y Hacienda. 

j )  En su constitución deberán concurrir al menos 
50 mutualistas. 
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Artículo 65. Ambito de cobertura y prestaciones. 

1. En la previsión de riesgos sobre las personas las 
contingencias que pueden cubrir son las de muerte, viu- 
dedad, orfandad y jubilación, garantizando prestaciones 
económicas en forma de capital o renta. Asimismo, po- 
drán otorgar prestaciones por razón de matrimonio, 
maternidad, hijos y defunción. Y podrán realizar opera- 
ciones de seguro de accidentes e invalidez para el traba- 
jo, enfermedad, defensa jurídica y asistencia, así como 
prestar ayudas familiares para subvenir a necesidades 
motivadas por hechos o actos jurídicos que impidan 
temporalmente el ejercicio de la profesión. 

Las prestaciones económicas que se garanticen no 
podrán exceder de 3.000.000 de pesetas como renta 
anual ni de 13.000.000 como percepción única de capi- 
tal, límites que se podrán actualizar anualmente, con- 
siderando la suficiencia de las garantías financieras 
para atender las prestaciones actualizadas. 

2. En la previsión de riesgos sobre las cosas sólo po- 
drán garantizar los que se relacionan seguidamente y 
dentro del importe cuantitativo de dichos bienes: 

a) Viviendas de protección oficial y otras de interés 
social, siempre que estén habitadas por el propio mu- 
tualista y su familia. 

b) Maquinaria, bienes e instrumentos de trabajo de 
mutualistas que sean pequeños empresarios. A estos 
efectos se entenderá por pequeños empresarios los tra- 
bajadores autónomos por cuenta propia y los profesio- 
nales y empresarios, incluidos los agrícolas, que no 
empleen más de 5 trabajadores. 

c) Cosechas de fincas cultivadas directa y personal- 
mente por el agricultor, siempre que no queden com- 
prendidas en el Plan Anual de Seguros Agrarios Com- 
binados, y los ganados integrados en la unidad de 
explotación familiar. 

3. Cada mutualidad podrá otorgar la totalidad o 
parte de las prestaciones mencionadas en los dos nú- 
meros anteriores. 

Artículo 66. Ampliación de prestaciones. 

1. Las mutualidades de previsión social no estarán su- 
jetas a los límites cualitativos y cuantitativos impuestos 
en los números 1 y 2 del artículo 65 y podrán otorgar 
prestaciones distintas de las contenidas en dichos núme- 
ros y precepto siempre que obtengan la autorización ad- 
ministrativa previa a la ampliación de prestaciones. 

2. Son requisitos necesarios para que una mutuali- 
dad de previsión social pueda obtener y mantener la 
autorización administrativa de ampliación de presta- 
ciones los siguientes: 

a) Haber transcurrido, al menos, un plazo de 5 años 
desde la obtención de la autorización administrativa 
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para realizar actividad aseguradora y ser titular de una 
autorización válida en todo el Espacio Económico Eu- 
ropeo. 

b) No haber estado sujeta a medidas de control es- 
pecial, ni haberse incoado a la misma procedimiento 
administrativo de disolución o de revocación de la au- 
torización administrativa durante los 2 años anteriores 
a la presentación de la solicitud de autorización. 

c) Poseer el mínimo de fondo mutual, margen de 
solvencia y del fondo de garantía que a las mutuas de 
seguro a prima fija exige la presente Ley; y tener cons- 
tituidas las provisiones técnicas en los mismos térmi- 
nos que deben tenerlas dichas mutuas a prima fija. 

d) Presentar y atenerse a un programa de activida- 
des con arreglo al artículo 12 y sujetarse a la clasifica- 
ción en ramos respecto de la actividad aseguradora 
que realicen con ampliación de prestaciones. 

3. La solicitud de autorización de ampliación de 
prestaciones se dirigirá a la Dirección General de Se- 
guros, o en su caso al órgano competente de la Comu- 
nidad Autónoma, y deberá ir acompañada de los docu- 
mentos acreditativos del cumplimiento de los 
requisitos exigidos en el número 2 precedente. La au- 
torización se concederá por el Ministro de Economía y 
Hacienda por ramos, abarcando el ramo completo y la 
cobertura de los riesgos accesorios o complementarios 
del mismo, según proceda, comprendidos en otro ra- 
mo. 

En todo lo demás, el procedimiento y la resolución 
administrativa se ajustarán a lo dispuesto en los núme- 
ros 4, 5 y 6 del artículo 6.  

4. Si la autorización administrativa se obtiene en el 
ramo de vida, la mutualidad de previsión social podrá 
continuar realizando además, en su caso, las de previ- 
sión de riesgos sobre las cosas a que se refiere el nú- 
mero 2 del artículo 65; si la autorización administrati- 
va lo es en cualquiera de los ramos distintos al de 
vida, la mutualidad de previsión social podrá, además 
de realizar las operaciones de seguro correspondien- 
tes al ramo autorizado, continuar realizando las de 
previsión de riesgos sobre las personas que autoriza el 
número 1 del artículo 65 y podrá solicitar, con arreglo 
al número 3 del artículo 6, autorización administrati- 
va para extender su actividad a otros ramos no vida 
distintos de los autorizados. En ambos casos estarán 
exentas de las limitaciones que imponen las letras g) y 
h) del número 3 del artículo 64 de esta Ley únicamen- 
te en los ramos de seguro en que hayan obtenido la 
autorización administrativa de ampliación de presta- 
ciones. 

5. La realización por una mutualidad de previsión 
social de las actividades que el presente artículo sujeta 
a autorización administrativa de ampliación de presta- 
ciones sin haberla obtenido previamente será reputada 
operación prohibida y quedará sujeta a los efectos y 
responsabilidades administrativas prevenidos en los 
artículo 5.2, 39 y 40 y siguientes de la presente Ley. 
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Artículo 67. Fondo mutual y garantías financieras. 

1. Las mutualidades de previsión social que hayan 
obtenido autorización administrativa de ampliación de 
prestaciones se sujetarán en la exigencia de fondo mu- 
tual y garantías financieras a lo dispuesto en el artícu- 
lo anterior. 

2. Las restantes mutualidades de previsión social: 

a) Deberán constituir un fondo mutual de cinco mi- 
llones de pesetas. Asimismo, formarán con su patrimo- 
nio un fondo de maniobra que les permita pagar los si- 
niestros y gastos sin esperar al cobro de las derramas. 

b) Tendrán la obligación de constituir las provisio- 
nes técnicas a que se refiere el artículo 16, deberán 
disponer del margen de solvencia que regula el artícu- 
lo 17 y del fondo de garantía exigido por el artículo 18, 
cuya cuantía mínima será en todo caso la tercera parte 
de la cuantía mínima del margen de solvencia. 

Artículo 68. Normas aplicables. 

1.  Las mutualidades de previsión social cuyo ámbito 
sea el delimitado en el párrafo inicial del artículo 69.2 
de esta Ley y respecto de las que las Comunidades Au- 
tónomas hayan asumido en sus Estatutos de Autono- 
mía competencia exclusiva se regirán, en lo concer- 
niente a su actividad aseguradora, por las disposiciones 
a que se refiere el número 2 subsiguiente que tengan la 
consideración de bases de la ordenación de los seguros 
con arreglo a la Disposición Final Primera de la presen- 
te Ley y por las normas dictadas por dichas Comunida- 
des Autónomas en desarrollo de dichas bases. 

2. Las mutualidades de previsión social cuya compe- 
tencia de supervisión corresponde al Estado con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 69 se regirán por lo dispues- 
to en el presente capítulo y por las restantes disposicio- 
nes de esta Ley, en lo que no se opongan al mismo, así 
como por sus normas reglamentarias de desarrollo. 

CAPITULO VIII. 

Competencias de supervisión. 

S E C C I ~ N  ia 

Competencias del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. 

Artículo 69. Distribución de competencias. 

1. Las competencias de la Administración General 
del Estado en la supervisión de los seguros privados, 
incluido el reaseguro, se ejercerán a través del Ministe- 
rio de Economía y Hacienda. 
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2 .  Las Comunidades Autónomas que con arreglo a 
. sus Estatutos de Autonomía hayan asumido compe- 
tencia en la ordenación de seguros la tendrán respecto 
de las entidades aseguradoras, incluidas las reasegura- 
doras, cuyo domicilio social, ámbito de operaciones y 
localización de los riesgos o asunción de los compro- 
misos que aseguren se circunscriban al territorio de la 
respectiva Comunidad Autónoma, con arreglo a los si- 
guientes criterios: 

a) En el ámbito de competencias normativas les co- 
rresponde el desarrollo legislativo de las bases de su- 
pervisión de los seguros privados contenidas en esta 
Ley y disposiciones reglamentarias básicas que las 
complementen. En cuanto a las cooperativas de seguro 
y mutualidades de previsión social tendrán, además, 
competencia exclusiva en la regulación de su organiza- 
ción y funcionamiento. 

b) En el ámbito de competencias de ejecución les 
corresponde las de supervisión de los seguros privados 
que se otorgan a la Administración General del Estado 
en la presente Ley, entendiéndose hechas al órgano au- 
tonómico competente las referencias que en la misma 
se contienen al Ministerio de Economía y Hacienda y 
a la Dirección General de Seguros, con excepción de 
las reguladas en el Capítulo IV del presente Título y en 
el Título 111, quedando en todo caso reservadas al Es- 
tado las competencias de otorgamiento de la autoriza- 
ción administrativa para el ejercicio de la actividad 
aseguradora y su revocación, que comunicará, en su 
caso, a la respectiva Comunidad Autónoma. En cuanto 
a las cooperativas de seguro y mutualidades de previ- 
sión social, también corresponde a las Comunidades 
Autónomas conceder la autorización administrativa y 
su revocación, previo informe del Estado en ambos ca- 
sos; la tramitación de estos procedimientos correspon- 
derá, asimismo, a la Comunidad Autónoma, que co- 
municará al Ministerio de Economía y Hacienda, sin 
cuyo informe dicha tramitación quedará interrumpi- 
da, cada autorización que conceda así como su revoca- 
ción. 

3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
149.1.6”, 11” y 13” de la Constitución, corresponde al 
Estado el alto control económico-financiero de las en- 
tidades aseguradoras. A estos efectos, las Comunida- 
des Autónomas remitirán cuando sea solicitada por el 
Ministerio de Economía y Hacienda y, en todo caso, 
anualmente, la información y documentación de cada 
entidad a que se refieren los artículos 71.4 y 21.4, 
manteniéndose la necesaria colaboración entre la Ad- 
ministración General del Estado y la de la Comunidad 

2 .  Las Comunidades Autónomas que con arreglo a 
sus Estatutos de Autonomía hayan asumido compe- 
tencia en la ordenación de seguros la tendrán respecto 
de las entidades aseguradoras, incluidas las reasegura- 
doras, cuyo domicilio social, ámbito de operaciones y 
localización de los riesgos en el caso de seguros distin- 
tos del de vida y asunción de los compromisos en el 
supuesto de seguros de vida, que aseguren se circuns- 
criban al territorio de la respectiva Comunidad Autó- 
noma, con arreglo a los siguientes criterios: 

a) En el ámbito de competencias normativas les co- 
rresponde el desarrollo legislativo de las bases de orde- 
nación y supervisión de los seguros privados conteni- 
das en esta Ley y disposiciones reglamentarias básicas 
que las complementen. En cuanto a las cooperativas 
de seguro y mutualidades de previsión social tendrán, 
además, competencia exclusiva en la regulación de su 
organización y funcionamiento. 

b) En el ámbito de competencias de ejecución les 
corresponde las de ordenación y supervisión de los se- 
guros privados que se otorgan a la Administración Ge- 
neral del Estado en la presente Ley, entendiéndose he- 
chas al órgano autonómico competente las referencias 
que en la misma se contienen al Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda y a la Dirección General de Seguros, 
con excepción de las reguladas en el Capítulo IV del 
presente Título y en el Título 111, quedando en todo ca- 
so reservadas al Estado las competencias de otorga- 
miento de la autorización administrativa para el ejer- 
cicio de la actividad aseguradora y su revocación, que 
comunicará, en su caso, a la respectiva Comunidad 
Autónoma. En cuanto a las cooperativas de seguro y 
mutualidades de previsión social, también correspon- 
de a las Comunidades Autónomas conceder la autori- 
zación administrativa y su revocación, previo informe 
de la Administración General del Estado, en ambos ca- 
sos; la tramitación de estos procedimientos, que será 
interrumpida mientras la Administración General del 
Estado emite su informe, corresponderá a la Comuni- 
dad Autónoma, que comunicará al Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda cada autorización que conceda, así 
como su revocación. La falta de emisión de dicho in- 
forme en el plazo de 6 meses se considerará como ma- 
nifestación de la conformidad del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda a la concesión de la autorización 
administrativa o, en su caso, a su revocación. 
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Autónoma respectiva a efectos de homogeneizar la in- 
formación documental y coordinar, en su caso, las ac- 
tividades de supervisión de ambas Administraciones. 

S E C C I ~ N  2” 

Competencias de la Administración General 
del Estado 

Artículo 70. Control de la actividad aseguradora 

1. El Ministerio de Economía y Hacienda velará por 
el funcionamiento y desarrollo ordenado del mercado 
de seguros, fomentando la actividad aseguradora, la 
transparencia, el respeto y adecuación de sus institu- 
ciones, así como la correcta aplicación de los princi- 
pios propios de la técnica aseguradora. 

2. El Ministerio de Economía y Hacienda podrá utili- 
zar cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informá- 
ticos y telemáticos para el desarrollo de su actividad y 
ejercicio de sus competencias de supervisión, con las li- 
mitaciones que a la utilización de tales medios impone 
la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación 
del tratamiento automatizado de los datos de carácter 
personal, y demás disposiciones que resulten de aplica- 
ción. Esta posibilidad de utilización de medios supone: 

a) Los documentos emitidos, cualquiera que sea su 
soporte, por los medios anteriores gozarán de la validez 
y eficacia de un documento original siempre que quede 
garantizada su autenticidad, integridad y el cumpli- 
miento de los requisitos exigidos por las disposiciones 
reguladoras del procedimiento administrativo. 

b) Los procedimientos administrativos que se trami- 
ten con soporte informático garantizarán la identifica- 
ción y el ejercicio de la potestad de supervisión por el 
órgano del Ministerio de Economía y Hacienda que la 
ejerza, así como la confidencialidad y seguridad de los 
datos de carácter personal. 

c) Las entidades aseguradoras podrán relacionarse 
con el Ministerio de Economía y Hacienda a través de 
los medios técnicos a que se refiere el presente núme- 
ro cuando sean compatibles con los que disponga el ci- 
tado Ministerio y se respeten las garantías y requisitos 
previstos en el procedimiento de que se trate. 

3. En ausencia de normas especiales de procedi- 
miento contenidas en la presente Ley, la Administra- 
ción General del Estado ajustará su actuación a las 
disposiciones de la Ley de Régimen Jurídico de las Ad- 
ministraciones Públicas y del Procedimiento Adminis- 
trativo Común. 

Artículo 7 1.  Control de las entidades aseguradoras 

1.  El Ministerio de Economía y Hacienda ejercerá el 
control financiero y el regulado en el artículo 24 de la 

2. El Ministerio de Economía y Hacienda podrá 
utilizar cualesquiera medios técnicos, electrónicos, in- 
formáticos y telemáticos para el desarrollo de su acti- 
vidad y ejercicio de sus competencias de ordenación y 
supervisión, con las limitaciones que a la utilización 
de tales medios impone la Ley Orgánica 5/1992, de 29 
de octubre, de Regulación del Tratamiento Automati- 
zado de los Datos de Carácter Personal, y demás dispo- 
siciones que resulten de aplicación. Esta posibilidad 
de utilización medios supone: 

a) Los documentos emitidos, cualquiera que sea el 
soporte, por los medios anteriores gozarán de la validez 
y eficacia de un documento original siempre que quede 
garantizada su autenticidad, integridad y el cumpli- 
miento de los requisitos exigidos por las disposiciones 
reguladoras del procedimiento administrativo. 

b) Los procedimientos administrativos que trami- 
ten con soporte informático garantizarán la identifica- 
ción y el ejercicio de la potestad de ordenación y su- 
pervisión por el órgano del Ministerio de Economía y 
Hacienda que la ejerza, así como la confidencialidad y 
seguridad de los datos de carácter personal. 

c) Las entidades aseguradoras podrán relacionarse 
con el Ministerio de Economía y Hacienda a través de 
los medios técnicos a que se refiere el presente núme- 
ro cuando sean compatibles con los que disponga el ci- 
tado Ministerio y se respeten las garantías y requisitos 
previstos en el procedimiento de que se trate. 
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presente Ley sobre las entidades aseguradoras españo- 
las, incluidas las actividades que realicen en régimen 
de derecho de establecimiento y en régimen de libre 
prestación de servicios. 

2. El control financiero consistirá, en particular, en 
la comprobación, para el conjunto de actividades de la 
entidad aseguradora, del estado de solvencia y de la 
constitución de provisiones técnicas, así como de los 
activos que las representan. 

Además, cuando se trate de entidades aseguradoras 
que satisfagan prestaciones en especie, el control se 
extenderá también a los medios técnicos de que dis- 
pongan las aseguradoras para llevar a cabo las opera- 
ciones que se hayan comprometido a efectuar. 

3. El Ministerio de Economía y Hacienda exigirá 
que las entidades aseguradoras sometidas a su control 
dispongan de una buena organización administrativa y 
contable y de procedimientos de control interno ade- 
cuados. Asimismo, su publicidad se ajustará a lo dis- 
puesto en la Ley 3 4 1 1 9 8 8 ,  de 1 1  de noviembre, General 
de Publicidad, y disposiciones de desarrollo, así como 
a las nomas precisas para su adaptación a las entida- 
des aseguradoras recogidas en el Reglamento de la 
presente Ley. 

4. Las entidades aseguradoras suministrarán a la 
Dirección General de Seguros la documentación e in- 
formación que sean necesarias para dar cumplimiento 
a lo dispuesto en los números precedentes, ya median- 
te su presentación periódica en la forma que regla- 
mentariamente se determine, ya mediante la atención 
de requerimientos individualizados que les dirija la ci- 
tada Dirección General. 

Artículo 72. Inspección de Seguros 

1 .  Las entidades aseguradoras y demás personas y 
organizaciones enumeradas en el artículo 2 de la pre- 
sente Ley están sujetas a la Inspección de Seguros. 

Quedan asimismo sujetas a esta inspección las enti- 
dades que se presuma forman grupo con una entidad 
aseguradora, a efectos de determinar su incidencia en 
la situación jurídica, financiera y económica de la enti- 
dad aseguradora, y quienes realicen operaciones que 
puedan, en principio calificarse como de seguros, para 
comprobar si ejercen la actividad sin la autorización 
administrativa previa. 

2. La inspección podrá versar sobre la situación le- 
gal, técnica y económico- financiera, así como sobre 
las condiciones en que ejercen su actividad, al objeto 
de qüe el Ministerio de Economía y Hacienda pueda 
desempeñar adecuadamente las competencias que le 
atribuye el artículo anterior, y todo ello con carácter 
general o referido a cuestiones determinadas. 

3. Las actuaciones de Inspección de Seguros se rea- 
lizarán por los funcionarios del Cuerpo Superior de 
Inspectores de Finanzas del Estado, especialidad de 
Inspectores de Entidades de Seguros y de Fondos y 

Artículo 72. Inspección de Seguros 

1 .  Las entidades aseguradoras y demás personas y 
organizaciones enumeradas en el artículo 2 de la pre- 
sente Ley están sujetas a la Inspección de Seguros. 

Quedan asimismo sujetas a esta inspección las enti- 
dades que se presuma forman grupo con una entidad 
aseguradora, a efectos de determinar su incidencia en 
la situación jurídica, financiera y económica de la enti- 
dad aseguradora, y quienes realicen operaciones que 
puedan, en principio calificarse como de seguros, para 
comprobar si ejercen la actividad sin la autorización 
administrativa previa. 

2. La inspección podrá versar sobre la situación le- 
gal, técnica y económico-financiera, así como sobre las 
condiciones en que ejercen su actividad, al objeto de 
que el Ministerio de Economía y Hacienda pueda de- 
sempeñar adecuadamente las competencias que le 
atribuye el artículo anterior, y todo ello con carácter 
general o referido a cuestiones determinadas. 

3. Las actuaciones de inspección de seguros se reali- 
zarán por los funcionarios del Cuerpo Superior de Ins- 
pectores de Finanzas del Estado, especialidad de Ins- 
pectores de Entidades de Seguros y de Fondos. y Planes 
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Planes de Pensiones, así como por otros funcionarios 
que desempeñen los correspondientes puestos de tra- 
bajo de los órganos de la Dirección General de Seguros 
con competencia para la Inspección de Seguros, en los 
términos que reglamentariamente se determinen. Los 
funcionarios de la Inspección de Seguros, en el desem- 
peño de sus funciones, tendrán la condición de Autori- 
dad pública y vendrán obligados al deber de secreto 
profesional, incluso una vez terminado el ejercicio de 
su función pública. 

Para el correcto ejercicio de sus funciones podrán 
examinar toda la documentación relativa a las opera- 
ciones de la entidad aseguradora, pedir que les sea pre- 
sentada o entregada copia a efectos de su incorpora- 
ción al Acta de Inspección, viniendo aquélla obligada a 
ello y a darles las máximas facilidades para el desempe- 
ño de su cometido. Si la persona o entidad inspecciona- 
da tuviere motivos fundados, podrá oponerse a la en- 
trega de copia de la documentación, aduciendo sus 
razones por escrito para su incorporación al Acta. 

4. Los actos de inspección podrán desarrollarse in- 
distintamente en el domicilio social de la entidad ase- 
guradora, en cualquiera de sus sucursales, en donde 
realice total o parcialmente la actividad aseguradora y 
en las oficinas de la Dirección General de Seguros, 
cuando los elementos sobre los que haya de realizarse 
puedan ser en ellas examinados. 

Los funcionarios de la Inspección de Seguros ten- 
drán acceso al domicilio social y a las sucursales, loca- 
les y oficinas en que se desarrollen actividades por la 
entidad o persona inspeccionada; tratándose del domi- 
cilio, y en caso de oposición, precisarán la pertinente 
autorización judicial y, tratándose de otras dependen- 
cias, la del Director General de Seguros. 

5 .  La actuación inspectora se documentará en Ac- 
tas de Inspección, que podrán ser definitivas o pre- 
vias. Se levantarán Actas de Inspección previas cuan- 
do de las actuaciones inspectoras resulten elementos 
suficientes para tramitar el procedimiento de supervi- 
sión por inspección, si la espera hasta la formulación 
del Acta definitiva pusiera en peligro la tutela de los 
intereses de los asegurados, o la actitud de la entidad 
o persona inspeccionada u otras circunstancias con- 
currentes en la instrucción de la inspección así lo 
aconsejasen. 

6. En las Actas de Inspección se reflejarán, en su 
caso: 

a) Los hechos constatados por el Inspector actuante 
que sean relevantes a efectos de la calificación jurídica 
de la conducta o actividad inspeccionada. 

b) La situación legal y económico-financiera deriva- 
da de las actuaciones realizadas. 

c) Las causas que pudieran determinar la revocación 
de la autorización, la disolución administrativa, la 
adopción. de medidas de control especial, así como la 
imposición de sanciones administrativas. 
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de Pensiones. LOS funcionarios pertenecientes al Cuer- 
po de Gestión de la Hacienda Pública, así como los fun- 
cionarios expertos informáticos, sólo podrán realizar 
actuaciones inspectoras en los términos que se deter- 
minen en el Reglamento de Desarrollo de esta Ley. Los 
funcionarios de la Inspección de Seguros, en el desem- 
peño de sus funciones, tendrán la condición de 4utori- 
dad pública y vendrán obligados al deber de secreto 
profesional, incluso una vez terminado el ejercicio de 
su función pública. 

Para el correcto ejercicio de sus funciones podrán 
examinar toda la documentación relativa a las opera- 
ciones de la entidad aseguradora, pedir que les sea 
presentada o entregada copia a efectos de su incorpo- 
ración al acta de inspección, viniendo aquélla obligada 
a ello y a darles las máximas facilidades para el desem- 
peño de su cometido. Si la persona o entidad inspec- 
cionada tuviere motivos fundados, podrá oponerse a la 
entrega de copia de la documentación, aduciendo sus 
razones por escrito para su incorporación al Acta. 

4. Los actos de inspección podrán desarrollarse in- 
distintamente en el domicilio social de la entidad ase- 
guradora, en cualquiera de sus sucursales, en donde 
realice total o parcialmente la actividad aseguradora y 
en las oficinas de la Dirección General de Seguros, 
cuando los elementos sobre los que haya de realizarse 
puedan ser en ellas examinados. 

Los funcionarios de la Inspección de Seguros ten- 
drán acceso al domicilio social y a las sucursales, loca- 
les y oficinas en que se desarrollen actividades por la 
entidad o persona inspeccionada; tratándose del domi- 
cilio, y en caso de oposición, precisarán de la periinen- 
te autorización judicial y, en el caso de otras depen- 
dencias, de la del Director General de Seguros. 

La actuación inspectora se documentará en ac- 
tas de inspección, que podrán ser definitivas o previas. 
Se levantarán actas de inspección previas cuando de 
las actuaciones inspectoras resulten elementos sufi- 
cientes para tramitar el procedimiento de ordenación 
y supervisión por inspección, si la espera hasta la for- 
mulación del Acta definitiva pusiera en peligro la tute- 
la de los intereses de los asegurados, o la actitud de la 
entidad o persona inspeccionada u otras circunstan- 
cias concurrentes en la instrucción de la inspección así 
lo aconsejasen. 

6 .  En las actas de inspección se reflejarán, en su 
caso: 

5. 

a) Los hechos constatados por el Inspector actuan- 
te que sean relevantes a efectos de la calificación jun- 
dica de la conducta o actividad inspeccionada. 

b) La situación legal y económico-financiera deri- 
vada de las actuaciones realizadas por la inspección. 

c) Las causas que pudieran determinar la revoca- 
ción de la autorización, la disolución administrativa, 
la adopción de medidas de control especial, así como 
la imposición de sanciones administrativas. 

- 700 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 105-1 1 

d) La propuesta de revocación de la autorización, de 
disolución administrativa de la entidad aseguradora o 
de adopción de medidas de control especial. 

Formarán parte del Acta de Inspección, a todos los 
efectos, los Anexos de la misma y las diligencias exten- 
didas por el Inspector actuante durante su actividad 
comprobadora. 

Las Actas de Inspección estarán dotadas de presun- 
ción de certeza respecto de los hechos y la situación 
económico-financiera de la entidad reflejados en las 
mismas, salvo prueba en contrario. 

7. El procedimiento administrativo de supervisión, 
cuando haya actuación de la Inspección, se ajustará a 
los siguientes trámites: 

a) Se iniciará por acuerdo de la Dirección General 
de Seguros en el que se determinarán los aspectos que 
han de ser objeto de inspección. 

b) El Acta será notificada a la persona interesada, 
quien dispondrá de quince días para formular las ale- 
gaciones y proponer las pruebas que estime pertinen- 
tes en defensa de su derecho ante la Dirección General 
de Seguros. Si se propusieren pruebas y éstas fueran 
admitidas, deberán practicarse en un plazo no supe- 
rior a diez días. 

c) Si, tras las alegaciones de la entidad interesada y, 
en su caso, la práctica de la prueba, se realizaran nue- 
vas actuaciones de instrucción del procedimiento ad- 
ministrativo de supervisión por inspección, se dará a 
aquélla nuevo trámite de audiencia por término de 
ocho días. 

d) A la vista de lo actuado, por el órgano administra- 
tivo competente se dictará resolución con arreglo a 
Derecho. Caso de que el Acta de inspección contenga 
la propuesta a que se refiere la letra d) del número 6 
precedente, la resolución adoptará, si hubiere lugar a 
ello, las medidas de control especial pertinentes, el 
acuerdo de disolución administrativa de la entidad 
aseguradora, o la revocación de la autorización admi- 
nistrativa. 

e) La duración máxima de este procedimiento será 
de seis meses, a contar desde el Acta de Inspección. 
Las actuaciones inspectoras previas al levantamiento 
del Acta tendrán, desde el acuerdo de la Dirección Ge- 
neral de Seguros por el que se ordene la inspección, la 
duración que sea precisa para el adecuado cumpli- 
miento del mandato contenido en la orden de inspec- 
ción. 

Artículo 73. Junta Consultiva de Seguros 

1. En el Ministerio de Economía y Hacienda funcio- 
nará la Junta Consultiva de Seguros como órgano cole- 
giado administrativo asesor del Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda en los asuntos concernientes a la 
supervisión de los seguros privados y de planes y fon- 

d) La propuesta de revocación de la autorización, 
de disolución administrativa de la entidad aseguradora 
o de adopción de medidas de control especial. 

Formarán parte del acta de inspección, a todos los 
efectos, los Anexos de la misma y las diligencias exten- 
didas por el Inspector actuante durante su actividad 
comprobadora. 

Las actas de inspección tienen naturaleza de docu- 
mentos públicos y harán prueba de los hechos en ellas 
consignados y comprobados por el Inspector actuante, 
salvo que se acredite lo contrario. 

7. El procedimiento administrativo de ordenación 
y supervisión, cuando haya actuación de la Inspección, 
se ajustará a los siguientes trámites: 

a) Se iniciará por acuerdo de la Dirección General 
de Seguros en el que se determinarán los aspectos que 
han de ser objeto de inspección. 

b) El Acta será notificada a la persona interesada, 
quien dispondrá de quince días para formular las ale- 
gaciones y proponer las pruebas que estime pertinen- 
tes en defensa de su derecho ante la Dirección General 
de Seguros. Si se propusieren pruebas y éstas fueran 
admitidas, deberán practicarse en un plazo no supe- 
rior a diez días. 

c) Si, tras las alegaciones de la entidad interesada y, 
en su caso, la práctica de la prueba, se realizaran nue- 
vas actuaciones de instrucción del procedimiento ad- 
ministrativo de ordenación y supervisión por inspec- 
ción, se dará a aquélla nuevo trámite de audiencia por 
término de ocho días. 

d) A la vista de lo actuado, por el órgano adminis- 
trativo competente se dictará resolución con arreglo a 
Derecho. Caso de que el acta de inspección contenga 
la propuesta a que se refiere la letra d) del número 6 
precedente, la resolución adoptará, si hubiere lugar a 
ello, las medidas de control especial pertinentes, el 
acuerdo de disolución administrativa de la entidad 
aseguradora, o la revocación de la autorización admi- 
nistrativa. 

e) La duración máxima de este procedimiento será 
de seis meses, a contar desde la notificación del acta 
de inspección. Las actuaciones inspectoras previas al 
levantamiento del acta tendrán, desde el acuerdo de la 
Dirección General de Seguros por el que se ordene la 
inspección, la duración que sea precisa para el adecua- 
do cumplimiento del mandato contenido en la orden 
de inspección. 
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dos de pensiones que se sometan a su consideración. 
El informe que emita no será vinculante. 

2. La Junta Consultiva de Seguros será presidida 
por el Director General de Seguros y de ella formarán 
parte, como vocales de la misma, representantes de la 
Administración General del Estado, asegurados y con- 
sumidores, entidades aseguradoras, entidades gestoras 
de fondos de pensiones, mediadores de seguros titula- 
dos, organizaciones sindicales y empresariales y cor- 
poraciones de prestigio relacionadas con el seguro pri- 
vado, actuarios, peritos de seguros y comisarios de 
averías, en la forma que reglamentariamente se deter- 
mine. Además, el Presidente podrá solicitar la asisten- 
cia a la misma de otras personas o entidades según la 
naturaleza de los asuntos a tratar. 

Artículo 74. Registro administrativo 

1. La Dirección General de Seguros llevará un Re- 
gistro administrativo de entidades aseguradoras so- 
metidas a la presente Ley. Igualmente llevará los si- 
guientes Registros administrativos: especial de 
corredores de seguros, de sociedades de correduría de 
seguros y sus altos cargos; de los altos cargos de enti- 
dades aseguradoras; y de las organizaciones para la 
distribución de la cobertura de riesgos entre entidades 
aseguradoras o para la prestación de servicios comu- 
nes relacionados con la actividad de las mismas y sus 
altos cargos. 

Estos Registros administrativos expresarán las cir- 
cunstancias que reglamentariamente se determinen y 
serán públicos para quienes acrediten interés en su co- 
nocimiento. 

2 .  Las entidades y personas inscritas en los Regis- 
tros a que se refiere el número precedente deberán fa- 
cilitar la documentación e información necesarias pa- 
ra permitir la llevanza actualizada de los mismos. A 
estos efectos, remitirán a la Dirección General de Se- 
guros los documentos, datos e información en la for- 
ma y plazos que reglamentariamente se determinen, 
sin perjuicio de la obligación de atender también los 
requerimientos individualizados de información que 
se les formulen. 

S E C C I ~ N  3” 

Normas generales. 

Artículo 75. Deber de secreto profesional 

1. Salvo lo dispuesto en el artículo 74, los datos, do- 
cumentos e informaciones que obren en poder del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda en virtud de cuantas 
funciones le encomienda la presente Ley tendrán ca- 
rácter reservado. 

Artículo 74. Registros administrativos 

2. Las entidades y personas inscritas en los Regis- 
tros a que se refiere el número precedente deberán fa- 
cilitar la documentación e información necesarias pa- 
ra permitir la llevanza actualizada de los mismos. A 
estos efectos, remitirán a la Dirección General de Se- 
guros los documentos, datos y demás información en 
la forma y plazos que reglamentariamente se determi- 
nen, sin perjuicio de la obligación de atender también 
los requerimientos individualizados de información 
que se les formulen. 

1. Salvo lo dispuesto en el artículo 74, los datos, 
documentos e informaciones que obren en poder del 
Ministerio de Economía y Hacienda en virtud de cuan- 
tas funciones le encomienda la presente Ley tendrán 
carácter reservado. 
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Todas las personas que ejerzan o hayan ejercido una 
actividad de supervisión de entidades aseguradoras, así 
como aquéllas a quienes el Ministerio de Economía y 
Hacienda haya encomendado funciones respecto de las 
mismas, tendrán obligación de guardar secreto profe- 
sional sobre las informaciones confidenciales que reci- 
ban a título profesional en el ejercicio de tal función. El 
incumplimiento de esta obligación determinará las res- 
ponsabilidades penales y las demás previstas por las le- 
yes. Estas personas no podrán prestar declaración ni 
testimonio ni publicar, comunicar o exhibir datos o do- 
cumentos reservados, ni siquiera después de haber ce- 
sado en el servicio, salvo permiso expreso otorgado por 
el órgano de competente del Ministerio de Economía y 
Hacienda. Si dicho permiso no fuera concedido, la per- 
sona afectada mantendrá el secreto y quedará exenta 
de la responsabilidad que de ello emane. 

El Ministerio de Economía y Hacienda sólo podrá 
utilizar la información confidencial para el ejercicio de 
las potestades de supervisión que le encomienda la 
presente Ley. 

2. Se exceptúan de la obligación de secreto estable- 
cida en el número anterior: 

a) Cuando el interesado consienta expresamente la 
difusión, publicación o comunicación de los datos. 

b) La publicación de datos agregados a fines estadís- 
ticos, o las comunicaciones en forma sumaria o agre- 
gada de manera que las entidades individuales no pue- 
dan ser identificadas ni siquiera indirectamente. 

c) Las informaciones requeridas por las autoridades 
judiciales competentes en un proceso penal. 

d) Las informaciones que, en el marco de los proce- 
sos mercantiles concursales de una entidad asegurado- 
ra, sean requeridas por las autoridades judiciales, 
siempre que no versen sobre terceros interesados en la 
rehabilitación de la entidad. 

e) Las informaciones que, en el marco de los recur- 
sos administrativos o procesos contencioso-adminis- 
trativos en que se impugnen resoluciones administrati- 
vas dictadas en el ejercicio de las potestades de 
supervisión de la actividad de las entidades asegurado- 
ras, sean requeridas por las autoridades administrati- 
vas o judiciales competentes. 

Las autoridades judiciales que reciban del Ministe- 
rio de Economía y Hacienda información de carácter 
reservado vendrán obligadas a adoptar las medidas 
pertinentes que garanticen la reserva durante la sus- 
tanciación del proceso de que se trate. 

' 

3. No obstante lo dispuesto en el número 1, las infor- 
maciones confidenciales podrán ser suministradas a las 
siguientes personas y entidades para facilitar el cumpli- 
miento de sus respectivas funciones, las cuales vendrán 
a su vez obligadas por lo dispuesto en dicho número 1 : 

a) Las autoridades competentes para la supervisión 
de las entidades aseguradoras y demás entidades fi- 

Todas las personas que ejerzan o hayan ejercido una 
actividad de ordenación y supervisión de entidades ase- 
guradoras, así como aquellas a quienes el Ministerio de 
Economía y Hacienda haya encomendado funciones 
respecto de las mismas, tendrán obligación de guardar 
secreto profesional sobre las informaciones confiden- 
ciales que reciban a título profesional en el ejercicio de 
tal función. El incumplimiento de esta obligación deter- 
minará las responsabilidades penales y las demás pre- 
vistas por las leyes. Estas personas no podrán prestar 
declaración ni testimonio ni publicar, comunicar o exhi- 
bir datos o documentos reservados, ni siquiera después 
de haber cesado en el servicio, salvo permiso expreso 
otorgado por el órgano competente del Ministerio de 
Economía y Hacienda. Si dicho permiso no fuera con- 
cedido, la persona afectada mantendrá el secreto y que- 
dará exenta de la responsabilidad que de ello emane. 

El Ministerio de Economía y Hacienda sólo podrá 
utilizar la información confidencial para el ejercicio de 
las potestades de ordenación y supervisión que le en- 
comienda la presente Ley. 

b) La publicación de datos agregados con fines es- 
tadísticos, o las comunicaciones en forma sumaria o 
agregada de manera que las entidades individuales no 
puedan ser identificadas ni siquiera indirectamente. 
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nancieras en los restantes Estados miembros del Espa- 
cio Económico Europeo. 

b) El Banco de España, la Comisión Nacional de 
Mercado de Valores y los demás Entes encargados de 
la supervisión de las cuentas y de la solvencia de enti- 
dades. 

c) La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras. 

d) Las autoridades responsables de la lucha contra 
el blanqueo de capitales; la Administración Tributaria 
respecto de las comunicaciones que de modo excepcio- 
nal puedan realizarse en virtud de lo dispuesto en los 
artículos 11 1 y 112 de la Ley General Tributaria, previa 
autorización indelegable del Ministro de Economía y 
Hacienda. 

e) Los auditores de cuentas de las entidades asegu- 
radoras y sus grupos y el Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas. 

4. Asimismo, las informaciones confidenciales po- 
drán ser recibidas de las personas y entidades referi- 
das en el número 3 precedente. Las informaciones 
confidenciales así recibidas, así como las obtenidas 
por la inspección de sucursales de entidades asegura- 
doras españolas establecidas en otros Estados miem- 
bros del Espacio Económico Europeo, no podrán ser 
objeto de la comunicación a que se refiere dicho nú- 
mero 3, salvo acuerdo expreso de la autoridad compe- 
tente que haya comunicado las informaciones o de la 
autoridad competente del Estado miembro de la su- 
cursal, respectivamente. 

Artículo 76. Aseguramiento en terceros países 

1 .  No podrán asegurarse en terceros países ajenos al 
Espacio Económico Europeo los buques, aeronaves y 
vehículos con estacionamiento habitual en España y 
los bienes de cualquier clase situados en territorio es- 
pañol, con la única excepción de las mercancías en ré- 
gimen de transporte internacional. Tampoco podrán 
asegurarse en dichos países los españoles residentes en 
España en cuanto a sus personas o sus responsabilida- 
des, salvo que se encuentren en viaje internacional y 
por el período de duración de dicho viaje. No obstante, 
el Ministro de Economía y Hacienda podrá autorizar 
este aseguramiento con carácter excepcional y para 
operaciones concretas. 

2. Queda igualmente prohibido concertar en Es- 
paña operaciones de seguro directo con entidades 
aseguradoras de terceros países ajenos al Espacio 
Económico Europeo o hacerlo a través de mediado- 
res de seguros privados que realicen su actividad pa- 
ra las mismas. De lo anterior se exceptúa el supuesto 
en que dichas entidades aseguradoras contraten a 
través de sucursales legalmente establecidas en Es- 
paña. 

b) El Banco de España, la Comisión Nacional de 
Mercado de Valores y los demás Entes encargados de 
la ordenación y supervisión de las cuentas y de la sol- 
vencia de entidades. 

1. No podrán asegurarse en terceros países ajenos 
al Espacio Económico Europeo los buques, aeronaves 
y vehículos con estacionamiento habitual en España y 
los bienes de cualquier clase situados en territorio es- 
pañol, con la única excepción de las mercancías en ré- 
gimen de transporte internacional. Tampoco podrán 
asegurarse en dichos países los españoles residentes en 
España en cuanto a sus personas o sus responsabilida- 
des, salvo que se encuentren en viaje internacional y 
por el período de duración de éste. No obstante, el Mi- 
nistro de Economía y Hacienda podrá autorizar este 
aseguramiento con carácter excepcional y para opera- 
ciones concretas. 
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Artículo 77. Deber de colaboración con los Estados 
miembros del Espacio Económico Euro- 
peo y obligaciones de información y reci- 

' procidad 

1. La Dirección General de Seguros colaborará con 
las autoridades supervisoras de los restantes Estados 
miembros del Espacio Económico Europeo e inter- 
cambiará con las mismas toda la información que sea 
precisa para el ejercicio de sus funciones respectivas 
en el ámbito de supervisión de las operaciones asegu- 
radoras privadas. 

2 .  La Dirección General de Seguros informará a la 
Comisión de las Comunidades Europeas: 

a) De cualquier autorización de una sociedad domi- 
nada por una o vanas entidades aseguradoras que se ri- 
jan por el derecho de un país no integrado en el Espa- 
cio Económico Europeo. En estos casos la información 
especificará la estructura del grupo de sociedades. 

b) De cualquier adquisición por parte de una enti- 
dad aseguradora de un país no miembro del Espacio 
Económico Europeo de participaciones en una enti- 
dad aseguradora española que hiciera de ésta última 
una sociedad dominada de aquélla. 

c) De cualquier dificultad de carácter general que 
encuentren las entidades aseguradoras españolas para 
establecerse o desarrollar su actividad en un país no 
miembro del Espacio Económico Europeo. 

3. Asimismo, la Dirección General de Seguros infor- 
mará a la Comisión de las Comunidades Europeas, a 
petición de esta última, cuando concurran las circuns- 
tancias a que se hará referencia en el número 4 subsi- 
guiente y mientras subsistan las mismas: 

a) De cualquier solicitud de autorización de una so- 
ciedad dominada por una o varias sociedades que se 
rijan por el derecho de un país no integrado en el Es- 
pacio Económico Europeo. 

b) De cualquier proyecto de una sociedad dominan- 
te que se rija por el derecho de un país no integrado en 
el Espacio Económico Europeo para adquirir partici- 
paciones en una entidad aseguradora española que 
fuera a convertir a esta última en sociedad dominada 
de aquélla. 

4. La Dirección General de Seguros limitará en su 
número o suspenderá la tramitación de nuevas autori- 
zaciones administrativas presentadas al amparo del ar- 
tículo 6 por sociedades dominadas por otras que se ri- 
jan por el derecho de un Estado no perteneciente al 
Espacio Económico Europeo cuando la Comisión de 
las Comunidades Europeas por un plazo no superior a 
tres meses, o el Consejo, para prorrogar por plazo más 
largo tales medidas, adopten un acuerdo en ese senti- 
do por haber comprobado que las entidades de segu- 
ros del Espacio Económico Europeo no reciben en un 

4. La Dirección General de Seguros limitará en su 
número o suspenderá la tramitación de nuevas autori- 
zaciones administrativas presentadas al amparo del 
artículo 6 por sociedades dominadas por otras que se 
rijan por el derecho de un Estado no perteneciente al 
Espacio Económico Europeo cuando la Comisión de 
las Comunidades Europeas por un plazo no superior 
a tres meses, o el Consejo, para prorrogar por plazo 
más largo tales medidas, adopte un acuerdo en ese 
sentido por haber comprobado que las entidades de 
seguros del Espacio Económico Europeo no reciben 
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país tercero un trato que ofrezca las mismas posibili- 
dades de competencia que a las entidades asegurado- 
ras nacionales de dicho país tercero y que en el mismo 
no se cumplen las condiciones de acceso efectivo al 
mercado. 

Lo expresado en el párrafo precedente será también 
aplicable al procedimiento de tramitación de comuni- 
caciones de adquisición de participaciones significati- 
vas, a que se refiere el artículo 2 1, en entidades asegu- 
radoras españolas por entidades domiciliadas en 
Estados no integrados en el Espacio Económico Eu- 
ropeo. 

5. La limitación o suspensión a que se refiere el nú- 
mero precedente no será aplicable en ningún caso a la 
creación de sociedades dominadas por entidades ase- 
guradoras o por las propias sociedades dominadas de 
éstas, si unas y otras están debidamente autorizadas 
en el Espacio Económico Europeo, ni a la adquisición 
de participaciones significativas por tales entidades 
en una entidad aseguradora domiciliada en dicho Es- 
pacio. 

6. En cualquier caso, las medidas que se adopten en 
virtud del presente artículo deberán ajustarse a las obli- 
gaciones contraídas por la Unión Europea en virtud de 
Tratados o Convenios Internacionales reguladores del 
acceso a la actividad aseguradora y de su ejercicio. 

TITULO 111 

DE LA ACTIVIDAD EN ESPAÑA DE ENTIDADES 
ASEGURADORAS EXTRANJERAS 

CAPITULO 1 

De la actividad en España de entidades 
aseguradoras domiciliadas en otros países 
miembros del Espacio Económico Europeo 

SECCIÓN 1" 

Disposiciones comunes 

Artículo 78. Supervisión de entidades aseguradoras 
autorizadas 

1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en paí- 
ses miembros del Espacio Económico Europeo distin- 
tos de España que hayan obtenido la autorización pa- 
ra operar en el Estado miembro de origen podrán 
ejercer sus actividades en España en régimen de dere- 
cho de establecimiento o en régimen de libre presta- 
ción de servicios. 

No podrán acogerse a lo dispuesto en el párrafo an- 
terior las entidades aseguradoras que realicen las 
operaciones descritas en el número 2 del artículo 49 
de esta Ley y los Organismos de derecho público enu- 
merados en el artículo 4 de la Directiva 73/239/CEE, 
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en un país tercero un trato que ofrezca las mism:is po- 
sibilidades de competencia que a las entidades asegu- 
radoras nacionales de dicho país tercero y que en el 
mismo no se cumplen las condiciones de accesc, efec- 
tivo al mercado. 
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del Consejo, de 24 de julio de 1973, y en el artículo 4 
de la Directiva 79/267/CEE, del Consejo, de 5 de mar- 
zo de 1979. 

2. Las entidades aseguradoras referidas en el nú- 
mero anterior deberán respetar las disposiciones dic- 
tadas por razones de interés general y las de supervi- 
sión de las entidades aseguradoras, incluidas las de 
protección del asegurado, que, en su caso, resulten 
aplicables. Asimismo, deberán presentar, en los mis- 
mos términos que las entidades aseguradoras españo- 
las, todos los documentos que les exija el Ministerio 
de Economía y Hacienda al objeto de comprobar si 
respetan en España las disposiciones españolas que 
les son aplicables. A estos efectos, dichas entidades 
aseguradoras estarán sujetas a la inspección por el 
Ministerio de Economía y Hacienda en los términos 
del artículo 72 y les será aplicable lo dispuesto en el 
número 5 del artículo 24. 

3. Si la Dirección General de Seguros comprobase 
que una entidad aseguradora de las referidas en el nú- 
mero 1 no respeta las disposiciones españolas que le 
son aplicables, le requerirá para que acomode su ac- 
tuación al ordenamiento jurídico. En defecto de la per- 
tinente adecuación por parte de la entidad asegurado- 
ra, la Dirección General de Seguros informará de ello 
a la autoridad supervisora del Estado miembro de ori- 
gen, al objeto de que adopte las medidas pertinentes 
para que la entidad aseguradora ponga fin a esa situa- 
ción irregular y las notifique a la Dirección General de 
Seguros. 

Si, por falta de adopción de las medidas pertinentes 
o porque las adoptadas resultaren inadecuadas, persis- 
tiera la infracción del ordenamiento jurídico, la Direc- 
ción General de Seguros podrá adoptar, tras informar 
de ello a las autoridades supervisoras del Estado 
miembro de origen, las medidas reguladas en el artícu- 
lo 24.4 y las previstas en el artículo 39 que, en ambos 
casos, le sean aplicables. 

En caso de urgencia, las medidas a que se refiere el 
párrafo anterior podrán ser adoptadas por la Direc- 
ción General de Seguros sin necesidad del requeri- 
miento e información exigidos por el párrafo primero. 

4. La documentación contractual y demás informa- 
ción que, con arreglo al número 2 precedente y a lo 
dispuesto en este Capítulo, el Ministerio de Economía 
y Hacienda tiene derecho a exigir a estas entidades 
aseguradoras o deba serle remitida por éstas se pre- 
sentará en castellano. 

5. Tales entidades aseguradoras podrán realizar pu- 
blicidad de sus servicios en España en los mismos tér- 
minos que las entidades aseguradoras españolas y su- 
jetas a idéntica supervisión. 

6. De estas entidades se tomará razón en el Registro 
administrativo de entidades aseguradoras a que se re- 
fiere el artículo 74, separadamente para las que ejer- 
zan su actividad en España en régimen de derecho de 
establecimiento y en régimen de libre prestación de 
servicios. 

4. Se presentará en castellano la documentación 
contractual y demás información que el Ministerio de 
Economía y Hacienda tiene derecho a exigir a estas 
entidades aseguradoras o deba serle remitida por és- 
tas, con arreglo al número 2 precedente y a lo dispues- 
to en este Capítulo. 

6. De estas entidades y de sus altos cargos se toma- 
rá razón en los registros administrativos a que se refie- 
re al artículo 74, separadamente para las que ejerzan 
su actividad en España en régimen de derecho de esta- 
blecimiento o en régimen de libre prestación de servi- 
cios. 
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Artículo 79. Cesión de cartera 

1. El Ministerio de Economía y Hacienda deberá 
prestar su conformidad para la cesión de cartera de los 
contratos de seguro de una entidad aseguradora domi- 
ciliada en otro Estado miembro del Espacio Económi- 
co Europeo cuando España sea el Estado miembro del 
compromiso o localización del riesgo. Asimismo, de- 
berá ser consultado cuando la cedente sea una sucur- 
sal establecida en España de una entidad aseguradora 
domiciliada en otro Estado miembro del Espacio Eco- 
nómico Europeo. Finalmente deberá certificar que la 
cesionaria dispone, habida cuenta de la cesión, del 
margen de solvencia necesario, cuando la cesionaria 
sea una entidad aseguradora española. 

2. El Ministerio de Economía y Hacienda deberá ex- 
presar su criterio en el plazo de tres meses desde la re- 
cepción de la petición de conformidad, consulta, o cer- 
tificación remitida por el Estado miembro de origen 
de la entidad aseguradora cedente. Si, transcurrido di- 
cho plazo, el citado Ministerio no se hubiere pronun- 
ciado al respecto, se entenderá otorgada la conformi- 
dad, evacuada la consulta o remitida la certificación. 

3. Cuando el Estado miembro de origen de la cedente 
autorice la cesión, el Ministerio de Economía y Hacien- 
da deberá dar publicidad a la cesión si España es el Es- 
tado miembro del compromiso o localización del riesgo. 

Artículo 80. Medidas de intervención 

1. Cuando la autoridad supervisora de una entidad 
aseguradora domiciliada en un Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo distinto de España, que 
opere en ella en régimen de derecho de establecimiento 
o en régimen de libre prestación de servicios, le revo- 
que la autorización administrativa, la Dirección Gene- 
ral de Seguros prohibirá a dicha entidad aseguradora 
la contratación de nuevos seguros, tanto en régimen de 
derecho de establecimiento como en régimen de libre 
prestación de servicios. En este caso, y con el objeto de 
salvaguardar los intereses de los asegurados, la Direc- 
ción General de Seguros podrá adoptar, en colabora- 
ción con la referida autoridad, las medidas de control 
especial reguladas en el artículo 39 de esta Ley. 

2. Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo que 
operen en España en régimen de derecho de estableci- 
miento o en régimen de libre prestación de servicios 
están sujetas a la potestad sancionadora del Ministerio 
de Economía y Hacienda en los términos de los artícu- 
los 40 y siguientes de la presente Ley, en lo que sea de 
aplicación y con las siguientes precisiones: . 

a) La sanción de revocación de la autorización se 
entenderá sustituida por la prohibición de que inicie 
nuevas operaciones en el territorio español. 

1. El Ministerio de Economía y Hacienda drberá 
prestar su conformidad para la cesión de cartera de los 
contratos de seguro de una entidad aseguradora iiomi- 
ciliada en otro Estado miembro del Espacio Ecoiiómi- 
co Europeo cuando España sea el Estado miembro del 
compromiso o localización del riesgo. Asimismo, de- 
berá ser consultado cuando la cedente sea una oucur- 
sal establecida en España de una entidad aseguradora 
domiciliada en otro Estado miembro del Espacici Eco- 
nómico Europeo. Finalmente, cuando la cesionaria sea 
una entidad aseguradora española dicho Ministerio 
deberá certificar que la cesionaria dispone, habida 
cuenta de la cesión, del margen de solvencia necc sario. 

2. El Ministerio de Economía y Hacienda deberá 
expresar su criterio en el plazo de tres meses desde la 
recepción de la petición de conformidad, formulación 
de consulta, o solicitud de certificación remitida por el 
Estado miembro de origen de la entidad aseguradora 
cedente. Si, transcurrido dicho plazo, el citado Minis- 
terio no se hubiere pronunciado al respecto, se enten- 
derá' otorgada la conformidad, evacuada la consulta o 
remitida la certificación. 

1. Cuando la autoridad supervisora de una entidad 
aseguradora domiciliada en un Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo distinto de España, que 
opere en ella en régimen de derecho de establecimiento 
o en régimen de libre prestación de servicios, le revo- 
que la autorización administrativa, la Dirección Gene- 
ral de Seguros prohibirá a dicha entidad aseguradora 
la contratación de nuevos seguros en ambos regímenes. 
En este caso, y con el objeto de salvaguardar los intere- 
ses de los asegurados, la Dirección General de Seguros 
podrá adoptar, ,en colaboración con la referida autori- 
dad, las medidas de control especial reguladas en el ar- 
tículo 39 de esta Ley. 
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b) La iniciación del procedimiento se comunicará a 
las autoridades supervisoras del Estado miembro de 
origen a fin de que, sin perjuicio de las sanciones que 
procedan con arreglo a la presente Ley, adopten las 
medidas que consideren apropiadas para que, en su 
caso, la entidad ponga fin a su actuación infractora o 
evite su reiteraciómen el futuro. Ultimado el procedi- 
miento, el Ministerio de Economía y Hacienda notifi- 
cará la decisión adoptada a las citadas autoridades. 

c) Se consideran cargos de administración o direc- 
ción de las sucursales el apoderado general y las de- 
más personas que dirijan dicha sucursal. 

3. Si sobre una entidad aseguradora domiciliada en 
otro Estado miembro se hubiere adoptado por la auto- 
ridad supervisora de dicho Estado miembro la medida 
de control especial de prohibición de disponer y solici- 
tare de la Dirección General de Seguros que adopte 
idéntica medida sobre los bienes de la entidad asegu- 
radora situados en territorio español, con indicación 
de aquéllos que deban ser objeto de la misma, la citada 
Dirección General adoptará tal medida. 

Artículo 81. Deber de información al tomador del se- 
guro. 

1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo que 
operen en España en régimen de derecho de estableci- 
miento o en régimen de libre prestación de servicios 
estarán sujetas en los contratos que celebren en ambos 
regímenes al mismo deber de información al tomador 
del seguro que a las entidades aseguradoras españolas 
imponen los artículos 53 y 60 de la presente Ley. La in- 
formación será suministrada en lengua española ofi- 
cial en el domicilio o residencia habitual del tomador 
del seguro. 

2. Tratándose de contratos de seguro de responsabi- 
lidad civil en vehículos terrestres automóviles, exclui- 
da la responsabilidad del transportista, celebrados en 
régimen de libre prestación de servicios, en la infor- 
mación deberá constar también el nombre y la direc- 
ción del representante a que se refiere el artículo 86.2 
de esta Ley. 

Artículo 82. Tributos y afiliación obligatoria 

1. Los contratos de seguro celebrados en régimen 
de derecho de establecimiento o en régimen de libre 
prestación de servicios que cubran riesgos localizados 
o asuman compromisos en España, estarán sujetos a 
los recargos a favor del Consorcio de Compensación 
de Seguros para cubrir las necesidades del mismo en 
el ejercicio de sus funciones de compensación de pér- 
didas derivadas de acontecimientos extraordinarios 
acaecidos en España, de fondo de garantía en el segu- 

1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo que 
operen en España en régimen de derecho de estableci- 
miento o en régimen de libre prestación de servicios 
estarán sujetas en los contratos que celebren en ambos 
regímenes al mismo deber de información al tomador 
del seguro que a las entidades aseguradoras españolas 
imponen los artículos 53 y 60 de la presente Ley. La in- 
formación será suministrada en lengua española ofi- 
cial del domicilio o residencia habitual del tomador 
del seguro. 
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ro de responsabilidad civil derivada de la circulación 
de vehículos automóviles, y destinado a efectuar sub- 
venciones a la Comisión Liquidadora de Entidades 
Aseguradoras, así como a los demás recargos y tribu- 
tos legalmente exigibles en las mismas condiciones 
que los contratos suscritos con entidades aseguradoras 
españolas. 

2.  Particularmente, en el seguro de responsabilidad 
civil en vehículos terrestres automóviles, excluida Ia 
responsabilidad del transportista, las entidades asegu, 
radoras que operen en España en régimen de derecho 
de establecimiento o en régimen de libre prestación de 
servicios deberán integrarse en la Oficina Española de 
Aseguradores de Automóviles y suscribir, en su caso, 
los convenios y acuerdos que sean obligatorios para 
las entidades aseguradoras españolas. 

S E C C I ~ N  2” 

Régimen de derecho de establecimiento 

Artículo 83. Determinación de condiciones de ejercicio. 

1. Antes de que una sucursal en España de una enti- 
dad aseguradora domiciliada en otro Estado miembro 
del Espacio Económico Europeo se establezca y co- 
mience a ejercer su actividad en régimen de derecho 
de establecimiento, la Dirección General de Seguros 
podrá indicar a la autoridad supervisora del Estado 
miembro de origen las condiciones en las que, por ra- 
zones de interés general, deberá ser ejercida la activi- 
dad en España. 

La citada Dirección General dispondrá para ello de 
un plazo de dos meses, contado a partir del momento 
en que reciba de la autoridad supervisora del Estado 
miembro de origen comunicación igual a la que hace 
referencia el número 2 del artículo 55.  

La sucursal podrá establecerse y comenzar su activi- 
dad en España desde que se le notifique la conformi- 
dad o las condiciones de la Dirección General de Segu- 
ros. También podrá iniciarla cuando, transcurrido el 
citado plazo de dos meses, no haya recibido dicha no- 
tificación. 

2. Toda modificación en la sucursal de alguno de los 
aspectos referidos en las letras b) a e) del número 1 del 
artículo 55 de la presente Ley estará sujeta a idéntico 
procedimiento pero el plazo, que será común, se redu- 
cirá a un mes. 

3 .  Toda presencia permanente en el territorio espa- 
ñol de una entidad aseguradora domiciliada en otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo se 
considerará sujeta al régimen de derecho de estableci- 
miento, aunque no haya tomado la forma de sucursal 
y se ejerza mediante una oficina administrada por el 
propio personal de aquélla o bien por medio de una 
persona independiente, pero con poderes para actuar 
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permanentemente en nombre de la entidad asegurado- 
ra como lo haría una sucursal. 

Artículo 84. Inspección de sucursales por la autoridad 
supervisora de origen 

Las autoridades supervisoras del Estado miembro 
de origen de una entidad aseguradora, que tenga esta- 
blecida una sucursal en España podrán proceder, pre- 
via información a la Dirección General de Seguros, 
por sí mismas o, por medio de personas a quienes ha- 
yan otorgado un mandato para ello, a la inspección de 
dicha sucursal para efectuar el control que les corres- 
ponde, con la colaboración de la Inspección de Segu- 
ros en los términos que reglamentariamente se deter- 
minen. 

S E C C I ~ N  3” 

Régimen de libre prestación de servicios 

Artículo 85. Inicio y modificación de la actividad 

1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo po- 
drán iniciar o, en su caso, modificar su actividad en 
España en régimen de libre prestación de servicios 
desde que reciban la notificación de que la autoridad 
supervisora del Estado miembro de origen ha remitido 
a la Dirección General de Seguros igual comunicación 
a la que se refiere el artículo 56.2 de esta Ley. 

2. Particularmente, si la entidad aseguradora tiene 
intención de cubrir los riesgos del ramo de responsabi- 
lidad civil en vehículos terrestres automóviles, exclui- 
da la responsabilidad del transportista, será requisito 
para el comienzo de su actividad en España que pre- 
viamente haya comunicado a la Dirección General de 
Seguros el nombre y domicilio del representante a que 
se refiere el artículo 86.2, y que haya formulado ante 
dicha Dirección General la declaración expresa res- 
ponsable de que la entidad aseguradora se ha integra- 
do en la Oficina Española de Aseguradores de Auto- 
móviles y que va a aplicar los recargos legalmente 
exigibles a favor del Consorcio de Compensación de 
Seguros. 

Artículo 86. Representante a efectos fiscales y en el se- 
guro de automóviles. 

1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo que 
pretendan operar en España en régimen de libre pres- 
tación de servicios vendrán obligadas a designar un re- 
presentante, persona física con residencia habitual o 

Las autoridades supervisoras del Estado miembro 
de origen de una entidad aseguradora que tenga esta- 
blecida una sucursal en España podrán proceder, pre- 
via información a la Dirección General de Seguros, 
por sí mismas o por medio de personas a quienes ha- 
yan otorgado un mandato para ello, a la inspección de 
dicha sucursal para efectuar el control que les corres- 
ponde, con la colaboración de la Inspección de Segu- 
ros en los términos que reglamentariamente se deter- 
minen. 
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entidad establecida en España, para que les represente 
a efectos del cumplimiento de las obligaciones tributa- 
rias a que se i-efiere el artículo 82. 

2 .  Las entidades aseguradoras a que se refiere el nú- 
mero precedente que pretendan celebrar contratos de 
seguro de responsabilidad civil en vehículos terrestres 
automóviles, excluida la responsabilidad del transpor- 
tista, deberán además nombrar un representante, per- 
sona física que resida habitualmente en España o per- 
sona jurídica que esté en el1.a establecida. 

Tal representante no constituirá por sí mismo una 
sucursal y, en su consecuencia, no podrá realizar ope- 
raciones de seguro directo en nombre de la entidad 
aseguradora representada. Sus facultades serán exclu- 
sivamente las siguientes: 

a) Atender las reclamaciones que presenten los ter- 
ceros perjudicados. A tal efecto, deberá tener poderes 
suficientes para representar a la entidad aseguradora 
incluso para el pago de las indemnizaciones y para de- 
fenderla ante los tribunales y autoridades administra- 
tivas españolas. 

b) Representar a la entidad aseguradora ante las au- 
toridades judiciales y administrativas españolas com- 
petentes en todo lo concerniente al control de la exis- 
tencia y validez de las pólizas de seguro de 
responsabilidad civil que resulte de la circulación de 
vehículos terrestres automóviles. 

c) Desempeñar, en su caso, las funciones a que se re- 
fiere el número í anterior. 

CAPITULO 11. 

De la actividad en España de entidades 
aseguradoras domiciliadas en terceros países. 

Artículo 87. Establecimiento de sucursales. 

1. El Ministro de Economía y Hacienda podrá con- 
ceder autorización administrativa a entidades asegura- 
doras domiciliadas en terceros países, no miembros 
del Espacio Económico Europeo, para establecer su- 
cursales en España al objeto de ejercer la actividad 
aseguradora, siempre que cumplan los siguientes re- 
quisitos: 

a) Que, con antelación no inferior a cinco años, se 
hallen debidamente autorizadas en su país para operar 
en los ramos en que se propongan hacerlo en España. 

b) Que creen una sucursal general cuyo objeto esté 
limitado a la actividad aseguradora, con domicilio per- 
manente en España, donde se conserve la contabilidad 
y documentaciói propia de la actividad que desarro- 
llen. 

c) Que presenten y se atengan a un programa de ac- 
tividades ajustado al artículo 12. Asimismo, deberán 
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presentar la documentación que reglamentariamente 
se determine, incluso, en su caso, los modelos de póli- 
zas, bases técnicas y tarifas de primas. 

d) Que aporten y mantengan en su sucursal en Espa- 
ña un fondo de cuantía no inferior al capital social o 
fondo mutual mínimos exigidos en el artículo 13 a las 
entidades aseguradoras, según los ramos de seguros en 
que operan, que se denominará fondo permanente de 
la casa central y, asimismo, que aporten y mantengan 
en España un fondo de garantía no inferior al mínimo 
establecido en el artículo 18. 

e) Que acompañen certificado de la autoridad super- 
visora de su país acreditativo de que cumplen con la 
legislación del mismo, singularmente en materia de 
margen de solvencia. 

f) Que designen un apoderado general, con domici- 
lio y residencia en España, que reúna las condiciones 
exigidas por el artículo 15, y con los más amplios po- 
deres mercantiles para obligar a la entidad asegurado- 
ra frente a terceros y representarla ante los tribunales 
y autoridades administrativas españoles; si el apodera- 
do general es una persona jurídica deberá tener su do- 
micilio social en España y designar, a su vez, para re- 
presentarla una persona física que reúna las 
condiciones antes indicadas. Dicho apoderado deberá 
obtener previamente la aceptación de la Dirección Ge- 
neral de Seguros, quien podrá denegarla o, en su caso, 
revocarla en aplicakión del principio de reciprocidad o 
por carecer de los requisitos que para quienes ejercen 
cargos de administración de entidades aseguradoras 
exige el artículo 15. 

2. Otorgada la autorización administrativa, se ins- 
cribirán la sucursal y su apoderado general en el Re- 
gistro administrativo que regula el artículo 74. 

Artículo 88. Condiciones para el ejercicio de la activi- 
dad aseguradora. 

La sucursal podrá realizar su actividad aseguradora 
en España con sometimiento a las disposiciones del 
Título 11 de la presente Ley, salvo las de su Capítulo IV, 
que en ningún caso le serán aplicables, de modo que 
sus riesgos siempre deberán estar localizados y sus 
compromisos asumidos en España. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior: 

1 .  Las normas reglamentarias de desarrollo de la 
presente Ley podrán exigir que los activos aptos para 
la cobertura de las provisiones técnicas estén localiza- 
dos en España. 

2. La cesión de cartera en que participen estas su- 
cursales como cedentes o cesionarias se ajustará a las 
siguientes reglas: 

a) Sólo será admisible la cesión de cartera de sucur- 
sales en España de entidades aseguradoras domicilia- 

d) Que aporten y mantengan en su sucursal en Es- 
paña un fondo de cuantía no inferior al capital social o 
fondo mutual mínimos exigidos en el artículo 13 a las 
entidades aseguradoras españolas, según los ramos de 
seguros en que operan, que se denominará fondo per- 
manente de la casa central y, asimismo, que aporten y 
mantengan en España un fondo de garantía no infe- 
rior al mínimo establecido en el artículo 18. 

a) Sólo será admisible la cesión de cartera de su- 
cursales en España de entidades aseguradoras domici- 
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das en terceros países cuando la cesionaria sea una en- 
tidad aseguradora española o domiciliada en otro Es- 
tado miembro del Espacio Económico Europeo, una 
sucursal establecida en España de una entidad asegu- 
radora domiciliada en otro Estado miembro del Espa- 
cio Económico Europeo o en terceros países, y, final- 
mente, una sucursal establecida en los restantes 
Estados miembros del Espacio Económico Europeo de 
una entidad aseguradora española o domiciliada en 
cualquiera de los restantes Estados miembros. En to- 
dos estos supuestos la cesión de cartera se sujetará a lo 
dispuesto en el artículo 22 y, en su caso, requerirá pre- 
viamente al otorgamiento de la autorización adminis- 
trativa la certificación de la autoridad competente del 
Estado miembro del cesionario de que éste dispone, 
habida cuenta de la cesión, del margen de solvencia 
necesario; tal certificación deberá expedirse dentro de 
los tres meses siguientes a la recepción de la petición 
formulada por la Dirección General de Seguros y se 
entenderá extendida de conformidad si, transcurrido 
el citado plazo, la certificación no es expedida. Si la 
cesionaria es una entidad aseguradora domiciliada, o 
una sucursal establecida, en otro Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo, los tomadores del segu- 
ro tendrán derecho a resolver los contratos de seguro 
afectados por la cesión. 

b) Sólo será admisible la cesión de cartera a una su- 
cursal en España de entidades aseguradoras domicilia- 
das en terceros países cuando la cedente sea una enti- 
dad aseguradora española o una sucursal establecida 
en España de entidades aseguradoras domiciliadas en 
otros Estados miembros del Espacio Económico Euro- 
peo o en terceros países. Si la cedente es una entidad 
aseguradora española o una sucursal en España de en- 
tidades aseguradoras domiciliadas en terceros países, 
la cesión de cartera se ajustará a lo dispuesto en el ar- 
tículo 22; si la cedente es una sucursal en España de 
una entidad aseguradora domiciliada en cualquiera de 
los restantes Estados miembros del Espacio Económi- 
co Europeo, el Ministerio de Economía y Hacienda de- 
berá prestar su conformidad para la cesión y certificar 
que la sucursal de la entidad aseguradora domiciliada 
en terceros países dispone, habida cuenta de la cesión, 
del margen de solvencia necesario, todo ello conforme 
al artículo 79. 

3. Las normas reglamentarias de desarrollo de la 
presente Ley podrán exigir la autorización administra- 
tiva previa, la aprobación o la puesta a disposición an- 
tes de su utilización de los modelos de pólizas, tarifas 
de primas y bases técnicas. 

Artículo 89. Normas especiales de intervención de su- 
cursales. 

1. Será causa de revocación de la autorización ad- 
ministrativa concedida a la sucursal de una entidad 

liadas en terceros países cuando la cesionaria sea una 
entidad aseguradora española o domiciliada en otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo, 
una sucursal establecida en España de una eniidad 
aseguradora domiciliada en otro Estado miembr9 del 
Espacio Económico Europeo o en terceros países, o, 
finalmente, una sucursal establecida en los restmtes 
Estados miembros del Espacio Económico Europeo de 
una entidad aseguradora española o domiciliatia en 
cualquiera de los restantes Estados miembros. E.n to- 
dos estos supuestos la cesión de cartera se sujetarA a lo 
dispuesto en el artículo 22 y, en su caso, requerir5 pre- 
viamente al otorgamiento de la autorización adniinis- 
trativa la certificación de la autoridad competente del 
Estado miembro del cesionario de que éste dispone, 
habida cuenta de la cesión, del margen de solvencia 
necesario; tal certificación deberá expedirse dentro de 
los tres meses siguientes a la recepción de la petición 
formulada por la Dirección General de Seguros y se 
entenderá extendida de conformidad si, transcurrido 
el citado plazo, la certificación no es expedida. Si la 
cesionaria es una entidad aseguradora domiciliada, o 
una sucursal establecida, en otro Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo, los tomadores del segu- 
ro tendrán derecho a resolver los contratos de seguro 
afectados por la cesión. 
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aseguradora domiciliada en un Estado no miembro 
del Espacio Económico Europeo, además de las enu- 
meradas en el artículo 25.1 de la presente Ley, que 
concurra en dicha sucursal cualquiera de las circuns- 
tancias que en una entidad aseguradora española son 
causa de disolución. Además, el Gobierno podrá revo- 
car la autorización a estas sucursales en aplicación del 
principio de reciprocidad o cuando lo aconsejen cir- 
cunstancias extraordinarias de interés nacional. 

2. La necesidad de salvaguarda de los intereses de 
los asegurados, beneficiarios, perjudicados o de otras 
entidades aseguradoras que exige la letra a) del artícu- 
lo 27.2 para acordar la intervención de la liquidación 
de una entidad aseguradora se presume, en todo caso, 
en la liquidación que afecte a sucursales de entidades 
extranjeras domiciliadas en países no miembros del 
Espacio Económico Europeo cuyas sedes centrales hu- 
bieran sido disueltas. 

3. A efectos del ejercicio de la potestad sancionado- 
ra se considera que ostentan cargos de administración 
o dirección de la sucursal el apoderado general y las 
demás personas que dirijan dicha sucursal. 

Artículo 90. Régimen especial de las entidades asegu- 
radoras suizas. 

No serán exigibles en el ámbito de los seguros distin- 
tos al seguro de vida a las sucursales establecidas en Es- 
paña de entidades aseguradoras de nacionalidad suiza: 

1.  Los requisitos establecidos en las letras a) y d) 
del número 1 del artículo 87 y la aceptación previa por 
la Dirección General de Seguros del apoderado gene- 
ral, para acceder a la actividad aseguradora. 

2. El margen de solvencia mínimo, para el ejercicio 
de la actividad aseguradora. 

3. La autorización administrativa previa, la aproba- 
ción o la puesta a disposición antes de su utilización 
de los modelos de pólizas, bases técnicas y tarifas de 
primas a que se refiere el artículo 88.3 de esta Ley, 
cuando se trate de grandes riesgos, definidos en el ar- 
tículo 107.2 de la Ley de Contrato de Seguro. No obs- 
tante, la Dirección General de Seguros podrá requerir 
la presentación, siempre que lo entienda pertinente, de 
los modelos de pólizas, bases técnicas y tarifas de pri- 
mas al objeto de controlar si respetan las disposiciones 
técnicas y sobre contrato de seguros. 

Esta exigencia no podrá constituir para la entidad 
aseguradora condición previa para el ejercicio de su 
actividad. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera. Ramos de seguro. 

1. En el seguro directo distinto del seguro de vida la 
clasificación de los riesgos por ramos, así como la de- 

Se suprime. 
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nominación de la autorización concedida simultánea- 
mente para varios ramos y, finalmente, la conceptua- 
ción de riesgos accesorios se ajustará a lo siguiente: 

A. Clasificación de los riesgos por ramos. 

1. Accidentes. 
Las prestaciones en este ramo pueden ser: a tanto 

alzado, de indemnización, mixta de ambos, y de cober- 
tura de ocupantes de vehículos. 

2. Enfermedad (comprendida la asistencia sanita- 
ria). 

Las prestaciones en este ramo pueden ser: a tanto 
alzado, de reparación, y mixta de ambos. 

3. Vehículos terrestres (no ferroviarios). 
Incluye todo daño sufrido por vehículos terrestres, 

sean o no automóviles, salvo los ferroviarios. 
4. Vehículos ferroviarios. 
5.  Vehículos aéreos. 
6. Vehículos marítimos, lacustres y fluviales. 
7. Mercancías transportadas (comprendidos los 

equipajes y demás bienes transportados). 
8. Incendio y elementos naturales. 

Incluye todo daño sufrido por los bienes (distinto de 
los comprendidos en los ramos 3, 4, 5, 6 y 7) causado 
por incendio, explosión, tormenta, elementos natura- 
les distintos de la tempestad, energía nuclear y hundi- 
miento de terreno. 

9. Otros daños a los bienes. 
Incluye todo daño sufrido por los bienes (distinto de 

los comprendidos en los ramos 3, 4, 5 , 6 y 7 ) causado 
por el granizo o la helada, así como por robo u otros 
sucesos distintos de los incluidos en el número 8. 

1 O. Responsabilidad civil en vehículos terrestres au- 
tomóviles (comprendida la responsabilidad del trans- 
portista). 

1 1. Responsabilidad civil en vehículos aéreos (com- 
prendida la responsabilidad del transportista). 

12. Responsabilidad civil en vehículos marítimos, la- 
custres y fluviales (comprendida la responsabilidad ci- 
vil del transportista). 

13. Responsabilidad civil en general. 
Comprende toda responsabilidad distinta de las 

mencionadas en los números 10, 1 1 y 12. 
14. Crédito. 
Comprende insolvencia general, venta a plazos, cré- 

dito a la exportación, crédito hipotecario y crédito 
agrícola. 

15. Caución (directa e indirecta). 
16. Pérdidas pecuniarias diversas. 
Incluye riesgos del empleo, insuficiencia de ingresos 

(en general), mal tiempo, pérdida de beneficios, subsi- 
dio por privación temporal del permiso de conducir, 
persistencia de gastos generales, gastos comerciales 
imprevistos, pérdida del valor venal, pérdidas de alqui- 
leres o rentas, pérdidas comerciales indirectas distin- 
tas de las anteriormente mencionadas, pérdidas pecu- 
niarias no comerciales y otras pérdidas pecuniarias. 

/’ 
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17. Defensa jurídica. 
18. Asistencia. 
Asistencia a las personas que se encuentren en difi- 

cultades durante desplazamientos o ausencias de su 
domicilio o de su lugar de residencia permanente. 
Comprenderá también la asistencia a las personas que 
se encuentren en dificultades en circunstancias distin- 
tas, determinadas reglamentariamente, siempre que 
no sean objeto de cobertura en otros ramos de seguro. 

19. Decesos. 
Incluye operaciones de seguro que garanticen única- 

mente prestaciones en caso de muerte, cuando estas 
prestaciones se satisfagan en especie o cuando el im- 
porte de las mismas no exceda del valor medio de los 
gastos funerarios por un fallecimiento. 

Los riesgos comprendidos en un ramo no podrán ser 
clasificados en otro ramo, sin perjuicio de lo dispuesto 
respecto de los riesgos accesorios en la letra C. 

B. Denominación de la autorización concedida si- 

Cuando la autorización se refiera simultáneamente: 
multáneamente para varios ramos. 

- a los ramos 1 y 2 se dará con la denominación 
{(Accidentes y enfermedad»; 
- a la cobertura de ocupantes de vehículos del ra- 

mo 1 y a los ramos 3, 7 y 10 se dará con la denomina- 
ción «Seguro de automóvil»; 
- a la cobertura de ocupantes de vehículos del ra- 

mo 1 y a los ramos 4, 6, 7 y 12 se dará con la denomi- 
nación «Seguro marítimo y de transporte»; 
- a la cobertura de ocupantes de vehículos del ra- 

mo 1 y a los ramos 5 ,  7 y 11 se dará con la denomina- 
ción «Seguro de aviación)); 
- a los ramos 8 y 9 se dará con la denominación 

«Incendio y otros daños a los bienes,,; 
- a los ramos 10, 11, 12 y 13 se dará con la deno- 

minación ({Responsabilidad civil»; 
- a los ramos 14 y 15 se dará con la denominación 

((Crédito y caución»; 
- a todos los ramos, se dará con la denominación 

"Seguros generales". 

C. Riesgos accesorios. 

La entidad aseguradora que obtenga una autoriza- 
ción para un riesgo principal perteneciente a un ramo 
o a un grupo de ramos podrá asimismo cubrir los ries- 
gos comprendidos en otro ramo sin necesidad de obte- 
ner autorización de los mismos, cuando éstos estén 
vinculados al riesgo principal, se refieran al objeto cu- 
bierto contra el riesgo principal y estén cubiertos por 
el contrato que cubre el riesgo principal, siempre que 
para la autorización en el ramo a que pertenezca el 
riesgo accesorio no se requieran mayores garantías fi- 
nancieras previas que para el principal, salvo, en cuan- 
to a este último requisito, que el riesgo accesorio sea el 

. .  

20. Asistencia Sanitaria 

La entidad aseguradora que obtenga una autoriza- 
ción para un riesgo principal perteneciente a un ramo 
o a un grupo de ramos podrá asimismo cubrir los ries- 
gos comprendidos en otro ramo sin necesidad de obte- 
ner autorización de los mismos, cuando éstos 'estén 
vinculados al riesgo principal, se refieran al objeto cu- 
bierto contra el riesgo principal y estén cubiertos por 
el contrato que cubre el riesgo principal, siempre que 
para la autorización en el ramo al que pertenezca el 
riesgo accesorio no se requieran mayores garantías fi- 
nancieras previas que para el principal, salvo, en cuan- 
to a este último requisito, que el riesgo accesorio sea el 
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de responsabilidad civil cuya cobertura no supere los 
límites que reglamentariamente se determinen. 

No obstante, los riesgos comprendidos en los ramos 
14, 15 y 17 no podrán ser considerados accesorios de 
otros ramos, salvo el ramo 17 (defensa jurídica) que, 
cuando se cumplan las condiciones exigidas en el pá- 
rrafo anterior, podrá ser considerado como riesgo ac- 
cesorio del ramo 18 si el riesgo principal sólo se refiere 
a la asistencia facilitada a las personas en dificultades 
con motivo de desplazamientos o de ausencias del do- 
micilio o del lugar de residencia permanente, y como 
riesgo accesorio del ramo 6 cuando se refiera a litigios 
o riesgos que resulten de la utilización de embarcacio- 
nes mm'timas o que estén relacionados con dicha uti- 
lización. 

2. El seguro directo sobre la vida se incluirá en un 
solo ramo, el ramo de vida, con el ámbito de todos los 
ramos del seguro directo sobre la vida enumerados en 
las Directivas comunitarias reguladoras de la actividad 
del seguro directo sobre la vida. 

A. Ambito del ramo de vida. 

El ramo de vida comprenderá: 

a) Seguro sobre la vida, tanto para caso de muerte 
como para caso de supervivencia, o ambos conjunta- 
mente, incluido en el de supervivencia el seguro de 
renta; el seguro sobre la vida con contraseguro; el se- 
guro de "nupcialidad"; y el seguro de "natalidad". Asi- 
mismo comprende cualquiera de estos seguros cuando 
estén vinculados con fondos de inversión. 

b) Operaciones de capitalización del artículo 3.2 de 
la presente Ley. 

c) Operaciones de gestión de fondos colectivos de ju- 
bilación y de gestión de operaciones tontinas. Se en- 
tenderá por: 

- Operaciones de gestión de fondos colectivos de 
jubilación aquéllas que supongan para la entidad ase- 
guradora administrar las inversiones y, particularmen- 
te, los activos representativos de las reservas de las en- 
tidades que otorgan prestaciones en caso de muerte, 
en caso de vida o en caso de cese o reducción de activi- 
dades. También estarán comprendidas tales operacio- 
nes cuando lleven una garantía de seguro, sea sobre la 
conservación del capital, sea sobre la percepción de un 
interés mínimo. Quedan expresamente excluidas las 
operaciones de gestión de fondos de pensiones, regidas 
por la Ley 8/1987, de 8 de junio, reguladora de los Pla- 
nes y Fondos de Pensiones, que estarán reservadas a 
las entidades gestoras de fondos de pensiones. 
- Operaciones tontinas aquéllas que lleven consigo 

la constitución de asociaciones que reúnan partícipes 
para capitalizar en común sus aportaciones y para re- 
partir el activo así constituido entre los supervivientes 
o entre sus herederos. 

de responsabilidad civil cuya cobertura no supere los 
límites que reglamentariamente se determinen. 
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B. Riesgos complementarios. 

Las entidades autorizadas para operar en el ramo de 
vida podrán cubrir como riesgos complementarios los 
comprendidos en el ramo de accidentes y en el ramo 
de enfermedad, siempre que concurran los siguientes 
requisitos: 

- Estén vinculados con el riesgo principal y sean 

- Se refieran al objeto cubierto contra el riesgo 

- Estén garantizados en un mismo contrato con éste. 
- Cuando el ramo complementario sea el de enfer- 

medad, que no comprenda prestaciones de asistencía 
sanitaria. 

complementarios del mismo. 

principal. 

Segunda. Seguro de caución a favor de Administracio- 
nes Públicas. 

El contrato de seguro de caución celebrado con enti- 
dad aseguradora autorizada para operar en el ramo de 
caución será admisible como forma de garantía ante 
las Administraciones Públicas en todos los supuestos 
que la legislación vigente exija o permita a las entida- 
des;de crédito o a los establecimientos financieros de 
crédito constituir garantías ante dichas Administracio- 
nes. Son requisitos para que el contrato de seguro de 
caución pueda servir como forma de garantía ante las 
Administraciones Públicas los siguientes: 

1. Tendrá la condición de tomador del seguro quien 
deba prestar la garantía ante la Administración Públi- 
ca y la de asegurado dicha Administración. 

2. La falta de pago de la prima, sea única, primera o 
siguientes, no dará derecho al asegurador a resolver el 
contrato, ni éste quedará extinguido, ni la cobertura 
del asegurador suspendida, ni éste liberado de su obli- 
gación caso de que se produzca el siniestro consistente 
en el concurso de las circunstancias en virtud de las 
cuales deba hacer efectiva la garantía. 

3. El asegurador no podrá oponer al asegurado las 
excepciones que puedan corresponderle contra el to- 
mador del seguro. 

4. La póliza en que se formalice el contrato de segu- 
ro de caución se ajustará al modelo aprobado por Or- 
den del Ministro de Economía y Hacienda. 

Tercera. Seguro de defensa jurídica. 

Las entidades aseguradoras que operen en el ramo 
de defensa jurídica habrán de optar por una de las si- 
guientes modalidades de gestión: 

1. Confiar la gestión de los siniestros del ramo de 
defensa jurídica a una entidad jurídicamente distinta, 

- Cuando el ramo complementario sea el de enfer- 
medad, y éste no comprenda prestaciones de asisten- 
cia sanitaria. 
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que habrá de mencionarse en-el contrato. Si dicha en- 
tidad se hallare vinculada a otra que practique algún 
ramo de seguro distinto del de vida, los miembros del 
personal de la primera que se ocupen de la gestión de 
siniestros o del asesoramiento jurídico relativo a dicha 
gestión no podrán ejercer simultáneamente la misma 
o parecida actividad en la segunda. Tampoco podrán 
ser comunes las personas que ostenten cargos de di- 
rección de ambas entidades. 

2 .  Garantizar en el contrato que ningún miembro 
del personal que se ocupe de la gestión de asesora- 
miento jurídico relativo a dicha gestión ejerza al tiem- 
po una actividad parecida en otro ramo si la entidad 
aseguradora opera en varios o para otra entidad que 
opere en algún ramo distinto del de vida y que tenga 
con la aseguradora de defensa jurídica vínculos finan- 
cieros, comerciales o administrativos con independen- 
cia de que esté o no especializada en dicho ramo. 

3. Prever en el contrato el derecho del asegurado a 
confiar la defensa de sus intereses, a partir del mo- 
mento en que tenga derecho a reclamar la interven- 
ción del asegurador según lo dispuesto en la póliza, a 
un abogado de su elección. 

Las tres modalidades de gestión se entienden sin 
perjuicio de que el asegurado, en el momento de verse 
afectado por cualquier procedimiento, haga efectivo el 
derecho que le atribuye el artículo 76 d) de la Ley de 
Contrato de Seguro. 

Cuarta. Moneda exigible en compromisos y riesgos. 

La moneda en que serán exigibles los riesgos asumi- 
dos por el asegurador se determinará con arreglo a las 
siguientes normas: 

Primera. Cuando las garantías de un contrato se ex- 
presen en una moneda determinada, las prestaciones 
del asegurador se considerarán exigibles en dicha mo- 
neda. 

Segunda. Cuando las garantías de un contrato no se 
expresen en una moneda determinada, las prestacio- 
nes del asegurador se considerarán exigibles en la mo- 
neda del país en que se localice el riesgo. Sin embargo, 
el asegurador podrá elegir la moneda en la que se ex- 
prese la prima, cuando haya circunstancias que así lo 
justifiquen. 

Tercera. El asegurador podrá considerar que la mo- 
neda en que sus prestaciones son exigibles sea la que 
habrá de utilizar según su propia experiencia o, en 
defecto de ésta, la moneda del país en que esté esta- 
blecido: 

- Para los contratos que garanticen los riesgos cla- 
sificados en los ramos de vehículos ferroviarios, vehí- 
culos aéreos, vehículos marítimos, lacustres y fluvia- 
les, mercancías transportadas, responsabilidad civil en 
vehículos aéreos, responsabilidad civil en vehículos 

2 .  Garantizar en el contrato de seguro que ningún 
miembro del personal que se ocupe de la gestión de 
asesoramiento jurídico relativo a dicha gestión ejerza 
al tiempo una actividad parecida en otro ramo :ii la en- 
tidad aseguradora opera en vanos o para otra entidad 
que opere en algún ramo distinto del de vida y que ten- 
ga con la aseguradora de defensa jurídica vínculos fi- 
nancieros, comerciales o administrativos con iridepen- 
dencia de que esté o no especializada en dicho ramo. 

1. La moneda en que serán exigibles los riesgos 
asumidos por el asegurador se determinará' con arre- 
glo a las siguientes normas: 

i 
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marítimos, lacustres y fluviales y responsabilidad civil 
de los productos. 
- Para los contratos que garanticen los riesgos cla- 

sificados en los demás ramos cuando, según el tipo de 
riesgo, se deban ejecutar las garantías en otra moneda 
diferente a la que resultaría de la aplicación de las nor- 
mas precedentes. 

Cuarta. Cuando se haya declarado un siniestro y las 
prestaciones sean pagaderas en una moneda diferente 
a la que resulte de la aplicación de las normas anterio- 
res, los riesgos asumidos por el asegurador se conside- 
rarán exigibles en dicha moneda, en particular aquélla 
en la cual la indemnización a pagar por el asegurador 
ha sido fijada, bien mediante una decisión judicial o 
bien mediante un acuerdo entre el asegurador y el ase- 
gurado. 

Quinta. Cuando la valoración firme de los daños se 
haya realizado en moneda distinta de la resultante de 
aplicar las normas anteriores, el asegurador podrá 
considerar que sus prestaciones son exigibles en dicha 
moneda. 

Sexta. En los seguros de vida será de aplicación la 
norma primera de esta Disposición para determinar la 
moneda en que se considerarán exigibles los compro- 
misos del asegurador. 

Quinta. Colaboradores en la actividad aseguradora. 

1. Son peritos de seguros quienes dictaminan sobre 
las causas del siniestro, la valoración de los daños y las 
demás circunstancias que influyen en la determina- 
ción de la indemnización derivada de un contrato de 
seguro y formulan la propuesta de importe líquido de 
la indemnización; son comisarios de averías quienes 
desarrollan las funciones referidas en los artículos 853, 
854 y 869 del Código de Comercio; y son liquidadores 
de averías quienes proceden a la distribución de la 
avería en los términos de los artículos 857 y siguientes 
del propio Código de Comercio. El régimen jurídico se 
ajustará a las siguientes reglas: 

a) Los peritos de seguros, comisarios de averías y 
liquidadores de averías deberán estar en posesión de 
título en la materia a que pertenezca el punto sobre 
el que han de dar su dictamen, si se trata de profesio- 
nes reguladas, y conocimiento suficiente de la técnica 
de la pericia aseguradora y de la legislación sobre 
contrato de seguro al objeto del desempeño de sus 
funciones. 

b) Para asegurar el nivel de preparación adecuado 
al que hace referencia el punto anterior, las organi- 
zaciones más representativas de las entidades asegu- 
radoras y de los peritos de seguros, comisarios de 
averías y liquidadores de averías, adoptarán conjun- 
tamente las medidas necesarias. A tal fin, conjunta- 
mente, los citados órganos de representación esta- 

- 7  

Cuarta. Cuando se haya declarado un siniestro y 
las prestaciones sean pagaderas en una moneda dife- 
rente a la que resulte de la aplicación de las normas 
anteriores, los riesgos asumidos por el asegurador se 
considerarán exigibles en dicha moneda, en particular 
aquélla en la cual la indemnización a pagar por el ase- 
gurador hubiese sido fijada, bien mediante una deci- 
sión judicial o bien mediante un acuerdo entre el ase- 
gurador y el asegurado. 

2. En los seguros de vida será de aplicación la nor- 
ma primera de esta Disposición para determinar la 
moneda en que se considerarán exigibles los compro- 
misos del asegurador. ' 

Quinta. Colaboradores en la actividad aseguradora 

1. Son peritos de seguros quienes dictaminan sobre 
las causas del siniestro, la valoración de los daños y las 
demás circunstancias que influyen en la determinación 
de la indemnización derivada de un contrato de seguro y 
formulan la propuesta de importe líquido de la indemni- 
zación; son comisarios de avenas quienes desarrollan las 
funciones referidas en los artículos 853, 854 y 869 del Có- 
digo de Comercio; y son liquidadores de avenas quienes 
proceden a la distribución de la avena en los términos de 
los artículos 857 y siguientes del propio. Código de Co- 
mercio. Su régimen jurídico que podrá determinarse re- 
glamentariamente, se ajustará a la siguientes reglas: 

a) Los peritos de seguros, comisarios de avenas y li- 
quidadores de avenas deberán estar en posesión de titu- 
lación en la materia a que pertenezca el punto sobre el 
que han de dar su dictamen, si se trata de profesiones 
reguladas, y de conocimiento suficiente de la técnica de 
la pericia aseguradora y de la legislación sobre contrato 
de seguro al objeto del desempeño de sus funciones con 
el alcance que podrá establecerse reglamentariamente. 

b) Para asegurar el nivel de preparación adecuado 
al que hace referencia el punto anterior, las organiza- 
ciones más representativas de las entidades asegura- 
doras y de los peritos de seguros, comisarios de averí- 
as y l iquidadores ,  de averías, adoptarán 
conjuntamente las medidas necesarias. A tal fin, con- 
juntamente, los citados órganos de representación es- 
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blecerán las líneas generales y los requisitos básicos 
que habrán de cumplir los programas de formación, 
de los referidos profesionales y los medios a emplear 
para su ejecución. 

c) La Dirección General de Seguros fomentará la 
adecuada preparación técnica y cualificación profesio- 
nal de los peritos de seguros, comisarios de averías y 
liquidadores de averías. A este objeto, la documenta- 
ción a que hace referencia el apartado anterior, estará 
a disposición de la citada Dirección General, que po- 
drá requerir que se efectúen las modificaciones que re- 
sulten necesarias en el contenido de los programas y 
en los medios precisos para su organización y ejecu- 
ción al objeto de adecuarlos al deber de formación a 
que se refiere la letra b) precedente. 

2. Los auditores tendrán la obligación de comuni- 
car a la mayor brevedad posible a la Dirección General 
de Seguros cualquier hecho o decisión sobre una enti- 
dad aseguradora del que hayan tenido conocimiento 
en el ejercicio de su función de auditoría practicada a 
la misma o a otra entidad con la que dicha entidad 
aseguradora tenga un vínculo estrecho cuando los cita- 
dos hechos o decisión puedan constituir una violación 
de la normativa de supervisión de las entidades asegu- 
radoras, o perjudicar la continuidad del ejercicio de la 
actividad de la entidad aseguradora o, en último térmi- 
no, implicar la denegación de la certificación de cuen- 
tas o la emisión de reservas. 

3. Las sociedades de tasación deberán valorar con 
prudencia los bienes inmuebles de las entidades ase- 
guradoras a efectos de las garantías financieras exigi- 
bles a las mismas y redactar con veracidad los certifi- 
cados e informes que emitan a estos efectos. El 
incumplimiento de estas obligaciones determinará la 
aplicación a las sociedades de tasación del régimen 
sancionador previsto en la Disposición Adicional Dé- 
cima de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se 
adapta la legislación española en materia de entidades 
de crédito a la Segunda Directiva de Coordinación 
Bancaria. 

4. Se introducen en la Disposición Adicional Déci- 
ma de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se 
adapta la legislación española en materia de entida- 
des de crédito a la Segunda Directiva de Coordina- 
ción Bancaria y se introducen otras modificaciones 
relativas al sistema financiero, las siguientes modifi- 
caciones: 

a) El punto 1 queda redactado así: 

"1. Las sociedades de tasación y las entidades de cré- 
dito que dispongan de servicios propios de tasación 
deberán valorar con prudencia los bienes y redactar 
con veracidad los certificados e informes que emitan. 
El incumplimiento de cualesquiera de sus obligaciones 
determinará la aplicación del régimen sancionador 
previsto en esta Disposición Adicional." 

tablecerán las líneas generales y los requisitos hásicos 
que habrán de cumplir los programas de fonración, 
de los referidos profesionales y los medios a emplear 
para su ejecución. 

c) La Dirección General de Seguros fomeni.ará la 
adecuada preparación técnica y cualificación profesio- 
nal de los peritos de seguros, comisarios de averías y 
liquidadores de averías. A este objeto, la documenta- 
ción en que se concrete lo establecido en el apartado 
anterior, estará a disposición de la citada Dirección 
General, que podrá requerir que se efectúen las modi- 
ficaciones que resulten necesarias en el contenido de 
los programas y en los medios precisos para su clrgani- 
zación y ejecución al objeto de adecuarlos al deber de 
formación a que se refiere la letra b) precedente. 

2. Los auditores tendrán la obligación de camuni: 
car a la mayor brevedad posible a la Dirección General 
de Seguros cualquier hecho o decisión sobre una enti- 
dad aseguradora del que hayan tenido conocimiento en 
el ejercicio de su función de auditoría practicada a la 
misma o a otra entidad con la que dicha entidad asegu- 
radora tenga un vínculo estrecho cuando el citado he- 
cho o decisión pueda constituir una violación de la nor- 
mativa de ordenación y supervisión de las entidades 
aseguradoras, o perjudicar la continuidad del ejercicio 
de su actividad o, en último término, implicar la dene- 
gación de la certificación de cuentas o la emisión de re- 
servas. 

3. Las sociedades de tasación deberán valorar con 
prudencia los bienes inmuebles de las entidades ase- 
guradoras a efectos de las garantías financieras exigi- 
bles a las mismas y redactar con veracidad los certi- 
ficados e informes que emitan a estos efectos. El in- 
cumplimiento de estas obligaciones determinará la 
aplicación a las sociedades de tasación del régimen 
sancionador previsto en la Disposición Adicional Déci- 
ma de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se 
adapta la legislación española en materia de entidades 
de crédito a la Segunda Directiva de Coordinación 
Bancaria. 

4. Se introducen en la Disposición Adicional Déci- 
ma de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se 
adapta la legislación española en materia de entida- 
des de crédito a la Segunda Directiva de Coordina- 
ción Bancaria y se introducen otras modificaciones 
relativas al sistema financiero, las siguientes modifi- 
caciones: 

a) El punto 1 queda redactado así: 

~ 1 .  Las sociedades de tasación y las entidades de 
crédito que dispongan de servicios propios de tasación 
deberán valorar con prudencia los bienes y redactar 
con veracidad los certificados e informes que emitan. 
El incumplimiento de cualesquiera de sus Obligaciones 
determinará la aplicación del régimen sancionador 
previsto en esta Disposición Adicional.)) 
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b) El punto 2.a.3" queda redactado así: 

"3". La emisión de certificados o informes de tasa- 
ción en cuyo contenido se aprecie de forma manifiesta: 

a) La falta de veracidad en la valoración y en parti- 
cular la falta de concordancia con los datos y pruebas 
obtenidos en la actividad de valoración efectuada. 

b) La falta de prudencia valorativa cuando la emi- 
sión de dichos documentos se haga a efectos de valo- 
rar bienes aptos para la cobertura de las provisiones 
técnicas de las entidades aseguradoras. 

En todo caso, se presumirá la existencia de manifiesta 
falta de veracidad o, tratándose de entidades asegurado- 
ras, de falta de prudencia valorativa cuando, como con- 
secuencia de las valoraciones reflejadas en alguno de di- 
chos documentos, se genere la falsa apariencia de que 
una entidad aseguradora u otra de naturaleza financiera 
cumple las garantías financieras exigibles a la misma." 

c) El punto 2.b.2" queda redactado así: 

"2". La emisión de certificados o informes en cuyo 
contenido se aprecie: 

a) La falta de veracidad y en particular la falta de 
concordancia con los datos y pruebas obtenidos en la 
actividad de valoración efectuada o que se aparten, sin 
advertirlo expresamente, de los principios, procedi- 
mientos, comprobaciones e instrucciones previstos en 
la normativa aplicable. En concreto, la emisión de di- 
chos documentos incumpliendo los requerimientos 
formulados por la Dirección General de Seguros con 
ocasión de la comprobación de tasaciones anteriores 
de inmuebles de entidades aseguradoras. 

b) La falta de prudencia valorativa, cuando la emi- 
sión de dichos documentos se haga a efectos de valo- 
rar bienes aptos para la cobertura de las provisiones 
técnicas de las entidades aseguradoras." 

d) El apartado 2.b.4" queda redactado así: 

"4". La falta de remisión de los datos que deban ser 
suministrados al Banco de España o, en su caso, a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores, así como 
la de aquellos datos, documentos o aclaraciones solici- 
tados por la Dirección General de Seguros en su fun- 
ción de comprobación de los valores reflejados por las 
sociedades de tasación en sus certificados o informes." 

5 .  Son actuarios los expertos que obstentan la califi- 
cación para dictaminar sobre los aspectos actuariales 
contenidos en la Ley; cuando, les sea requerido debe- 
rán manifestarse, bajo su responsabilidad, sobre la sol- 
vencia dinámica futura de la actividad aseguradora o 
sistema de previsión desarrollados de una determina- 
da entidad aseguradora. 

b) El punto 2.a.3." queda redactado así: 

«3." La emisión de certificados o informes de tasa- 
ción en cuyo contenido se aprecie de forma manifiesta: 

a) La falta de veracidad en la valoración y en parti- 
cular la falta de concordancia con los datos y pruebas 
obtenidos en la actividad de valoración efectuada. 

b) La falta de prudencia valorativa cuando la emi- 
sión de dichos documentos se haga a efectos de valo- 
rar bienes aptos para la cobertura de las provisiones 
técnicas de las entidades aseguradoras. 

En todo caso, se presumirá la existencia de manifiesta 
falta de veracidad o, tratándose de entidades asegurado- 
ras, de falta de prudencia valorativa cuando, como con- 
secuencia de las valoraciones reflejadas en alguno de di- 
chos documentos, se genere la falsa apariencia de que 
una entidad aseguradora u otra de naturaleza financiera 
cumple las garantías financieras exigibles a la misma.» 

c) El punto 2.b.2." queda redactado así: 

~ 2 . "  La emisión de certificados o informes'en cuyo 
contenido se aprecie: 

a) La falta de veracidad y en particular la falta de 
concordancia con los datos y pruebas obtenidos en la 
actividad de valoración efectuada o que se aparten, sin 
advertirlo expresamente, de los principios, procedi- 
mientos, comprobaciones e instrucciones previstos en 
la normativa aplicable. En concreto, la emisión de di- 
chos documentos incumpliendo los requerimientos 
formulados por la Dirección General de Seguros con 
ocasión de la comprobación de tasaciones anteriores 
de inmuebles de entidades aseguradoras. 

b) La falta de prudencia valorativa, cuando la emi- 
sión de dichos documentos se haga a efectos de valo- 
rar bienes aptos para la cobertura de las provisiones 
técnicas de las entidades aseguradoras. n 

d) El apartado 2.b.4." queda redactado así: 

~ 4 . "  La falta de remisión de los datos que deban ser 
suministrados al Banco de España o, en su caso, a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores, así como 
la de aquellos datos, documentos o aclaraciones solici- 
tados por la Dirección General de Seguros en su fun- 
ción de comprobación de los valores reflejados por las 
sociedades de tasación en sus certificados o informes. )> 

5. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, son ac- 
tuarios quienes poseyendo la correspondiente titula- 
ción legal, ostentan la calificación para dictaminar so- 
bre los aspectos actuariales contenidos en la Ley. 
Cuando les sea requerido deberán manifestarse, bajo 
su responsabilidad sobre la solvencia dinámica futura 
de la actividad aseguradora o sistema de previsión de- 
sarrollados por una determinada entidad aseguradora. 
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Sexta. Modificaciones de la Ley de Contrato de Seguro. 

Los artículos que a continuación se expresan de la 
parte dispositiva de'la Ley 5011980, de 8 de octubre, de 
Contrato de Seguro, con las modificaciones introduci- 
das por la Ley 2111990, de 19 de diciembre, para adap- 
tar el Derecho español a la Directiva 88/357/CEE y de 
actualización de la legislación de seguros privados, 
quedan modificados del siguiente modo: , '  

1. El párrafo inicial del artículo 8 queda redactado 
del siguiente modo: . 

"La póliza del contrato debe estar redactada en todo 
caso en castellano y, si el tomador del seguro lo solici- 
ta, en otra lengua. Contendrá, como mínimo, las indi- 
caciones siguientes:" 

2. Se da nueva redacción al artículo 20: 

"Artículo 20. Si el asegurador incurriere en mora 
en el cumplimiento de la prestación, la indemniza- 
ción de daños y perjuicios, no obstante entenderse 
válidas las cláusulas contractuales que sean más be- 
neficiosas para el asegurado, se ajustará a las siguien- 
tes reglas: 

1". Afectará, con carácter general, a la mora del ase- 
gurado; respecto del tomador del seguro o asegurado 
y, con carácter particular, a la mora respecto del terce- 
ro perjudicado en el seguro de responsabilidad civil y 
del beneficiario en el seguro de vida. 

2". Será aplicable a la mora en la satisfacEión de la 
indemnización, mediante pago o por la reparación o 
reposición del objeto iiniestrado, y también a la mora 
en el pago del importe mínimo de lo que el asegurador 
pueda deber. 

3". Se entenderá que el asegurador incurre en mora 
cuando no hubiere cumplido su prestación en el plazo 
de tres meses desde la producción del siniestro o no 
hubiere procedido al pago del importe mínimo de lo 
que pueda deber dentro de los cuarenta días a partir 
de la recepción de la declaración del siniestro. 

4". La indemnización por mora se impondrá de ofi- 
cio por el órgano judicial y consistirá en el pago de un 
interés anual igual al del interés legal del dinero vigen- 
te en el momento en que se devengue, incrementado 
en el cincuenta por ciento; estos intereses se conside- 
rarán producidos por días y los vencidos devengarán el 
mismo interés, sin necesidad de reclamación judicial. 

No obstante, transcurrido dos años desde la produc- 
ción del siniestro, el interés anual no podrá ser inferior 
al veinte por ciento. 

5". En la reparación o reposición del objeto sinies- 
trado la base inicial de cálculo de los intereses será el 
importe líquido de tal reparación o reposición, sin que 
la falta de liquidez impida que comiencen a devengar- 
se intereses en la fecha a que se refiere el apartado 6" 

2. Se da nueva redacción al artículo 20: 

«Artículo 20. Si el asegurador incurriere en mora 
en el cumplimiento de la prestación, la indemniza- 
ción de daños y perjuicios, no obstante entenderse 
válidas las cláusulas contractuales que sean m.ás be- 
neficiosas para el asegurado, se ajustará a las siguien- 
tes reglas: 

1." Afectará, con carácter general, a la mora del 
asegurador respecto del tomador del seguro o asegura- 
do y, con carácter particular, a la mora respecto del 
tercero perjudicado en el seguro de responsabilidad ci- 
vil y del beneficiario en el seguro de vida. 

2." Será aplicable a la mora en la satisfacción de la 
indemnización, mediante pago o por la reparación o 
reposición del objeto siniestrado, y también a la mora 
en el pago del importe mínimo de lo que el asegurador 
pueda deber. 

3." Se entenderá que el asegurador incurre en mora 
cuando no hubiere cumplido su prestación en el plazo 
de tres meses desde la producción del siniestro o no 
hubiere procedido al pago del importe mínimo de lo 
que pueda deber dentro de los cuarenta días a partir 
de la recepción de la declaración del siniestro. 

4." La indemnización por mora se impondrá cle ofi- 
cio por el órgano judicial y consistirá en el pago de un 
interés anual igual al del interés legal del dinero vigen- 
te en el momento en que se devengue, incrementado 
en el cincuenta por ciento; estos intereses se conside- 
rarán producidos por días, sin necesidad de reclama- 
ción judicial. 

No obstante, transcurridos dos años desde la pro- 
ducción del siniestro, el interés anual no podrá se infe- 
rior al veinte por ciento. 

5." En la reparación o reposición del objeto sinies- 
trado la base inicial de cálculo de los intereses será el 
importe líquido de tal reparación o reposición, sin que 
la falta de liquidez impida que comiencen a devengar- 
se intereses en la fecha a que se refiere el apartado 6." 
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subsiguiente. En los demás casos será base inicial de 
cálculo la indemnización debida, o bien el importe mí- 
nimo de lo que el asegurador pueda deber. 

6". Será termino inicial del cómputo de dichos inte- 
reses la fecha del siniestro. 

No obstante, si por el tomador del seguro, el asegu- 
rado o el beneficiario no se ha cumplido el deber de 
comunicar el siniestro dentro del plazo fijado en la pó- 
liza o, subsidiariamente en el de siete días de haberlo 
conocido, el término inicial del cómputo será el día de 
la comunicación del siniestro. 

Respecto del tercero perjudicado o sus herederos lo 
dispuesto en el párrafo primero de este número queda- 
rá exceptuado cuando el asegurador pruebe que no tu- 
vo conocimiento del siniestro con anterioridad a la re- 
clamación o el ejercicio de la acción directa por el 
perjudicado o sus herederos, en cuyo caso será térmi- 
no inicial la fecha de dicha reclamación o la del citado 
ejercicio de la acción directa. 

7". Será término final del cómputo de intereses en 
los casos de falta de pago del importe mínimo de lo 
que el asegurador pueda deber, el día en que con arre- 
glo al número precedente comiencen a devengarse in- 
tereses por el importe total de la indemnización, salvo 
que con anterioridad sea pagado por el asegurador di- 
cho importe mínimo, en cuyo caso será término final 
la fecha de este pago. Será término final del plazo de 
la obligación de abono de intereses de demora por la 
aseguradora en los restantes supuestos el día en que 
efectivamente satisfaga la indemnización, mediante 
pago, reparación o reposición, al asegurado, beneficia- 
rio o perjudicado. 

8". No habrá lugar a la indemnización por mora del 
asegurador cuando la falta de satisfacción de la in- 
demnización o de pago del importe mínimo esté fun- 
dada en una causa justificada o que no le here  impu- 
table. 

9". Cuando el Consorcio de Compensación de Segu- 
ros deba satisfacer la indemnización como fondo de 
garantía, se entenderá que incurre en mora única- 
mente en el caso de que haya transcurrido el plazo de 
tres meses desde la fecha en que se le reclame la satis- 
facción de la indemnización sin que por el Consorcio 
se haya procedido al pago de la misma con arreglo a 
su normativa específica, no siéndole de aplicación la 
obligación de indemnizar por mora en la falta de pago 
del importe mínimo. En lo restante, cuando el Con- 
sorcio intervenga como fondo de garantía, y, sin ex- 
cepciones, cuando el Consorcio contrate como asegu- 
rador directo, será íntegramente aplicable el presente 
artículo. 

10". En la determinación de la indemnización por 
mora del asegurador no será de aplicación en lo dis- 
puesto del artículo 1.108 del Código Civil, ni lo precep- 
tuado en el párrafo cuarto del artículo 92 1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, salvo las previsiones contenidas 
en este último precepto para la revocación total o par- 
cial de la sentencia." 

~~ 

subsiguiente. En los demás casos será base inicial de 
cálculo la indemnización debida, o bien el importe mí- 
nimo de lo que el asegurador pueda deber. 

6." Será término inicial del cómputo de dichos inte- 
reses la fecha del siniestro. 

No obstante, si por el tomador del seguro, el asegu- 
rado o el beneficiario no se ha cumplido el deber de 
comunicar el siniestro dentro del plazo fijado en la pó- 
liza o, subsidiariamente en el de siete días de haberlo 
conocido, el término inicial del cómputo será el día de 
la comunicación del siniestro. 

Respecto del tercero perjudicado o sus herederos lo 
dispuesto en el párrafo primero de este número queda- 
rá exceptuado cuando el asegurador pruebe que no tu- 
vo conocimiento del siniestro con anterioridad a la re- 
clamación o al ejercicio de la acción directa por el 
perjudicado o sus herederos, en cuyo caso será térmi- 
no inicial la fecha de dicha reclamación o la del citado 
ejercicio de la acción directa. 

7." Será término final del cómputo de intereses en 
los casos de falta de pago del importe mínimo de lo 
que el asegurador pueda deber, el día en que con arre- 
glo al número precedente comiencen a devengarse in- 
tereses por el importe total de la indemnización, salvo 
que con anterioridad sea pagado por el asegurador di- 
cho importe mínimo, en cuyo caso será término final 
la fecha de este pago. Será término final del plazo de 
la obligación de abono de intereses de demora por la 
aseguradora en los restantes supuestos el día en que 
efectivamente satisfaga la indemnización, mediante 
pago, reparación o reposición, al asegurado, beneficia- 
rio o perjudicado. 

8." No habrá lugar a la indemnización por mora del 
asegurador cuando la falta de satisfacción de la in- 
demnización o de pago del importe mínimo esté fun- 
dada en una causa justificada o que no le fuere impu- 
table. 

9." Cuando el Consorcio de Compensación de Se- 
guros deba satisfacer la indemnización como fondo 
de garantía, se entenderá que incurre en mora única- 
mente en el caso de que haya transcurrido el plazo de 
tres meses desde la fecha en que se le reclame la satis- 
facción de la indemnización sin que por el Consorcio 
se haya procedido al pago de la misma con arreglo a 
su normativa específica, no siéndole de aplicación la 
obligación de indemnizar por mora en la falta de pago 
del importe mínimo. En lo restante, cuando el Con- 
sorcio intervenga como fondo de garantía, y, sin ex- 
cepciones, cuando el Consorcio contrate como asegu- 
rador directo, será íntegramente aplicable el presente 
artículo. 

10." En la determinación de la indemnización por 
mora del asegurador no será de aplicación lo dispues- 
to en el artículo 1.108 del Código Civil, ni lo precep- 
tuado en el párrafo cuarto del artículo 92 1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, salvo las previsiones contenidas 
en este último precepto para la revocación total o par- 
cial de la sentencia.» 
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3. Se añade un nuevo artículo 33.a): 

"1. Un contrato de seguro tendrá la calificación de 
coaseguro comunitario a los efectos de esta Ley si reú- 
ne todas y cada una de las siguientes condiciones: 

a) Que de lugar a la cobertura de uno o más riesgos 
de los definidos en el artículo 107.2 de esta Ley. 

b) Que participen en la cobertura del riesgo varias 
aseguradoras teniendo todas ellas su domicilio social 
en alguno de los Estados miembros del Espacio Eco- 
nómico Europeo, y siendo una de ellas abridora de la 
operación. 

c) Que el coaseguro se haga mediante un único con- 
trato, referente al mismo interés, riesgo y tiempo y con 
reparto de cuotas determinadas entre varias asegura- 
doras, sin que exista solidaridad entre ellas, de forma 
que cada una solamente estará obligada al pago de la 
indemnización en proporción a la cuota respectiva. 

d) Que cubra riesgos situados en el Espacio Econó- 
mico Europeo. 

e) Que la aseguradora abridora, esté o no domicilia- 
da en España, se encuentre habilitada para cubrir la 
totalidad del riesgo conforme a las disposiciones que 
le sean aplicables. 

f )  Que al menos uno de los coaseguradores participe 
en el contrato por medio de su domicilio social o de 
una sucursal establecida en un Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo distinto del Estado de la 
aseguradora abridora. 

g) Que la abridora asuma plenamente las funciones 
que le corresponden en la práctica del coaseguro, deter- 
minando, de acuerdo con el tomador y de conformidad 
con lo dispuesto en las leyes, la ley aplicable al contrato 
de seguro, las condiciones de éste y las de tarificación. 

2. Las aseguradoras que participen en España en 
una operación de coaseguro comunitario en calidad de 
abridoras, así como sus actividades como tales coase- 
guradoras, se regirán por las disposiciones aplicables 
al contrato de seguro por grandes riesgos." 

4. El artículo 44 adopta la siguiente redacción: 

"El asegurador no cubre los daños por hechos deri- 
vados de conflictos armados, haya precedido o no de- 
claración oficial de guerra, ni los derivados de riesgos 
extraordinarios sobre las personas y los bienes, salvo 
pacto en contrario. 

No será de aplicación a los contratos de seguros por 
grandes riesgos, tal como se delimitan en esta Ley, el 
mandato contenido en el artículo 2 de la misma." 

5. Se añade un nuevo párrafo al artículo 73, del si- 
guiente .tenor: 

"Serán admisibles, como límites establecidos en el 
contrato, aquellas cláusulas limitativas de los derechos 

5. Se añade un nuevo párrafo al artículo 73, del si- 
guiente tenor: 

((Serán admisibles, como límites establecidos en el 
contrato, aquellas cláusulas limitativas de los der,echos 
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de los asegurados ajustadas al artículo 3 de la presente 
Ley que circunscnban la cobertura de la aseguradora a 
los supuestos en que la reclamación del perjudicado 
haya tenido lugar dentro de un período de tiempo, no 
inferior a un año, desde la terminación de la última de 
las prórrogas del contrato o, en su defecto, de su perío- 
do de duración. Asimismo, y con el mismo carácter de 
cláusulas limitativas conforme a dicho artículo 3 serán 
admisibles, como límites establecidos en el contrato, 
aquéllas que circunscriban la cobertura del asegurador 
a los supuestos en que la reclamación del perjudicado 
tenga lugar durante el período de vigencia de la póliza 
siempre que, en este caso, tal cobertura se extienda a 
los supuestos en los que el nacimiento de la obligación 
de indemnizar a cargo del asegurado haya podido te- 
ner lugar con anterioridad, al menos, en un año al co- 
mienzo de efectos del contrato, y ello aunque dicho 
contrato sea prorrogado.“ 

6 .  Se añade un nuevo artículo 83.a): 

“1. El tomador del seguro en un contrato de seguro 
individual de duración superior a seis meses que haya 
estipulado el contrato sobre la vida propia o la de un 
tercero tendrá la facultad de resolver el contrato den- 
tro del plazo de los quince días siguientes a la fecha en 
la que el asegurador le entregue la póliza o un docu- 
mento de cobertura provisional. 

2. La facultad unilateral de resolución del contrato 
deberá ejercitarse por escrito expedido por el tomador 
del seguro en el plazo indicado y producirá sus efectos 
desde el día de su expedición. 

3. A partir de esta fecha, cesará la cobertura del ries- 
go por parte del asegurador y el tomador del seguro 
tendrá derecho a la devolución de la prima que hubie- 
ra pagado, salvo la parte correspondiente al tiempo en 
que el contrato hubiera tenido vigencia.” 

7. Se da nueva redacción a los artículos 107, 108 y 
109: 

“107.1. La ley española sobre el contrato de seguro 
será de aplicación al seguro contra daños en los si- 
guientes casos: 

a) Cuando se refiera a riesgos que estén localizados 
en territorio español y el tomador del seguro tenga en 
él su residencia habitual, si se trata de persona física, 
o su domicilio social o sede de gestión administrativa 
y dirección de los negocios, si se trata de persona jurí- 
dica. 

b) Cuando el contrato se concluya en cumplimiento 
de una obligación de asegurarse impuesta por la ley 
española. 

2. En los contratos de seguro por grandes riesgos las 
partes tendrán libre elección de la ley aplicable. 

Se consideran grandes riesgos los siguientes: 

de los asegurados ajustadas al artículo 3 de la presente 
Ley que circunscriban la cobertura de la aseguradora a 
los supuestos en que la reclamación del perjudicado 
haya tenido lugar dentro de un período de tiempo, no 
inferior a un año, desde la terminación de la última de 
las prórrogas del contrato o, en su defecto, de su perío- 
do de duración. Asimismo, y con el mismo carácter de 
cláusulas limitativas conforme a dicho artículo 3 serán 
admisibles, como límites establecidos en el contrato, 
aquéllas que circunscriban la cobertura del asegurador 
a los supuestos en que la reclamación del perjudicado 
tenga lugar durante el período de vigencia de la póliza 
siempre que, en este caso, tal cobertura se extienda a 
los supuestos en los que el nacimiento de la obligación 
de indemnizar a cargo del asegurado haya podido te- 
ner lugar con anterioridad, al menos, de un año desde 
el comienzo de efectos del contrato, y ello aunque di- 
cho contrato sea prorrogado.» 
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a) Los de vehículos ferroviarios, vehículos aéreos, 
vehículos marítimos, lacustres y fluviales, mercancías 
transportadas (comprendidos los equipajes y demás 
bienes transportados), la responsabilidad civil en vehí- 
culos aéreos (comprendida la responsabilidad del 
transportista) y la responsabilidad civil de vehículos 
marítimos, lacustres y fluviales (comprendida la res- 
ponsabilidad civil del transportista). 

b) Los de crédito y de caución cuando el tomador 
ejerza a título profesional una actividad industrial, co- 
mercial o liberal y el riesgo se refiera a dicha activi- 
dad. 

c) Los de vehículos terrestres (no ferroviarios), in- 
cendio y elementos naturales, otros daños a los bienes, 
responsabilidad civil en vehículos terrestres automóvi- 
les (comprendida la responsabilidad del transportista), 
responsabilidad civil en general, y pérdidas pecunia- 
rias diversas, siempre que el tomador supere los lími- 
tes de, al menos, dos de los tres criterios siguientes: 

- Total del balance: 6,2 millones de ecus. 
- Importe neto del volumen de negocios: 12,8 mi- 

llones de ecus. 
- Número medio de empleados durante el ejerci- 

cio: 250 empleados. 
Si el tomador del seguro formara parte de un con- 

junto de empresas cuyo balance consolidado se esta- 
blezca con arreglo a lo dispuesto en los artículos 42 a 
49 del Código de Comercio, los criterios mencionados 
anteriormente se aplicarán sobre la base del balance 
consolidado. 

3. Fuera de los casos previstos en los dos números 
anteriores, regirán las siguientes normas para determi- 
nar la ley aplicable al contrato de seguro contra daños: 

a) Cuando se refiera a riesgos que estén localizados 
en territorio español y el tomador del seguro no tenga 
en él su residencia habitual, domicilio social o sede de 
gestión administrativa y dirección de los negocios, las 
partes podrán elegir entre la aplicación de la ley espa- 
ñola o la ley del Estado en que el tomador del seguro 
tenga dicha residencia, domicilio social o dirección 
efectiva. 

b) Cuando el tomador del seguro sea un empresa- 
rio o un profesional y el contrato cubra riesgos rela- 
tivos a sus actividades realizadas en distintos Esta- 
dos del Espacio Económico Europeo, las partes 
podrán elegir entre la ley de cualquiera de los Esta- 
dos en que los riesgos estén localizados o la de aquél 
en que el tomador tenga su residencia, domicilio so- 
cial o sede de gestión administrativa y dirección de 
sus negocios. 

c) Cuando la garantía de los riesgos que estén locali- 
zados en territorio español se limite a los siniestros 
que puedan ocurrir en un Estado miembro del Espa- 
cio Económico Europeo distinto de España, las partes 
pueden elegir la ley de dicho Estado. 
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4. A los efectos de lo previsto en los números prece- 
dentes, la localización del riesgo se determinará con- 
forme a lo previsto en el artículo 1.3 d) de la Ley de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados. 

5 .  La elección por las partes de la ley aplicable, 
cuando sea posible, deberá expresarse en el contrato o 
desprenderse claramente de su contenido. Si faltare la 
elección, el contrato se regirá por la ley del Estado de 
entre los mencionados en los números 2 y 3 de este ar- 
tículo con el que presente una relación más estrecha. 
Sin embargo, si una parte del contrato fuera separable 
del resto del mismo y presentara una relación más es- 
trecha con algún otro Estado de los re€eridos en este 
número, podrá, excepcionalmente, aplicarse a esta 
parte del contrato la ley de ese Estado. Se presumirá 
que existe relación más estrecha con el Estado miem- 
bro del Espacio Económico Europeo en que esté loca- 
lizado el riesgo. 

6. Lo dispuesto en los números precedentes se en- 
tenderá sin perjuicio de las normas de orden públi- 
co contenidas en la ley española, cualquiera que sea 
la ley aplicable al contrato de seguro contra daños. 
Sin embargo, si el contrato cubre riesgos localiza- 
dos en varios Estados miembros del Espacio Econó- 
mico Europeo se considerará que existen varios 
contratos a los efectos de lo previsto en este número 
y que corresponden cada uno de ellos únicamente a 
un Estado. 

108.1. La presente Ley será de aplicación a los con- 
tratos de seguro sobre la vida en los siguientes supues- 
tos: 

a) Cuando el tomador del seguro sea una persona fí- 
sica y tenga su domicilio o su residencia habitual en 
territorio español. No obstante, si es nacional de otro 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo dis- 
tinto de España podrá acordar con el asegurador apli- 
car la ley de su nacionalidad. 

b) Cuando el tomador del seguro sea una persona 
jurídica y tenga su domicilio, su efectiva administra- 
ción y dirección o su principal establecimiento o ex- 
plotación en territorio español. 

c) Cuando el tomador del seguro sea una persona fí- 
sica de nacionalidad española con residencia habitual 
en otro Estado y así lo acuerde con el asegurador. 

d) Cuando el contrato de seguro de grupo se celebre 
en cumplimiento o como consecuencia de un contrato 
de trabajo sometido a la ley española. 

2. Los Juzgados y Tribunales españoles que hayan 
de resolver cuestiones sobre el cumplimiento de los 
contratos de seguro sobre la vida aplicarán las disposi- 
ciones imperativas vigentes en España sobre este con- 
trato, cualquiera que sea la ley aplicable. 

3. Se aplicarán las normas de Derecho internacional 
privado contenidas en el artículo 107 a los seguros de 
personas distintos al seguro sobre la vida. 
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109. Se aplicarán al contrato de seguro las normas 
generales de Derecho internacional privado en materia 
de obligaciones contractuales, en lo no previsto en los 
artículos 107 y 108." 

Séptima. Modificaciones de la Ley de Mediación en 
Seguros Privados. 

Se introducen en la Ley 911992, de 30 de abril, de 
Mediación en Seguros Privados, las siguientes modifi- 
caciones: 

1. Se da nueva redacción al número 1 del artículo 8: 

"Artículo 8. Actuación por cuenta de varias entidades 
aseguradoras. 

1. Ningún agente podrá estar simultáneamente vin- 
culado por contrato de agencia de seguros con más de 
una entidad aseguradora, a menos que sea autorizado 
por la misma para operar con otra entidad asegurado- 
ra en determinados ramos, modalidades o contratos 
de seguros que no practique la entidad autorizante. 

La autorización sólo podrá concederse por escrito, 
en el contrato de agencia o como modificación poste- 
rior al mismo, por quienes ostenten la representación 
legal, en su condición de administrador de la entidad 
autorizante, con indicación expresa de la duración de 
la autorización, entidades aseguradoras a las que se re- 
fiere y ramos y modalidades de seguro, o clase de ope- 
raciones que comprende." 

2. La letra "a)" del número 3 del artículo 15 queda 
redactada del siguiente modo: 

"a) Ser sociedades mercantiles, inscritas en el Regis- 
tro Mercantil previamente a la solicitud de autoriza- 
ción administrativa, cuyos estatutos contemplen, den- 
tro del apartado correspondiente a objeto social, la 
realización de actividades de correduría de seguros, 
con expresión del sometimiento a la legislación espe- 
cífica de mediación en seguros privados. Cuando la 
sociedad sea por acciones, éstas habrán de ser nomi- 
nativas." 

No podrán tener vínculos estrechos o participación 
significativa en las sociedades de Correduría de Segu- 
ros las siguientes personas físicas o jurídicas: las que 
hubieren sido suspendidas en sus funciones de direc- 
ción de entidades aseguradora o de sociedades de me- 

1. Se da nueva redacción al número 1 del artículo 8: 

«Artículo 8. Actuación por cuenta de varias entidades 
aseguradoras 

1.  Ningún agente podrá estar simultáneamente vin- 
culado por contrato de agencia de seguros con más de 
una entidad aseguradora, a menos que sea autorizado 
por la misma para operar con otra entidad asebwrado- 
ra en determinados ramos, modalidades o contratos 
de seguros que no practique la entidad autorizante. 

La autorización sólo podrá concederse por escrito 
en el contrato de agencia o como modificación poste- 
rior al mismo, por quien ostente la representación le- 
gal, en su condición de administrador de la entidad 
autorizante, con indicación expresa de la duración de 
la autorización, entidad aseguradora a la que se refiere 
y ramos y modalidades de seguro, o clase de operacio- 
nes que comprende. >) 

2. La letra «a)» del número 3 del artículo 15 queda 
redactada del siguiente modo: 

«a) Ser sociedades mercantiles, inscritas en el Re- 
gistro Mercantil previamente a la solicitud de ,autori- 
zación administrativa, cuyos estatutos contemplen, 
dentro del apartado correspondiente a objeto social, 
realización de actividades de correduría de seguros, 
con expresión del sometimiento a la legislación espe- 
cífica con mediación en seguros privados. Cuando la 
sociedad sea por acciones, éstas habrán de ser nomi- 
nativas. 

Serán de aplicación a estas sociedades las disposicio- 
nes contenidas en los artículos 8, 14 y 21, sobre víncu- 
los estrechos, socios y participaciones significativas, 
respectivamente, de la Ley de Ordenación y supervisión 
de los Seguros Privados, entendiéndose sustituidas las 
referencias a entidades aseguradoras y actividad asegu- 
radora por las de corredurías de seguros y actividad de 
correduría de seguros, respectivamente. >> 

Se suprime. 
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diación en seguros privados o separadas de dichas fun- 
ciones, ni las entidades de crédito enumeradas en el 
apartado segundo del artículo 1" del Real Decreto le- 
gislativo 129811986, de 29 de junio. 

A tales efectos se entiende por vínculo estrecho la re- 
lación entre la sociedad de Correduría de Seguros y las 
personas físicas o jurídicas antes mencionadas que es- 
tén unidas a través de una participación o mediante 
un vínculo de control. 

Es participación el hecho de poseer, de manera di- 
recta o mediante un vínculo de control, el 15 por 100 o 
más de los derechos de voto o del capital de una Corre- 
duna de Seguros; y es un vínculo de control el existen- 
te entre una sociedad dominante y una dominada en 
todos los casos contemplados en el artículo 42, núme- 
ros 1 y 2 del Código de Comercio, o toda relación aná- 
loga entre cualquier persona física o jurídica y una Co- 
rreduna de Seguros. 

Asimismo, se entenderá constitutiva de vínculo es- 
trecho entre dos o varias personas fisicas o jurídicas 
entre las que se encuentre una Correduría de Seguros, 
la situación en la que tales personas estén vinculadas, 
de forma duradera, a una misma persona por un vín- 
culo de control. 

Las sociedades de correduría deberán informar a la 
Dirección General de Seguros del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda de cualquier pretendida relación 
con personas físicas o jurídicas que pueden implicar la 
existencia de vínculos estrechos, así como la proyecta- 
da transmisión de acciones o participaciones que pu- 
diera dar lugar a un régimen de participaciones signi- 
ficativas. Será necesaria la autorización previa de la 
Dirección General de Seguros para llevar a efecto estas 
operaciones. 

Serán de aplicación a estos supuestos las disposicio- 
nes contenidas en los números 2 y 3 del artículo 8" de 
la Ley de Ordenación y Supervisión del Seguro Priva- 
do y el régimen de participaciones significativas pre- 
visto en el artículo 21 de la misma, entendiéndose sus- 
tituida la referencia a entidades aseguradoras por la de 
corredurías de seguros. 

3. El número 4 del artículo 15 adopta la siguiente 
redacción: 

"4. La solicitud de autorización se dirigirá a la Di- 
rección General de Seguros y deberá ir acompañada 
de los documentos acreditativos del cumplimiento 
de los requisitos a que se refieren los números 2 ó 3 
precedentes, según se trate de personas físicas o jurí- 
dicas. Tal petición deberá ser resuelta dentro de los 
seis meses siguientes a la fecha de entrada en el re- 
gistro de la Dirección General de Seguros de la soli- 
citud de autorización. La concesión de la autoriza- 
ción determinará la inscripción en el Registro 
administrativo de Corredores de seguros, de Sacie- 
dades de correduría de seguros y de sus Altos cargos, 
que se llevará en la Dirección General de Seguros, la 

Se suprime. 

Se suprime. 

Se suprime. 

Se suprime. 

Se suprime. 
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que determinará los actos que deban inscribirse en 
dicho Registro. En ningún caso se entenderá conce- 
dida la autorización en virtud de actos presuntos por 
el transcurso del plazo previsto para otorgarla y la 
solicitud de autorización será denegada cuando no 
se acredite el cumplimiento de los requisitos exigi- 
dos para su concesión." 

4. Se añade una nueva letra al número 1 del artículo 
19 del siguiente tenor: 

"e) Si el corredor de seguros o la sociedad de corre- 
duría de seguros renuncia a ella expresamente." 

5.-Se da nueva redacción al número 2 del artícu- 
lo 24: 

"2. Será de aplicación a la inspección de mediadores 
de seguros privados lo dispuesto sobre inspección de 
entidades aseguradoras en el artículo 72 de la Ley de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, en- 
tendiéndose hechas a los mediadores las referencias 
que en dicho precepto se hacen a las entidades asegu- 
radoras." 

6. Se suprimen los números 3,  4, 5, 6 y 7 del artícu- 
lo 24. 

7. El artículo 30 queda redactado como sigue: 

"Artículo 30. Medidas de control especial. 

Con independencia de la sanción que, en su caso, 
proceda aplicar, la Dirección General de Seguros po- 
drá adoptar sobre los corredores y corredurías de se- 
guros alguna de las medidas de control especial con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley de Or- 
denación y Supervisión de los Seguros Privados, siem- 
pre que se encontraren en algunas de las situaciones 
previstas en las letras d) a g), ambas inclusive, del nú- 
mero 1 del citado artículo 39, en lo que les sea de apli- 
cación." 

8. El apartado Uno de la Disposición Adicional Pri- 
mera queda así redactado: 

"Uno. A efectos de los dispuesto en el artículo 
149.1.1 1. de la Constitución, las disposiciones conteni- 
das en esta Ley tienen la consideración de bases de la 
ordenación de los seguros privados. Se exceptúa lo dis- 
puesto en el número 4 del artículo 15, en el número 2 
del artículo 16, en el artículo 3 1 y en la Disposición 
Adicional Tercera salvo, en lo concerniente a estos dos 
últimos preceptos, en los que tendrán carácter de le- 
gislación básica la naturaleza y denominación de los 
colegios de mediadores de seguros titulados, la volun- 
tariedad de la incorporación a los mismos y la existen- 
cia de su Consejo General." 

8. Los apartados Uno y Dos (Nuevo) de la Disposi- 
ción Adicional Primera quedan así redactados: 

«Uno. A efectos de lo dispuesto en el artículo 
149.1.1 1 .a de la Constitución, las disposiciones conte- 
nidas en esta Ley tienen la consideración de bases de 
la ordenación de los seguros privados. Se exceptúa lo 
dispuesto en el número 4 del artículo 15, en el número 
2 del artículo 16, en el artículo 31 y en la Disposición 
Adicional Tercera salvo, en lo concerniente a estos dos 
últimos preceptos, en los que tendrán carácter de le- 
gislación básica la. naturaleza y denominación de los 
colegios de mediadores de seguros titulados, la volun- 
tariedad de la incorporación a los mismos y la existen- 
cia de su Consejo General.» 
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9. En el apartado Tres de la Disposición Adicional 
Primera queda suprimido el siguiente inciso final: 

" ..., quedando reservadas en todo caso al Estado la 
concesión de la autorización administrativa para el 
ejercicio de la actividad de correduría de seguros y su 
revocación". 

10. Se modifica el apartado Tres de la Disposición 
Adicional Tercera: 

"Tres. Los Estatutos generales de los Colegios y del 
Consejo General y los Estatutos particulares de los Co- 
legios deberán adaptarse a lo dispuesto en la presente 
Ley en el plazo máximo de tres años desde su entrada 
en vigor. Entre tanto subsistirán en la medida en que 
no se opongan a lo dispuesto en esta Ley." 

11. Las referencias que en los artículos 3.6 y 18 se 
hacen a la "Comunidad Económica Europea" han de 
entenderse hechas al "Espacio Económico Europeo". 

12. La Disposición Adicional Cuarta queda redacta- 
da como sigue: 

"Disposición Adicional Cuarta. Legislación supletoria. 

En lo no previsto en la presente Ley, se aplicará con 
carácter supletorio la Ley de Ordenación y Supervisión 
de los Seguros Privados y, en cuanto a los corredores 
de seguros, los preceptos que el Código de Comercio 
dedica a la Comisión Mercantil". 

13. Se suprime el apartado d) de la Disposición 
Transitoria Tercera de la Ley de Mediación en Seguros 
Privados. 

Octava. Modificaciones en la Ley de Uso y Circulación 
de Vehículos de Motor. 

La Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor, 
texto refundido aprobado por Decreto 632/1968, de 21 
de marzo, cambia de denominación, pasando a ser és- 
ta la de "Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en 
la Circulación de Vehículos a Motor". Se introducen en 
la misma las siguientes modificaciones: 

1.  Su Título Primero queda redactado del siguiente 
modo: 

"Título 1. Ordenación Civil. 
Capítulo 1. Disposiciones generales. 
Artículo 1.  De la responsabilidad civil. 

«DOS. La competencia de las Comunidades Autóno- 
mas a que se refiere el artículo 69, número 2, de la Ley 
de Ordenación y supervisión de los Seguros Privados, 
se entenderá circunscrita, en cuanto a los mediadores 
de seguros y a los Colegios de Mediadores de Seguros 
Titulados, a aquellos cuyo domicilio y ámbito de'ope- 
raciones se limiten al territorio de la Comunidad.)) 

10. Se modifica el apartado Tres de la Disposición 
Adicional Tercera: 

«Tres. Los Estatutos generales de los Colegios y del 
Consejo General y los Estatutos particulares de los Co- 
legios deberán adaptarse a lo dispuesto en la presente 
Ley antes del 31 de diciembre de 1996. Entre tanto 
subsistirán en la medida en que no se opongan a lo 
dispuesto en esta Ley.» 

1.  Su Título Primero queda redactado del siguiente 
modo: 

«Título 1. Ordenación Civil. 
Capítulo 1. Disposiciones generales. 
Artículo 1. De la responsabilidad civil. 
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1. El conductor de un vehículo de motor es respon- 
sable, en virtud del riesgo creado por la conducción 
del mismo, de los daños causados a las personas o en 
los bienes con motivo de la circulación. 

En el caso de daños a las personas, de esta responsa- 
bilidad sólo quedará exonerado cuando pruebe que los 
daños fueron debidos únicamente a la conducta o la 
negligencia del perjudicado o a fuerza mayor extraña a 
la conducción o al funcionamiento del vehículo; no se 
considerarán casos de fuerza mayor los defectos del 
vehículo ni la rotura o fallo de alguna de sus piezas o 
mecanismos. 

En el caso de daños en los bienes, el conductor res- 
ponderá frente a terceros cuando resulte civilmente 
responsable según lo establecido en los artículos 1902 
y siguientes del Código Civil, artículo 19 del Código 
Penal, y lo dispuesto en esta Ley. 

Si concurrieren la negligencia del conductor y la del 
perjudicado se procederá a la equitativa moderación 
de la responsabilidad y al repartimiento en la cuantía 
de la indemnización atendida la entidad respectiva de 
las culpas concurrentes. 

El propietario no conductor responderá de los daños 
a las personas ocasionados por el conductor cuanto es- 
té vinculado con éste por alguna de las relaciones que 
regulan los artículos 1903 del Código Civil y 22 del Có- 
digo Penal. Esta responsabilidad cesará cuando el 
mencionado propietario pruebe que empleó toda la di- 
ligencia de un buen padre de familia para prevenir el 
daño. 

2. Los daños y perjuicios causados a las personas, 
comprensivos del valor de la pérdida sufrida y de la 
ganancia que hayan dejado de obtener, previstos, pre- 
visibles o que conocidamente se deriven del hecho ge- 
nerador, incluyendo los daños morales, se cuantifica- 
rán en todo caso con arreglo a los criterios y dentro de 
los límites indemnizatorios fijados en el Anexo de la 
presente Ley. 

3. Las indemnizaciones pagadas con arreglo a lo 
dispuesto en el número 2 tendrán la consideración de 
indemnizaciones en la cuantía legalmente reconocida, 
a los efectos del artículo 9.Uno.e) de la Ley 18/1991, de 
6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Perso- 
nas Físicas, en tanto sean abonadas por una entidad 
aseguradora como consecuencia de la responsabilidad 
civil de su asegurado. 

4. Reglamentariamente se definirán los conceptos 
de vehículo de motor y hecho de la circulación a los 
efectos de la presente Ley. 

Capítulo 11. Del aseguramiento obligatorio. 
Sección 1”. Del deber de suscripción del seguro obli- 

Artículo 2 .  De la obligación de asegurarse. 
gatorio. 

1. Todo propietario de un vehículo de motor que 
tenga su estacionamiento habitual en España vendrá 
obligado a suscribir un contrato de seguro por cada 

1. El conductor de vehículos a motor es responsa- 
ble, en virtud del riesgo creado por la conduccih del 
mismo, de los daños causados a las personas o en los 
bienes con motivo de la circulación. 

En el caso de daños a las personas, de esta responsa- 
bilidad sólo quedará exonerado cuando pruebe qie los 
daños fueron debidos únicamente a la conductii o la 
negligencia del perjudicado o a fuerza mayor extraña a 
la conducción o al funcionamiento del vehículo; no se 
considerarán casos de fuerza mayor a los defectos del 
vehículo ni la rotura o fallo de alguna de sus piezas o 
mecanismos. 

En el caso de daños en los bienes, el conductor res- 
ponderá frente a terceros cuando resulte civilmente 
responsable según lo establecido en los artículos 190 y 
siguientes del Código Civil, artículo 19 del Código Pe- 
nal, y lo dispuesto en esta Ley. 

Si concurrieren la negligencia del conductor y la del 
perjudicado se procederá a la equitativa moderación 
de la responsabilidad y al repartimiento de la cuantía 
de la indemnización, atendida la entidad respectiva de 
las culpas concurrentes. 

El propietario no conductor responderá de los daños 
a las personas y en los bienes ocasionados por el con- 
ductor cuanto esté vinculado con éste por alguna de 
las relaciones que regulan los artículos 1.903 del Códi- 
go Civil y 22 del Código Penal. Esta responsabilidad 
cesará cuando el mencionado propietario pruebe que 
empleó toda la diligencia de un buen padre de familia 
para prevenir el daño. 

- 734 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SEFUE A. NÚM. 105-1 1 

vehículo de que sea titular que cubra, hasta la cuantía 
de los límites del aseguramiento obligatorio, la respon- 
sabilidad civil a que se refiere el artículo 1 anterior. No 
obstante, el propietario quedará relevado de tal obliga- 
ción cuando el seguro sea concertado por cualquier 
persona que tenga interés en el aseguramiento, quien 
deberá expresar el concepto en que contrata. 

Se entiende que el vehículo tiene su estacionamiento 
habitual en España: 

- cuando ostenta matrícula española. 
- cuando tratándose de un tipo de vehículo para el 

que no exista matrícula, pero este lleve placa de seguro 
o signo distintivo análogo a la matrícula, España sea el 
Estado donde se ha expedido esta placa o signo. 
- cuando tratándose de un tipo de vehículo para el 

que no exista matrícula, placa de seguro o signo distin- 
tivo, España sea el Estado del domicilio del usuario. 

2 .  Con el objeto de controlar el efectivo cumpli- 
miento de la obligación a que se refiere el número pre- 
cedente, las entidades aseguradoras remitirán al Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda, a través del 
Consorcio de Compensación de Seguros, la informa- 
ción sobre los contratos de seguro que sea necesaria 
para el ejercicio de dicho control con los requisitos, en 
la forma y con la periodicidad que se determine regla- 
mentariamente. El Ministerio de Economía y Hacien- 
da colaborará con el Ministerio de Justicia e Interior 
para el adecuado ejercicio de sus respectivas compe- 
tencias en este ámbito. 

Quien, con arreglo al párrafo primero, haya suscrito 
el contrato de seguro deberá acreditar su vigencia al 
objeto de que las personas implicadas en un accidente 
de circulación puedan averiguar a la mayor brevedad 
posible las circunstancias relativas al contrato y a la 
entidad aseguradora, sin perjuicio de las medidas ad- 
ministrativas que se adopten al indicado fin. Todo ello 
en la forma que se determine reglamentariamente. 

Las autoridades aduaneras españolas serán compe- 
tentes para comprobar la existencia y, en su caso, exi- 
gir a los vehículos extranjeros de países no miembros 
del Espacio Económico Europeo que no estén adheri- 
dos al Convenio Multilateral de Garantía y que preten- 
dan acceder al territorio nacional la suscripción de un 
seguro obligatorio que reúna, al menos, las condicio- 
nes y garantías establecidas en la legislación española. 
En su defecto, deberán denegarles dicho acceso. 

3. Además, la póliza en que se formalice el contrato 
de seguro de responsabilidad civil de suscripción obliga- 
toria podrá incluir, con carácter potestativo, las cobertu- 
ras que libremente se pacten entre el tomador y la enti- 
dad aseguradora con arreglo a la legislación vigente. 

4. En todo lo no previsto expresamente en la pre- 
sente Ley, el contrato de seguro de responsabilidad ci- 
vil derivada de la circulación de vehículos de motor se 
regirá por la Ley 50í1980, de 8 de octubre, de Contrato 
de Seguro. 
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Artículo 3. Incumplimiento de la obligación de asegu- 
rarse. 

El incumplimiento de la obligación de asegurarse 
determinará: 

a) La prohibición de circulación por territorio nacio- 
nal de los vehículos no asegurados. 

b) El depósito del vehículo, con cargo a su propieta- 
rio, mientras no sea concertado el seguro. 

Cualquier agente de la Autoridad que en el ejercicio 
de SUS funciones requiera la presentación del docu- 
mento acreditativo de la existencia del seguro y no le 
sea exhibido, formulará la correspondiente denuncia a 
la Autoridad competente que ordenará el inmediato 
precinto y depósito del vehículo si en el plazo de cinco 
días no se justifica ante la misma la existencia del se- 
guro. 

En todo caso, la no presentación a requerimiento de 
los agentes de la documentación acreditativa del segu- 
ro será sancionada con 10.000 pesetas de multa. 

c) Sanción pecuniaria de 100.000 a 500.000 pesetas 
de multa graduada según que el vehículo circulase o 
no, la categoría del mismo, el servicio que preste, la 
gravedad del perjuicio causado, en su caso, la dura- 
ción de la falta de aseguramiento y la reiteración de la 
misma infracción. 

Para sancionar la infracción será competente el Go- 
bernador Civil de la provincia en que sea cometida. A 
estos efectos, las competencias de ejercicio de la potes- 
tad sancionadora atribuidas a los Gobernadores Civi- 
les podrán ser desconcentradas mediante disposición 
dictada por el Ministro de Justicia e Interior. 

El procedimiento sancionador será el previsto en la 
Ley sobre el Tráfico, Circulación de vehículos a motor 
y Seguridad vial, en la forma que reglamentariamente 
se determine y se instruirá por la Jefatura Provincial 
de Tráfico correspondiente. 

El Ministerio de Justicia e Interior entregará al Con- 
sorcio de Compensación de Seguros el 50 por ciento 
del importe de las sanciones recaudadas al efecto, con 
el objeto de compensar parte de las indemnizaciones 
satisfechas por este último a las víctimas de la circula- 
ción en el cumplimiento de las funciones que legal- 
mente tiene atribuidas. 

Sección 2”. Ambito del aseguramiento obligatorio. 
Artículo 4. Ambito territorial y límites cuantitativos. 

1. El seguro de suscripción obligatoria previsto en 
esta Ley garantizará la cobertura de la responsabilidad 
civil en vehículos terrestres automóviles con estaciona- 
miento habitual en España, mediante el pago de una 
sola prima, en todo el territorio del Espacio Económi- 
co Europeo y de los Estados adheridos al Convenio 
Multilateral de Garantía. 

2. El importe máximo de la cobertura del asegura- 
miento obligatorio alcanzará en los daños a las perso- 
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nas y en los bienes los límites que reglamentariamente 
se determinen. En los daños a las personas el importe 
se fijará por víctima y para los daños en los bienes se 
fijará por siniestro. 

Para fijar la cuantía de la indemnización con cargo 
al seguro de suscripción obligatoria en los daños cau- 
sados a las personas, el importe de los mismos se de- 
terminará con arreglo a lo dispuesto en el número 2 
del artículo 1. Si la cuantía así fijada resultare superior 
al importe máximo de la cobertura del aseguramiento 
obligatorio, se satisfará, con cargo al citado seguro 
obligatorio, dicho importe máximo, quedando el resto 
hasta el montante total de la indemnización a cargo 
del seguro voluntario o del responsable del siniestro, 
según proceda. 

3. Cuando el siniestro sea ocasionado en un Estado 
adherido al Convenio Multilateral de Garantía distinto 
de España, por un vehículo que tenga su estaciona- 
miento habitual en España, se aplicarán los límites de 
cobertura fijados por el Estado miembro en el que ten- 
ga lugar el siniestro. No obstante, si el siniestro se pro- 
duce en un Estado miembro del Espacio Económico 
Europeo, se aplicarán los límites de cobertura previs- 
tos en el número 2 precedente, siempre que éstos sean 
superiores a los establecidos en el Estado donde se ha- 
ya producido el siniestro. 

Artículo 5. Ambito material y exclusiones. 

1. La cobertura del seguro de suscripción obligato- 
ria no alcanzará a los daños ocasionados a la persona 
del conductor del vehículo asegurado.. 

2. La cobertura del seguro de suscripción obligato- 
ria tampoco alcanzará a los daños en los bienes sufri- 
dos por el vehículo asegurado, por las cosas en él 
transportadas, ni por los bienes de los que resulten ti- 
tulares el tomador, asegurado, propietario, conductor, 
así como los del cónyuge o los parientes hasta el tercer 
grado de consanguinidad o afinidad de los anteriores. 

3. Quedan también excluidos de la cobertura de los 
daños personales y materiales por el seguro de suscrip- 
ción obligatoria quienes sufrieran daños con motivo 
de la circulación del vehículo causante, si hubiera sido 
robado. A los efectos de esta Ley se entiende por robo 
la conducta tipificada como tal en el Código Penal. En 
los supuestos de robo será de aplicación lo dispuesto 
en el artículo 8.1 c). 

4. El asegurador no podrá oponer frente al perjudi- 
cado ninguna otra exclusión, pactada o no, de la co- 
bertura. En particular, no podrá hacerlo respecto de 
aquellas cláusulas contractuales que excluyan de la co- 
bertura la utilización o conducción del vehículo desig- 
nado en la póliza por quienes carezcan de permiso de 
conducir, incumplan las obligaciones legales de orden 
técnico relativas al estado de seguridad del vehículo o, 
fuera de los supuestos de robo, utilicen ilegítimamente 
vehículos de motor ajenos o no estén autorizados ex- 
presa o tácitamente por su propietario. 

, 
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Capítulo 111. Satisfacción de la indemnización en el 

Artículo 6. Obligaciones del asegurador. 
ámbito del seguro obligatorio. 

El asegurador, dentro del ámbito del aseguramiento 
obligatorio y con cargo al seguro de suscripción obli- 
gatoria, habrá de satisfacer al perjudicado el importe 
de los daños sufridos en su persona y en sus bienes, el 
cual, o sus herederos, tendrá acción directa para exi- 
girlo. Unicamente quedará exonerado de esta obliga- 
ción si prueba que el hecho no da lugar a la exigencia 
de responsabilidad civil conforme al artículo 1 de la 
presente Ley. 

Prescribe por el transcurso de un año la acción di- 
recta para exigir al asegurador la satisfacción al perju- 
dicado del importe de los daños sufridos por el perju- 
dicado en su persona y en sus bienes. 

En todo caso, el asegurador deberá, hasta el límite 
cuantitativo del aseguramiento obligatorio, afianzar 
las responsabilidades civiles y abonar las pensiones 
que por la autoridad judicial fueren exigidas a los 
presuntos responsables asegurados, de acuerdo con 
lo establecido en el párrafo segundo de la regla 
Quinta del artículo 784 y en la letra d) de la regla Oc- 
tava del artículo 785 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. 

Artículo 7. Facultad de repetición. 

El asegurador, una vez efectuado el pago de la in- 
demnización, podrá repetir: 

a) Contra el conductor, el propietario del vehículo 
causante y el asegurado, si el daño causado fuere debi- 
do a la conducta dolosa de cualquiera de ellos, o a la 
conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas o 
de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psico- 
trópicas. 

b) Contra el tercero responsable de los daños. 
c) Contra el tomador del seguro o asegurado por 

causas derivadas del contrato de seguro. 
d) En cualquier otro supuesto en que también pu- 

diera proceder tal repetición con arreglo a las leyes. 
La acción de repetición del asegurador prescribe por 

el transcurso del plazo de un año, contado a partir de 
la fecha en que hizo el pago al perjudicado. 

Artículo 6 bis (nuevo) 

Con objeto de agilizar las indemnizaciones en el ám- 
bito de los daños materiales originados con ocasión 
del uso y circulación de vehículos a motor, el asegura- 
dor facilitará ejemplares de la denominada ((declara- 
ción amistosa de accidente» que deberá utilizar el con- 
ductor para la declaración de los siniestros a su 
aseguradora. 
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Artículo 8. Funciones del Consorcio de Compensación 
de Seguros. 

1.  Corresponde al Consorcio de Compensación de 
Seguros, dentro del ámbito territorial y hasta el límite 
cuantitativo del aseguramiento obligatorio: 

a) Indemnizar a quienes hubieran sufrido daños en sus 
personas, por siniestros ocurridos en España, en aquellos 
casos en que el vehículo causante sea desconocido. 

b) Indemnizar los daños a las personas y en los bie- 
nes ocasionados con un vehículo que tenga su estacio- 
namiento habitual en España cuando dicho vehículo 
no esté asegurado. 

c) Indemnizar los daños a las personas y en los bie- 
nes producidos por un vehículo con estacionamiento 
habitual en España que, estando asegurado, haya sido 
robado. 

d) Indemnizar los daños a las personas y en los bie- 
nes cuando en supuestos incluidos dentro del ámbito 
del aseguramiento obligatorio o en las letras preceden- 
tes de este artículo, surgiera controversia entre el Con- 
sorcio de Compensación de Seguros y la entidad asegu- 
radora acerca de quién debe indemnizar al perjudicado. 
No obstante lo anterior, si ulteriormente se resuelve o 
acuerda que corresponde indemnizar a la entidad ase- 
guradora, ésta reembolsará al Consorcio de Compensa- 
ción de Seguros la cantidad indemnizada más los inte- 
reses legales, incrementados en'ua 25 por 100, de la 
misma desde la fecha en que abonó la indemnización. 

e) Indemnizar los daños a las personas y en los bie- 
nes cuando la entidad española aseguradora del vehí- 
culo con estacionamiento habitual en España hubiera 
sido declarada en quiebra, suspensión de pagos o, ha- 
biendo sido disuelta y encontrándose en situación de 
insolvencia, estuviese sujeta a un procedimiento de li- 
quidación intervenida o ésta hubiera sido asumida por 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. 

En los supuestos previstos en las letras b) y c) que- 
darán excluidos de la indemnización por el Consorcio 
los daños a las personas y en los bienes sufridos por 
quienes ocuparen voluntariamente el vehículo causan- 
te del siniestro, conociendo que el mismo no estaba 
asegurado o qué había sido robado, siempre que el 
Consorcio probase que aquéllos conocían tales cir- 
cunstancias. Además, en los casos contemplados en di- 
chas letras b) y c) el Consorcio aplicará al perjudicado, 
en el supuesto de daños en los bienes, la franquicia 
que reglamentariamente se determine. 

2. El perjudicado tendrá acción directa contra el 
Consorcio de Compensación de Seguros en los casos 
señalados en este artículo; y éste podrá repetir en los 
supuestos definidos en el artículo 7, así como contra el 
propietario y el responsable del accidente cuando se 
trate de vehículo no asegurado, o contra los autores, 
cómplices o encubridores del robo del vehículo cau- 
sante del siniestro, así como contra el responsable del 
accidente que conoció de la sustracción del mismo. 
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3.  El Consorcio no podrá condicionar el pago de la 
indemnización a la prueba por parte del perjudicado 
de que la persona responsable no puede pagar o se nie- 
ga a hacerlo." 

2. Se añade la siguiente Disposición Adicional: 

"Disposición Adicional. Mora del asegurador. 

Si el asegurador incurriere en mora en el cumpli- 
miento de la prestación en el seguro de responsabili- 
dad civil para la cobertura de los daños y perjuicios 
causados a las personas o en los bienes con motivo de 
la circulación, la indemnización de daños y perjuicios 
debidos por el asegurador se regirá por lo dispuesto en 
el artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro, con las 
siguientes peculiaridades: 

1". No se impondrán intereses por mora cuando las 
indemnizaciones fuesen satisfechas o consignadas ju- 
dicialmente dentro de los tres meses siguientes a la fe- 
cha de producción del siniestro. 

2". En los daños causados a las personas con dura- 
ción superior a tres meses o cuyo exacto alcance no 
puede ser determinado en la consignación, el juez, al re- 
alizarse la misma, decidirá sobre la suficiencia o am- 
pliación de la cantidad consignada por el asegurador, 
previo informe del médico forense si fuera pertinente, 
atendiendo la cuantía aproximada que pudiera corres- 
ponder con arreglo a los criterios y dentro de los límites 
indemnizatorios fijados en el Anexo de la presente Ley. 
Contra esta resolución judicial no cabrá recurso alguno. 

3". Cuando, con posterioridad a una sentencia abso- 
lutona u otra resolución judicial que ponga fin provisio- 
nal o definitivamente a un proceso penal en la que se 
haya acordado que la suma consignada en tiempo y for- 
ma fuera devuelta a la aseguradora, se inicie un juicio 
ejecutivo o verbal se impondrá el interés anual a que se 
refiere el artículo 20.4" de la Ley de Contrato de Seguro 
desde la fecha del siniestro, salvo que nuevamente fuera 
consignada la indemnización al atender el requerimien- 
to de pago a que se refiere el artículo 1.442 o al inicio de 
la comparecencia prevista en el artículo 730, respectiva- 
mente, ambos de la Ley de Enjuiciamiento Civil." 

3. Se incorpora, como Anexo, el siguiente "Sistema 
para la valoración de los daños y perjuicios causados a 
las personas en accidentes de circulación": 

A N E X O  

SISTEMA PARA LA VALORACIÓN DE LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS CAUSADOS A LAS PERSONAS EN AC- 
CIDENTES DE CIRCULACIÓN. 

Primero. Criterios para la determinación de la respon- 
sabilidad y la indemnización. 

1. El presente sistema se aplicará a la valoración de 
todos los daños a las personas ocasionados en acciden- 

2." En los daños causados a las personas con dura- 
ción superior a tres meses o cuyo exacto alcance no 
puede ser determinado en la consignación, el juez, al 
realizarse la misma, decidirá sobre la suficiencia o am- 
pliación de la cantidad consignada por el asegurador, 
previo informe del médico forense si fuera pertinente, 
atendiendo a la cuantía aproximada que pudiera co- 
rresponder con arreglo a los criterios y dentro de los 1í- 
mites indemnizatorios fijados en el Anexo de la pre- 
sente Ley. Contra esta resolución judicial no cabrá 
recurso alguno. 
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te de circulación, salvo que sean consecuencia de deli- 
to doloso. 

2. Se equiparará a la culpa de la víctima el supues- 
to en que, siendo ésta inimputable, el accidente sea de- 
bido a su conducta o concurra con ella a la producción 
del mismo. 

3. A los efectos de la aplicación de las Tablas la 
edad de la víctima y de los perjudicados y beneficiarios 
será la referida a la fecha del accidente. 

4. Tienen la condición de perjudicados, en caso de 
fallecimiento de la víctima, las personas enumeradas 
en la Tabla 1 y, en los restantes supuestos, la víctima 
del accidente. 

5 .  Darán lugar a indemnización la muerte, las le- 
siones permanentes, invalidantes o no, y las incapaci- 
dades temporales. 

6. Además de las indemnizaciones fijadas con arre- 
glo a las Tablas, se satisfarán en todo caso los gastos 
de asistencia médica y hospitalaria y además, en las 
indemnizaciones por muerte, los gastos de entierro y 
funeral. 

7. La cuantía de la indemnización por daños mora- 
les es igual para todas las víctimas y la indemnización 
por los daños psicofísicos se entiende en su acepción 
integral de respeto o restauración del derecho a la sa- 
lud. Para asegurar la total indemnidad de los daños y 
perjuicios causados se tienen en cuenta, además, las 
circunstancias económicas, incluidas las que afectan a 
la capacidad de trabajo y pérdida de ingresos de la víc- 
tima, las circunstancias familiares y personales y la 
posible existencia de circunstancias excepcionales que 
puedan servir para la exacta valoración del daño cau- 
sado. Son elementos correctores de disminución en to- 
das las indemnizaciones, incluso en los gastos de asis- 
tencia médica y hospitalaria y de entierro y funeral, la 
concurrencia de la propia víctima en la producción del 
accidente o en la agravación de sus consecuencias y, 
además, en las indemnizaciones por lesiones perma- 
nentes, la subsistencia de incapacidades preexistentes 
o ajenas al accidente que hayan influido en el resulta- 
do lesivo final; y son elementos correctores de agrava- 
ción en las indemnizaciones por lesiones permanentes 
la producción de invalideces concurrentes y, en su ca- 
so, la subsistencia de incapacidades preexistentes. 

8. En cualquier momento podrá convenirse o acor- 
darse judicialmente la sustitución total o parcial de la 
indemnización fijada por la constitución de una renta 
vitalicia en favor del perjudicado. 

9. La indemnización o renta vitalicia solo podrán 
ser modificadas por alteraciones sustanciales en las 
circunstancias que determinaron la fijación de las mis- 
mas o por la aparición de daños sobrevenidos. 

10. Anualmente, con efectos de primero de enero de 
cada año y a partir del año siguiente a la entrada en vi- 
gor de la presente Ley, deberán actualizarse las cuantí- 
as indemnizatorias fijadas en el presente Anexo y, en 
su defecto, quedarán automáticamente actualizadas en 
el porcentaje del índice general de precios al consumo 
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correspondiente al año natural inmediatamente ante- 
rior. En este Último caso y para facilitar su conoci- 
miento y aplicación, por Resolución de la Dirección 
General de Seguros se harán ,publicas dichas actualiza- 
ciones. 

1 1. En la determinación y concreción de las lesiones 
permanentes y las incapacidades temporales, así como 
en la sanidad del perjudicado, será preciso informe 
médico. 

Segundo. Explicación del sistema. 

a) Indemnizaciones por muerte (Tablas 1 y 11). 

* Tabla 1. 

Comprende la cuantificación de los daños morales, 
de los daños patrimoniales básicos y la determinación 
legal de los perjudicados, fijando los criterios de exclu- 
sión y concurrencia entre los mismos. 

Para la determinación de los daños se tienen en 
cuenta el número de los perjudicados y su relación con 
la víctima, de una parte, y la edad de la víctima de 
otra. 

Las indemnizaciones están expresadas en miles de 
pesetas. 

* Tabla 11. 

Describe los criterios a ponderar para fijar los res- 
tantes daños y perjuicios ocasionados, así como los 
elementos correctores de los mismos. A estos efectos, 
debe tenerse en cuenta que tales daños y perjuicios 
son fijados mediante porcentajes de aumento o dismi- 
nución sobre las cuantías fijadas en la Tabla 1 y que 
son satisfechos separadamente y además de los gastos 
correspondientes al daño emergente, esto es, los de 
asistencia médica y hospitalaria y los de entierro y fu- 
neral. 

Los factores de corrección fijados en esta Tabla no 
son excluyentes entre sí, sino que pueden concurrir 
conjuntamente en un mismo siniestro. 

' b) Indemnizaciones por lesiones permanentes (Ta- 
blas 111, IV y VI). 

La cuantía de estas indemnizaciones se fija partien- 
do del tipo de lesión permanente ocasionado al perju- 
dicado desde el punto de vista físico o funcional, me- 
diante puntos asignados a cada lesión (Tabla VI); a tal 
puntuación se aplica el valor del punto en pesetas en 
función inversamente proporcional a la edad del perju- 
dicado e incrementado el valor del punto a medida que 
aumenta la puntuación (Tabla 111); y, finalmente, sobre 
tal cuantía se aplican los factores de corrección en for- 
ma de porcentajes de aumento o reducción (Tabla IV), 
con el fin de fijar concretamente la indemnización por 

l 
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los daños y perjuicios ocasionados que deberá ser sa- 
tisfecha, además de los gastos de asistencia médica y 
hospitalaria. 

* Tablas 111 y VI. 

Se corresponden, para las lesiones permanentes, con 

En concreto, para la Tabla VI ha de tenerse en cuenta: 
la Tabla 1 para la muerte. 

- Sistema de puntuación: 

Tiene una doble perspectiva. Por una parte, la pun- 
tuación de cero a 100 que contiene el sistema, donde 
1 0 0  es el valor máximo asignable a la mayor lesión re- 
sultante; por otra, cada lesión contiene una puntua- 
ción mínima y otra máxima. 

La puntuación adecuada al caso goncreto se estable- 
cerá teniendo en cuenta las características específicas 
de la lesión en relación con el grado de limitación o 
pérdida de la función que haya sufrido el miembro u 
órgano afectado. 

La tabla VI incorpora, a su vez, en su capítulo 1, apar- 
tados "Sistema ocular" y "Sistema auditivo", unas tablas 
en las que se reflejan los daños correspondientes al lado 
derecho de los órganos de la vista y del oído, en los ejes 
de las abscisas. Los del lado izquierdo de estos órganos, 
en el eje de las ordenadas. Por tanto, con los datos conte- 
nidos en el informe médico sobre la agudeza visual o au- 
ditiva del lesionado después del accidente se localizarán 
los correspondientes al lado derecho, en el eje de las abs- 
cisas, y los del lado izquierdo, en el eje de las ordenadas. 
Trazando líneas perpendiculares a partir de cada uno de 
ellos, se obtendrá la puntuación de la lesión, que corres- 
ponderá a la contenida en el cuadro donde confluyan 
ambas líneas. La puntuación oscila entre 1 y 85 en el ór- 
gano de la visión, y de 1 a 60 en el de la audición. 

- Incapacidades concurrentes: 

Cuando el perjudicado resulte con diferentes lesio- 
nes derivadas del mismo accidente, se otorgará una 
puntuación conjunta, que se obtendrá aplicando la 
fórmula siguiente: 

( 1 0 0 - M )  x m  

1 O0 
+M 

M= Puntuación de mayor valor. 
m= Puntuación de menor valor. 

Si en las operaciones aritméticas se obtuvieran frac- 
ciones decimales se redondeará a la unidad más alta. 

Si son más de dos las lesiones concurrentes, se con- 
tinuará aplicando esta fórmula, y el termino "M" se co- 
rresponderá con el valor del resultado de la primera 
operación realizada. 
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En cualquier caso, la última puntuación no podrá 
ser superior a 1 O0 puntos. 

Si además de las secuelas permanentes se valora el 
perjuicio estético, los puntos por este concepto se su- 
marán aritméticamente a los resultantes de las incapa- 
cidades permanentes, sin aplicar respecto a aquéllos la 
indicada fórmula. 

*Tabla IV. 

Se corresponde con la Tabla 11 de las indemnizacio- 
nes por muerte y le son aplicables las mismas reglas, 
singularmente la de posible concurrencia de los facto- 
res de corrección. 

c) Indemnizaciones por incapacidades temporales 
(Tabla V). 

Estas indemnizaciones serán compatibles con cua- 
lesquiera otras y se determinan por un importe diario 
(variable según se precise, o no, estancia hospitalaria) 
multiplicado por los días que tarda en sanar la lesión y 
corregido conforme a los factores que expresa la pro- 
pia Tabla. 
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TABLA 1 

INDEMA'TZACIOh'ES BASICAS POR hIUERTE 

(INCLUIDOS DAÑOS MORALES) 

PERJUDICADOSI 
BEEiEFICiARiOS (1) 

DE LA íNDEMNiZAClON 
(Por grupos uduyentes) 

GRUPO 1 - VlCTlMA CON CONWGE 0) 

- Al cónyuge 

- A cada hijo menor 

- A cada hijo mayor: 

Si es menor de 25 años 

Si es mayor de 25 años 

- A cada padre con o sin convivencia con la víctima 

- A cada hermano menor huérfano y dependiente de 
la víctima 

GRUPO 11 - WCTJMA SIN CONWGE 13) Y CON 
HIJOS MENORES: 

- Sólo un hijo 

- So10 un hijo, de victima separada Iegalmentc 

- Por cada hijo menor mas 14) 

- A cada hijo mavor que concurra con menores 

- A cada padre con o sin convivencia con la víctima 

- A cada hermano menor hucrfano y dependiente de 
la víctima 

cifras en miles de pesetas 

EDAD DE LA VICTIMA' 

HASTA 65 
AROS 

12.ooo 

5 .o00 

2.000 

1 .o00 

1 .000 

5.Ooo 

18.000 

14.000 

5 .o00 

2.000 

1 .o00 

5 .000 

DE 66 A 80 
AROS 

9.OOO 

5.0oO 

2.000 

1 .o00 

1 .000 

5.OOO 
~ 

18.000 

14.000 

5.000 

2.000 

1 .o00 

.5.000 

MAS DE SO 
AÑOS 

6.000 

5 .000 

750 ' 

500 

-~ 

18.000 

14.000 

5 .o00 

750 
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GRUPO iil - V I C ~ M A  SIN CONWGE (3) Y CON 
TODOS SUS HIJOS MAYORES: 

111.1.- Hasta 25 años: 

- A un solo hijo 
- A un solo hijo. de víctima separada legalmente 
- Por cada otro hijo menor de 25 años (4) 
- A cada hijo mayor de 25 años que concurra con 

menores de 25 años 
- A cada padre con o sin convivencia con la víctima 
- A cada hermano menor huérfano y dependiente de 

la víctima 

III3.- Más de 75 años: Il - A un solo hijo 
- Por cada otro hijo mayor de 25 aiios más (4) 

- A cada padre con o sin convivencia con la v i c h a  - A cada hermano menor huérfano y dependiente de 
la víctima 

GRUPO IV - VICTIMA SIN CONWGE 0)  NI 
HIJOS Y CON ASCENDIENTES: 

- Padresm 

Conviviendo con la víctima 
Sin convivencia con la víctima 

- Abuelo sin padres (6) 

A cada uno 

- A cada hermano menor de edad en convivencia con 
Ir víctima en los dos casos anteriores 

GRUPO V - VlCTIMh CON HERMANOS 
SOLAMENTE 

V.1.- Con hermanos menores de 25 años: 

- A un solo hermano - Por cada otro hermano menor de 25 años (7) 
- A cada hermano mayor de 25 años que concurra 

can hermanos menores de 25 años 

' 

V.2.- Sin Iiernianos menores de 25 años: 

- A u11 so10 hermano - Por cada otro hermano n) 

13.000 
10.000 
3.000 

1 .o00 
1 .o00 

5.o00 

6.000 
1 .000 
1 .o00 

5.OOO 

11.Ooo 
8.000 

3.m 

2.000 

8 .000 
2.000 

1 .000 

5 .o00 
1 .o00 

13.000 
1o.m 
3.000 

1 .o00 
1 .o00 

5.o00 

6.000 
1 .o00 
1 .o00 

5.OOo 

8.000 
6.000 

6.000 
2.000 

1 .o00 

3.000 
1 .o00 

- 

7.500 
6.000 
1 .so0 

500 

- 

4.000 
500 

- 

4 .o00 
1 .o00 

1 .o00 

2.000 
1 .o00 
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TEXTO APROBADO POR EL CONGRESO 

Las uniones conyugales de bccho consolidadas se asirniiarin a las situaciones de -0. 

(4) t cuantía totai de la indemnuru - '6n que corresponda según el nimSa0 de hijos se asignará e n ~ e  ellos a pureS 
iguales. 

O Si concumcsen uno que conviviera y otro que no conviviera con la victima, se asignad a cada uno el 50 por 
ciento de la cuantia que figura en su respectivo concepto. 

(6) La cuantía total de la ind'bnización se distribuirá al H) por aarto entre los abuelos patanos y matunoS. 

CI) La cuantia total de Ir indcmmitlción que corresponda según el número de bamanol se asignará entre ellos a 
panes isualu. 
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TEXTO APROBADO POR EL SENADO 

(1) Con carácter geneni: 

a) Cuando se vate dc hijos. sc mduirda los adop- también. 

b) Cuando k fija aiaritiat distintas se* la edad del perjudicado o knefi9ariO sc aplicará la edad que tuviese 
éste en la fecha en que sc produjo el accidentede la víctima. 

ü) cónyuge no separado Iegalmaite al tiempo del ac~dente: . .  

Las uniones conyugales de baho consolidadas se asimiiaráa a las situaciones de dtncho. 

O) Se equiparan a la ausencia de cónyuge la separación legal y el divorcio. No obstante. si d wnyu5e separado O 
divomado tiene derecho a ia pasión reguiada en el anícuio 97 del código Civil, le conesponM UDÍ 
indemnización igual al 50 por aauo de lar fijadas para el cónyuge en el Gmpo 1. 

En los supuestos de cannarr#ia con uniones conyugales de becho o, cm M caso, de aquillos O &tos COD 
c6nyu5cs no separados legaimcntc, la indamkaci& fija& para el c6nyuge en el Grupo I se dimibuiri ame 10s 
c c m ~ m t e ~  en proporción a fa cuanúa que les hubiera airrcspoodio de DO haber 

(4) La cuantía total de la indann;trción que concfpoDda según d número de hijos K asignará entre ellos a paUS 
iguales. 

61 Si conamesen uno que conviviera y otro que no conviviera con la víctima, se a s i w  a cada uno el 50 por 
ciento de la cuantía que figura en su respcaivo concepto. 

(6) La cuantía total de la indemnización sc distribuirá al 50 por ciento avt los abuelos patanos y maten>OS. 

0 La cuantía total de la iOdcinniución que corrcfpoodi según el número de hamanos se asignuí cnue ellos a 
panes iguales. 
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4 

TABLA SI 

FACTORES DE CORREClON PARA LAS I h ~ E 3 Z h l Z A C I O ~  BASICAS POR hluERTE 

Disuoacidad física o siauica acusada fanierior al 
accidenie) del ueriudicado/bencficir¡o 

- Si es conyuge o hijo menor 
- Si es hijo mayor con menos de 25 aiios 

i - Cualquier otro perjudiudokmficiario 
I 

Viciima hiio único, 

- Si es menor - Si es mayor. con menos de 25 años 
- Si es mayor. con más de 25 años 

= FALLECIhlIENTO DE AMBOS PADRES EN EL 
ACCIDEXTE 

r, 

DESCRiPCl ON 

lneresos n m s  anuales de la victim p o r  rrabaio 
personal: 

I =Sta 3.000.000 de peseus (1) - De 3.000.001 a 6.000.000 de pesetas. 
- DC 6.000-001 tutu iO.OOO.000 pesetas. - M& de 1O-ooO.ooO de pcscr~. 

CTRCUNSTANChS FAMILlARES ESPECiALES 

1 

- Si el concebido fuen el primer hijo 
. Huo el tercer mes de embarazo 
. A panir del tercer mes 

l 

- Si el concebido fuera el segundo hijo o posteriores 
- Hasta el tercer mes de embarazo 
~ A puiir del tercer mes 

ELEMENTOS CORRECTORES.DEL APARTA - 
DO PRIMERO 7 DE ESTE ANEXO 

A U R m T O  
(en 5D 8 en pesetas) 

H u n e i  10% 
Dei 11 al iS% 
Del 26 al 50% 
Del 51 al 75% 

Del 75 al 100% a) 
Del 50ri 75% Q) 

Del 25 a1 50% Q) 

Del 30 al 50% 
Del 20 al 40% 
Del 10 al 2 5 %  
_ .  

. .  . _ -  . 

1.soo.oO0 pu 
4.000.000 pu 

1 .ooo.000 pu 
' 2.000.000 pu 

PORCEiiTAJE DE 
' REDUCClON 
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PUNTOS 

1 
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E D A D E S  

MENOS DE 20 21 A 40 ANOS 4 1  A SS AÑOS 56 A 65 AÑOS MAS DE 6S 

88.918 82.320 7S.720 69.707 62.391 

TABLA 111 

INDEhiMZAClONES BASCAS POR LESIONES PERhlAhTNTES 

-/incluidos daños morales). Valores del punto (en pesetas) 

- 750 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 105-1 1 

FACTORES DE CORRECCION PARA LAS INDEMNIZACIONES BASCAS 
POR LESIONES PERhlAh'ENTES 

DESCRIPCION 

- EIUUICIOS ECONOMICOS 

Inerrsos netos de la víctima Dor trabaio Defsonal 

. Basta 3.000.000de~cas.(r)  

. 

. 

. 

De 3.000.001 hasta 6.000.000 de pesetas. 

De 6.000.001 hasta 1O.OOO.000 de pesetas. 

Más de 1O.OOO.OOO de pesetas 

POR-7. 
REDUCCION 

H s n r e i  10% 

D d 1 1 d 2 5 R  

Dei 26 ai 50% 

Del51 al 75% 

- DAROS MORALES COMPLEMENTARIOS 

Se entenderán ocasionados cuando una sola secuela 
exceda de 75 puntos o las concurrentes superen los 90 
puntos. Sólo en estos casos será aolicablc. 

Hasta 10.000.000 

- LESIONES PERMANENTES OUE CONSTITUYAN 
UNA INCAPACIDAD PARA L A  OCUPACION O 
ACTIVIDAD HABITUAL DE LA VlCTlMA 

Permanente PARCIAL 

Con secuelas permuiauu que limiten 
parcialmente la ocupación o acuvidad habitual. 
sin impedir la realización de las taras 
fundamentales de la misma. 

Permanente TOTAL 

Con secuelas pcrmamniet que impidan 
totalmente la ruiización de las de Ir 
ocupación o actividad habitual del incapacitado. 

Hasta 2.000.000 pu 

De 2.000. O 0 1  1, 
10.000.000 pts. 
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TEXTO APROBADO POR EL CONGRESO 

- GRANDES INVALIDOS 

Personas afmadas con secuelas permanentes q w  
requieren la ayuda de otras persona para dh las 
actividades más esenciales de 13 vida dWia como 
vestirse, desplazarse, comer o d o g a s  (teuaplejias, 
paraplejias. estados de coma vigil o vegetativos 
crónicos. imponantes secuelas ncurológicas o 
ncurosiquiátricas con graves alteraciones mmralcs o 
siquicas, ceguera completa, ex...). 

- Necesidad de avuda de otra Denona: 

Ponderando la edad de la viCúma y grado de 
incapacidad para reatizar las dvidadts más 
e~nciales de la vida. Sc asimilan a esta prrnaci6n 
el coste de la asistencia en los casos de cstódos de 
coma vigil o vegetativos crónicos. 

-.  Adecuacion de la vivienda: 

Según caraauísticas de la vivienda y Cirrunnanáas 
del incapacitado, ai función de sus necesidades. 

Penuicios morales de familiares: 

Destinados a familiares próximos ai incapacitado en 
atención a Ia sustancial alteración de la vida y 
convivencia derivada de los cuidados y atención 
continuada. según cirtunnancias. 

- EMBARAZADA CON PERDIDA DE FETO A 

CONSECUENClA DEL ACCIDENTE (2). 

- Si el concebido fuera el primer hijo 

. Hasta el iercer mes de embarazo 

. A panir del tercer mes 

- Si el concebido fuera el segundo hijo o poálcriorcs 

. Hasta el tercer mes de embarazo 

. A partir del tercer mes 

-;o 
PRIMERO 7 DE ESTE ANEXO 

Hasta 4ü.OOO~ooO pu 

Hana 10.000.OOo pu 

Hasta 15.OOO.o0O pu 

1 .m.o0O p u  
4.000.000 pu 

1 .000.000 p u  
2.000.000 p u  

según 
cimmturc. 

(1) 

Q)  abrí lugar a la prrcpción de cflii mdcmniión atmque h anbarada no haya sufrido iesicmcs 

incluirá en este apartado d q u i e r  víctima a edad Wd, aunque no x justifiquen ingresos. 
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TEXTO APROBADO POR E L  SENADO 

- GRANDES INVALIDOS 

Personas afectadas con s e c u e l ~  pcnnancntes que 
requieren la ayuda de otras penoni par3 r d k  las 
actividades más esenciales de 13 vida diaria como 
vesiirse, desplazarse. comer o milogas (retrapleJias, 
paraplejias. estados de coma vigil o vegetativos 
crónicos. imponantes secuelas neurológicas o 
neurosiquiátricas con graves alteraciones mcnsales o 
SiqUicas, ceguera completa. etc ...). 
. Necesidad de avuda de otra oersona: 

Ponderando la edad de la vicrima y grado de 
incapacidad para realizar las actividades más 
escnciaies de la vida. SC asimilui a esta prestación 
el coste de la asistencia cn los casos de estados de 
coma vigil o vegetativos crónicos. 

. Adecuacion de la vivienda: 

Según características de la vivienda y circunstancias 
del incapacitado, en función de sus necesidades. 

. Pcriuicios morales de familiares: 

Destinados a familiares próximos ai incapacitado u1 
atención a la sustancial altcracion de la vida y 
convivencia derivada de los cuidados y atención 
conrinuada. segun circunnancias. 

- EMBARAZADA CON PERDIDA DE FETO A 
CONSECUENCIA DEL ACCIDENTE o). 

- Si el concebido fuera el primer hijo 

. Hasta el tercer mes de embarazo 

. A panir del tercer mcs 

- Si el concebido fuera el segundo hijo o pos~eriorcs 

. Hasta el terccr mes de embaraza 
A panir del tercer mes 

- ELEMENTOS CORRECTORES DEL APARTADO 
PRIMERO 7 DE ESTE ANEXO 

Según característi,clis del vehículo y circunstancias 
del incapacitado permanente. en hnción de sus nece- 
sidades 

Hasta 40.000.000 pts 

Hasta 1O.OOO.OOO pts 

Hasta 15.OOO.OOO Dts 

1.500.000 pu 
4.000.000 pu 

1 .000.000 p a  
2.000.000 pu 

Hasta 3.000.000 pts. 

Según 
circunstanc. 

(1) Se incluirá en este apartado cualquier víctima en edad laboral. aunque no se justifiquen ingresos. 
(2) Habrá lugar a la percepción de esta indemnización aunque la embarazada no haya sufrido lesiones. 
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- Durante la estancia hospitalaria 

- Sin estancia homitaiaria 

TABLA V 

7.000 pu. 

3.000 pu. 

INDEMNlZACIONES POR INCAPACIDAD TEMPORAL - - 

(COMPATIBLES CON OTRAS INDEMNIZACIONES) 

A.- INDEMNIZACION BASICA (Incluidos &aOS morales) 
_ .  

DIA DE BAJA (Hasta un máximo de 18 meses) 1 INDEMNIZACiONDIARU 

, B.- FACTORES DE CORRECCION 

~~ 

DESCRIPCION 

- PERJUICIOS ECOYOMICOS 

lnoresos netos wuaies de la victima wr trabajo 
personal 

- H a s t a  3.000.000 de pesetas 

. De 3.000.001 hasta 6.000.000 de pesetas 

. De 6.000.001 hasta 1O.OOO.OOO de pcsuas 

. M i s  de 1O.OOO.000 dc petctas 

1 .- E L E M E N T O S  C O R R E C T O R E S  D E  
DISMINUCION DEL APARTADO' PRIMERO 7 
P E  ESTE ANEXO 
DISMINUCION DEL APARTADO' PRIMERO 7 
P E  ESTE ANEXO 

PORCENTAJES 
AUMEN"0  

Hastael 10% 

Del 11 al=% 

Dd26ai50X 

Del 51 al 75% 

. .  
'Ha+t el 75% 
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TABLA Vi 

CLASIFlCACIOhTS Y VALORAClON DE SE- 

Capítuio 1 capitulo 3 Capítulo 5 

- Cabeza: 

Cráneo 

Can 

sistenu óseo 

Extremidad surnrior Y cintura - escrlular: 
Aparato cardio vascuhr: 

VÍscukr perifirico 
. . .  

. <  

Hombro 
Corazón 

codo 
Sismna olfatorio 

Anubrazo y muileu 

Mano 
Sistema ocular 

Sistema auditivo . 

Gpituio 1 

. Tronco: 

' Columna vcriebral 

Torax 

Cuello y iorax (organos) 

Abdomen y pelvis (órganos Y .  
virccras) 

Aparato musculoso-iigamcnioso 
undinoso 

Gpítuio 4 

Extremidad inferior v cadera: 

cadera 

Muslo 

Rodilb 

Pie 

Capítulo 6 

. Sistema nervioso central: 

' :.. MCduhespinai ' 

Nenios cnndales 

Capítulo 7 

Sistema nervioso Deriferico:. 

Miembros superiores 

Miembros inferiores 

,' 
Capítub 8 

Sistema enúocrino 5 -- . 

capitulo especiaij 

. PcriuKio es1ttKo 

- 755 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 105-1 1 

l 
I DESCRlPClON DE LAS SECUELAS 

Wmnol 

C A B E U  

- Cráneo 

Pérdida de swuncu ósea con cnnaplasúa: 

- Con latidos de la duramadre t impuhión a la m 

- Sin latidos de k duramadre t impubi6n a Ir m 

- Pérdida de susuncir ósea rm cnnophníl 

Cuerocabelludo: 

- Ckauiccs dolorosas o neuralgias (del supraorbiario. occipiul) 

Alteraciones cerebrales: 

- Síndrome porrconmotionof (cefaleas. vcnigos. alteraciones del sueño. de la mcmorn. del 
crricttr. de h libido) 

- Sndromes dcfrcitarios 

. Disfasir: 

Aheracion mis o menor Unporunte del habla pero capacidad de compicns¡6n normal 
del lenguaje hablado y 

Ahcnci6n en k compruuibilk3ad c inclino imposibilidrd de comunkac&n 

15-25 

5-JO 

10-1s 

2-12 

5-15 

25-35 

354s 
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DESCRIPCION DE M SECUELAS ' 

. A h s u  

. A m w n  (retrognda o posinu~tka) 
Amncsn de fijación 

Déficit de coordinación psíquka 
Dkmmuci6n de Ir atención 

. capacidad de rtspuua d e &  . AmxP-ApnxL 

DfiLlu-DiunrL 

. Dúpraxia - coma vigil (ettído vtgctrtivo crhico) 
Pérdida de capacidad intcicauai: CL 67 a 80 
Pérdida de capacidad mtckcatil: C.I. 36 a 37 
PCrdida de capacidad intckarul: C.I. O a 35 . Dkbelt?sinsipida 

. Puesta de manifmto de una diakes m e U i  tteme. 

. Foco irrirativo encef iko  postnumitico sin crisis corniciiles y e0 tntamYnuP. 

- Sintiromes neuroiogicos 
. Epilgia: 

Ausencias sin anlecedentcs y en tnumieoio . 
bealizadas sin uueccdentef y en tnomiento 

-. . 

Genenlizadrs: 
I crisis aislada sin tnumiuiu, 
1 crisis aislada con tratamiento 
1-2 crisis anuales 
1-2 crisis mensuales 
Crisis frecuentes obligando a rnodifmr activ&du habinuks 
Crisis frecuentes impidiendo una actividad regular 

' 

. Sindromc cerebeh5so unitarnt  

. Síndrome cerebdoso bibienl 

. Hidrocefalia. fisiuhs oueodurales. (hidrorreu). auofns n r e b n l u  y sindromcs 
par k insonionor . 
Valorar fallo funcional y darle h punnUci6n correspondiente. Aíudu de 1 a 10 

. Derivacion crancogeruoncal o cranco peficírdko (por bidrocefalb) 

Simiromes psiquidtricos 
. Neurosis postraumiiicu 
. PsiCosiS postnumi i ius  (dificilmente considendas como KEwILI. coafuhr  con 

. Psicosis manúco-dcpruiva 

. Sindrome depresivo postnumiiico 

. Desorknucion umporoapacial 
, Síndrome de MorP. (Fronuliucih) (DeshhibKi6n socPI. dSte ficil. infaniilbo) 
. Exciubilidad. agresividad continuada 
. Erciubiiidad. agresividad esporadiu 
. Sindrome dcmcncial: 

. 

e s p c c i a l i )  

AIknckin de la personalidad 
Sinárornc orginico de personalidad (conducu infantil. Iabilkhd e-iorul. 
ineongnrrncúakctiva. inkbilidad). 

45-SO 
2-20 

35-45 
1 0-20 
10-22 
2-15 
5-15 
30-35 
10-20 
9&95 
20-30 
30-50 
50-80 
30.35 
10-15 

1-s 

5-10 
1Q20 

9-10 
19-20 
24-25 
29-30 
5s-70 
80-90 
50-55 
75-9s 

1-10 
15-25 

5-15 

3040 
5-10 

10-20 
25-35 
10-30 
2-10 

75-95 
2-10 * 

3040 

- 757 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 105-1 1 

DESCRIPClON DE LAS SECUELAS 

(Cara) Sistema óseo 

Región múilo-mandibular y aniculacion úmporo-mandibuhr 

- Luxacdn recidivanre iémporo-mandibular 
- Anros¡s ttmporo-maxilar dolorosa - Consolidación viciosa de h mandíbula con altcrac%n en el engranaje dental 
- Pscudoanrosis del maxilar superior con alteración de h m j s h c h  (inopenbk) - Luxación inveitnda túnpora-mandibuiar 
- P~~udoar~s i s  nundibuiar inferior (Liopmble) - Pérdida de sustancia (Wvida pahtiat y velo del pLdu) - Pérdida de pane o todo el maxilar superior (uniluurhntnte). uas rcpmción qubhgicl 
- Anquilosis aniculrción ttmpom-mandibukr con difiailnd a la foatción y paso de l¡quidos 
- Rigidez anhlac ión  témpom-mandibukr Im 
- Rigidez articulación ttmpom-mandibuhr gnve - Pérdida de pane o toda h mandibula - Callo deformante hueso -lar - Maurial de ostcosínwis 

[Cara) Sirtemi oifatorio 

’ Hiposmir 
Sinusitis crónica posuaumáuca 
Aiteración de la respiración nasal por deformidad ósea o onihgl iou 
Anosmia 

’ Pérdida de la nariz: 

- Parcial 
- TOUI 

Rinorrea de liquido ccfdorraquideo permanente 

fC31-3) Boca 

Dienier (Wrdida t raumi i i ) :  

- 1 incisivo 
- 1 premolar - I canino 
- 1 molar 
- Pírdida completa de h aruda dentark con pr6tcsk tolenda 

Mastiución: 

- Dificultad a la mastiuCh5~1 de alimentos s61idos 
- Alimenución limiuda a a l ~ o s  blandos - Unicamenic posibilidad de alimentación liquida 

Lengua: 

- - PUKNAClON 

5-15 
15-20 
5-20 

15-25 
10-25 
20-30 
20-35 
20-30 
55-65 

’ 5-10 
10-20 
40-75 

2-8 
2-8 

5-12 
5-12 
2-10 

12 

5-25 
25 

50-60 

0-1 
0-1 
0-1 
o- 1 
3-8 

10-15 
15-25 
30-50 

5-20 
20-45 

45 
40-50 

5-12 
12 
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1 

DESCRIPCION DE LAS SECUELAS 

lCaral Sistema ocular 

Globo ocular: 

- Ablacion de un globo ocuhr puo posibilidad de pr6wiS - Ablacion de un globo oculu. pao no posibilblad de prÓwU - Enofulmos secundarí0 a fracam de macho óseo 

Anexos ocuhres: 

- MScüIot y V- 

. Rdlisis de uno o varios músculos de un ojo 

. Rdlisis total de los músculos de un ojo 

. Alteraciones vucularcs (según tnstomos fmcionaicr) 

- Pirpados 

. Entropión. tripiasis, ecoopión. cicatrices viciosas (aiúdir la valoración dc h agudeza 

. Maloclusión paipcbnl 
visual) 

- ñosis palpebnl 

. Unilateral (más agudeza visuai) 
Bilateral (mis agudeza visual) 

- iagrimeo constante (Epifon) 

Unilateral 
Bilateral 

Maniltsocioms htpcralgicas o hipoestesms a nivel de iermrnacioner perbrbrurm 

GiMPO VISUAL 

ia Perifcrico 

Hcmianopsús: 

Con conservacion de h visan central: 

En cuadrante superior 
En cuadrante inferior 
Supcrmr 
. infermr 

Nasal 
B~iemponi 
Lateral homonima COmplCU 

: PUKNACION 

25-30 
3540 

1-10 

10-15 
15-20 
5-15 

1-10 
1-6 

2-8. 
1 0-20 

1-5 
5-10 

1-5 

3-8 
10-20 
5-10 

3 5 4 0  
5-10 

40-50 
40-45 

, 
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TEXTO APROBADO POR EL CONGRESO 

DESCRiPClOK DE LAS SECUELAS 

-, Con pkrdida de la vision cenirai 

En caso de pérdida incompleta. conviene aiiadir a la incapacidad de la ptrdidn de la 
agudeza visual la capacidad restante posthemianopsica. 

Ejemplo: 

Un enjerm con hcmionopsia lateral homdnima y una ogudea virvOl de 3/10 en un Ojo y 
de 2í1 O en el otro. 

La hemianopsh hteral  completa se ciín en 42, y como h ceguera se cifra en 85, 
quedan 43 puntos. 

La t a b h  de q g u d e w  visuilcs establece por h visión de 3/10 y 2 / l O  h ciira de 30, 
luego se aplíarn el 30% de 43 = 15, cuya cüra sc añadiría a 42 = 57. 

En caso de pérdida completa, h alteración funcional se equipara a ia pérdida de  
visión. 

2 O  Central 

. Escoto& central absoluto con pérdida de vísíín cenini (ver tablas A y B adjuntas) 

. Eircotomas yuxtaccntrales o pancenvlies 

FUNCION OCUL.O-MO7RIz 

Diplopia: 

- En posiciones alws de la mirada -menos de 10' de dcrviacion- 
- En el campo lateral -menos de 10" de desviación- 
- En 13 parte inferior del campo visual -menos de 10- de desviación- 
- En iodis las direcciones. obligando a ocluir un ojo desviación de m; de loo- 
- Ciwraw postraurnatica inoperable (valors según agudeza visual) 

Afaquia (falca de cristalino): 

- Afaquia unilateral: valorar según agudeza visual obtenida con corrección con gafas. (Ver 
tablas A y. B adjuntas) 

. Irideciomú postnumáika -aNdir valoración a g u d a  v¡sual- 

- hfaquia bilateral: la cifra de base se considen en 20. a la que hay que aiudir ia resultante 
de las cifras de la agudeza vkujl. sin que supere la cifra de SO. 
adjuntas) 

(ver tablas A y B 

AGUDEZ4 VISUAL. (CONSULTAR T A B U  A )  

Pkrdidi de vision de un ojo 

NOTA: 
la I ~ Y  de igravaoion será la diferencia entre la agudeza acnial menas la agudeza interior 

el ojo afeut lo  por el iraumatisrno Ichb anieriormtnte U N  rgudeu  visual reducida. 

Ceguera cool 

PrnnJACION 

1-85 

1-25 
5-20 

1-10 
5-15 

10-20 
20-25 

1-25 

I -2s 

' 1-3 

20-85 

23-25 

82-85 
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n 

- 
DESCRlPClON DE LAS SECUELAS 

-, Con pérdida de la visión central 

. En caso de pérdida incompleu. conviene añadir a la incapacidad de h pérdida de la 
agudeu visual ia capacidad resunte posthcmianopsia. 

- En posiciones a los  de la mirada -menos de 10’ de desviación- 
- En el campo lateral -menos de 10” de desviacion- 
. En la parte inferior del campo visual -menos de loo de desviación- 
- En iodas las direcciones. obligando a ocluir un OJO desviación de mas de 10’- 
- Csorao posrraumaiica inoperable (valors según agudeza visual) 

Afaquia (falia de cristalino): 

- Afaquia unilateral: valorar segun agudeza visual obtenida con corrección con gafas. (Ver 
tablas A y B adjuntas) 

. Irdcciomia postraurnaiica’ -aRadir valoración agudeza visual- 

- hfaquia bilateral: la cifra de base se considera en 20. a la que b y  que aindir h resultante 
de las cifras de la agudeza visual. sin que supere la cifra de 80. 
adjuntas) 

(Ver tablas A y B 

AGUDEZ4 VISUAL (CONSULTAR TABLA A )  

Perdida Jr visión de un OJO 

NOTA: Si CI ojo afetodo por el irauniaiismo tchia anteriormi-ntc una agudcza visual reducida: 
11 usa de agravacion será la diferencia entre la agudeza a c w l  menas la agudeza interior 

€+qvio: 

Un enjertno con hemianopsia loteral homdnima y UM a@aa visual de 3/10 en un ojo y 
de 2/10 en el otro. 

La hemhaopsh  k tc ra l  completa se cifra en 42, y como k ceguera se cifra en 85. 
quedan 43 puntos. 

La tabia de qgudczas visuolcs esbblece por ia visión de 3/10 y u 1 0  la cifra de 30, 
luego se apl’corn el 30% de 43 = 13, cuya cifra se aiiadiri? a 42 =55 

En caso de pérdida completa, la alteración funcional se equipara a la pérdida de  
visión. 

to Central 

. Escotoma central absoluto con pCrdida de visión central (ver rabias A y B adjunras) 

. Escotomas yuxtacenirales o paracentrales 

FUNCION OCULO-MOTRIZ 

Diplopia: 11 

* Ceguera ~ o w f  II 

PU”ACI0N 

1-85 

1-2s . 
5-20 

1-10 
5-15 
10-20 
20-25 

1-25 

I -25 

1-3 

20-85 

23-25 

82-85 
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- Estcnor¡s del conducto audúivo ULQI)~ con leve ptrdida de Ir capadad udiiivr 

- Deformación impomrac del p a b e k  auditivo O pctdi. 

. Uniiaural 

. Bilateral 

- P ¿ d ¡  del pakll6n mis lesión a d ¡ a  (añadir 14 a ia va)orrciorr por p&dida uiditivl). 
(ver mbia C adjunu) 

- Otorm (si u tnumíiicl. añadir 2-5 a La vaioncibn por pbdidr audhh). (Vu nbh C 
adjunta). 

- AcÚftnm 

- VtriigOS CtporMKor 

- Sindromc vutibuiar 

- Rotura-perforación iimpinio sin reparación quinirgiu. -Añrdy valoración a g u d a  a u d i  

- Vtnigo iakrintieo persistate. -Altciicibn de ia marcha. dirruhrd para el trabap. debrirdo 
objuivrr Los signos vcstibuiares- 

- 
- osteomieiitis crónica supurada QI ctmporai ft i iudr por ei O& 

- Hiporcusu (Ver ubia O: 

üniiaierd 
B ibir ra I 

- Cofosis bilateral (sordera) 

PUHNACXON 

1 4  

1 4  
4-8 

1 3  

1-5 

2-12 

14 

25-30 

25-30 

1-12 
1-70 

60-10 
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T A B L A  A (AGUDEZA VISUAL VlSlON DE W O S  . .  

~ 

TABLA B í.4GUDEZA V I S U A L  VISIOS DE CERCA 

\ 
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h 

DESCRIPCION DE LAS S E C L .  

CAPITULO 1 

I 
Columna vertebral u 

TRONCO 

. Fkxion 40. 

. Exteasion 75. 

.RoucióaDcha.izda. 50. 

. inclinacián Dcha. &da. 3045. 

- Síndrome posarumiuco ceiviul (Sudromc del laUpu0. marcos. vCnigas. ccfrkas) - Cenicrlgia 

. Sin irritación braquñi 

. Con irriucion brrquial 

- Hernia o proaisibn d d  cervical operada o sin operar. con síntormtologh 
- Agnvaci6n anmk previa a) tnunuWm0 

- k v u c i ó n  - A m S U  po~~rumi i ía  ~ í n  Mimd- 

. TonKolis/inflexión anterior 

- Rigidez cervical con limiwción de movimiema de rouci6n y de flexo-cxiensi6n e 
incluucion (ver r.olores normoles de mot-iiidad) 

Dorso lumbar 

- Valores nomulcs de movilidad: 

. Fkxi6n 150. (Dono-lumbar) 

. Extcnsion 6oo @ono-iumbar) 

. inclinación Dcha. u&. 20. (Dono-lumbar) 

. Roucion Dcha. izda. 35. (Dono-hmbar) 

- Rigideces dorsalesa Iirmbrres coa ligen difmlrid en ks mov~watos de la columna 
CO~SCCU~~VOS a fnauns venebraks (ma#>s del 30% de d9minuci6n de la movilidad). (Ver 
valores normafes de IRovilidod) 

- Rigideces dorsales o hmibírcs severas con impomnic difwulud de la columnr c o ~ e ~ l t i v o s  
a fracturas vertebrales (mis del 30% de dismimuc%n de la movil id) ,  (ver vubres normales 
de modkfad). 

- ~ o l i o s i s  dorso-lumbressupcrmres a 30" 

- Hernia o protusion disul lumbar operada o sin.apcrar con s¡niOrmiologh 

- Eícoliosu dono-lumbres ínfeiiorcs a 30. 

- C i ~ ~ i r  (según arco de cnrvarun-gndos) 

- Lardosis trsumaixo n hiperbrdosm (segun arcu tic curvrtum-gmhs) 

PUKNACION 

1-8 

I -5 
s-10 

5-15 . 
2-5 
5-10 

2-10 

2-10 

10-25 

2040 

5-'15 

5-20 

5-u) 

5-2s 
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DESCRIPCIOB DE LAS SECUELAS 

- Dorsalgias 
- Lumbalgias 
- Artrosis postraumátiu 
- Ciamlgias y lumboc¡atalgias 

. Unilateral 

. Bilateral 

. 1: del 25% 

. II: del 50% 

. N: del 100% 

- Espondilolistesis dolorosa. Según grados: 

. m: dci 75% 

- Ostenis vertebral postraumiiica sin afectación medular 
- Material de osteosíntuis en columna venebnl (ullos de Harrington. placas de bu¡& ROy 

Camille. tornillos pedblares) - Fractura acuiiarnicnto anterior: 
. Menos del 50% de h altura de h vCrpbn 
. M i s  del 50% de la alntra de la vtnebra 

Sacro y pelvis II - Disyuncion pub& y ucroilfaca (scún afecución sobre estática vcnebnl y hmcidn 

- Fracturas ramas pClvicas (iiio e kquiopubiana) no consol¡dadas y que producen dolores 
- Coxigodinb postraumitica con o sin fractura objeUvadr a los RX 
- Estrechez ptlvica. Pan0 no vía natural: 

. Menor de 35 años sin hijos 

. Menor de 35 años con uno o más hijo 

. 3545 años sin hijos 

. 3 5 4 5  anos con uno o mis hijos 

. Mjs de 45 años 

locomotriz) 

Sistema úseo 

- Fracrura de cosiilhs con consolidación v K b  
- Fractura de costillas con ncurálgiir i n t e r ~ o s ~ l c s  penistenw/exporádius 
- Fractura de costillas con insuficiencia respiratoria. Se valorara bu y sc aiiadirin 3 pur~os 
- Material de osreosinmis en fractura costal 
- Fractura de esternon: 

II 

. Consolidación viciosa. defecto fisico 

. Consolidación viciosa. defecto fsico (d insuficiencn rcspintoria) 

Paicnquima pulrnonar 

- Neumotonx traurnátko midivante 
- Plcuresia y secuela de la misma 
- Resección parcial de un puimon 
- A~XSCCSO crónico ion  supunción 
- Hernia irreductiblc del pulmón 
- Paraiais dd, nervio frinico. (Se valorará ia insuficiencb respiratoria) 
- Resección total de un pulmón 
- Secuelas derivadas de ecnbo~wno pulmomr p O S t n ~ ~ t ~  

P 

5-15 
15-20 

5-10 
10-15 
15-20 
20-30 
3040 

5-10 

2-10 
10-15 

5-12 
5-18 
4-9 

20-25 
15-20 
15-20 
10-15 
2-10 

2-8 
2-15 
1-5 
1-3 

2-6 
2-6 

2-10 
10-15 
15-30 
30-50 
15-30 
1-90 

10-50 
3-10 
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DESCRIPCIOK DE LAS SECUELAS 

- Funcion respiraioria 

- Insuficiencia respiratoria (LR.) 
. Ligera (disnea grado 1: capaz de caminar al paso aonngl de pcnona~ de SU misma &d) 

. Moderada (disnea grado II: no sigue un paso normal PO2 = 70-61) 

. Notable (disnea grado iil: no puede cambur mis de 100 metros Po2 = 6045) 

. imporunte (disnea grados IV y V): 

PO2 = 80-71 

Fatiga al vcsiine 
Fatiga en reposo PO2 = menor de 45 

11 Nou: PO2 (Presión de oxigeno) 

Oremos de cuello v torax u 
- Estenosis cicatrickles que dereminen disfonía 
- EsienosIs cicaviciales que determinen disnea de esfuerzo - Estenosis con imposibilidad de esfuerzo 
- Paralkis 1 cuerda vocal (disfonh) 
- Paralisis 2 cuerdas vocales (afonía) 

Traquea 

- Traquoiomizado con necesidad de canuia 

Faringe ll 
- Estenosis con nbsijcula J IJ dcglucion 

* Esófago 

- Diveniculos csofigicos posrraumiiicos 
- Trastornos de la función motora 
- Jiern9 de hiato esofagico (segun trastorno fUnCiOMl) 
- Fistuia de faringelesóiago 

. A otra cavidad 

. Externa 

Mamas 

- Mamcciomia unilateral 
- Marneciomía bilateral 

PrnrnACIOK 

1-5 
25-30 
55-60 

85-90. 

5-12 . 
15-30 
65-75 
5-15 

. u-30 

3 5 4 5  

12-25 

15-20 
15-20 
z -20 

10-35 
10-25 

5-15 
15-25 
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Enómago 

- Gastrectomia 
. Parcial 
. Subiool 
. Toul 

lntutino delgado 

- F i ~ ~ l a s  sm trastorno nutniio 
- F i ~ ~ k s  con trastorno nuuitivo - Ilectomía parcial o toul - Ycyuncciomh parcal o toul J magnitud 
- Duodcneaomía parcial o ton1 

. 

Intestino grueso 

- Colectomía p;rciaI (segun magninui) - Fisrulas estercoriceas 
- Alteraciones del vinsito con anemia y adelgazamiento 

Ano 

- Fiwuhs anales 
- Inconiincncia con o sm prolapso 
- Reiencion anal 
- Ano con1r ; l~ iu r~  
- Prrdid~ del esftnicr anal con prolapso 

- Esplenectomia: 
. Sin rcpcrcusion hcmaiolbgka 
. Con iepercusion hemarologka 

- iiiguinal. crurai. epigísirio 
- Dtaúagmjim 

5-10 
10-20 

45 

3-15 
15-30 

5-15 

5-15 
15-30 
5-30 

5-20 
20-50 
5-15 

40-50 
45-80 

5 
10-15 

1-8 
15-30 
1 5-30 
40-60 

5-10 
10 

10-20 
10-20 
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DESCRIPClON DE LAS SE- 

- Parálüu parcnl de múxulos del abdomen por lesibn de nmbs O de paredes abdominales - Adherencus y heridas peritonuks - Eveninciones 

RíOón y aparato urogenital 

- Pieloncfriiis: 
. Unilateral 
. Biiaural - Ncfratomia: 
. uniltttnl . Bilrnnl 

- Fsiuia lumbar urinaria - Perinetrius cr6nia: 
. Uniialenl 
. Bil r~eni  - Hematoma perirrcml organizado - lncontimncia urinaria: 
. DC CSfuCKO 
. Permanente 

- CkriuS cr6nicu o de rcpetiCíón - Retmci6n crónica de orina. Sondajes obiipdos 
- Ciwostomia - Rorura traumAtiu (sutura) - uretra: 
. Estrechez sin infección ni insufeicncu renal 
. Estrechez con infección y meesdad de dilruchms mensuales 
. Uretritis crónica 

Aparato genio1 masculino 

- Dcstruccion del pene: 
Sin esirechamiento del mulo 

. Con estrechamkmo del meato 

. Uniiaienl 

. Bihi tn l  

- Atrofm tesiiculrr: 

- Epididectomia unilaunl 
- Epididcctomia bilateral - Ptrdidr traumiim 
. I tesIiCul0 
. 2  tcstiCulos 

- Hanrtocde y varicocele - impotcncu (según edad) 

~ p a r i t o  genital femenino 

- Prolapso vagina1 ( p r c u l  o total) 
- Alteraooner or ik io  vaguui (oclus6n) 
- Lesiones VuloarcS que' hagan impasible el  colto 
- Prolapso uterino 
- PCrdida de ~ S U K  (s@n edad y numero de hijos) 

Menor dt 35 aiios. sln hijns 
Menor de 35 o- con 1 kiJo 
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5-15 
SI5 

15-10 

15-jo 
30-40 

20-25 
65-70 
20-30 

1 0-20 
20-35 
5-10 

2-15 
3040 
2-10 

10-20 
304 
2-10 

2-8 
8-18 
2-8 

3040 
40-50 

20-25 
30-35 
5-10 

20-25 

20-30 
3040 
2-10 
2-20 

5-30 
20-30 
20-30 
15-25 

40-50 
3040 
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II DESCRIPCION DE LAS SECUE 

. Menor de 35 años. con 2 o mis hijos 

. De 36 a 45 años. sin hijos 

. De 36 a 45 años. con 1 hijo 

. De 36 a 45 años. con 2 o mis hijos 

. Mayor de 45 años 

puntuación resultante del apanado anterior 
- Pérdida de matriz y dos ovarios (segun edad y numero de h 

- Pérdida de un ovario 
- Pérdida de dos ovrnos 

Insuficiencia renal 

- Grado 1.- Vida normal, sin alteraciones subjetivas. pero ¡ns 
menor de 160190 

- Grado ll.- Vida normal. pero régimen y traumicnto. Aclar: 
arteria1 1901105 

- Grado IU.- Vida cotidiana posible. pero con restr¡cc¡bn de 
régimen y tratamiento severos. Edemas. tensión arteria1 dia 

- Grado N.- Vida cotidiana pemrbada. uabap  regular impa 
Síndrome ncfrótico grave. Hipencnsión seveta. Dii)itk pei 

- 770 

5): sumar 5 puntos a Ir 

:iencia renal. Tensión Urerbl 

iento de 40-80 ml. Tcnsi6n 

ividades. astenia. anemh, 
lica de 120 

Ie. lnsuflciencia renal grave. 
lunte 

PUNIUACION 

20-30 
30-40 
20-30 
1 0-20 
5-10 

I -5 
20-25 
30-35 

5-10 

10-1s 

20-30 

60-65 
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EXiREhIIDAD SUPERlOR Y cI"RA ESCAPULAR 

Hombro 

LirnuJcion de movilidad: 

- Abducción-cltvrción del hombro m h  de 90' N(1W') 
- Abducción-clevación del hombro enm 45'40' N(1803 - Abducciómlevación del hombro menor de 45' N(180°) 
- Abducción del hombro de m e M s  de 30' 
- Antepulsación del hombro enuc 70 y 140° N(1400) 
-- Amepuisacibn del hombro menor de 70° N(l40") - Retropulsión del hombro menor de 20° N (40') - Reaopulsión del hombro entre 20 y 40' N(40') - Rotación externa del hombro menor de 25O N(S00) 
- Rotación cxicrna del hombro entre 25 y 50" N ( W )  
- Rotación interna del hombro menor de 30° N(60°) 
- Rotación interna del hombro entre 30 y 60' N ( 6 0 O )  
- Abolición ioul movimientos hombro 
- Anquilosis: 
. Con movimiento om6phtu 
. Sin movimiento omóplato - Luxación recidivante del hombro 

- Luxación inveterada del hombro 
- Pstudomrosis consecutiva a rexcciones o a amplhs pirdidrs de sustanch (hombro 

- Prótesis 1001 del hombro 
- Periaririiis posiraumiiica 
- Desariicuhcion y ampulación 1 hombro 
- Desariicuhcion y amputación 2 hombros 
- Hombro doloroso 

wcihnie) 

Clavícula 

- Callo hiperwoíico 
- Callo hipenrófico dolwoso 
- Callo deforme con compreri6n nerviosa (paicstcsbs) 
- Luxación acrornio-ciavicuhr no reducida 
- Luxación acromiothvicula -inppenble- 
- Pteudoanrosis chvicula -inopcnblc- 
- Callo deforme hipenrofico con limitación movimientos del hombro 
- &terir1 de osieosintcsis 

Brazo - 
- Maieriat de ostcosinicsis en húmcro 
- Rupiuras muscutares no operadas (biceps. iriccps) 
- Callo vIcIoso con deformación o rnguJación - Pseudoanrosis dUfais 1.B medio humero inoperable- 
- Pxuboanrosis turemidad dúml y proximaí hiuntro inopcrablc- 
- AcaUamichtdth~gamMtodc m b b m  @r (mcrlor dc3 m) 
- AmpuuciOn clbua humeral, sin protesk de hombro 

. . .  
PUI\7LiAC1OX 

1-10 
10-15 
15-20 
. j -6  - 
5-10 

10-15 
5-10 
2-5 
3-6 
1-5 
2-8 
1-5 

20-30 

20-30 
3035 
10-15 
15-20 

3010 
15-20 
:-lo 

50-60 
80-90 

1-3 

2-5 
3-5 
5-10 
2-5 
3-8 
5-10 
5-10 
1-3 

2-4 
2- 10 
2-8 

15-20 
15-20 

1-5 
10-15 
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DESCRlPCIOK DE LAS SXUELAs 

- codo 

Limiucion de 13 movilidad (grajos): 

- Flcxion del codo entre 80 y 160' N(1m') 
- Flexión del codo menor de 80' N(1M') 
- Anquilosis del codo 

. De O a 30" 

. De 30 a 7 5 O  

. De 75 a 150' 

. De O a 30' 

. De 30 a 7 5 O  

. De 75 a 150' 

- Rigidez. segun arco de mov¡m¡¡nio (sudo O k u& &-) 

- Callo óseo en oltcranon con dCbil limitación de h ln~v i l id rd  & ikxh-cxrauibn 
- Pseudoanrosis por amplias pérdidas de sus& Ósea -inoperable- 
- Codo doloroso - A N o s k  codo 
- Epicondilius-Epiiroclciiis 
- Osieitis codo 
. Sin fisniia 
. Con f i s ~ h .  

- kwniculacion del codo 
- Deunicubción de ambos codos 

Antebrazo v muñeca 

Limitación de lo movilidad (grados) . 

- Pronación de antebrszo menor de 45' N(90') 
- Pronación de antebrazo entre 45' y 90' N(90') 
- Supin~ci~in  de antebrazo menor de 45' N(90') 
- Supinacion de antebrazo entre 45' y 90' N(90') 
- Exiension de la muñeca menor de 35' NQO') 
- Exiension de la muiiKa enue 35 y 70° N(70°) 

i - Flexion de b muñeca menor de 45' h'(%') 

- Inclinación radial de la muiitu menor de 25' NW') 
- Inclinación cubital de h muñeu menor de 45' N(45') - Callo vicioso exircmkhd inferbr del radio 
- Callo vicioso extmnidrd inferior del Eljbiio 
- Pseudoaruos¡s ambos huesos (Qibh o radio) 
- Pseudoanrosis Ciibm o radio 
- Ampuuch cabeza d i 0  
- Armsu mumci y muM0 dolorosa 
- Algodisvofu muñeca 
- Rigidoz en flex5ntxiensidn. 
- Rigidez cn.pronaci6n-suphCh. 
- Bloqueo cn flexión-cxiensi6n 
- Blaqueo da la prirnaci6n-suprmcion 
- Artrodcsis de muñeca 
- Luxacion n d m  cubiol dkul invetC&a 
- Sindmme del mhel a ' ipuno por rlbmSis rcCrkl¡l P D S t C h ~ ~  

- RetncciQn &qutMw de wolknurin 
- A m p u e r k h  amcbnr.0 MihmB 

- Maierhl de osieos¡nfeSU 
- Ampnbi-ieII oluebnzo (biktcrd) 

- 772 - 
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1-10 
1 0-.15 

10-25 
10-20 
25-30 

18-22 
15-18 
18-22 

1-3 
15-20 
23 
2-6 
2-6 

5-10 
10-15 
40-50 
70-80 

2-5 
1-5 
2-5 
1-5 
5-10 
1-5 
5-10 
1-5 
1-5 
1-5 
1-3 
1-3 

10-20 
5-10 
5-10 
3-8 
5-10 
3-8 
3-8 
5-15 
5.15 
E- 12 
7-12 
5-12 

20-35 
4045 
70-75 

14 
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- Mano 

Carpo 
- Pseudoanrosis de escafoides 
- Atrofu del semilunar 

Meuurpo - ClUo deforme hipenrófico 
- Callo deforme con difculud motriz y funcioiul de bs dedos c o m p n d i m r u  
- Luxación midivuue  de un m t ~ r p h n ~ :  
. Menurpiuio de indict y pulgar 
. Resto meOcupilnOs - Pérdida de ambas manos a la alm del urpo 

- Rrdjda de ambas manos a k a l m  de )os meuarpiano - Pérdida de la mano a h almn dc los meourpianos - Material de osmsintesis 

- Rrdida de U N  muK) a la almn del UrpO 

Dedos - Rigideces 
- Articulación metacarpo-falingka 
. Pulgar e indice 
. Resto dedos 

. Pulgar e índice 

. Resto dedos 

- AnicuhciOn interfalingica 

- Bloqueo de la articulación carpo-meuurpiam 

- Articulación meocarpo-falingica 
. - Anquilosis 

. Pulgar e índice 

. Resio dedos 

. Pulgar e indice 

. Resio dedos 

. Amputación primera falange del pulgar 

. Amputación segunda falange del pulgar 

. Amputación primen falange del índice 

. Ampuuc¡¿n segunda falange dcl indk 

. Ampuc¡Ón tercera falange del mdke 

. Ampuuc¡Ón de una falange del reso de los dedos @or u& fi lnge) 

- An¡culaciÓn ¡nierfalhg¡ca 

- Ampuucion: 

- AnMU postnumiiio inurfalingiu - Luxrciones mvttendu mcuurpo-falfngicu 
- Luxacionu inveteradas murfalingiuir 
- Tendinitis crónicas 
- Artrosis postraumiiica a n h h c ¡ Ó n  meuurpo-falingia - Pulga e i n d k  - Perdida de fuerza en-la nuno 
- Alierrcioh de la nuno (iorpeu) 
- Maicrul de osieosinieíts en mcucarpwnos y falanges 

Aparato musculoso ligamentoso-icndinow, 
- Atrofu ,musculos hombros 
- Atrofia músculos brazo y antcbnzo 
- Atrofia ~ l w  de k mano 
- Atrofa complcn miembm SuperkW 

4-8 
5-7 

1-3 
5-10 

2 
1 .  

60-10 
3040 
50.60 
25-30 

1-3 

1 -2 
Ir1 

1 -2 
1-3 
1-3 

5-5 
1 -? 

2 4  
I -2 

15-20 
10-1s 
10-1s 
6-10 
4-10 
1-6 

2 4  
1-9 
I -7 
2-3 
2-7 
2-6 
2 4  
1-3 

5- 15 
z-m 
s i .  
20.30 
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DESCRIPCION DE LAS -SECUELAS 

C A P m o  4 

EXTREMiD.JD YJFEFUOR Y CADERAS 

Cadera 

Limitacion de la movilidad (grados) 

- Flexión de la cadera menor de 90' N(120') 
- Flexion de la caden entre 90 y 120° N(1203 
- Extensión de la cadera menos de 20' N(20') - Abduccion de ia cadera menor de 30' N(60') 
- Abducción de la cadera enm 30 y 60' N(60') 
- Roiacion interna de h cadera menor de 30' NW0) 
- Rotación exicma de ia u d e n  menor de 30' N(60.I 
- Rotación externa de la cadera uufe 30 y 60' N(60') 
- Cadera dolorosa 
- Cojera dificilmenie filiabie (sin origen apareiut) 
- Anrtiis postraumaiicas 

- 

Anquilosis 

- En posicion favorable de una cadera 
- En posición favorable de  las dos caderas 
- En posición desfavorable de una cadera 
- En posición desfavorable de las dos caderas 
- Arirodesis de UM cadera 
- Anrodcsis de las dos caderas 

. Artrosiz 

- Posibilidad de arirosis postraumiiica 
- Proiesis de cadera. iowl 
- Próiesis de crden.  parcial 
- Necrosis isquimica 

Amputación 

- A nivel de cadera: 
. Unilateral 
. Bilateral - Material de osteosintesis 

Muslo 

Lesione que supongan acorumknio del miembro 

- 

- Sin airolL: 
l Interior a 3 cm. 
t De 3 a 6 cm. 

De 6 a 10 cm. 

Con atrofia: 
Inferior a 3 uri. 
De 3:a 6 rm. 
ik 6 a 10 cni 

- 
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5-10 
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1-10 
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15-20 

20-25 
4045 
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' 20-25 
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20 
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60-70 
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- 
DESCRIPCION DE LAS SECUELAS ' .. 

- Osteomielitis de femur sin fístula 
- Ostcomielitis de iemur con físnik 
- Pseudomrosis del fimur -inoperable- 

' . Unilateral 
' - Amputación del muslo' 

A nivel subtrocanterco 
A nivel inferior 

A ni\+ subuocantirco 
A nivel ,inferior 

- Angulacion del femur - Material de osteosintesis 

. Bilateral 

Rodilla 

- Flexion de la rodilla inferior a 90' N(13S0) 
- Rexión de la rodilla entre 90 y 135' N(13S0) - Limitación d e  la extensión de la rodilla en los i i l h o s  20 grados 
- Lesiones menkcales: . .  

. No operadas 

. Operadas (menixectomú) 
- Hidranrosis crónica de rodilla 
- Gonalgia y anrosis posrnumáika de rodilla 
- Agravación de artropatú psorÜsiiu 
- Lesiones ligamentosas: 
. Ligamentosas laterales operados (segun siniomaiologh) 
. Lisamentos laterales no operados (segun sintomtologia) 

. Ligamentos cruzados operados (segun s~niomaiologia) 

. Ligamentos cruzados no operados 

- Ligamentos cruzados: 

LimitaciOn del movimiento (grados y porcentajes) 
- Rigidez que permite de O a 45' de flexión 
- Rigidez que no permite extension desde 45' de flexion a O' (teniendo en cuenta los O' como 

- Anquilosis en extensidn (posición de funcion): 
posicion de función: pierna extendida) 

: Unilateral 
. Bilateral 

- Genu valgo y grnu, varo 
- Arirdesis  de rodilla 
- Anriiis postraumatiu 
- Amputación a nivel rodilla. bilateral 
- A m p u u c i h  a nivel rodilla; unilateral 
- Próicsis toul de rodilla - Próiesis parcial de rodilla -unicompanimental- 

- Extirpación rotula (paulecioniia) 
Rótula 

. Con buena musculatura 

. Con atroría 
- Extirpación parcial 
- Pscudoartrosis con airofia -inoperable- 
- Subiuxacion. 
- Luxación recidwante 
- Fractura con callo fibroso.amplio: Extensión complm y flaiónpoco lhiob de h roditb 
- Material de o s i c m i W k  
- A ~ O S ~ S  remoro-prehr - Comtmpatia rotulum . . . . .  . .. 

10-20 
10-30 
3040 

60-70 
5060 

90-95 
85-90 
3-8 
2-10 

10-20 
1-10 
1-15 

2-5 
3-s 
3-5 
3-15 
1-10 

1-10 
5-10 

5-15 
10-15 

25-30 

30-40 

20-50 
30-40 
2-10 
20-30 
10-15 
80-85 
5s-60 
'20-25 
s-10 

10 
10-15 
5-9 
5-1s 
1-3 
5-10 
5-10 
1-3 
5-10 
)-5 
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DESCRIPCION DE LAS SECUELAS 

- Pscudoarirosis de tibh -inoperable- 
- Anguhciones tibiales: 

. Varo'y valgo 

. RecurvaNm y anlecurvalum 
- Osteomicliiis 
. Sin íistuh 
. Con f i ~ ~ l a  - Material de osieorinitsis 

Ariimlación tibio iarsiana 

- h i t a c i ó n  de movimientos 
. Fkxión dorsal del pie menor de No N(30O) 
- Fiexión plantar del pie menor de 50" N ( W )  - Inversión menor de 2So N(2P) 

- Evcnión mtmr de 15. N(l5O) - Inenrbilidad del tobillo por lesiones l¡gamcntour - Anrosis tibio-ursuna 8 - Anrodesis tibioununa 
- OsteoporosU ylo algodistrofu 
- Ampuucion tibio-tarsuna Unilatenl 
- Amputacion tibio-uniana Bilateral 

Pie - 
Tarso 

- Abducion del PK menor de 25" Ei (15") 
- AMuciOn del pie menor de 25" N 05") 
- Sindrome de Shüdeck (osieoporosis yio algodutroiu) 
- Tílal_oia 
- Anrosis subasiraplina 
- Anriiis 
- Pseudoanrosis del astrágalo -inoperanu- 
- Anrodcsis subasingalina 
- PK plano iraumiiico - Pie cavo inumitico 
- P* talo inumáiico 
- Pic equino urumiiico - Pit valgo tnumkico - PC varo tnumático 
- Pie zambo (equino-cavo-varo) 
- 7 r Q k r n r a d u i s  
- Ampuuc¡bn a nivel del UIU) 

- Muerta1 de osteosintesis 

. 

Meuurso 

- LuxaOones y ~uxacioncs inveieraúa: 
- Callo &tomes 
- A m p u o d n  a nivel debmcuúrw 
- M a u t t l u Ü  . 

15-20 

2 4  
5-5 

10-20 
20-30 

2-6 

1-5 
1-10 
1-5 
1-5 

5-10 
5-8 

13-15 
5-10 

3040 
60-70 

1-5 
1-5 

5-10 
5-10 
4-8 

10-15 
10-15 
8-12 
5-10 
5-10 
7-12 
8-15 
5-10 
5-13 

15-20 
8-12 

20-30 
1-5 

1-5 
3-6. 

4.9~0 
: 5-19. 

. .  

. .- 
-.: .: . .  
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l DESQUPQON DE LLS !5ECUEUS 

* Dedos 

- Rigidez en extcnsiPn (por oQ dedo) 
- Rigidez en nexión (dedo en nunillo) (por cada dedo) 
- Anquilosis dedo gordo en hipcrrxicnrih 
- Anquilosis dedo gordo en hipcdui6n 
- Arquüosiu dedo gordo en buena posición - Ampumci6n dedo gordo 

- Maurial de osteosínwis 
- AmpuUCi6n rrU0 d d ~ r  

ADSNO músculo limmtntoro tendinoso 

- A m f u  ioul musb - A m f u  cuadricep 
- Airofu mú#ulos p k p  
- Airofu total miembro inferior 
- lmpotencia funcional absoluta de m*wmbfo inferior 
- R O N n  I m d h  Aqd- ( K g h  vÍuoI1w) funcioiul) - RoNn itndbn rOni~iUi0 (WgÚü trrMlD0 fmrioiul) 

1-1 
2-3 
5-10 
5-10 
1-5 

5-10 
1-6 
1-3 

10-15 
5-10 
5-12 

10-30 
50-60 

2-8 
3-10 
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DESCIUPCION DE WS SECUELAS 

CAPITULO 5 

APARATO CARDlO VASCULAR 

Viscular periférico 

- Ancurismas de origen traumitico (valorar segun grado de incapacidad que ousiones). 
Consulur con médic0.y se aplicaría ia punnuciOn reflejada en los rparudos apresados a 
continuación 

insuficiencia vascuiar 

- Arterial4audiclción Uitennitcnte a: 
. 1.000m 
. De 2.000 a 500 m 
. A 100 m y Vastornos uófKos 

. Sin varices 

. Con varices. ~Xceras y cianosis actas 

. Con trastornos t r ó k o s  importames 

. Sin repercusión regional o general 

. Con repercusión regional (edemas. variccs) 

. Con insuficiencia cardiaca (ver insuficiencia cardiaca) 

. Trastornos ttóficos leves t 

. Trastornos iróficos graves con: 

- Venosa - Edcmas: 

- Aneriovenosas - Fistuks: 

- Trombonebitis y anetitis 

Insuficiencia venosa 
Infiliracion exlerosa 
Hipodermitis nodular 
Linfedcm 

- Insuficiencia c a r d h o  ligera: el lesionado dcberi reducir sus actividades. pero lleva vida 

- lnsuticiencu o r d ú u  moderada: debe e v b r  iodo tipo de esfuenos. h vida cotidiana esti 

- Insuficiencia w r d ú u  grave: &be eviur iodos los esfuerzos k h w  mínimos. Vida muy 

- Prótesis aonka 
- Prótesis valvuiar - Cardiopatia isqucrnka posrraurnkio 
- Infano de mhcardio postraumitko 

nOniill. 

penurbaúa. 

pemrbadi  

110 

1-10 
10-20 
20-30 

1-10 
10-20 
20-30 

1-20 
2040 

0-0 

1-5 

10-15. 

10-30 

60.75 

75-85 
15-20 
10-30 

3040 
20-30 
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DESCRIPCION DE LAS SECUELAS 

CAPIlULO 6 

SISTEMA NERVIOSO CENTRAL 

- Monoparesia de un miembro inferior: 
Leve 
Moderada 
Grave 

Leve 
Moderada 
Grave 

Leve 
Moderada 
Grave 

Leve 
Moderada 
Grave 

Leve 
Moderada 
Grave 

- Monoparesia de un miembro superior: 

- hraparesia de miembros superiores: 

- Paraparesia de miembros inferiores: 

- Hemiparesia (hemiplejia incompleta): 

- Paresia de algun grupo muscular 
- Sindrome de cola de caballo 
- Monopleju de un miembro superior 
- iMonopleji3 de un miembro inferior 
- Teiraparesia 

Leve 
Moderada 
Grave - Hemiplejia completa - Parilisis completa y definiiiva de ambas extremidades supcrhrtl 

- Sindrome de hcmisecci9n d u h r  (Brom Scquard) - Sindrome medular transverso S-1 S-5 (alteraciones csfmterianrs 
- Sindrome mcdular tnnsverso L-1 $1. 
. La hrcha es posible con aparatos. pcm siempre tenkndo d recurso de h silla de rudas. 

(Alieracioncs esfinterunas rcualu y urinarias). 
- Panpleju í?4 L-i 
. Posicion de sedaación posible y buena. 

Enirc D-12 y, L-1 con aparatos es posible l a  bipederución. pero no p u d c  urdri 
(desplaumienior siempre en silla de ruedas). (Altenc- esfmterian+l r e c t a h  y urinarias) 

. Puede usar sus dos miembros Superiores y mniienc prehensh.  b posicion.de sedcwJciór 
es posible. (Alieracioncs esfinierunas y urinarias). Equilibrio de tronco .&no y posibilkhd 
de uso del sillón Jc.parap~éjicos 

La cintun acapular (hombro) consenada. Neco~dad de 5IUOn elkuico. con aparato! 
puedc mmcr (Alterxbricl csfinicrÚnar rectal& y uruunu) 

Teirrplejb compleu Earflitn üc m ~ w a  diafragdCic0. N U y w .  moufcidad. .u* 
sornciido a respindwíummíiko 

- Peiraplejia C-8 D-1: 

-. Teiraplejií C-6 C-7: 

* 

-.Tkmplajia por encima de c4: 

PUNIUACION 

10-15 
15-20 
20-25 

10-15 
15-20 

' . 20-2s 

'. 20-30 
:3m0 
40-55 

30-40 
40-50 
50-60 

20-25 
25-35 
3545 

' 5-25 
15-30 
40-55 
50-60 

40-50 
50-60 
60.80 
80-90 
70-80 
50-60- 
40-55 

70-85 

75-85 

90- 100 

95- 1 00 
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n DEsCRiPCiON DE US SECUEWS 

Nervios maneales 

- Nervio trigimino: 
. Doioru inunniunus 
. Dolores coniiuor 
. PÍriluis wborbitaurio. Hipo/ancstcsia nrm ofüimk 
. Padlisis mferior. Hipo/anutcrP rama maxiiar 
- Padlisis imguai. Hipoluicne~ia rama mandibuhr 

- N& f x k l  
. Rdliis tmmo 
. Padlisis rama mporai 
. Ramamurdibular 
- hr;ilisk nervio ntumogástrico 

- Nervio glosofaringeo 
. Parálisis (según trastomo funcional) 
. Dolores 
. Paresia nervio glosofaríngco 

- Nervio hipOeiOs0 
. Parilisis unilaunl 
. PIráIisis bilateral 

PUKIUACION 

10-1s 
15-30 
5-10 
5-10 
5-10 

20-2s 
10-12 
34 

15-20 

1-10 
10-15 

1-5 

7-10 
15-20 
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DESCRIPClON DE LAS SECUELAS 

CAPITULO 7 

. SETEMA NERVIOSO PERIFERlCO 

Miembros superiores 

- ~ e n i o  cirmnejo - Nmio  mWculo curinto 
- N w i o  ~bescrpulrr 
- N m i o  mcdiuro 
. A nivel del brazo 
. A nivel del antebrazo-muñea 

. A nivel del brazo 

. A nivel del anub&muíicu 

. A nivel del brazo 

. A nivel del amebrazo-muliccí 

- N c n b  cübiul 

- Nervio radial 

- Plexo Sraquial (tipo ERB-Duchtne) - Plexo bnquiai (tipo KLumpke-Dcjcrinc) 

ñruias - Ambos miembros superiores 
- Un miembro superior 
- PIresia de nervio musculocurineo 
- Nervio subescapuiar 
- Nervio circunflejo 
- Nerwo mediano 

- Nervio radial 
- PÍresiesur partes a c m  (E.E.S.S.) 

- Nervio CubitJl 

Miembros inferiores 

ñdlisis - Nervio ciaiko 

- Nervio ciitko poplitco interno 

- N m i o  tibui posiehr 

- Nervio ciático popliuo CXICrno 

- Nervio ~ninl 

Plrcsias - Ncrvio ciítico 
- Neivio ciatko popliteo e x U W  
- Nervio ciítko ppliteo interno 
- Nervio cruni 
- Nervio uhial posterior 

Neuralgias 
- cutico 
- Crurai 
- ñresiesiu partes amas (E.E.1.1.) 

1s 
10-12 
6-10 

. 30-35 
10.15 

25-30 
10-15 

25-30 
15-20 
45-55 
3045 

20-40 
15-25 

2-8 
2-5 
2-10 

1 o- 15 
5-10 
6-12 
3-7 

40-55 
3540 
15-20 
3040 
3&33 

10.20 
7-12 
5-10 

10-15 
10-15 

10-30 
5-13 
3 4  
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DESCRJPQON DE LAS SECüELAS 

CAPiTüLO 8 

TRA!noRiios ENDOCRINOS . 

Sindrome hipofuiario 

HipoMiper - tiroidismo 

Diabctesmsipida 

DPbcics mellims 

Sindrom wprarrcnrl 

Síndrome paratiroideo 

CAPI~LTLOESPEQAL 

PERJUICIO m c o  
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1-20 

1 -20 

1 -20 

-1 -20 

1 -20 

1 -20 

. .  
14 

5-7 

6-10 

11-14 
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Novena. Modificaciones en el Estatuto Legal del Con- 
sorcio de Compensación de Seguros. 

En el Estatuto Legal del Consorcio de Compensa- 
ción de Seguros, aprobado por el artículo Cuarto de la 
Ley 21/1990, de 19 de diciembre, para adaptar el Dere- 
cho Español a la Directiva 88/357/CEE, sobre libertad 
de servicios en seguros distintos al de vida, y de actua- 
lización de la legislación de seguros privados, se intro- 
ducen las siguientes modificaciones: 

1. Se da nueva redacción al artículo 3: 

"Artículo 3. Fines. 

1. El Consorcio de Compensación de Seguros, como 
organismo inspirado en el principio de compensación, 
tiene por fin cubrir los riesgos en los seguros que se 
determinan en el presente Estatuto Legal, con la am- 
plitud que se fija en el mismo o pueda hacerse en dis- 
posiciones específicas con rango de Ley. 

Para el adecuado cumplimiento de los fines antedi- 
chos el Consorcio podrá celebrar pactos de coaseguro 
así como ceder o retroceder en reaseguro parte de los 
riesgos asumidos a entidades aseguradoras españolas 
o extranjeras que estén autorizadas para realizar ope- 
raciones de esta naturaleza. Asimismo, podrá aceptar 
en reaseguro en el seguro de riesgos nucleares y en el 
seguro agrario combinado en los términos previstos en 
el presente Estatuto Legal. 

2. Fuera de los supuestos a que se refiere el número 
1 precedente, el Consorcio de Compensación de Segu- 
ros podrá asumir la cobertura concertando pactos de 
coaseguro o aceptando en reaseguro en aquellos su- 
puestos en que concurran razones de interés público 
que lo aconsejen, atendiendo la situación y circunstan- 
cias del mercado asegurador. 

3. Son funciones públicas del Consorcio de Com- 
pensación de Seguros las concernientes a la exigibili- 
dad de los recargos a favor del mismo, las que le atri- 
buye la legislación reguladora del seguro de crédito a 
la exportación por cuenta del Estado y las que le con- 
fiere el artículo 16." 

2. Se modifica la letra "g)" y se añade una nueva le- 
tra "h)" al número 1 del artículo 5, del siguiente tenor: 

"g) Aprobar los modelos de pólizas, tarifas de primas 
y bases técnicas que deba utilizar el Consorcio. 

h) Prestar, por mayoría de dos tercios de sus compo- 
nentes, el consentimiento en la contratación, como co- 
asegurador o aceptando en reaseguro, de la cobertura 
de los riesgos a que se refiere el número 2 del artículo 
3 en todos los supuestos distintos a los expresamente 
regulados en los artículos 6 a 11, ambos inclusive, del 
presente Estatuto Legal." 

3 .  Se añade un segundo párrafo al número 2 del ar- 
tículo 8: 

Novena. Modificaciones en el Estatuto Legal del Con- 
sorcio de Compensación de Seguros 

En el Estatuto Legal del Consorcio de Compensa- 
ción de Seguros, aprobado por el artículo Cuarto de la 
Ley 21/1990, de 19 de diciembre, para adaptar el Dere- 
cho Español a la Directiva 88/357/CEE, sobre libertad 
de servicios en seguros distintos al de vida, y de actua-, 
lización de la legislación de seguros privados, se intro- 
ducen las siguientes modificaciones: 

1. Se da nueva redacción al artículo 3: 

«Artículo 3. Fines 

1. El Consorcio de Compensación de Seguros, co- 
mo organismo inspirado en el principio de compensa- 
ción, tiene por fin cubrir los riesgos en los seguros que 
se determinan en el presente Estatuto Legal con la am- 
plitud que se fija en el mismo o pueda hacerse en dis- 
posiciones específicas con rango de Ley. 

Para el adecuado cumplimiento de los fines antedi- 
chos el Consorcio podrá celebrar pactos de coaseguro 
así como ceder o retroceder en reaseguro parte de los 
riesgos asumidos a entidades aseguradoras españolas 
o extranjeras que estén autorizadas para realizar ope- 
raciones de esta naturaleza. Asimismo, podrá aceptar 
en reaseguro en el seguro de riesgos nucleares y en el 
seguro agrario combinado en los términos previstos en 
el presente Estatuto Legal. 

2. Fuera de los supuestos a que se refiere el núme- 
ro 1 precedente, el Consorcio de Compensación de Se- 
guros podrá asumir la cobertura concertando pactos 
de coaseguro o aceptando en reaseguro en aquellos su- 
puestos en que concurran razones de interés público 
que lo aconsejen, atendiendo la situación y circunstan- 
cias del mercado asegurador. 

3. Son funciones públicas del Consorcio de Com- 
pensación de Seguros las concernientes a la exigibili- 
dad de los recargos a favor del mismo, las que le atri- 
buye la legislación reguladora del seguro de crédito a 
la exportación por cuenta del Estado y las que le con- 
fiere el artículo 1 6 . ~  

2. Se modifica la letra .g)n y se añade una nueva le- 
tra «h)» al número 1 del artículo 5, del siguiente tenor: 

"g) Aprobar los modelos de pólizas, tarifas de pri- 
mas y bases técnicas que deba utilizar el Consorcio. 

h) Prestar, por mayoría de dos tercios de sus com- 
ponentes, el consentimiento en la contratación, como 
coasegurador o aceptando en reaseguro, de la cobertu- 
ra de los riesgos a que se refiere el número 2 del ar- 
tículo 3 en todos los supuestos distintos a los expresa- 
mente regulados en los artículos 6 a 11,  ambos 
inclusive, del presente Estatuto Legal.» 

3. Se añade un segundo párrafo al número 2 del ar- 
tículo 8: 
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"Esta obligación se limitará a las indemnizaciones 
que proceda abonar conforme a la ley española de 
contrato de seguro". 

Se suprime el número 6 de su artículo 8. 

4. Se suprime la letra "c)" y se da nueva redacción a 
la letra "a)", ambas del número 1 del artículo 11: 

"a) La contratación de cobertura de las obligaciones 
derivadas de la responsabilidad civil del Estado, Co- 
munidades Autónomas, Corporaciones Locales y Orga- 
nismos Autónomos o Entidades de Derecho Público 
adscritos a cualquiera de ellos cuando, en todos los ca- 
sos, soliciten concertar este seguro con el Consorcio de 
Compensación de Seguros." 

5. El artículo 15 adopta la siguiente redacción: 

"Artículo 15. En relación con la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras. 

Corresponde al Consorcio de Compensación de Se- 
guros el recargo destinado a efectuar subvenciones a 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, 
así como su gestión y recaudación. 

Las citadas subvenciones serán otorgadas por el 
Consorcio con cargo al importe íntegro cobrado del re- 
cargo, sin estar limitado por ejercicios económicos, en 
la cantidad necesaria para financiar la totalidad del 
presupuesto anual de la Comisión Liquidadora de En- 
tidades Aseguradoras y en la medida en que dicho pre- 
supuesto no pueda ser atendido con recursos propios. 
Además, podrá otorgar a la Comisión subvenciones a 
cuenta de la efectiva recaudación del antedicho recar- 
go en el ejercicio en que se otorgan, teniendo en este 
último caso como límite el importe de la recaudación 
anual del recargo en el último ejercicio finalizado. 

Por la Dirección General de Seguros se establecerá 
el procedimiento para el otorgamiento y efectividad de 
las subvenciones destinadas al cumplimiento de los fi- 
nes de la Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras. 

No se abonarán intereses a favor de la Comisión Li- 
quidadora de Entidades Aseguradoras como conse- 
cuencia del desfase que pudiera existir entre la recau- 
dación de los recargos por el Consorcio y las 
subvenciones que haya de efectuar éste en favor de 
aquélla." 

6. Los números 1 y 3 del artículo 16 adoptan la si- 
guiente redacción: 

"1. Proponer a la Dirección General de Seguros las 
tarifas de los recargos a percibir por el Consorcio co- 
mo contrapartida a las funciones de fondo de garantía 
y de compensación atribuidas al mismo. 

«Esta obligación se limitará a las indemnizaciones 
que proceda abonar conforme a la ley española de 
contrato de seguro.» 

Se suprime el número 6 de su artículo 8. 

4. Se suprime la letra «c)» y se da nueva redac:ción 
a la letra «a)», ambas del número 1 del artículo 1 1: 

«a) La contratación de cobertura de las obligt3cio- 
nes derivadas de la responsabilidad civil del Estado, 
Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales, Or- 
ganismos Autónomos o Entidades de Derecho Pú'blico 
adscritos a cualquiera de ellos cuando, en todos los ca- 
sos soliciten concertar este seguro con el Consorc:io de 
Compensación de Seguros. )) 

5. El artículo 15 adopta la siguiente redacción: 

«Artículo 15. En relación con la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras. 

Corresponde al Consorcio de Compensación de Se- 
guros el recargo destinado a efectuar subvenciones a 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, 
así como su gestión y recaudación. 

Las citadas subvenciones serán otorgadas por el 
Consorcio con cargo al importe íntegro cobrado del 
recargo, sin estar limitado por ejercicios económicos, 
en la cantidad necesaria para financiar la totalidad 
del presupuesto anual de la Comisión Liquidadora de 
Entidades Aseguradoras y en la medida en que dicho 
presupuesto no pueda ser atendido con recursos pro- 
pios. Además, podrá otorgar a la Comisión subven- 
ciones a cuenta de la efectiva recaudación del antedi- 
cho recargo en el ejercicio en que se otorgan, 
teniendo en este último caso como límite el importe 
de la recaudación anual del recargo en el último ejer- 
cicio finalizado. 

Por la Dirección General de Seguros se establecerá 
el procedimiento para el otorgamiento y efectividad de 
las subvenciones destinadas al cumplimiento de los fi- 
nes de la Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras. 

No se abonarán intereses a favor de la Comisión Li- 
quidadora de Entidades Aseguradoras como conse- 
cuencia del desfase que pudiera existir entre la recau- 
dación de los recargos por el Consorcio y las 
subvenciones que haya de efectuar éste en favor de 
aquélla. )) 

6. Los números 1 y 3 del artículo 16 adoptan la si- 
guiente redacción: 

U 1. Proponer a la Dirección General de Seguros las 
tarifas de los recargos a percibir por el Consorcio co- 
mo contrapartida a las funciones de fondo de garantía 
y de compensación atribuidas al mismo. 
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3. Elaborar planes y programas.de prevención y re- 
ducción de siniestros y desarrollarlos a través de las 
correspondientes campañas y medidas preventivas, 
concertar convenios con fondos de garantía de otros 
Estados al objeto de facilitar el respectivo cumplimien- 
to de sus funciones en el ámbito de los seguros obliga- 
torios y cualesquiera otras que le atribuyan las normas 
legales o reglamentarias vigentes". 

7. El artículo 17 queda así redactado: 

"Artículo 1 7 .  Determinación de modelos de pólizas, 
tarifas de primas y bases técnicas. 

1 .  El Consorcio de Compensación de Seguros perci- 
birá primas en los casos en que celebre contratos de 
seguro como asegurador o acepte en reaseguro. 

2. Los modelos de pólizas, tarifas de primas y bases 
técnicas en los seguros concertados por el Consorcio 
se ajustarán a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 
de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados." 

8. Se da nueva redacción al artículo 18: 

"Artículo 18. Recargos a favor del Consorcio de 
Compensación de Seguros. 

1 .  Son recargos a favor del Consorcio de Compensa- 
ción de Seguros: el recargo en el seguro de riesgos ex- 
traordinarios sobre las personas y los bienes, el recar- 
go en el seguro obligatorio de responsabilidad civil en 
la circulación de vehículos de motor, el recargo desti- 
nado a efectuar subvenciones a la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras, el recargo en el segu- 
ro obligatorio de responsabilidad civil del cazador y el 
recargo en el seguro obligatorio de viajeros. Estos re- 
cargos, que corresponden al Consorcio en sus funcio- 
nes de compensación y fondo de garantía, tienen el ca- 
rácter de ingresos de derecho público exigibles por la 
vía administrativa de apremio cuando no hayan sido 
ingresados por las entidades aseguradoras en el plazo 
fijado en el número 3 subsiguiente, siendo a tal efecto 
título ejecutivo la certificación de descubierto expedi- 
da por el Director General de Seguros, a propuesta del 
Consorcio. 

Todos los recargos a favor del Consorcio de 
Compensación de Seguros serán recaudados obliga- 
toriamente por las entidades aseguradoras junta- 
mente con sus primas o, caso de fraccionamiento de 
las mismas, con el primer pago fraccionado que se 
haga. 

La Dirección General de Seguros, a través de la Ins- 
pección de Seguros y conforme a los planes de inspec- 
ción aprobados a propuesta del Consorcio, inspeccio- 
nará a las entidades aseguradoras que recauden 
recargos a favor del Consorcio de .Compensación de 
Seguros, al objeto de comprobar el efectivo cumpli- 
miento de esta obligación. 

2. 

3. Elaborar planes y programas de prevención y re- 
ducción de siniestros y desarrollarlos a través de las 
correspondientes campañas y medidas preventivas, 
concertar convenios con fondos de garantía de otros 
Estados al objeto de facilitar el respectivo cumplimien- 
to de sus funciones en el ámbito de los seguros obliga- 
torios y cualesquiera otras que le atribuyan las normas 
legales o reglamentarias vigentes.)) 

7. El artículo 17 queda así redactado: 

«Artículo 17. Determinaci,Ón de modelos de pólizas, 
tarifas de primas y bases técnicas. 

1 .  El Consorcio de Compensación de Seguros per- 
cibirá primas en los casos en que celebre contratos de 
seguro como asegurador o acepte en reaseguro. 

2. Los modelos de pólizas, tarifas de primas y bases 
técnicas en los seguros concertados por el Consorcio 
se ajustarán a lo dispuesto en el artículo.24 de la Ley 
de Ordenación y supervisión de los Seguros Privados.» 

8. Se da nueva redacción al artículo 18: 

((Artículo 18. Recargos a favor del Consorcio de 
Compensación de Seguros. 

1. Son recargos a favor del Consorcio de Compen- 
sación de Seguros: el recargo en el seguro de riesgos 
extraordinarios sobre las personas y los bienes, el 're- 
cargo en el seguro obligatorio de responsabilidad civil 
en la circulación de vehículos de motor, el recargo des- 
tinado a efectuar subvenciones a la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras, el recargo en el segu- 
ro Obligatorio de responsabilidad civil del cazador y el 
recargo en el seguro obligatorio de viajeros. Estos re- 
cargos, que corresponden al Consorcio en sus funcio- 
nes de compensación y fondo de garantía, tienen el ca- 
rácter de ingresos de derecho público exigibles por la 
vía administrativa de apremio cuando no hayan sido 
ingresados por las entidades aseguradoras en el plazo 
fijado en el número 3 subsiguiente, siendo a tal efecto 
título ejecutivo la certificación de descubierto expedi- 
da por el Director General de Seguros, a propuesta del 
Consorcio. 

2. Todos los recargos a favor del Consorcio de 
Compensación de Seguros serán recaudados obliga- 
toriamente por las entidades aseguradoras junta- 
mente con sus primas o, caso de fraccionamiento de 
las mismas, con el primer pago fraccionado que se 
haga. 

La Dirección General de Seguros, a través de la Ins- 
pección de Seguros y conforme a los planes de inspec- 
ción aprobados a propuesta del Consorcio, inspeccio- 
nará a las entidades aseguradoras que recauden 
recargos a favor del Consorcio de Compensación de 
Seguros, al objeto de comprobar el efectivo cumpli- 
miento de esta obligación. 
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3. Las entidades aseguradoras vendrán obligadas, al 
tiempo de presentar al Consorcio la declaración de los 
recargos recaudados por cuenta del mismo, a practicar 
una liquidación e ingresar su importe con la periodici- 
dad y con sujeción a las reglas que se determinen re- 
glamentariamente. 

Tanto las liquidaciones practicadas por la Dirección 
General de Seguros derivadas de Actas de Inspección 
como aquellas otras que no tengan señalado plazo de 
ingreso por su normas específicas deberán ser ingresa- 
das dentro de los quince días siguientes a aquél en que 
tuvo lugar la notificación de la liquidación a la entidad 
aseguradora. 

4. El ejercicio de la gestión recaudadora por cuenta 
del Consorcio de Compensación de Seguros, cumplien- 
do lo dispuesto en este precepto, llevará aparejado el 
derecho a percibir una comisión de cobro que fijará la 
Dirección General de Seguros a propuesta del Consor- 
cio y previa audiencia de las entidades y organizacio- 
nes aseguradoras más representativas, sin que pueda 
exceder del 10 por ciento de los importes brutos recau- 
dados. 

5. El incumplimiento de la obligación de ingresar 
en el Consorcio los recargos percibidos por la entidad 
aseguradora en el plazo y forma legalmente estableci- 
dos llevará aparejado, sin perjuicio de las responsabili- 
dades administrativas y, en su caso, penales en que hu- 
biera podido incurrir, la obligación de satisfacer 
durante el período de demora el interés legal y, ade- 
más, la pérdida de la comisión de cobro.” 

9. Se añade un segundo párrafo al número 2 del ar- 
tículo 20 y se da nueva redacción al número 3 del mis- 
mo artículo: 

“Para que sea admisible la demanda en el juicio re- 
gulado en la Disposición Adicional Primera de la Ley 
Orgánica 311989, de 21 de junio, de actualización del 
Código Penal, deberá acreditarse fehacientemente que 
el Consorcio fue requerido judicial o extrajudicialmen- 
te de pago y que desde dicho requerimiento transcu- 
rrió un plazo de tres meses sin haber sido atendido. 

3. En el ejercicio de la facultad de repetición por el 
Consorcio será título ejecutivo, a los efectos del artícu- 
lo 1.429 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la certifica- 
ción del Presidente del Consorcio de Compensación de 
Seguros acreditativa del importe de la indemnización 
abonada por el Consorcio siempre que, habiendo sido 
requerido de pago el responsable, no lo haya realizado 
en el plazo de un mes desde dicho requerimiento.” 

10. El número 2 del artículo 23 queda así redactado: 

“2. Las tarifas de recargos a favor del Consorcio de 
Compensación de Seguros sin regulación específica se- 
rán aprobadas por la Dirección General de Seguros a 

3. Las entidades aseguradoras vendrán obligadas, 
al tiempo de presentar al Consorcio la declaración de 
los recargos recaudados por cuenta del mismo, a prac- 
ticar una liquidación e ingresar su importe con la pe- 
riodicidad y con sujeción a las reglas que se determine 
reglamentariamente. 

Tanto las liquidaciones practicadas por la Di -ección 
General de Seguros derivadas de Actas de Inspección 
como aquellas otras que no tengan señalado plazo de 
ingreso por sus normas específicas deberán sei- ingre- 
sadas dentro de los quince días siguientes a aquél en 
que tuvo lugar la notificación de la liquidación a la en- 
tidad aseguradora. 

4. El ejercicio de la gestión recaudadora por cuenta 
del Consorcio de Compensación de Seguros, cuinplien- 
do lo dispuesto en este precepto, lleva aparejado el de- 
recho a percibir una comisión de cobro que fijará la 
Dirección General de Seguros a propuesta del Consor- 
cio y previa audiencia de las entidades y organizacio- 
nes aseguradoras más representativas, sin que pueda 
exceder del 10 por ciento de los importes brutos recau- 
dados. 

5. El incumplimiento de la obligación de ingresar 
en el Consorcio los recargos percibidos por la entidad 
aseguradora en el plazo y forma legalmente estableci- 
dos llevará aparejado, sin perjuicio de las responsabili- 
dades administrativas y, en su caso, penales en que hu- 
biera podido incurrir, la obligación de satisfacer 
durante el período de demora el interés legal y, ade- 
más, la pérdida de la comisión de cobro.» 

9. Se añade un.segundo párrafo al número 2 del ar- 
tículo 20 y se da nueva redacción al número 3 del mis- 
mo artículo: 

«Para que sea admisible la demanda en el juicio re- 
gulado en la Disposición Adicional Primera de la Ley 
Orgánica 311989, de 21 de junio, de actualización del 
Código Penal, deberá acreditarse fehacientemente 
que el Consorcio fue requerido judicial o extrajudi- 
cialmente de pago y que desde dicho requerimiento 
transcurrió un plazo de tres meses sin haber sido 
atendido. 

3. En el ejercicio de la facultad de repeticióii por el 
Consorcio será título ejecutivo, a los efectos del artícu- 
lo 1.429 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la certifica- 
ción del Presidente del Consorcio de Compensación de 
Seguros acreditativa del importe de la indemnización 
abonada por el Consorcio siempre que, habiendo sido 
requerido de pago el responsable, no lo haya realizado 
en el plazo de un mes desde dicho requerimiento.» 

10. El número 2 del artículo 23 queda así redactado: 

«2. Las tarifas de recargos a favor del Consorcio de 
Compensación de Seguros sin regulación especifica se- 
rán aprobadas por la Dirección General de Seguros a 
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propuesta del Consorcio y se publicarán en el Boletín 
Oficial del Estado." 

11. La denominación del artículo 24 pasa a ser "Pa- 
trimonio y provisión técnica de estabilización" y se da 
nueva redacción al párrafo segundo de su número 1 y 
a su número 2: 

"No obstante, en los seguros agrarios combinados, el 
Consorcio deberá llevar las operaciones que realice 
con absoluta separación financiera y contable respecto 
del resto de las operaciones, con integración de las 
aportaciones que el Estado realice al efecto de mante- 
ner el adecuado equilibrio técnico- financiero de es- 
tas operaciones. 

2. El Consorcio de Compensación de Seguros consti- 
tuirá la provisión técnica de estabilización de forma 
separada para las coberturas relativas al Seguro Agra- 
rio Combinado y para el resto de las coberturas y, por 
lo que respecta a estas últimas, de manera global para 
todas las coberturas afectadas. Esta provisión se dota- 
rá con arreglo a los criterios específicos que reglamen- 
tariamekte se determinen, considerando que debe 
atender también a indemnizar siniestros con el carác- 
ter de fondo de garantía y en sus funciones de com- 
pensación y tendrá la consideración de partida deduci- 
ble a efectos de determinar la base imponible del 
Impuesto sobre Sociedades correspondiente al ejerci- 
cio en que se efectúe tal dotación, siempre que la 
cuantía total de la provisión no rebase los límites que 
se establezcan reglamentariamente." 

Décima. Modificaciones en la Ley de Seguros Agrarios 
Combinados. 

En la Ley 8711978, de 28 de diciembre, de Seguros 
Agrarios Combinados, modificada por la Disposición 
Adicional Cuarta 1 y la Disposición Derogatoria 4 de la 
Ley 21/1990, de 19 de diciembre, para adaptar el Dere- 
cho español a la Directiva 88/357/CEE, sobre libertad 
de servicios en seguros distintos al de vida, y de actua- 
lización de la legislación de seguros privados, se intro- 
ducen las siguientes modificaciones: 

1. El número 3 del artículo 9" queda redactado como 
sigue: 

"3. Los modelos de pólizas, bases técnicas y tari- 
fas de primas de los seguros comprendidos en los 
Planes Anuales de Seguros Agrarios Combinados 
aprobados por el Gobierno, se ajustarán al régimen 
previsto en el artículo 24, apartado 5 ,  letra c) de la 
Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Pri- 
vados." 

2. Se da nueva redacción al número 3 del artículo 
18: 

propuesta del Consorcio y se publicarán en el Boletín 
Oficial de Estado.» 

1 1. La denominación del artículo 24 pasa a ser «Pa- 
trimonio y provisión técnica de estabilización» y se da 
nueva redacción al párrafo segundo de su número 1 y 
a su número 2: 

«No obstante, en los seguros agrarios combinados, 
el Consorcio deberá llevar las operaciones que realice 
con absoluta separación financiera y contable respecto 
del resto de las operaciones, con integración de las 
aportaciones que el Estado realice al efecto de mante- 
ner el adecuado equilibrio técnico-financiero de estas 
operaciones. 

2. El Consorcio de Compensación de Seguros cons- 
tituirá la provisión técnica de estabilización de forma 
separada para las coberturas relativas al Seguro Agra- 
rio Combinado y para el resto de las coberturas y, por 
lo que respecta a estas últimas, de manera global para 
todas las coberturas afectadas. Esta provisión se dota- 
rá con arreglo a los criterios específicos que reglamen- 
tariamente se determinen, considerando que debe 
atender también a indemnizar siniestros con el carác- 
ter de fondo de garantía y en sus funciones de com- 
pensación y tendrá consideración de partida deducible 
a efectos de determinar la base imponible del Impues- 
to sobre Sociedades correspondiente al ejercicio en 
que se efectúe tal dotación, siempre que la cuantía to- 
tal de la provisión no rebase los límites que se esta- 
blezcan reglamentariamente. )) 
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"3. En el caso de que no se alcanzara por el conjunto 
de las entidades aseguradoras la totalidad de la cober- 
tura prevista en esta Ley, el Consorcio de Compensa- 
ción de Seguros asumirá la cobertura del riesgo en la 
forma y cuantía que determine el Ministro de Econo- 
mía y Hacienda.'' 

3. Se incorpora la siguiente Disposición Adicional 
1 a: 

"Disposición Adicional 1". El Gobierno dictará las 
disposiciones reglamentarias que sean precisas para el 
desarrollo y ejecución de la presente Ley." 

Undécima. Modificaciones en la Ley de Planes y Fon- 
dos de Pensiones. 

En la Ley 811987, de 8 de junio, de regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones, se introducen las si- 
guientes modificaciones: 

1. Se añade el siguiente inciso a la letra a) del artícu- 
lo 4O.1: 

"a) Sistema de empleo. Corresponde a los planes cu- 
yo promotor es cualquier entidad, corporación, socie- 
dad o empresa y cuyos partícipes son los empleados. 

En los planes de este sistema el promotor sólo podrá 
serlo de uno, al que exclusivamente podrán adherirse 
como partícipes los empleados de la empresa promo- 
tora. No obstante, las pequeñas y medianas empresas 
podrán instrumentar sus compromisos susceptibles de 
ser cubiertos por un plan de pensiones, a través de un 
plan promovido de forma conjunta por varias empre- 
sas de dicho tipo. En estos planes, los métodos de de- 
terminación y garantía de las aportaciones y prestacio- 
nes serán iguales para todos los partícipes, sin 
perjuicio de que las revisiones ,actuariales que en su 
caso procedan, deban individualizarse para cada em- 
presa. Reglamentariamente se adaptará la normativa 
de los planes de pensiones a las características propias 
de estos planes promovidos de forma conjunta, respe- 
tando en todo caso los principios y características bá- 
sicas establecidas en esta Ley. 

Los compromisos por pensiones susceptibles de in- 
tegrarse en un plan de pensiones de las empresas de 
un mismo grupo podrán instrumentarse en un sólo 
plan, siempre que se integren todos los compromisos 
de todas las empresas del grupo. En tal caso, las opera- 
ciones societarias o movimientos de empleados del 
grupo, deberán considerar los derechos de los partíci- 
pes del plan del grupo. Reglamentariamente se adapta- 
rá la normativa de los planes de pensiones a las carac- 
terísticas propias de estos planes de grupos de 
empresas, respetando en todo caso los principios y ca- 
racterísticas básicas establecidas en esta Ley. 

1. Se da nueva redacción a la letra a) del artículo 
4.O.1: 

«a) Sistema de empleo. Corresponde a los planes 
cuyo promotor es cualquier entidad, corporación, so- 
ciedad o empresa y cuyos partícipes son los empleados. 

En los planes de este sistema el promotor sólo podrá 
serlo de uno, al que exclusivamente podrán adherirse 
como partícipes los empleados de la empresa promo- 
tora. 

No obstante, las empresas con menos de 250 traba- 
jadores, podrán promover e instrumentar sus cornpro- 
misos susceptibles de ser cubiertos por un plan de 
pensiones, a través de un plan promovido de forma 
conjunta por varias empresas. En estos planes, los mé- 
todos de determinación y la garantía de las aportacio- 
nes y prestaciones serán iguales para todos los partíci- 
pes, sin perjuicio de que las revisiones actuariales que 
en su caso procedan, deban individualizarse para cada 
empresa. Reglamentariamente se adaptará la normati- 
va de los planes de pensiones a las Características pro- 
pias de estos planes promovidos de forma conjunta, 
respetando en todo caso los principios y característi- 
cas básicas establecidas en esta Ley. 

Los compromisos por pensiones susceptibles de in- 
tegrarse en un plan de pensiones de las empresas de 
un mismo grupo podrán instrumentarse en un solo 
plan, siempre que se integren todos los compromisos 
de todas las empresas del grupo. En tal caso, las opera- 
ciones societarias o movimientos de empleados del 
grupo, deberán considerar los derechos de los partíci- 
pes del plan del grupo. Reglamentariamente se atlapta- 
rá la normativa de los planes de pensiones a las carac- 
terísticas propias de estos planes de grupos de 
empresas, respetando en todo caso los principios y ca- 
racterísticas básicas establecidas en esta Ley. 
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Dentro de un mismo plan de pensiones del sistema 
de empleo será admisible la existencias de subplanes, 
incluso si éstos son de diferentes modalidades o arti- 
culan en cada uno diferentes aportaciones y prestacio- 
nes. La integración del colectivo de trabajadores o em- 
pleados en cada subplan y la diversificación de las 
aportaciones del promotor se deberá realizar confor- 
me a criterios acordados en negociación colectiva." 

2 .  Se suprime en la letra c) del artículo 4.1 el si- 
guiente inciso: 

' I . . .  a excepción de las que estén vinculadas a aquélla 
por relación laboral y sus parientes, hasta el tercer gra- 
do inclusive". 

3. Se da nueva redacción al número 3 del artículo 5": 

"3. Las aportaciones anuales máximas del partícipe 
a los planes de pensiones incluyendo, en su caso, las 
que los promotores de dichos planes imputen a dicho 
partícipe, no podrán rebasar la cantidad de 750.000 
pesetas." 

4. Se añade un número 4 al artículo 5": 

"4. Los planes de pensiones terminarán por las si- 
guientes causas: 

a) Por dejar de cumplir los principios básicos esta- 
blecidos en el número 1 de este artículo. 

b) Por la paralización de su comisión de control, de 
modo que resulte imposible su funcionamiento, en los 
términos que se fijen reglamentariamente. 

c) Cuando el plan de pensiones no haya podido 
cumplir en el plazo fijado, las medidas previstas en un 
plan de saneamiento o de financiación exigidos al am- 
paro del artículo 34 de la Ley, o cuando habiendo sido 
requerido para elaborar dichos planes, no proceda a 
su formulación. 

d) Por imposibilidad manifiesta de llevar a cabo las 
variaciones necesarias derivadas de la revisión del plan 
a tenor del artículo 9O.5. 

e) Por ausencia de partícipes y beneficiarios en el 
plan de pensiones durante un plazo superior a un año. 

f) Por extinción del promotor del plan de pensiones. 
No obstante, salvo pacto en contrario o precisión con- 
traria en las especificaciones del plan, no serán causas 
de terminación del plan de pensiones la extinción del 
promotor por fusión, o por cualquier otro supuesto de 
cesión global del patrimonio de la empresa, ni tampo- 

Dentro de un mismo plan de pensiones del sistema 
de empleo será admisible la existencia de subplanes, 
incluso si éstos son de diferentes modalidades o arti- 
culan en cada uno diferentes aportaciones y prestacio- 
nes. La integración del colectivo de trabajadores o em- 
pleados en cada subplan y la diversificación de las 
aportaciones del promotor se deberá realizar confor- 
me a criterios acordados en negociación colectiva. )) 

3. Se da nueva redacción al número 3 del artículo 5.": 

«3. Las aportaciones anuales máximas a los Planes 
de Pensiones reguladas en la presente Ley, incluyendo, 
en su caso, las que los promotores de dichos Planes 
imputan a los partícipes, no podrán rebasar en ningún 
caso la cantidad de 1.000.000 de pesetas, sin perjuicio 
de que reglamentariamente se establezcan cuantías su- 
periores para aquellos partícipes, a los que por su 
edad, dicha cantidad les resulte insuficiente. 

El límite máximo en el párrafo anterior se aplicará 
individualmente a cada .partícipe integrado en la uni- 
dad familiar. )) 
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co la extinción del promotor de un plan de pensiones 
del sistema individual cuando la comisión de control 
acuerde proceder a su sustitución. La sociedad resul- 
tante de la fusión o la cesionaria del patrimonio se su- 
brogará en los derechos y obligaciones del promotor 
extinguido. 

g) Por cualquier otra causa establecida en las especi- 
ficaciones del plan de pensiones. 

La liquidación de los planes de pensiones se ajustará 
a lo dispuesto en sus especificaciones que, en todo ca- 
so, deberán respetar la garantía individualizada de las 
prestaciones causadas y prever la integración de los de- 
rechos consolidados de los partícipes, y en su caso de 
los derechos derivados de las prestaciones causadas 
que permanezcan en el plan, en otros planes de pensio- 
nes. En los planes del sistema de empleo, si lo preven 
las especificaciones o así se acuerda por la comisión de 
control, la integración de derechos consolidados se ha- 
rá en el plan o planes del sistema de empleo en los que 
los partícipes puedan ostentar tal condición." 

5. Se añade un nuevo número 4 al artículo 7", del si- 
guiente tenor: 

"4. Las decisiones de la Comisión de Control del 
plan se adoptarán de acuerdo con las mayorías estipu- 
ladas en las especificaciones del plan, resultando ad- 
misible que dichas especificaciones prevean mayorías 
cualificadas." 

6. Se da nueva redacción al artículo 8 de la Ley, en 
lo que se re!3ere al número 1 párrafos 2" y siguientes y 
a los números 5 y 6 en los siguientes términos: 

"Dichos sistemas financieros y actuariales deberán im- 
plicar la formación de fondos de capitalización, provisio- 
nes matemáticas y otras provisiones técnicas suficientes 
para el conjunto de compromisos del plan de pensiones. 

En todo caso deberá constituirse un margen de sol- 
vencia mediante las reservas patrimoniales necesarias 
para compensar las eventuales desviaciones que por 
cualquier causa pudieran presentarse. 

Las normas de constitución y cálculo de los fondos 
de capitalización, provisiones técnicas y del margen del 
solvencia se establecerán en el Reglamento de esta Ley. 

5. De acuerdo con lo previsto en cada plan de pen- 
siones, las prestaciones podrán ser, en los términos 
que reglamentariamente se determinen: 

Cuando como resultado de operaciones societarias 
exista un promotor cuyos compromisos por pensiones 
con los trabajadores estén instrumentados en varios 
planes de pensiones, se procederá a integrar a todos 
los partícipes sus derechos consolidados, y en s u  caso 
a los beneficiarios en un solo plan de pensiones, en el 
plazo de seis meses desde la fecha de efecto de la ope- 
ración societaria. 
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a) Prestación en forma de capital, consistente en 

b) Prestación en forma de renta. 
c) Prestaciones mixtas, que combinen rentas de 

cualquier tipo con un único cobro en forma de capital. 

una percepción de pago único. 

6. Las contingencias por las que se satisfarán las 
prestaciones anteriores podrán ser: 

a) Jubilación o situación asimilable. Reglamentaria- 
mente se determinarán las situaciones asimilables. 

De no ser posible el acceso del beneficiario a tal si- 
tuación, la prestación correspondiente sólo podrá ser 
percibida al cumplir los sesenta años de edad. 

b) Invalidez laboral total y permanente, para la pro- 
fesión habitual o absoluta y permanente para todo tra- 
bajo y la gran invalidez. 

c) Muerte del partícipe o beneficiario, que pueden 
generar derecho a prestaciones de viudedad, orfandad, 
o en favor de otros herederos o personas designadas. 
No obstante, en el caso de muerte del beneficiario que 
no haya sido previamente partícipe, únicamente se 
pueden generar prestaciones de viudedad u orfandad." 

7. Se da nueva redacción al número 8 del artículo 8.: 

"8. Los derechos consolidados de los partícipes sólo 
se harán efectivos a los exclusivos efectos de su inte- 
gración en otro plan de pensiones. 

Estos derechos consolidados no podrán ser objeto 
de embargo, traba judicial o administrativa, hasta el 
momento en que se cause la prestación". 

8. El artículo 9 adopta la siguiente redacción: 

"Artículo 9. Aprobación y revisión de los Planes. 

1. El promotor de un plan de pensiones, una vez ela- 
borado el proyecto inicial de plan que incluya las espe- 
cificaciones contempladas en el artículo 6 de la pre- 
sente norma, instará a la constitución de una 
Comisión Promotora del Plan de Pensiones con los po- 
tenciales partícipes. Esta Comisión estará formada y 
operará de acuerdo a lo previsto en el artículo 7 para 
la Comisión de Control de un Plan de Pensiones con 
las adaptaciones que se prevean reglamentariamente. 

En la proposición de los planes del sistema indivi- 
dual no será precisa la formación de una Comisión 
Promotora correspondiendo en su defecto al promotor 
la obligación de realizar los trámites que a dicha Co- 
misión se asignan. 

2 .  La Comisión Promotora podrá adoptar los acuer- 
dos que estime oportunos para ultimar y ejecutar el 
contenido del proyecto y recabará, excepto en los pla- 
nes de aportación definida que no prevean la posibili- 
dad de otorgar garantía alguna a partícipes o benefi- 
ciarios, dictamen de un actuario sobre la suficiencia 
del sistema financiero y actuarial del proyecto definiti- 

8. El artículo 9 adopta la siguiente redacción: 

((Artículo 9. Aprobación y revisión de los Planes 

1 .  El promotor de un Plan de Pensiones, una vez 
elaborado el proyecto inicial del plan que incluya las 
especificaciones contempladas en el artículo 6 de la 
presente norma, y obtenido dictamen favorable de un 
actuario sobre la suficiencia del sistema financiero ac- 
tuarial del mismo instará a la constitución de una Co- 
misión Promotora del Plan de Pensiones con los po- 
tenciales partícipes. Esta Comisión estará formada y 
operará de acuerdo a lo previsto en el artículo 7 para 
la Comisión de Control de un Plan de Pensiones con 
las adaptaciones que se prevean reglamentariamente. 

En la promoción de los planes del sistema individual 
no será precisa la formación de una Comisión Promo- 
tora correspondiendo en su defecto al promotor la 
obligación de realizar los trámites que a dicha Comi- 
sión asignan. 

2. La Comisión Promotora podrá adoptar los acuer- 
dos que estime oportunos para ultimar y ejecutar el 
contenido del proyecto y recabará, excepto en los planes 
de aportación definida que no prevean la posibilidad de 
otorgar garantía alguna a partícipes o beneficiarios, dic- 
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vo de plan de pensiones resultante del proceso de ne- 
gociación. El referido proyecto deberá ser adoptado 
por acuerdo de las partes presentes en la Comisión 
Promotora. 

Obtenido el dictamen favorable, la Comisión Promo- 
tora procederá a la presentación del referido proyecto 
ante el Fondo de Pensiones en que pretenda integrarse. 

3. El Fondo de Pensiones, a la vista del proyecto de 
Plan presentado, comunicará, en su caso, a la Comi- 
sión Promotora la admisión del proyecto, por enten- 
der, bajo su responsabilidad, que se cumplen los requi- 
sitos exigidos en esta Ley. 

4. Recibida la comunicación anterior, la Comisión 
Promotora instará la formalización del Plan de Pensio- 
nes, así como la constitución de su pertinente Comi- 
sión de Control, en los plazos y con las condiciones 
que reglamentariamente se establezcan. 

5. El sistema financiero y actuarial de los Planes de- 
berá ser revisado al menos cada tres años por actuario 
independiente designado por la Comisión de Control, 
con encomienda expresa y exclusiva de realizar la revi- 
sión actuarial. Si, como resultado de la revisión, se 
planteara la necesidad o conveniencia de introducir 
variaciones en las aportaciones y contribuciones, en 
las prestaciones previstas, o en otros aspectos con inci- 
dencia en el desenvolvimiento financiero-actuarial, se 
someterá a la Comisión de Control del Plan para que 
proponga o acuerde lo que estime procedente, de con- 
formidad con el artículo 6.1.i)- 

Reglamentariamente se determinará el contenido y 
alcance de la referida revisión actuarial, así como las 
funciones del actuario al cual se encomiende la revi- 
sión y que necesariamente deberá ser persona distinta 
al actuario o actuarios que, en su caso, intervengan en 
el desenvolvimiento ordinario del plan de pensiones. 

En los planes de aportación definida que no otor- 
guen garantía alguna a partícipes o beneficiarios, po- 
drá sustituirse la revisión actuarial por un informe 
económico-financiero emitido por la entidad gestora e 
incluido en las cuentas anuales auditadas, con el con- 
tenido que reglamentariamente se establezcan. 

6. La aprobación y revisión de los planes de pensio- 
nes del sistema de empleo promovidos por pequeñas y 
medianas empresas se regirán por normas específicas 
fijadas reglamentariamente, ajustándose a las siguien- 
tes bases: 

a) En la determinación del ámbito de aplicación de- 
berá tenerse en cuenta la modalidad de estos planes, el 
número de trabajadores, la cifra anual de negocios y el 
total de las partidas de activo de las empresas afecta- 
das. 

b) El procedimiento de inscripción en los Registros 
Mercantiles, así como el dictamen y revisión actuaria- 
les, de estos planes de pensiones podrán adecuarse a 
las especiales características de los mismos. El dicta- 
men y revisión actuariales podrán no ser exigibles en 
determinados casos. 

tamen de un actuario sobre la suficiencia del sisl ema fi- 
nanciero y actuarial del proyecto definitivo del plan de 
pensiones resultante del proceso de negociación. El re- 
ferido proyecto deberá ser adoptado por acuerdo de las 
partes presentes en la Comisión Promotora. 

Obtenido el dictamen favorable, la Comisión Promo- 
tora procederá a la presentación del referido 'proyecto 
ante el Fondo de Pensiones en que pretenda integrarse. 

3. El Fondo de Pensiones, a la vista del proyecto de 
Plan presentado, comunicará, en su caso, a la Comi- 
sión Promotora la admisión del proyecto, por enten- 
der, bajo su responsabilidad, que se cumplen lo!; requi- 
sitos exigidos en esta Ley. 

4. Recibida la comunicación anterior, la Comisión 
Promotora instará la formalización del Plan de Pensio- 
nes así como la constitución de su pertinente Comi- 
sión de Control, en los plazos y con las condiciones 
que reglamentariamente se establezcan. 

5. El sistema financiero y actuarial de los Planes 
deberá ser revisado al menos cada tres años por actua- 
rio independiente designado por la Comisión de Con- 
trol, con encomienda expresa y exclusiva de realizar la 
revisión actuarial. Si, como resultado de la revisión, se 
planteara la necesidad o conveniencia de introducir 
variaciones en las aportaciones y contribuciones, en 
las prestaciones previstas, o en otros aspectos con inci- 
dencia en el desenvolvimiento financiero-actuarial, se 
someterá a la Comisión de Control del Plan para que 
proponga o acuerde lo que estime procedente, de con- 
formidad con el artículo 6.1 .i). 

Reglamentariamente se determinará el contenido y 
alcance de la referida revisión actuarial, así como las 
funciones del actuario al cual se encomiende la revi- 
sión y que necesariamente deberá ser persona distinta 
al actuario o actuarios que, en su caso, intervengan en 
el desenvolvimiento ordinario del plan de pensiones. 

En los planes de aportación definida que no otor- 
guen garantía alguna a partícipes o beneficiarios, po- 
drá sustituirse la revisión actuarial por un informe 
económico-financiero emitido por la entidad gestora e 
incluido en las cuentas anuales auditadas, con el con- 
tenido que reglamentariamente se establezca. 

6. La aprobación y revisión de los planes de pensio- 
nes del sistema de empleo promovidos por pequeñas y 
medianas empresas se regirán por normas específicas 
fijadas reglamentariamente, ajustándose a las sjguien- 
tes bases: 

a) En la determinación del ámbito de aplicación de- 
berá tenerse en cuenta la modalidad de estos planes, el 
número de trabajadores, la cifra anual de negocios y el 
total de las partidas de activo de las empresas afectadas. 

b) El procedimiento de inscripción en los Registros 
Mercantiles, así como el dictamen y revisión actuaria- 
les, de estos planes de pensiones podrán adecuarse a 
las especiales características de los mismos. El dicta- 
men y revisión actuariales podrán no ser exigibles en 
determinados casos. 
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c) Gozarán de una reducción del 30 .por ciento los 
derechos que los Notarios y Registradores hayan de 
percibir como consecuencia de la aplicación de sus 
respectivos aranceles por los negocios, actos y docu- 
mentos necesarios para la tramitación de la inscrip- 
ción, nombramiento :y cese de los miembros de la co- 
misión de control y movi1ización.de estos planes de 
pensiones.” 

9. El artículo 15” adopta la siguiente redacción: 

“Artículo 15”. Disolución y liquidación de los fondos 
de pensiones. 

1. Procederá la disolución de los fondos de pensio- 
nes: 

a) Por revocación de la autorización administrativa 
al fondo de pensiones. 

b) Por la paralización de su comisión de control, de 
modo que resulte imposible su funcionamiento, en los 
términos que se fijen reglamentariamente. 

c) Por concurrir los supuestos previstos en el artícu- 
lo 23 de esta Ley. 

d) Por decisión de la comisión de control del fondo, 
o si ésta no existiere, si así lo deciden de común acuer- 
do su promotor, entidad gestora y depositaria. 

e) Por cualquier otra causa establecida en sus nor- 
mas de funcionamiento. 

2 .  Una vez disuelto el fondo de pensiones se abrirá el 
período de liquidación, añadiéndose a su denomina- 
ción las palabras “en liquidación”, y realizándose las 
correspondientes operaciones conjuntamente por la 
comisión de control del fondo y la entidad gestora en 
los términos que reglamentariamente se determinen. 

Será admisible que las normas del fondo de pensiones 
prevean que en caso de liquidación del mismo, todos los 
planes deban integrarse en un único fondo de pensiones. 

En todo caso, serán requisitos previos a la extinción 
de los fondos de pensiones la garantía individualizada 
de las prestaciones causadas y la continuación de los 
planes de pensiones vigentes a través de otro u otros 
fondos de pensiones ya constituidos o a constituir. 

3. El acuerdo de disolución se inscribirá en el Regis- 
tro Mercantil y en el Registro administrativo, publi- 
cándose, además, en el “Boletín Oficial de Registro 
Mercantil” y en uno de los diarios de mayor circula- 
ción del lugar del domicilio social. 

Ultimada la liquidación, tras haber dado cumpli- 
miento a lo preceptuado en el párrafo segundo del nú- 
mero 2 precedente, los liquidadores deberán solicitar 
del Registrador mercantil y de la Dirección General de 
Seguros la cancelación respectiva de los asientos refe- 
rentes al fondo de pensiones extinguido.” 

10. Se da una nueva redacción al número 5 del ar- 
tículo 16. 

c) Gozarán de una reducción del 30 por ciento los 
derechos que los Notarios y Registradores hayan de 
percibir como consecuencia de la aplicación de sus 
respectivos aranceles por los negocios, actos y docu- 
mentos necesarios para la tramitación de la inscrip- 
ción, nombramiento y cese de los miembros de la co- 
misión de control y movilización de estos planes de 
pensiones.)) 

3. El acuerdo de disolución se inscribirá en el Re- 
gistro Mercantil y en el Registro administrativo, publi- 
cándose, además, en el ((Boletín Oficial del Registro 
Mercantil» y en uno de los diarios de mayor circula- 
ción del lugar del domicilio social. 

Ultimada la liquidación, tras haber dado cumpli- 
miento a lo preceptuado en el párrafo tercero del nú- 
mero 2 precedente, los liquidadores deberán solicitar 
del Registrador mercantil y de la Dirección General de 
Seguros la cancelación respectiva de los asientos refe- 
rentes al fondo de pensiones extinguido.» 

10. Se da una nueva redacción a los números 3 y 5 
del artículo 16. 
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“ 5 .  A los efectos de este artículo se consideraran per- 
tenecientes a un mismo grupo, las sociedades que se 
encuentren en los supuestos contemplados en el ar- 
tículo 4” de la Ley 2411988, de 28 de junio, del Merca- 
do de Valores. 

Cuando la pertenencia a un mismo Grupo sea una 
circunstancia sobrevenida con posterioridad a la inver- 
sión, el fondo deberá regularizar la composición de su 
activo en un plazo de un año. 

En el caso de fondo de pensiones administrados 
por una misma entidad gestora o por distintas enti- 
dades gestoras pertenecientes a un mismo Grupo de 
sociedades, el Gobierno podrá disponer que las limi- 
taciones establecidas en el número 4 anterior se cal- 
culen con relación al balance consolidado de dichos 
fondos”. 

11. Se da una nueva redacción al número 1 del ar- 
tículo 19: 

“1. Dentro del primer cuatrimestre de cada ejercicio 
económico las entidades gestoras de fondos de pensio- 
nes deberán: 

a) Formular y someter a aprobación de los órganos 
competentes las cuentas anuales de la entidad gestora, 
debidamente auditadas en los términos del número 4 
siguiente, y presentar la documentación e información 
citada a la Dirección General de Seguros y a las comi- 
siones de control del fondo y de los planes de pensio- 
nes adscritos al fondo. 

b) Formular el balance, la cuenta de resultados y la 
memoria explicativa del ejercicio anterior del fondo o 
fondos administrados, debidamente auditados con 
arreglo a la letra a), someter dichos documentos a la 
aprobación de la comisión de control del fondo respec- 
tivo, quien podrá dar a la misma la difusión que esti- 
men pertinente, y presentar la documentación e infor- 
mación de dicho fondo o fondos del mismo modo que 
regula la letra precedente.” 

12. Se da nueva redacción a la letra a) del artículo 
20.1, en los siguientes términos: 

“a) Tener un capital desembolsado de 100 millones 
de pesetas. 

Adicionalmente, los recursos propios deberán incre- 
mentarse en el 1 por ciento del exceso del activo total 
del fondo o fondos gestionados sobre 1.000 millones 
de pesetas. 

«3. La inversión en activos extranjeros se regulará 
por la legislación correspondiente, computándcbse en 
el porcentaje indicado a su naturaleza. Reglamer taria- 
mente no podrán establecerse normas de congruencia 
monetaria entre las monedas de realización de las in- 
versiones de los fondos de pensiones y las monedas en 
que han de satisfacerse sus compromisos.)) 

~ 5 .  A los efectos de este artículo se considerarán 
pertenecientes a un mismo grupo, las sociedades que 
su encuentren en los supuestos contemplados en el ar- 
tículo 4 de la Ley 2411988, de 28 de junio, del Mercado 
de Valores. 

Cuando la pertenencia a un mismo grupo sea una 
circunstancia sobrevenida con posterioridad a la inver- 
sión, el fondo deberá regularizar la composición de su 
activo en un plazo de un año. 

En el caso de fondos de pensiones administrados 
por una misma entidad gestora o por distintas entida- 
des gestoras pertenecientes a un mismo grupo de so- 
ciedades, el Gobierno podrá disponer que las limita- 
ciones establecidas en el número 4 anterior se calculen 
también con relación al balance consolidado de dichos 
fondos. )) 

b) Formular el balance, la cuenta de pérdidas y ga- 
nancias y la memoria explicativa del ejercicio anterior 
del fondo o fondos administrados, debidamente audi- 
tados con arreglo a la letra a), someter dichos docu- 
mentos a la aprobación de la comisión de control del 
fondo respectivo, quien podrá dar a la misma la difu- 
sión que estime pertinente, y presentar la docunienta- 
ción e información de dicho fondo o fondos del mismo 
modo que regula la letra precedente.)) 
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A estos efectos, se computarán como recursos pro- 
pios el capital social desembolsado y las reservas que 
se determinen reglamentariamente." 

13. Se añade un apartado, con el número 6, al ar- 
tículo 20 de la Ley de Planes de Fondos de Pensiones 
cuya redacción es la siguiente: 

"6. Será causa de disolución de las entidades gestoras 
de fondos de pensiones, además de las enumeradas en 
el artículo 260 de la Ley de Sociedades Anónimas, la re- 
vocación de la autorización administrativa, salvo que la 
propia entidad renuncie a dicha autorización viniendo 
tal renuncia únicamente motivada por la modificación 
de su objeto social para desarrollar una actividad dis- 
tinta al objeto social exclusivo de administración de 
fondos de pensiones a que se refiere la letra c) del nú- 
mero 1 precedente. El acuerdo de disolución, además 
de la publicidad que previene el artículo 263 de la Ley 
de Sociedades Anónimas, se inscribirá en el Registro 
administrativo y se publicará en el Boletín Oficial del 
Estado y la entidad extinguida se cancelará en el Regis- 
tro administrativo, además de dar cumplimiento a lo 
preceptuado en el artículo 278 de la Ley de Sociedades 
Anónimas." 

14. Se da nueva redacción al artículo 24: 

"Artículo 24. Supervisión administrativa. 

1. Corresponde al Ministerio de Economía y Hacieri- 
da la supervisión administrativa del cumplimiento de 
las normas de la presente Ley, pudiendo recabar de las 
entidades gestoras y depositarias, de las comisiones de 
control y de los actuarios toda la información que sea 
precisa para comprobar el correcto cumplimiento de 
las disposiciones legales y reglamentarias. 

2. Será de aplicación a la inspección de entidades 
gestoras, de los planes y los fondos de pensiones lo dis- 
puesto sobre la inspección de entidades aseguradoras 
en el artículo 72 de la Ley de Ordenación y Supervi- 
sión de los Seguros Privados. 

A falta de mención expresa en contrario en las espe- 
cificaciones de los planes de pensiones o en las normas 
de funcionamiento de los fondos de pensiones, todas 
las actuaciones derivadas de la Inspección se entende- 
rán comunicadas cuando tal comunicación se efectué 
ante la entidad gestora correspondiente. 

3. Las entidades aseguradoras deberán facilitar a la 
Dirección General de Seguros información sobre su si- 
tuación, la de los fondos de pensiones que gestionen y 
la de los planes de pensiones integrados en los mis- 

No obstante lo anterior, la disolución, liquidación y 
extinción de las entidades aseguradoras autorizadas 
como gestoras de fondos de pensiones se regirá por la 
normativa específica de la Ley de Ordenación y super- 
visión de los Seguros Privados. 

14. Se da nueva redacción al artículo 24: 

«Artículo 24. Ordenación y supervisión administrativa. 

1. Corresponde al Ministerio de Economía y Hacien- 
da la ordenación y supervisión administrativa del cum- 
plimiento de las normas de la presente Ley, pudiendo re- 
cabar de las entidades gestoras y depositarias, de las 
comisiones de control y de los actuarios toda la informa- 
ción que sea precisa para comprobar el correcto cumpli- 
miento de las disposiciones legales y reglamentarias. 

2. Será de aplicación a la inspección de entidades, 
gestoras, de los planes y los fondos de pensiones lo dis- 
puesto sobre la inspección de entidades aseguradoras 
en el artículo 72 de la Ley de Ordenación y supervisión 
de los Seguros Privados. 

A falta de mención expresa en contrario en las espe- 
cificaciones de los planes de pensiones o en las normas 
de funcionamiento de los fondos de pensiones, todas 
las actuaciones derivadas de la Inspección se entende- 
rán comunicadas cuando tal comunicación se efectúe 
ante la entidad gestora correspondiente. 

3. Las entidades gestoras de fondos de pensiones 
deberán facilitar a la Dirección General de Seguros in- 
formación sobre su situación, la de los fondos de pen- 
siones que gestionen y la de los planes de pensiones in- 
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mos, con la periodicidad y el contenido que reglamen- 
tariamente se establezcan. 

4. Las entidades gestoras y las comisiones de control 
deberán informar a los partícipes y beneficiarios de 
sus derechos en el plan de pensiones en la forma que 
reglamentariamente se determine. 

5. La contabilidad de las entidades gestoras y de los 
fondos de pensiones se regirá por sus normas específi- 
cas y, en su defecto, por las establecidas en el Código 
de Comercio, en el Plan General de Contabilidad y de- 
más disposiciones de la legislación mercantil en mate- 
ria contable. 

En el Reglamento de desarrollo de esta Ley, se reco- 
gerán las normas específicas de contabilidad a que se 
refiere el párrafo anterior, estableciendo las obligacio- 
nes contables, los principios contables de aplicación 
Obligatoria, las normas sobre formulación de cuentas 
anuales, los criterios de valoración de los elementos 
integrantes de las mismas, así como el régimen de 
aprobación, verificación, depósito y publicidad de las 
cuentas, aplicables a las entidades gestoras y los fon- 
dos de pensiones. Tal potestad normativa se ejercerá a 
propuesta del Mhisterio de Economía y Hacienda y 
previo informe del Instituto de Contabilidad y Audito- 
ría de Cuentas y de la Junta Consultiva de Seguros. 

Se faculta al Ministro de Economía y Hacienda, pre- 
vios idénticos informes, a desarrollar dichas normas 
específicas de contabilidad, particularmente estable- 
ciendo el Plan de Contabilidad de las Entidades Gesto- 
ras y de los Fondos de Pensiones." 

15. Se da una nueva redacción a los artículos 25 y 
26. 

"Artículo 25. Contabilidad de los fondos de pensio- 
nes y de las entidades gestoras. 

1. La contabilidad de los fondos y planes de pensio- 
nes y de sus entidades gestoras se regirá por sus nor- 
mas específicas y, en su defecto, por las establecidas en 
el Código de Comercio, en el Plan General de Contabi- 
lidad y demás disposiciones de la legislación mercantil 
en materia contable. 

2. En el Reglamento de desarrollo de esta Ley, se re- 
cogerán las normas específicas de contabilidad a que 
se refiere el número anterior, estableciendo las obliga- 
ciones contables, los principios contables de aplica- 
ción obligatoria, las normas sobre formulación de las 
cuentas anuales, los criterios de valoración de los ele- 
mentos integrantes de las mismas, así como el régi- 
men de aprobación, verificación, depósito y publicidad 
de las cuentas, aplicables a los fondos de pensiones y a 
sus entidades gestoras. 

Tal potestad normativa se ejercerá a propuesta del 
Ministerio de Economía y Hacienda y previo informe 
del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas y 
de la Junta Consultiva de Seguros. 

tegrados en los mismos, con la periodicidad y el conte- 
nido que reglamentariamente se establezcan. >> 
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3. Se faculta al Ministerio de Economía y Hacienda, 
previos idénticos informes, a desarrollar dichas nor- 
mas específicas de contabilidad, particularmente esta- 
bleciendo el Plan de Contabilidad de los Fondos y Pla- 
nes de Pensiones y el Plan Contable de las entidades 
gestoras." 

"Artículo 26. Normas de publicidad. 

1. La publicidad relativa a los fondos de pensiones y 
a sus entidades gestoras se ajustará a lo dispuesto en 
la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publi- 
cidad y disposiciones de desarrollo, así como a las nor- 
mas precisas para su adaptación a los fondos de pen- 
siones y a las entidades gestoras, recogidas en el 
Reglamento de la presente Ley. 

2. Reglamentariamente se determinará la forma y el 
alcance con que el Ministerio de Economía y Hacien- 
da puede hacer públicos los datos declarados por los 
fondos de pensiones y sus entidades gestoras y tam- 
bién se establecerá la información que las entidades 
gestoras y las comisiones de control han de proporcio- 
nar a los partícipes y beneficiarios de los planes de 
pensiones". 

16. Queda derogado el apartado c) del artículo 27. 

1. La publicidad relativa a los planes y fondos de 
pensiones y a sus entidades gestoras se ajustará a lo 
dispuesto en la Ley 344988, de 11 de noviembre, Ge- 
neral de Publicidad y disposiciones de desarrollo, así 
como a las normas precisas para su adaptación a los 
planes y fondos de pensiones y a las entidades gesto- 
ras, recogidas en el Reglamento de la presente Ley. 

16. El apartado b) del artículo 27 de la Ley de Pla- 
nes y Fondos de Pensiones queda redactado como si- 
gue: 

«b) El partícipe de un plan de pensiones podrá re- 
ducir la parte regular de su base imponible del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas de acuer- 
do con lo establecido en la Ley 18/1991, de 6 de junio, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.» 

- Queda derogado el apartado c) del mencionado 
artículo 27. 

17. La redacción del artículo 28.3 quedará del si- 
guiente modo: 

((3. En ningún caso las rentas percibidas podrán 
minorarse en las cuantías correspondientes a los exce- 
sos de las contribuciones sobre los límites de reduc- 
ción en la base imponible, de acuerdo con la Ley 
18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas.» 

17. Queda modificado el artículo 28, cuya nueva re- 
dacción será: 

((Artículo 28. Prestaciones de los Planes de Pensio- 
nes. 

1. Las prestaciones recibidas por los beneficiarios 
de un Plan de Pensiones se integrarán en su base im- 
ponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas en la forma en que se establece en este artículo. 
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17. Se añade un nuevo Capítulo, cuyo contenido es 
el siguiente: 

t t ~ ~ ~ Í ~ ~ ~ ~  IX. 

Medidas de intervención administrativa. 

SECCIÓN ia 

Revocación de la autorización administrativa. 

Artículo 3 1. Causas de la revocación y sus efectos. 

1. El Ministerio de Economía y Hacienda revocará 
la autorización administrativa concedida a las entida- 
des gestoras de fondos de pensiones en los siguientes 
casos: 

a) Si la entidad gestora renuncia a ella expresamen- 
te. 

b) Cuando la entidad gestora no haya iniciado su ac- 
tividad en el plazo de un año desde la inscripción en el 
Registro administrativo o cese de ejercerla durante 
igual período de tiempo o cuando se aprecie la falta 
efectiva de actividad en los términos que reglamenta- 
riamente se determinen. 

c) Cuando la entidad gestora deje de cumplir alguno 
de los requisitos establecidos por esta Ley para el otor- 
gamiento de la autorización administrativa o incurra 
en causa de disolución. 

.d) Cuando no haya podido cumplir, en el plazo fija- 
do, las medidas previstas en un plan de saneamiento o 

2. Cuando las prestaciones se materialicen en una 
percepción única por el capital equivalente, se diferen- 
ciarán las cantidades que correspondan a las s.porta- 
ciones de las que sean rendimientos de las mismas y se 
tributará en la siguiente forma: 

- las cantidades que correspondan a aportaciones 
tendrán la consideración de rendimientos del trabajo y 
tributarán como renta irregular minorándose, en su 
caso, en las cantidades aportadas que, confornie a la 
legislación anterior, hubieran tributado. 
- las cantidades que correspondan a rendimientos 

tributarán como incrementos de patrimonio. 

3. Cuando las prestaciones se materialicen en una 
pensión periódica, se hará la misma diferenciación es- 
tablecida en el número anterior, tributando las, canti- 
dades que proceden de rendimientos como incremen- 
tos de patrimonio, y las que procedan de aportaciones 
como rentas de trabajo.)) 

Reglamentariamente, se fijará el criterio de determi- 
nación de las rentas e incrementos de patrimonio 
mencionados. 

Pasa a ser 18. 
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de financiación exigidos a la misma al amparo del ar- 
tículo 34. 

e) Cuando se haya impuesto a la entidad gestora la 
sanción administrativa de revocación de la autoriza- 
ción. 

2. El Ministerio de Economía y Hacienda revocará 
la autorización administrativa concedida a los fondos 
de pensiones en los siguientes casos: 

a) Si la comisión de control del fondo renuncia a 
ella expresamente o, si no existiese dicha comisión, 
cuando así se solicite por la entidad promotora de di- 
cho fondo. 

b) Cuando concurran en el fondo de pensiones las 
circunstancias previstas para las entidades gestoras en 
las letras c) a e) del número 1 precedente. 

c) Cuando transcurra un año sin integrar ningún 
plan de pensiones o cuando se aprecie la falta efectiva 
de actividad en los términos que reglamentariamente 
se determinen. 

3. Cuando concurra alguna de las causas de revoca- 
ción previstas en las letras b), c) o d) de los números 1 
ó 2 precedentes, el Ministerio de Economía y Hacien- 
da, antes de acordar la revocación de la autorización 
administrativa, estará facultado para conceder un pla- 
zo, que no excederá de seis meses, para que la entidad 
gestora o el fondo de pensiones que lo hayan solicitado 
procedan a subsanarla. 

4. La revocación de la autorización administrativa 
determinará, en todos los casos, la prohibición inme- 
diata de la realización de la actividad propia de las en- 
tidades gestoras y de los fondos de pensiones, así co- 
mo la disolución y liquidación de la entidad gestora y 
del fondo de pensiones, salvo en el supuesto de cambio 
de objeto social de la entidad gestora conforme a lo es- 
tablecido en el artículo 20.2 de esta Ley. 

S E C C I ~ N  2” 

Disolución administrativa e intervención 
en la liquidación. 

Artículo 32. Disolución y terminación administrativas. 

1. La disolución de las entidades gestoras y de los 
fondos de pensiones o la terminación de los planes de 
pensiones requerirá acuerdo de la Junta General y de 
las Comisiones de Control, respectivamente. A estos 
efectos, estos órganos deberán celebrar la correspon- 
diente reunión en el plazo de dos meses desde la con- 
currencia de la causa de disolución, pudiendo cual- 
quier socio en el caso de las entidades gestoras, o 
partícipe en el caso del fondo o del plan de pensiones, 
solicitar la citada reunión si a su juicio existe causa le- 
gítima para ello. 

3. Cuando concurra alguna de las causas de revoca- 
ción previstas en las letras b), c) o d) del número 1 pre- 
cedente, el Ministerio de Economía y Hacienda antes 
de acordar la revocación de la autorización adminis- 
trativa, estará facultado para conceder un plazo que 
no excederá de seis meses, para que la entidad gestora 
en el fondo de pensiones que lo hayan solicitado pro- 
cedan a subsanarla. 

4. La revocación de la autorización administrativa 
determinará, en todos los casos, la prohibición inme- 
diata de la realización de la actividad propia de las en- 
tidades gestoras y de los fondos de pensiones, así co- 
mo la disolución y liquidación de la entidad gestora y 
del fondo de pensiones, salvo.en el supuesto de cambio 
de objeto social de la entidad gestora, conforme a lo 
establecido en el artículo 20.6 de esta Ley. 

1. La disolución de las entidades gestoras y de los 
fondos de pensiones o la terminación de los planes de 
pensiones requerirá acuerdo de la Junta General y de 
las Comisiones de Control, respectivamente. A estos 
efectos estos órganos deberán celebrar la correspon- 
diente reunión en el plazo de dos meses desde la con- 
currencia de la causa de disolución o terminación, pu- 
diendo, cualquier socio en el caso de las entidades 
gestoras, o partícipe en el caso del fondo o del plan de 
pensiones, solicitar la citada reunión si a su juicio 
existe causa legítima para ello. 
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En el caso de que, existiendo causa legal de disolu- 
ción de la entidad gestora o del fondo de pensiones o 
de terminación del plan de pensiones, no se adoptase 
el acuerdo o fuera contrario a la disolución, los admi- 
nistradores de la entidad gestora y las comisiones de 
control del fondo o del plan de pensiones estarán obli- 
gados a solicitar la disolución administrativa en el pla- 
zo de diez días naturales a contar desde la fecha en 
que debiera haberse convocado el órgano competente 
para adoptar el acuerdo, o desde la fecha prevista para 
su reunión, o finalmente desde el día de la celebración 
de la misma, cuando el acuerdo de disolución no pu- 
diese lograrse o se adoptase acuerdo en contrario. 

2. Conocida por el Ministerio de Economía y Ha- 
cienda la concurrencia de una causa de disolución de 
una entidad gestora o de un fondo de pensiones o una 
causa de terminación de un plan de pensiones así co- 
mo el incumplimiento por los órganos correspondien- 
tes de lo dispuesto en el número precedente, procederá 
a la disolución administrativa de la entidad gestora o 
del fondo de pensiones o a la terminación administra- 
tiva del plan de pensiones. 

3. El procedimiento administrativo de disolución o 
de terminación se iniciará de oficio o a solicitud de los 
administradores o de la comisión de control y, tras las 
alegaciones de la entidad gestora o de la comisión de 
control, el Ministerio de Economía y Hacienda proce- 
derá a la disolución p terminación administrativas. El 
acuerdo de disolución o terminación administrativas 
contendrá la reyocación de la autorización administra- 
tiva de la entidad gestora o del fondo de pensiones 
afectado. 

Artículo 33.  Intervención en la liquidación. 

En la liquidación, y hasta la cancelación de la ins- 
cripción en el Registro administrativo, el Ministerio de 
Economía y Hacienda conservará todas sus competen- 
cias de supervisión sobre la entidad gestora, fondo de 
pensiones y plan de pensiones y, además, podrá adop- 
tar las siguientes medidas: 

1. Acordar la intervención de la liquidación para sal- 
vaguardar los intereses de los partícipes, beneficiarios 
o de terceros. Decidida la intervención, estarán sujetas 
al control de la Intervención del Estado las actuacio- 
nes de los liquidadores en los términos definidos en el 
artículo 34. 

2. Designar liquidadores, acordando en su caso el 
cese de los designados, en los siguientes supuestos: 

a) Cuando no se hubiese procedido al nombramien- 
to de liquidadores en el plazo de los quince días si- 
guientes a la disolución, o cuando el nombramiento 
dentro de ese plazo lo fuese sin cumplir los requisitos 
legales y estatutarios. 

En el caso de que, existiendo causa legal de disolu- 
ción de la entidad gestora o del fondo de pensiones o 
de terminación del plan de pensiones, no se adoptase 
el acuerdo o fuera contrario a la disolución, los admi- 
nistradores de la entidad gestora y las comisiones de 
control del fondo o del plan de pensiones estarán obli- 
gados a solicitar la disolución administrativa en el pla- 
zo de diez días naturales a contar desde la fe:ha en 
que debiera haberse convocado el órgano competente 
para adoptar el acuerdo, o desde la fecha previs.a para 
su reunión, o finalmente desde el día de la celehración 
de la misma, cuando el acuerdo de disolución no pu- 
diese lograrse o se adoptase acuerdo en contrario. 
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b) Cuando los liquidadores incumplan las normas 
que para la protección de los partícipes y beneficiarios 
se establecen en esta Ley, las que rigen la liquidación, 
dificulten la misma, o ésta st: retrase. 

S E C C I ~ N  3" 

Medidas de control especial. 

Artículo 34. Medidas de control especial. 

1. La Dirección General de Seguros podrá adoptar 
las medidas de control especial contenidas en el pre- 
sente artículo cuando las entidades gestoras o los pla- 
nes o fondos de pensiones se hallen en alguna de las si- 
guientes situaciones: 

1" Respecto de las entidades gestoras cuando concu- 
rran: 

a) Pérdidas acumuladas en cuantía superior al 25 
por ciento de su capital social. 

b) Dificultades de liquidez que hayan determinado 
demora o incumplimiento en sus pagos. 

c) Situaciones de hecho, deducidas de comprobacio- 
nes efectuadas por la Administración, que pongan en 
peligro su solvencia, los intereses de las entidades pro- 
motoras, partícipes o beneficiarios o el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas, así como la falta de 
adecuación de su contabilidad al plan de contabilidad 
que les sea exigible o irregularidad de la contabilidad o 
administración en términos tales que impidan o difi- 
culten notablemente conocer la verdadera situación 
patrimonial de la entidad gestora. 

2" Respecto de los planes y fondos de pensiones 
cuando concurran: 

a) Déficit superior al cinco por ciento en el cálculo 
de las provisiones matemáticas o fondos de capitaliza- 
ción de los planes, que asuman la cobertura de un ries- 
go, integrados en el fondo de pensiones; o al veinte por 
ciento en el cálculo de otras provisiones técnicas. 

b) Déficit superior al diez por ciento en la cobertura 
de las provisiones técnicas de los planes integrados en 
el fondo. 

c) Insuficiencia del margen de solvencia de los de 
planes de pensiones. 

d) Dificultades de liquidez que hayan determinado 
demora o incumplimiento en sus pagos. 

e) Situaciones de hecho, deducidas de comprobacio- 
nes efectuadas por la Administración, que pongan en 
peligro su solvencia, los intereses de las entidades pro- 
motoras, partícipes o beneficiarios de los planes de 
pensiones o el cumplimiento de las obligaciones con- 
traídas, así como la falta de adecuación de su contabi- 
lidad al plan de contabilidad que les sea exigible o irre- 

.. 
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gularidad de la contabilidad o administración en tér- 
minos tales que impidan o dificulten notablemente co- 
nocer su verdadera situación patrimonial. 

f) Insuficiencia de los activos mínimos exigidos a los 
fondos de pensiones abiertos para poder operar como 
tales. 

g) Incumplimiento de un plan de reequilibrio actua- 
rial o financiero aprobado ante la Dirección General de 
Seguros o presentado ante la misma, al amparo de los 
regímenes transitorios aplicables en cada momento. 

2 .  Con independencia de la sanción administrativa 
que en su caso proceda imponer, las medidas de con- 
trol especial, de acuerdo con las características de la 
situación, podrán consistir en: 

1" Respecto de las entidades gestoras en cualquiera 
de las medidas que para las entidades aseguradoras re- 
gulan los números 2 y 3 del artículo 39 de la Ley de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, en 
la medida que les sean aplicables, con la peculiaridad 
de que la referencia que en dicho precepto se hace a la 
suspensión de la contratación de nuevos seguros por la 
entidad aseguradora o la aceptación de reaseguro y la 
prohibición de prórroga de los contratos de seguro ya 
celebrados debe entenderse como la suspensión de la 
gestión y administración de nuevos fondos de pensio- 
nes por la entidad gestora. 

Además, podrá adoptarse la medida de suspender a 
la entidad gestora en sus funciones de administración 
del fondo o fondos de pensiones, en cuyo caso la comi- 
sión de control del fondo deberá designar una entidad 
que sustituya a la anterior, previa autorización de la 
Dirección General de Seguros, quien podrá proceder a 
su designación si aquélla no lo hiciera. 

2" Respecto de los planes y fondos de pensiones po- 
drán adoptarse asimismo las medidas reguladas en los 
números 2 y 3 del artículo 39 de la Ley de Ordenación 
y Supervisión de los Seguros Privados, en la medida 
que les sean aplicables, con las siguientes peculiarida- 
des: que el plan de financiación y el plan de saneamien- 
to deben ser aprobados por la comisión de control del 
plan de pensiones o fondo de pensiones; que la suspen- 
sión de la contratación de nuevos seguros o de acepta- 
ción de reaseguro y la prohibición de prórroga de los 
contratos de seguro ya celebrados queda sustituida por 
la medida de suspensión de la integración de nuevos 
planes de pensiones o de nuevos partícipes en los pla- 
nes de pensiones, con igual limitación temporal que 
aquélla; y que las referencias que en dicho precepto se 
hacen a la entidad aseguradora o a sus órganos de ad- 
ministración deben entenderse hechas, respectivamen- 
te, al plan o fondo de pensiones o, según los casos, a las 
entidades gestoras o depositarias o a las comisiones de 
control del fondo o de los planes de pensiones. 

3. En todo lo demás, será de aplicación en materia 
de medidas de control especial a adoptar sobre entida- 

g) Incumplimiento de un plan de reequilibrio xtua-  
rial o financiero aprobado por la Dirección Gene::al de 
Seguros o presentado ante la misma, al amparo tle los 
regímenes transitorios aplicables en cada momento. 
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des gestoras y planes y fondos de pensiones lo dispues- 
to en el artículo 39 de la Ley de Ordenación y Supervi- 
sión de los Seguros Privados, pero entendiéndose he- 
chas a la comisión de control las referencias a los 
órganos de administración de la entidad aseguradora, 
cuando las medidas a adoptar lo sean sobre planes y 
fondos de pensiones. 

S E C C I ~ N  4" 

Régimen de infracciones y sanciones. 

Artículo 35. Infracciones administrativas. 

1. Las entidades gestoras y depositarias, los exper- 
tos actuarios y auditores y sus sociedades, quienes de- 
sempeñen cargos de administración o dirección en las 
entidades citadas y los miembros de las comisiones y 
subcomisiones de control de los planes y fondos de 
pensiones que infrinjan normas de supervisión de pla- 
nes y fondos de pensiones incurrirán en responsabili- 
dad administrativa sancionable con arreglo a lo dis- 
puesto en el artículo siguiente. 

Se considerarán: 

a) Cargos de administración los administradores o 
miembros de los órganos colegiados de administra- 
ción, y cargos de dirección sus directores generales o 
asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas 
que desarrollen en la entidad funciones de alta direc- 
ción bajo la dependencia directa de su órgano de ad- 
ministración o de comisiones ejecutivas o consejeros 
delegados del mismo. 

b) Normas de supervisión de los planes y fondos de 
pensiones las comprendidas en la presente Ley y en 
sus disposiciones reglamentarias de desarrollo y, en 
general, las que figuren en leyes de carácter general 
que contengan preceptos específicamente referidos a 
los fondos de pensiones, las entidades gestoras de fon- 
dos de pensiones o a las entidades depositarias y de 
obligada observancia por las mismas. 

2. Las infracciones de normas de supervisión de los 
planes y fondos de pensiones se clasifican en muy gra- 
ves, graves y leves. 

3. Tendrán la consideración de infracciones muy 
graves: 

a) El ejercicio por las entidades gestoras de activida- 
des ajenas a su objeto exclusivo legalmente determina- 
do, salvo que tenga un carácter meramente ocasional o 
aislado. 

b) La sustitución de las entidades gestoras o deposi- 
tarias sin ajustarse a lo dispuesto en el artículo 23 o 
sin dar cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 
11 .S de esta Ley. 

1. Las entidades gestoras y depositarias, los expertos 
actuarios y auditores y sus sociedades, quienes desem- 
peñen cargos de administración o dirección en las enti- 
dades citadas, los miembros de las comisiones y subco- 
misiones de control de los planes y fondos de pensiones 
y los liquidadores que infnnjan normas de ordenación y 
supervisión de planes y fondos de pensiones incurrirán 
en responsabilidad administrativa sancionable con arre- 
glo a lo dispuesto en el artículo siguiente. 

Se considerarán: 

a) Cargos de administración los administradores o 
miembros de los órganos colegiados de administra- 
ción, y cargos de dirección sus directores generales o 
asimilados, entendiéndose por tales aquellas personas 
que desarrollen en la entidad funciones de alta direc- 
ción bajo dependencia directa de su órgano de admi- 
nistración o de comisiones ejecutivas o consejeros de- 
legados del mismo. 

b) Normas de ordenación y supervisión de planes y 
fondos de pensiones las comprendidas en la presente 
Ley y en sus disposiciones reglamentarias de desarro- 
llo y, en general, las que figuren en leyes de carácter 
general que contengan preceptos específicamente refe- 
ridos a los fondos de pensiones, las entidades gestoras 
de fondos de pensiones o a las entidades depositarias y 
de obligada observancia por las mismas. 
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c) El defecto en el margen de solvencia en cuantía 
superior al cinco por ciento del importe necesario para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones poten- 
ciales. 

En los casos en que la situación descrita en esta le- 
tra se derive de una revisión actuarial, sólo se conside- 
rará como infracción el incumplimiento del plan de fi- 
nanciación que se establezca, o la falta de formulación 
del mismo en el plazo que se establezca. 

d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las 
inversiones para la cobertura de las fondos de capitali- 
zación, provisiones matemáticas y otras provisiones 
técnicas exigibles con arreglo al párrafo segundo del 
artículo 8.1 en cuantía superior al cinco por ciento, pe- 
ro inferior al diez por ciento. 

En los casos en que la insuficiencia de las inversio- 
nes se derive de una pérdida imprevisible de aptitud de 
las inversiones sobrevenida después de su realización 
o bien se derive de una revisión actuarial, sólo se en- 
tenderá como infracción el incumplimiento del plan 
que se establezca, o la falta de formulación del mismo 
en el plazo que se establezca. ' e) El carecer de la contabilidad exigida legalmente o 
llevarla con anomalías sustanciales que impidan cono- 
cer la situación económica, patrimonial y financiera 
de la entidad gestora o del fondo de pensiones, así co- 
mo el incumplimiento de la obligación de someter sus 
cuentas anuales a auditoría de cuentas conforme a lo 
dispuesto en el artículo 19. 

f) El carecer.de las bases técnicas exigidas por el sis- 
tema financiero y actuarial de los planes de pensiones 
así como la falta de la revisión de dicho sistema finan- 
ciero y actuarial que exige el artículo 9.5. 

g) La inversión en bienes distintos a los autorizados 
o en proporción superior a la establecida en el artículo 
16, cuando el exceso supere el cincuenta por ciento de 
los límites legales y no tenga carácter transitorio, así 
como la realización de operaciones con incumplimien- 
to de las condiciones generales impuestas en el artícu- 
lo 17. 

h) Confiar la custodia o el depósito de los valores 
mobiliarios y demás activos financieros a entidades 
distintas de las previstas en el artículo 21. 

i) El incumplimiento de las especificaciones y bases 
técnicas de los planes de pensiones o de las normas de 
funcionamiento de los fondos de pensiones, salvo que 
tengan un carácter meramente ocasional o aislado, así 
como la realización de prácticas abusivas que perjudi- 
quen el derecho de los promotores, partícipes o benefi- 
ciarios. 

j) El incumplimiento de las medidas de control espe- 
cial adoptadas por la Dirección General de Seguros 
conforme al artículo 34 de esta Ley. 
k) El reiterado incumplimiento de los acuerdos o re- 

soluciones emanados de la Dirección General de Segu- 
ros. 

1) La falta de remisión a la Dirección General de Se- 
guros de cuantos datos o documentos deba suminis- 

d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de 
las inversiones para la cobertura de los fondos de ca- 
pitalización, provisiones matemáticas y otras provi- 
siones técnicas exigibles con arreglo al párraf lo se- 
gundo del artículo 8.1 en cuantía superior al diez por 
ciento. 

En los casos en que la insuficiencia de las inversiones 
se derive de una pérdida imprevisible de aptitud de las 
inversiones sobrevenida después de su realización o 
bien se derive de una revisión actuarial, sólo se eniende- 
rá como infracción el incumplimiento del plan de finan- 
ciación o saneamiento que se establezca o la falta de 
formulación del mismo en el plazo que se establezca. 

e) El carecer de la contabilidad exigida legalmente 
o llevarla con anomalías sustanciales que impidan o 
dificulten notablemente conocer la situación económi- 
ca, patrimonial y financiera de la entidad gestora o del 
fondo de pensiones, así como el incumplimiento de la 
obligación de someter sus cuentas anuales a auditoría 
de cuentas conforme a la legislación vigente. 

. 
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trarle la entidad gestora, la comisión de control de los 
planes o fondos de pensiones, la entidad depositaria o 
los actuarios, ya mediante su presentación periódica, 
ya mediante la atención de requerimientos individuali- 
zados que les dirija la citada Dirección General en el 
ejercicio de sus funciones, o la falta de veracidad en 
los mismos, cuando con ello se dificulte la apreciación 
de su solvencia. A los efectos de esta letra se entenderá 
que hay falta de remisión cuando la misma no se pro- 
duzca dentro del plazo concedido al efecto por la Di- 
rección General de Seguros al recordar por escrito la 
obligación de presentación periódica o reiterar el re- 
querimiento individualizado. 

m) La excusa, negativa o resistencia a la actuación 
inspectora, siempre que medie requerimiento expreso 
y por escrito al respecto. 

n) La aceptación de aportaciones a un plan de pen- 
siones, a nombre de un mismo partícipe, por encima 
del límite financiero previsto en el artículo 5.3, salvo 
que dichas aportaciones correspondan a la transferen- 
cia de los derechos consolidados por alteración de la 
adscripción a un plan de pensiones o a las previsiones 
de un plan de reequilibrio aprobado conforme al régi- 
men transitorio aplicable en cada momento. 

ñ) El incumplimiento del deber de veracidad infor- 
mativa debida a las comisiones de control, partícipes, 
beneficiarios y al público en general, siempre que por 
el número de afectados o por la importancia de la in- 
formación, tal incumplimiento pueda estimarse como 
especialmente relevante. 

o) La falsedad en los dictámenes y documentos con- 
tables, de auditoría, actuariales o de información pre- 
vistos en esta Ley. 

p) El incumplimiento por los actuarios o sus socie- 
dades de la obligación de realizar la revisión actuarial 
de un plan de pensiones o los cálculos o informes ac- 
tuariales, contratados en firme, así como la elabora- 
ción de bases técnicas o la realización de cálculos e in- 
formes incumpliendo las normas actuariales aplicables 
a los planes de pensiones. 

4. Tendrán la consideración de infracciones graves: 

a) El ejercicio meramente ocasional o aislado por 
las entidades gestoras de actividades ajenas a su objeto 
exclusivo legalmente determinado. 

b) La ausencia de comunicación, cuando ésta sea 
preceptiva, de la formalización, modificación y trasla- 
do a otro fondo de pensiones de los planes de pensio- 
nes, de la composición y cambios en los órganos de 
administración de las entidades gestoras y en las comi- 
siones de control y de la designación de actuarios para 
la revisión de las bases y cálculos actuariales. 

c) El defecto en el margen de solvencia en cuantía 
inferior al cinco por ciento del importe exigible con 
arreglo al párrafo tercero del artículo 8.1. 

En los casos en que la situación descrita en esta le- 
tra se derive de una revisión actuarial, sólo se conside- 

n) La aceptación de aportaciones a un plan de pen- 
siones, a nombre de un mismo partícipe, por encima 
del límite financiero previsto en el artículo 5.3, salvo 
que dichas aportaciones correspondan a la transferen- 
cia de los derechos consolidados por alteración de la 
adscripción a un plan de pensiones o a las previsiones 
de un plan de reequilibrio formulado conforme al régi- 
men transitorio aplicable en cada momento. 
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rará como infracción el incumplimiento del plan de fi- 
nanciación que se establezca, o la falta de formulación 
del mismo en el plazo que se establezca. 

d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las 
inversiones para la cobertura de los fondos de capitali- 
zación, provisiones matemáticas y otras provisiones 
técnicas exigibles con arreglo al párrafo segundo del 
artículo 8.1 en cuantía superior al cinco por ciento, pe- 
ro inferior al diez por ciento. 

En los casos en que la insuficiencia de las inversio- 
nes se derive de una pérdida imprevisible de aptitud de 
las inversiones sobrevenida después de su realización 
o bien se derive de una revisión actuarial, sólo se en- 
tenderá como infracción el incumplimiento del plan 
que se establezca, o la falta de formulación del mismo 
en el plazo que se establezca. 

e) El incumplimiento de las normas vigentes sobre 
contabilización de operaciones y sobre formulación de 
balances, cuentas de pérdidas y ganancias y estados fi- 
nancieros de obligatoria comunicación a la Dirección 
General de Seguros, siempre que no constituya infrac- 
ción muy grave con arreglo a la letra e) del número 3 
precedente. 

f) La materialización en títulos valores de las partici- 
paciones en el fondo de pensiones, contraviniendo la 
prohibición establecida en el artículo 10. 

g) La inversión en bienes autorizados en proporción 
superior a la establecida en el artículo 16, siempre que 
el exceso supere el veinte pero no rebase el cincuenta 
por ciento de los límites legales y no tenga carácter 
transitorio. 

h) La contratación de la administración de activos 
extranjeros contraviniendo las normas que se dicten 
conforme al artículo 20.3. 

i) El incumplimiento meramente ocasional o aislado 
de las especificaciones y bases técnicas de los planes 
de pensiones o de las normas de funcionamiento de 
los fondos de pensiones, así como la aplicación inco- 
rrecta de las especificaciones y bases técnicas de los 
planes de pensiones en perjuicio de los partícipes o be- 
neficiarios. 

j) La emisión de obligaciones o el recurso al crédito 
por las entidades gestoras. 

k) El incumplimiento meramente ocasional o aisla- 
do de los acuerdos o resoluciones emanados de la Di- 
rección General de Seguros. 

1) La falta de remisión a la Dirección General de Se- 
guros de cuantos datos o documentos deban suminis- 
trarle la entidad gestora, la comisión de control del 
fondo o del plan de pensiones, la entidad depositaria o 
los actuarios, ya mediante su presentación periódica, 
ya mediante la atención de requerimientos individuali- 
zados que les dirija la citada Dirección General en el 
ejercicio de sus funciones, así como la falta de veraci- 
dad en los mismos, salvo que ello suponga la comisión 
de una infracción muy grave. A los efectos de esta letra 
se entenderá que hay falta de remisión cuando la mis- 
ma no se produzca dentro del plazo fijado en las nor- 
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d) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de las 
inversiones para la cobertura de los fondos de ciipitali- 
zación, provisiones matemáticas y otras previsiones 
técnicas exigibles con arreglo al párrafo segundo del 
artículo 8.1 en cuantía superior al cinco por ciento, pe- 
ro inferior al diez por ciento. 

En los casos en que la insuficiencia de inversiones 
se derive de una pérdida imprevisible de aptitud de las 
inversiones sobrevenida después de su realización o 
bien se derive de una revisión actuarial, se entenderá 
como infracción el incumplimiento del plan de finan- 
ciación o saneamiento que se establezca o la falta de 
formulación del mismo en el plazo que se establezca. 

e) El incumplimiento de las normas vigentes sobre 
contabilización de operaciones, formulación de balan- 
ces, cuentas de pérdidas y ganancias, siempre que no 
constituya infracción muy grave con arreglo a la letra e) 
precedente así como las relativas a la elaboración de los 
estados financieros de obligada comunicación a la Di- 
rección General de Seguros. 
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mas reguladoras de la presentación periódica o del 
plazo concedido al efecto al formular el requerimiento 
individualizado. 

m) La excusa, negativa o resistencia a la actuación 
inspectora cuando no constituya infracción muy grave. 

n) El pago a las entidades gestoras de una comisión 
de gestión superior a los límites fijados en las normas 
de funcionamiento del fondo de pensiones dentro de 
los máximos establ'ecidos reglamentariamente, así co- 
mo los pagos por las entidades gestoras a los deposita- 
rios de remuneración por sus servicios superiores a las 
libremente pactadas dentro de los límites reglamenta- 
rios. 

ñ) El incumplimiento del deber de veracidad infor- 
mativa debida a los partícipes, beneficiarios o al públi- 
co en general, cuando no concurran las circunstancias 
a que se refiere la letra ñ) del número 3 del presente 
artículo, así como la realización de cualesquiera actos 
u operaciones con incumplimiento de las normas re- 
guladoras de la publicidad y deber de información de 
las entidades gestoras y de los fondos de pensiones. 

o) El incumplimiento por las entidades depositarias 
de las obligaciones establecidas en el artículo 2 1. 

p) La realización de actos u operaciones con incum- 
plimiento de las normas que se dicten sobre la forma y 
condiciones de la contratación de planes de pensiones 
con los partícipes. 

5 .  Tendrán la consideración de infracciones leves: 

a) El defecto en el cálculo o la insuficiencia de in- 
versiones para la cobertura de los fondos de capita- 
lización, provisiones matemáticas y otras provi- 
siones técnicas exigibles con arreglo al párrafo se- 
gundo del artículo 8.1 en cuantía inferior al cinco 
por ciento. 

En los casos en que la insuficiencia de las inversio- 
nes se derive de una pérdida imprevisible de aptitud de 
las inversiones sobrevenida después de su realización 
o bien se derive de una revisión actuarial, sólo se en- 
tenderá como infracción el incumplimiento del plan 
que se establezca, o la falta de formulación del mismo 
en el plazo que se establezca. 

b) El exceso de inversión sobre los coeficientes esta- 
blecidos en el artículo 16, siempre que no tengan ca- 
rácter transitorio y no exceda del veinte por ciento de 
los límites legales. 

c) En general, las infracciones de preceptos de obli- 
gada observancia para las entidades gestoras de fon- 
dos de pensiones y para las comisiones de control de 
los planes y fondos de pensiones comprendidos en 
normas de supervisión de los planes y fondos de pen- 
siones con rango de Ley siempre que no constituyan 
infracción grave o muy grave conforme a lo dispuesto 
en los dos números anteriores. 

q) Las infracciones leves, cuando durante los dos 
años anteriores a su comisión hubieran sido impuestas 
sanciones firmes por infracciones leves reiteradas. 

a) El defecto en' el cálculo o la insuficiencia de 
inversiones para la cobertura de los fondos de capi- 
talización, provisiones matemáticas y otras provisio- 
nes técnicas exigibles con arreglo al párrafo segun- 
do o artículo 8.1 en cuantía inferior al cinco por 
ciento. 

En los casos en que la insuficiencia de las inversiones 
se derive de una pérdida imprevisible de aptitud de las 
inversiones sobrevenida después de su realización o 
bien se derive de una revisión actuarial, sólo se entende- 
rá como infracción el incumplimiento del plazo de fi- 
nanciación o saneamiento que se establezca o la falta de 
formulación del mismo en el plazo que se establezca. 

c) En general, los incumplimientos de precepto de 
obligada observancia para las entidades gestoras de 
fondos de pensiones y para las comisiones de control 
de los planes y fondos de pensiones comprendidos en 
normas de ordenación y supervisión de los planes y 
fondos de pensiones con rango de Ley siempre que no 
constituyan infracción grave o muy grave conforme a 
lo dispuesto en los dos números anteriores. 
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Artículo 36. Sanciones administrativas. 

1. Serán aplicables a las entidades gestoras y deposi- 
tarias las sanciones administrativas previstas para las 
entidades aseguradoras en el artículo 41 de la Ley de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, si 
bien las recogidas en la letra b) de su número 1 y en la 
letra a) de su número 2 serán las de suspensión de la 
autorización administrativa, por un período no supe- 
rior a diez años ni inferior a cinco, la primera, y en un 
período de hasta cinco años, la segunda. 

2. Los actuarios que dictaminen sobre la suficiencia 
del sistema financiero y actuarial de un plan de pen- 
siones y que revisen dicho sistema serán sancionados 
por la comisión de infracciones muy graves con una de 
las siguientes sanciones: prohibición de emitir sus dic- 
támenes en la materia por un período no superior a 
diez años ni inferior a cinco o multa por importe des- 
de 25 hasta 50 millones pesetas. Por la comisión de in- 
fracciones graves se impondrá a los actuarios una de 
las siguientes sanciones: prohibición de emitir dictá- 
menes en la materia en un período de hasta cinco años 
o multa por importe desde 5 hasta 25 millones de pe- 
setas. Por la comisión de infracciones leves se impon- 
drá al actuario la sanción de multa, que podrá alcan- 
zar hasta el importe de 5 millones de pesetas. Si el 
actuario actúa en nombre de una sociedad, las mismas 
sanciones serán aplicables, además, a dicha sociedad. 

3. Será de aplicación a los cargos de administración 
y dirección de las entidades gestoras y depositarias y 
de las sociedades de actuarios, así como a los miem- 
bros de las comisiones y subcomisiones de control de 
los planes y de los fondos de pensiones el régimen de 
responsabilidad que para los cargos de administración 
o de dirección de entidades aseguradoras regula el ar- 
tículo 42 de la Ley de Ordenación y Supervisión de los 
Seguros Privados, si bien la inhabilitación para ejercer 
cargos de administración o dirección a que se refiere 
la letra a) de su número 3 lo será, según los casos, en 
cualquier entidad gestora o depositaria, en cualquier 
sociedad de actuarios o, finalmente, en cualquier co- 
misión o subcomisión de control de los planes y de los 
fondos de pensiones. 

4. La inobservancia por el partícipe del límite de 
aportación previsto en el artículo 5.3, salvo que el ex- 
ceso de tal límite sea retirado antes del día 30 de junio 
del año siguiente, será sancionada con una multa equi- 
valente al setenta y cinco por ciento de dicho exceso, 
sin perjuicio de la inmediata retirada del citado exceso 
del plan o planes de pensiones correspondientes. Di- 
cha sanción será impuesta en todo caso a quien realice 
la aportación, sea o no partícipe, si bien el partícipe 
quedará exonerado cuando se hubiera realizado sin su 
conocimiento. 

5. A efectos del ejercicio de la potestad sancionadora 
a que se refieren este artículo y el anterior serán de 
aplicación las normas contenidas en los artículos 43 a 

2. Los expertos actuarios y sus sociedades, por sus 
actuaciones en relación con los planes y fondos de 
pensiones, serán sancionados por la comisión de in- 
fracciones muy graves con una de las siguientes san- 
ciones: prohibición de emitir sus dictámenes en la ma- 
teria por un período no superior a diez años ni inferior 
a cinco o multa por importe desde 25 hasta 50 millo- 
nes de pesetas. Por la comisión de infracciones graves 
se impondrá a los actuarios una de las siguientes san- 
ciones: prohibición de emitir dictámenes en la materia 
en un período de hasta cinco años o multa por importe 
desde 5 hasta 25 millones de pesetas. Por la comisión 
de infracciones leves se impondrá al actuario la san- 
ción de multa, que podrá alcanzar hasta el importe de 
5 millones de pesetas. Si el actuario actúa en nombre 
de una sociedad las mismas sanciones serán aplica- 
bles, además, a dicha sociedad. 

3. Será de aplicación a los cargos de administra- 
ción y dirección de las entidades gestoras y deposita- 
rias y de la sociedades de actuarios, así como a los 
miembros de las comisiones y subcomisiones de con- 
trol de los planes y de los fondos de pensiones y a los 
liquidadores el régimen de responsabilidad que para 
los cargos de administración o de dirección de entida- 
des aseguradoras regula el artículo 4 de la Ley de Or- 
denación y supervisión de los Seguros Privados, si 
bien la inhabilitación para ejercer cargos de adminis- 
tración o dirección a que se refiere la letra a) del nú- 
mero 3 lo será, según los casos, en cualquier entidad 
gestora o depositaria, en cualquier sociedad de actua- 
rios o finalmente, en cualquier comisión o subcomi- 
sión de control de los planes y de los fondos de pensio- 
nes. 

4. La inobservancia por el partícipe del límite de 
aportación previsto en el artículo 5.3, salvo que el ex- 
ceso de tal límite sea retirado antes del día 30 de junio 
del año siguiente, será sancionada con una multa equi- 
valente al cincuenta por ciento de dicho exceso, sin 
perjuicio de la inmediata retirada del citado exceso del 
plan o planes de pensiones correspondientes. Dicha 
sanción será impuesta en todo caso a quien realice la 
aportación, sea o no partícipe, si bien el partícipe que- 
dará exonerado cuando se hubiera realizado sin su co- 
nocimiento. 
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47 de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Segu- 
ros Privados. 

6. Las personas o entidades que desarrollen la activi- 
dad propia de los fondos de pensiones o de las entida- 
des gestoras de fondos de pensiones sin contar con la 
preceptiva autorización administrativa o que utilicen 
las denominaciones "plan de pensiones", "fondo de 
pensiones", "entidad gestora de fondos de pensiones" o 
"entidad depositaria de fondos de pensiones", sin serlo, 
serán sancionadas con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 48 de la Ley de Ordenación y Supervisión de los 
Seguros Privados." 

18. La Disposición Adicional Segunda adopta la si- 
guiente redacción: 

"Disposición Adicional Segunda. Plazo de resolución 
de las solicitudes de autorización administrativa. 

Las peticiones de autorizaciones administrativas re- 
guladas en la presente Ley deberán ser resueltas den- 
tro de los seis meses siguientes a la fecha de presenta- 
ción de la solicitud de autorización. 

En ningún caso se entenderán autorizados un fondo 
de pensiones o una entidad gestora de fondos de pen- 
siones en virtud de actos presuntos por el transcurso 
del plazo referido." 

19. La Disposición Adicional Primera queda redacta- 
da del siguiente modo: 

"Disposición Adicional Primera. Protección de los 
compromisos por pensiones con los trabajadores. 

Los compromisos por pensiones asumidos por las 
empresas, incluyendo las 'prestaciones causadas, debe- 
rán instrumentarse, desde el momento en que se inicie 
el devengo de su coste, mediante contratos de seguro, 
a través de la formalización de un plan de pensiones o 
de ambos. Una vez instrumentados, la obligación y 
responsabilidad de las empresas por los referidos com- 
promisos por pensiones se circunscribirán exclusiva- 
mente a las asumidas en dichos contratos de seguro y 
planes de pensiones. 

A estos efectos, se entenderán compromisos por 
pensiones los derivados de obligaciones legales o con- 
tractuales del empresario con el personal de la empre- 
sa y vinculados a las contingencias establecidas en el 
artículo 8.6. Tales pensiones podrán revestir las formas 
establecidas en el artículo 8.5 y comprenderá toda 
prestación que se destine a la cobertura de tales com- 
promisos, cualquiera que sea su denominación. 

Tienen la consideración de empresas no sólo las per- 
sonas físicas y jurídicas sino también las comunidades 
de bienes y demás entidades que, aún carentes de per- 
sonalidad jurídica, sean susceptibles de asumir con 
sus trabajadores los compromisos descritos. 

Pasa a ser 20. 

19. La Disposición Adicional Primera quede redac- 
tada del siguiente modo: 

«Disposición Adicional Primera. Protección de los 
compromisos por pensiones con los trabajadores. 

Los compromisos por pensiones asumidos por las 
empresas, incluyendo las prestaciones causadas, debe- 
rán instrumentarse, desde el momento en que se inicie 
el devengo de su coste, mediante contratos de seguro, 
a través de la formalización de un plan de pensiones o 
de ambos. Una vez instrumentados, la obligación y 
responsabilidad de las empresas por los referidos com- 
promisos por pensiones se circunscribirán exclusiva- 
mente a las asumidas en dichos contratos de seguro y 
planes de pensiones. 

A estos efectos, se entenderán compromisos por 
pensiones los derivados de obligaciones legales o con- 
tractuales del empresario con el personal de la empre- 
sa y vinculados a las contingencias establecidas en el 
artículo 8.6. Tales pensiones podrán revestir las formas 
establecidas en el artículo 8.5 y comprenderán toda 
prestación que se destine a la cobertura de tales com- 
promisos, cualquiera que sea su denominación. 

Tienen la consideración de empresas no sólo.las per- 
sonas físicas y jundicas sino también las comunidades 
de bienes y demás entidades que, aun carentes de per- 
sonalidad jurídica, sean susceptibles de asumir con 
sus trabajadores los compromisos descritos. 
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Para que los contratos de seguro puedan servir a la 
finalidad referida en el párrafo primero habrán de sa- 
tisfacer los siguientes requisitos: 

- Revestir la forma de seguros colectivos sobre la 
vida, en los que la condición de asegurado correspon- 
derá al trabajador y la de beneficiario a las personas 
en cuyo favor se generen las pensiones según los com- 
promisos asumidos. 
- En dichos contratos no será de aplicación lo dis- 

puesto en los artículos 97 y 99 de la Ley de Contrato 
de Seguro. 
- Los derechos de rescate y de reducción del toma- 

dor sólo podrán ejercerse al objeto de mantener en la 
póliza la adecuada cobertura de sus compromisos por 
pensiones vigentes en cada momento o a los exclusivos 
efectos de la integración de los compromisos cubiertos 
en dicha póliza en otro contrato de seguro o en un 
plan de pensiones. En este último caso, la nueva ase- 
guradora o el plan de pensiones asumirá la cobertura 
total de los referidos compromisos por pensiones. 
- Deberán de individualizarse las inversiones co- 

rrespondientes a cada póliza aplicándose el mismo ré- 
gimen de inversión e información exigibles a los pla- 
nes de pensiones. 
- El derecho de rescate deberá ser igual al valor de 

realización de los activos que representen la materiali- 
zación de las provisiones técnicas correspondientes al 
contrato y deberá ser abonado directamente a la nueva 
aseguradora o al fondo de pensiones en el que se cana- 
lice el nuevo plan de pensiones. 

Será admisible que el pago del valor del rescate se 
realice mediante el traspaso de los activos, neto de los 
gastos precisos para efectuar los correspondientes 
cambios de titularidad. 

En estos contratos deberá recogerse la posibilidad 
de que las provisiones matemáticas constituidas sean 
movilizadas a otra entidad aseguradora, que deberá 
asumir la cobertura de los referidos compromisos por 
pensiones: 

En los contratos de seguro cuyas primas hayan sido 
imputadas a los sujetos a los que se vinculen los com- 
promisos por pensiones deberán preverse, de acuerdo 
con las condiciones pactadas en el compromiso, los 
derechos económicos de los sujetos en los casos en que 
se produzca la cesación de la relación laboral previa al 
acaecimienio de las contingencias previstas en esta 
normativa o se modifique el compromiso por pensio- 
nes vinculado a dichos sujetos. 

Reglamentariamente se fijarán las condiciones que 
han de cumplir los contratos de seguro a los que se re- 
fi'ere esta disposición, incluidos los instrumentados en- 
tre las mutualidades de previsión social y sus mutua- 
listas en su condición de tomadores del seguro o 
asegurados. En todo caso, las condiciones que se esta- 
blezcan reglamentariamente, deberán ser homogéne- 
as, actuanal y financieramente con las normas aplica- 
bles a los compromisos por pensiones formalizados 
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Para que los contratos de seguro puedan senir a la 
finalidad referida en el párrafo primero habrán de sa- 
tisfacer los siguientes requisitos: 

- Revestir la forma de seguros colectivos sobre la 
vida, en los que la condición de asegurado correspon- 
derá al trabajador y la de beneficiario a las personas 
en cuyo favor se generen las pensiones según los com- 
promisos asumidos. 
- En dichos contratos no será de aplicación lo dis- 

puesto en los artículos 97 y 99 de la Ley de Contrato 
de Seguro. 
- Los derechos de rescate y de reducción del to- 

mador sólo podrán ejercerse al objeto de mantener en 
la póliza la adecuada cobertura de sus compromisos 
por pensiones vigentes en cada momento o a los ex- 
clusivos efectos de la integración de los compromisos 
cubiertos en dicha póliza en otro contrato de seguro o 
en un plan de pensiones. En este último caso, la nue- 
va aseguradora o el plan de pensiones asumir' a l a co- 
bertura total de los referidos compromisos por pen- 
siones. 
- Deberán de individualizarse las inversiones co- 

rrespondientes a cada póliza aplicándose el mismo ré- 
gimen de inversión e información exigibles a los pla- 
nes de pensiones. 
- La cuantía del derecho de rescate no podrá ser 

inferior al valor de realización de los activos que repre- 
senten la inversión de las provisiones técnicas corres- 
pondientes. Si existiese déficit en la cobertura de di- 
chas provisiones, tal déficit no será repercutible en 
derecho de rescate. El importe del rescate deberá ser 
abonado directamente a la nueva aseguradora o al fon- 
do de pensiones en el que se integre el nuevo plan de 
pensiones. 

Será admisible que el pago del valor del rescate se 
realice mediante el traspaso de los activos, neto de los 
gastos precisos para efectuar los correspondientes 
cambios de titularidad. 

En los contratos de seguro cuyas primas hayan sido 
imputadas a los sujetos a los que se vinculen compro- 
misos por pensiones deberán preverse, de acuerdo con 
las condiciones pactadas en el compromiso, derechos 
económicos de los sujetos en los casos en que se pro- 
duzca la cesación de la relación laboral previa al acae- 
cimiento de las contingencias previstas en esta norma- 
tiva o se modifique el compromiso por pensión 
vinculado a dichos sujetos. 

Reglamentariamente se fijarán las condiciones que 
han de cumplir los contratos de seguro a los que se re- 
fiere esta disposición, incluidos los instrumentados en- 
tre mutualidades de previsión social y sus mutualistas 
en su condición de tomadores del seguro o asegura- 
dos. En todo caso, las condiciones que se establezca 
reglamentariamente, deberán ser homogéneas, actua- 
rial y financieramente con las normas aplicables a los 
compromisos por pensiones formalizados m'ediante 
plan de pensiones. 
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mediante planes de pensiones. A los contratos de segu- 
ro se equipara la relación jurídica entre la mutualidad 
de previsión social y el mutualista, derivada de la con- 
dición de éste como tomador del seguro y asegurado, 
siempre que cumpla idénticos requisitos que los exigi- 
dos a los contratos de seguro para que éstos puedan 
servir a la finalidad referida en el párrafo primero. 

La efectividad de los compromisos por pensiones y 
del cobro de las prestaciones causadas quedarán condi- 
cionados a su formalización en los instrumentos referi- 
dos en el párrafo primero. En todo caso, el incumpli- 
miento por la empresa de la obligación de instrumentar 
los compromisos por pensiones asumidos constituirá 
infracción en materia laboral de carácter muy grave, en 
los términos prevenidos en la Ley 8/1988, de 7 de abril, 
sobre Infracciones y Sanciones de Orden Social. 

En ningún caso resultará admisible la cobertura de 
tales compromisos mediante la dotación por el empre- 
sario de fondos internos, o instrumentos similares, que 
supongan el mantenimiento por parte de éste de la ti- 
tularidad de los recursos constituidos." 

20. Se añade una nueva Disposición Adicional: 

"Disposición Adicional Cuarta. Responsabilidad ci- 
vil y obligaciones de los actuarios. 

1. Los actuarios que emitan informes o dictámenes 
sobre cualquiera de los instrumentos que formalicen 
compromisos por pensiones, responderán directa, ili- 
mitada y, case de ser varios, Solidariamente frente al 
promotor, comisión y entidades promotoras, entidad 
gestora, plan y fondo de pensiones, partícipes y benefi- 
ciarios, por todos los perjuicios que les causaren por el 
incumplimiento o cumplimiento defectuoso de sus 
obligaciones. 

Cuando el dictamen actuarial se emita'por un actua- 
rio de una sociedad de actuarios, la responsabilidad 
directa, ilimitada y solidaria comprenderá también a 
la sociedad, salvo que el actuario firmante del dicta- 
men hubiese hecho constar expresamente en el mismo 
que actuó en su propio nombre y bajo su exclusiva res- 
ponsabilidad. La responsabilidad de los socios actua- 
rios no firmantes del dictamen actuarial será subsidia- 
ria respecto de la anterior, pero solidaria entre sí. 

2. Los actuarios y las sociedades de éstos conserva- 
rán y custodiarán la documentación referente a cada 
dictamen o revisión actuarial por ellos realizados, in- 
cluidos los papeles de trabajo que constituyan las 
pruebas y el fundamento de las conclusiones que cons- 
ten en el informe, debidamente ordenados, durante 
cinco años a partir de la fecha de emisión del dicta- 
men actuarial, salvo que tengan conocimiento de la 
existencia de litigio en el que dicha documentación 
pueda constituir elemento de prueba, en cuyo caso el 
plazo se extenderá hasta que se dicte sentencia firme o 
de otro modo termine el proceso. 

-8 

La efectividad de los compromisos por pensión y del 
cobro de las prestaciones causadas quedan condicio- 
nados a su formalización en los instrumentos referidos 
en el párrafo primero. En todo caso, el incumplimien- 
to por la empresa de la obligación de instrumentar los 
compromisos por pensiones asumidos constituirá in- 
fracción en materia laboral de carácter muy grave, en 
los términos prevenidos en la Ley 8/1988, de 7 de abril, 
sobre Infracciones y Sanciones de Orden Social. 

En ningún caso resultará admisible la cobertura de 
tales compromisos mediante la dotación por el empre- 
sario de fondos internos, o instrumentos similares, que 
supongan el mantenimiento por parte de éste de la ti- 
tularidad de los recursos constituidos.» 

21. La Disposición Adicional Tercera adopta la si- 
guiente redacción: 

((Disposición Adicional Tercera. Responsabilidad 
civil y obligaciones de los actuarios. 

1. Los actuarios que emitan informes o dictámenes 
sobre cualquiera de los instrumentos que formalicen 
compromisos por pensiones, responderán, directa, ili- 
mitada y, caso de ser varios, solidariamente, frente al 
promotor, comisión, entidad gestora, plan y fondo de 
pensiones, partícipes y beneficiarios, por todos los per- 
juicios que les causaren por el incumplimiento o cum- 
plimiento defectuoso de sus obligaciones. 

Cuando el dictamen actuarial se emita por un actua- 
rio de una sociedad de actuarios, la responsabilidad 
directa, ilimitada y solidaria comprenderá también a 
la sociedad, salvo que el actuario firmante del dicta- 
men hubiese hecho constar expresamente en el mismo 
que actuó en su propio nombre y bajo su exclusiva res- 
ponsabilidad. La responsabilidad de los socios actua- 
rios no firmantes del dictamen actuarial será subsidia- 
ria respecto de la anterior, pero solidaria entre sí. 

2. Los actuarios y las sociedades de éstos conserva- 
rán y custodiarán la documentación referente a cada 
dictamen o revisión actuarial por ellos realizados, in- 
cluidos los papeles de trabajo que constituyan la prue- 
bas y el fundamento de las conclusiones que consten 
en el informe, debidamente ordenados, durante cinco 
años a partir de la fecha de emisión del dictamen ac- 
tuarial, salvo que tengan conocimiento de la existencia 
de litigio en el que dicha documentación pueda consti- 
tuir elemento de prueba, en cuyo caso el plazo se ex- 
tenderá hasta que se dicte sentencia firme o de otro 
modo termine el proceso. 

La pérdida o deterioro de la documentación a que se 
refiere el párrafo precedente deberá ser comunicada 
por el actuario a la comisión de control del plan de 
pensiones correspondiente en un plazo de 15 días na- 
turales desde que tuvo conocimiento de la misma.» 
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La pérdida o deterioro de la documentación a que se 
refiere el párrafo precedente deberá ser comunicada 
por el actuario a la comisión de control del plan de 
pensiones correspondiente en un plazo de 15 días na- 
turales desde que tuvo conocimiento de la misma." 2 

2 1. La Disposición Final Primera queda redactada 
del siguiente modo: 

"Disposición Final Primera. Actualización del límite 
fiscal de reducción de la base imponible del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas. 

El límite fiscal de reducción de la base imponible re- 
gular del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas recogido en el artículo 71 de la Ley 18/1991, de 6 
de junio, podrá ser actualizados por las Leyes de Pre- 
supuestos Generales del Estado." 

Duodécima. Modificación de la Disposición adicio- 
nal undécima de la Ley General de la 
Seguridad Social. Conciertos de Enti- 
dades Aseguradoras con Organismos 
de la Administración de la Seguridad 
Social. 

1. La Disposición adicional undécima de la Ley Ge- 
neral de la Seguridad Social, Texto Refundido aproba- 
do por Real Decreto Legislativo 111994, de 20 de junio, 
según redacción dada por el artículo 35 de la Ley 
42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, ad- 
ministrativas y de orden social, quedará redactada del 
siguiente modo: 

"Disposición adicional undécima. Formalización de 
la cobertura de la prestación económica por incapaci- 
dad temporal. 

1. Cuando el empresario opte por formalizar la pro- 
tección respecto de las contingencias de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad 
Social con una Mutua de Accidentes de Trabajo y En- 
fermedades Profesionales de la Seguridad Social, po- 
drá, asimismo, optar porque la cobertura de la presta- 

Pasa a ser 22. 

23. Se da una nueva redacción a la Disposición Fi- 
nal Segunda de la Ley 811987, de 8 de junio, sobre Pla- 
nes y Fondos de Pensiones, en los siguientes términos: 

«Disposición Final Segunda 

Los Organismos a que se refiere la Disposición Adi- 
cional Cuadragésima Octava de la Ley 46/1985, de 27 
de diciembre de Presupuestos Generales del Estado 
para 1986, podrán promover Planes y Fondos de Pen- 
siones y realizar contribuciones a los mismos, en los 
términos previstos en la presente Ley y desde su pro- 
mulgación. 

Duodécima. Modificación de la Disposición adicio- 
nal undécima de la Ley General de la 
Seguridad Social. Conciertos de Enti- 
dades Aseguradoras con Organismos 
de la Administración de la Seguridad 
Social 

1. La Disposición adicional undécima de la Ley Ge- 
neral de la Seguridad Social, Texto Refundido üproba- 
do por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, 
según redacción dada por el artículo 35 de la Ley 
4211994, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, ad- 
ministrativas y de orden social, quedará redactada del 
siguiente modo: 

"Disposición adicional undécima. Formalización 
de la cobertura de la prestación económica por incapa- 
cidad temporal. 

1. Cuando el empresario opte por formalizar la 
protección respecto de las contingencias de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguri- 
dad Social con una Mutua de Accidentes de Trabajo 
Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, 
podrá asimismo, optar por que la cobertura de la pres- 

- 812 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-sERIE A. NÚM. 105-1 1 

ción económica por incapacidad temporal derivada de 
contingencias comunes de ese mismo personal se lleve 
a efecto por la misma Mutua, en los términos que re- 
glamentariamente se establezcan. 

2. En el Régimen Especial de Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, así como por lo que res- 
pecta a los trabajadores por cuenta propia incluidos en 
el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social, 
los interesados podrán optar entre acogerse o no a la 
cobertura de la protección del subsidio por incapaci- 
dad temporal. 

Los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior, 
que hayan optado por incluir, dentro del ámbito de la 
acción protectora del Régimen de Seguridad Social co- 
rrespondiente, la prestación económica por incapaci- 
dad temporal, podrán optar, asimismo, entre formali- 
zar la cobertura de dicha prestación con la entidad 
gestora correspondiente o con una Mutua de Acciden- 
tes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Se- 
guridad Social, en los términos y condiciones que re- 
glamentariamente se establezcan. 

3. Las disposiciones reglamentarias a que se refie- 
ren los números anteriores establecerán, con respe- 
to pleno a las competencias del sistema público en 
el control sanitario de las altas y las bajas, los ins- 
trumentos de gestión y control necesarios para una 
actuación eficaz en la gestión de la prestación eco- 
nómica por incapacidad temporal llevada a cabo 
tanto por las entidades gestoras como por las Mu- 
tuas. 

De igual modo, las entidades gestoras o las Mutuas 
podrán establecer acuerdos de colaboración con el Ins- 
tituto Nacional de la Salud o los Servicios de Salud de 
las Comunidades Autónomas." 

2. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 77 
y 199 del Texto Refundido de la Ley General de la Se- 
guridad Social, aprobado por el Real Decreto Legisla- 
tivo 1/1994, de 20 de junio, y en el artículo 1.2 de la 
presente Ley, las normas de supervisión' de los segu- 
ros privados serán aplicables a las garantías financie- 
ras, bases técnicas y tarifas de primas que correspon- 
dan a las obligaciones que asuman las entidades 
aseguradoras en virtud de los conciertos que, en su 
caso y previo informe de la Dirección General de Se- 
guros u órgano competente de las Comunidades Au- 
tónomas, establezcan con organismos de la Adminis- 
tración de la Seguridad Social, o con Entidades de 
Derecho Público que tengan encomendada, de con- 
formidad con su legislación específica, la gestión de 
algunos de los Regímenes Especiales de la Seguridad 
Social. 

Los modelos de pólizas de seguros establecidos en vir- 
tud de los conciertos a que se refiere el párrafo anterior 
deberán estar a disposición de la Dirección General de 
Seguros u organismos competentes de las Comunidades 
Autónomas en la forma que reglamentariamente se de- 
termine. 

tación económica por incapacidad temporal derivada 
de contingencias comunes. de ese mismo personal se 
lleve a efecto por la misma Mutua, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. 

2. En el Régimen Especial de Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, así como por lo que res- 
pecta a los trabajadores por cuenta propia incluidos en 
el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social, 
los interesados podrán optar entre acogerse o no a la 
cobertura de la protección del subsidio por incapaci- 
dad temporal. 

Los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior, 
que hayan optado por incluir, dentro del ámbito de la 
acción protectora del Régimen de Seguridad Social co- 
rrespondiente, la prestación económica por incapaci- 
dad temporal, podrán optar, asimismo, entre formali- 
zar la cobertura de dicha prestación con la entidad 
gestora correspondiente o con una Mutua de Acciden- 
tes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Se- 
guridad Social, en los términos y condiciones que re- 
glamentariamente se establezcan. 

3. Las disposiciones reglamentarias a que se re- 
fieren los números anteriores establecerán, con res- 
peto pleno a las competencias del sistema público 
en el control sanitario de las altas y las bajas, los 
instrumentos de gestión y control necesarios para 
una actuación eficaz en la gestión de la prestación 
económica por incapacidad temporal llevada a ca6o 
tanto por las entidades gestoras como por las Mu- 
tuas. 

De igual modo, las entidades gestoras o las Mutua 
podrán establecer acuerdos de colaboración con el Ins- 
tituto Nacional de la Salud o los Servicios de Salud de 
la Comunidades Autónomas.")) 

2. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 
77 y 199 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Le- 
gislativo 1/1994, de 20 de junio, y en el artículo 1.2 de 
la presente Ley, las normas de ordenación y supervi- 
sión de los seguros privados serán aplicables a las ga- 
rantías financieras, bases técnicas y tarifas de primas 
que correspondan a las obligaciones que asuman las 
entidades aseguradoras en virtud de los conciertos 
que, en su caso y previo informe de la Dirección Ge- 
neral de Seguros u órgano competente de las Comu- 
nidades Autónomas, establezcan con organismos de 
la Administración de la Seguridad Social, o con Enti- 
dades de Derecho Público que tengan encomendada, 
de conformidad con su legislación específica, la ges- 
tión de algunos de los Regímenes Especiales de la Se- 
guridad Social. 

Los modelos de pólizas de seguros establecidos en 
virtud de los conciertos a que se refiere el párrafo ante- 
rior deberán estar a disposición de la Dirección General 
de Seguros u organismos competentes de las Comuni- 
dades Autónomas en la forma que reglamentariamente 
se determine. 

i 
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Décimotercera. Modificaciones a la Ley 18/1991, de 6 
de junio, del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas. 

1. El Artículo 7 1 de la Ley 1 U199 1, de 6 de junio, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que- 
da redactado en los siguientes términos: 

"Artículo 7 1. Reducciones en la base imponible regu- 
lar. 

La parte regular de la base imponible se reducirá, 
exclusivamente, en el importe de las siguientes parti- 
das: 

1. Las cantidades abonadas a entidades de previsión 
social, cuando amparen entre otros el riesgo de muer- 
te, realizadas por las personas que ejerzan una activi- 
dad por cuenta propia y decidan permanecer o ingre- 
sar en la mutualidad que tenga establecido su Colegio 
Profesional en los términos establecidos en las Dispo- 
siciones Transitorias Quinta.3 y Decimoquinta. 1 de la 
Ley /199 , de de , de Ordenación y Supervisión de 
los Seguros Privados, así como las aportaciones reali- 
zadas por los partícipes en planes de pensiones, inclu- 
yendo las contribuciones del promotor que les hubie- 
sen sido imputadas en concepto de rendimientos de 
trabajo dependiente. 

Como límite máximo de esta reducción se aplicará 
la menor de las cantidades: 

a) El 15 por 100 de la suma de los rendimientos ne- 
tos del trabajo empresariales y profesionales percibi- 
dos individualmente en el ejercicio. 

b) Setecientas cincuenta mil pesetas anuales. 

2 .  Las pensiones compensatorias a favor del cónyu- 
ge y las anualidades por alimentos, con excepción de 
las fijadas en favor de los hijos del sujeto pasivo, satis- 
fechas ambas por decisión judicial." 

2 .  Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 92 de 
la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas con la siguiente redac- 
ción: 

Decimotercera. Modificaciones a la Ley 18/199 1, de 6 
de junio, del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas 

1. El artículo 71 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas F'ísicas, 
queda redactado de la siguiente forma: 

((Artículo 7 1. Reducciones en la base imponible re- 
gular. 

La parte regular de la base imponible se reducirá, 
exclusivamente, en el importe de las siguientes, parti- 
das: 

1. a) Las cantidades abonadas a Mutualidades de 
Previsión Social por profesionales no integrados en al- 
guno de los Regímenes de la Seguridad Social, en 
aquella parte que tenga por objeto la cobertura de las 
contingencias de muerte, viudedad, orfandad, jubila- 
ción, accidentes, enfermedad o invalidez para el traba- 
jo o que otorguen prestaciones por razón de matrimo- 
nio, maternidad, hijo o defunción. 

b) Las cantidades abonadas a Mutualidades de Pre- 
visión Social por profesionales o empresarios indivi- 
duales integrados en cualquiera de los Regímenes de 
la Seguridad Social, en cuanto amparen alguna de las 
contingencias citadas en la letra a) anterior. 

c) Las cantidades abonadas a Mutualidades de Pre- 
visión Social, que actúen como sistemas alternativos de 
previsión social a Planes de Pensiones, por trabajado- 
res por cuenta ajena o socios trabajadores, en aquella 
parte que tenga por objeto la cobertura de las contin- 
gencias citadas en la letra a) anterior, y el desempleo 
para los citados socios trabajadores. 

d) Las aportaciones realizadas por los partícipes en 
Planes de Pensiones, incluyendo las contribuciones del 
promotor que les hubiesen sido imputadas en concep- 
to de rendimientos del trabajo dependiente. 

Como límite máximo de estas reducciones se aplica- 
rá la menor de las cantidades siguientes: 

a) El 15 por ciento de la suma de los rendimientos 
netos del trabajo, empresariales y profesionales perci- 
bidos individualmente en el ejercicio. 

b) 750.000 pesetas anuales. 

2. Las pensiones compensatorias a favor de cónyu- 
ge y las anualidades por alimentos, con excepción de 
las fijadas en favor de los hijos del sujeto pasivo, satis- 
fechas ambas por decisión judicial.» 

2. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 92 de 
la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, con la siguiente redac- 
ción: 
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"5. El límite máximo de la reducción de la base im- 
ponible previsto en la letra b) del número 1 del artícu- 
lo 7 1 será aplicado individualmente por cada partícipe 
integrado en la unidad familiar". 

Décimocuarta. Contravalor del ECU 

La equivalencia' en pesetas de los importes en ECUS 
que figuran en la Ley de Ordenación y Supervisión de 
los Seguros Privados y en la Ley de Contrato del Segu- 
ro, se calculará en la forma que reglamentariamente se 
determine. 

Decimoquinta. Integración en la Seguridad Social de 
los colegiados en Colegios Profesiona- 
les. 

Para personas que ejerzan una actividad por cuenta 
propia en los términos del artículo 10.2.c) de la Ley 
General de la Seguridad Social, Texto Refundido apro- 
bado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de ju- 
nio, y artículo 3" del Decreto 2530/1970, de 20 de sep- 
tiembre, por el que se regula el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos, que se colegien en un Colegio Profesional 
cuyo colectivo no haya sido integrado en dicho Régi- 
men Especial será obligatoria la afiliación a la Seguri- 
dad Social. Al objeto de dar cumplimiento a dicha 
obligación podrán optar por solicitar la afiliación y/o 
el alta en dicho Régimen Especial o incorporarse a la 
mutualidad que tenga establecida dicho Colegio Profe- 
sional. 

~ 5 .  El límite máximo de la reducción de la base im- 
ponible previsto en la letra b) del número 1 del artícu- 
lo 7 1 será aplicado individualmente por cada partícipe 
integrado en la unidad familiar.» 

Decimocuarta. Contravalor del ecu 

La equivalencia en pesetas de los importes en ecus 
que figuran en la Ley de Ordenación y supervisión de 
los Seguros Privados y en la Ley de Contrato del Segu- 
ro, se calculará en la forma que reglamentariamente se 
determine. 

Decimosexta. Régimen especial de las entidades ase- 
guradoras suizas 

No serán exigibles en el ámbito de los seguros dis- 
tintos al seguro de vida a las sucursales establecidas en 
España de entidades aseguradoras de nacionalidad 
suiza: 

1. Los requisitos establecidos en las letras a) y d) 
del número 1 del artículo 87 y la aceptación previa por 
la Dirección General de Seguros del apoderado gene- 
ral, para acceder a la actividad aseguradora. 

2. El margen de solvencia mínimo, para el ejercicio 
de la actividad aseguradora. 

3. La autorización administrativa previa, la aproba- 
ción o la puesta a disposición antes de su utilización 
de los modelos de pólizas, bases técnicas y tarifas de 
primas a que se refiere el artículo 88.3 de esta Ley, 
cuando se trate de grandes riesgos, definidos en el ar- 
tículo 107.2 de la Ley de Contrato de Seguro. No obs- 
tante, la Dirección General de Seguros podrá requerir 
la presentación, siempre que lo entienda pertinente, de 
los modelos de pólizas, bases técnicas y tarifas de pri- 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Validez de la autorización administrativa en 
todo el Espacio Económico Europeo. 

La autorización administrativa concedida a las enti- 
dades aseguradoras españolas al amparo del artículo 
6.1 de la Ley 3311984, de 2 de agosto, sobre Ordena- 
ción del Seguro Privado, cuando se extienda a todo el 
territorio español, será válida en todo el Espacio Eco- 
nómico Europeo en los términos del artículo 6.5 de la 
presente Ley, desde el momento de entrada en vigor de 
la misma. Todo ello sin perjuicio de que las referidas 
entidades aseguradoras se ajusten a las disposiciones 
del Capítulo IV del Título 11 cuando pretendan operar 
en régimen de derecho de establecimiento o en régi- 
men de libre prestación de servicios, sin necesidad de 
reiterar la notificación o información iniciales respec- 
to de las actividades ya comenzadas a dicha entrada 
en vigor en ambos regímenes. 

Segunda. Adecuación de los actuales ramos de seguro 
a los regulados en la presente Ley. 

La clasificación por ramos de seguro contenida en 
los artículos 3".Uno y 4", referidos respectivamente a 
seguros distintos del de vida y al ramo de vida, de la 
Orden de 7 de septiembre de 1987 (Boletín Oficial del 
Estado de 14 de septiembre de 1987), del Ministerio de 
Economía y Hacienda, por la que se desarrollan deter- 
minados preceptos del Reglamento de Ordenación del 
Seguro Privado, se corresponderá con la clasificación 
contenida en la. Disposición Adicional Primera de la 
presente Ley de Ordenación y Supervisión de los Segu- 
ros Privados, tanto en su numeración como, hasta que 

mas al objeto de controlar si respetan las disposiciones 
técnicas y sobre contrato de seguros. 

Esta exigencia no podrá constituir para la er tidad 
aseguradora condición previa para el ejercicio de su 
actividad. 

Decimoséptima. Modificación del artículo 55, Eiitida- 
des de Seguros, de la Ley 19/19!)4, de 
6 de julio de Modificación del Régi- 
men Económico y Fiscal de Canarias 

El Gobierno a la mayor urgencia, y previo inJorme 
del Parlamento de Canarias a que se refiere el artículo 
45.3 del Estatuto de Autonomía de Canarias, dictará 
un Real Decreto-Ley de adaptación del artículo 55 de 
la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régi- 
men Económico y Fiscal de Canarias, a la presente 
Ley, respetando en todo caso las especialidades previs- 
tas en el mismo. 

Segunda. Adecuación CI los actuales ramos de seguro 
a los regulados en la presente Ley 

La clasificación por ramos de seguro contenida en 
los artículos 3." Uno y 4.", referidos respectivamente a 
seguros distintos del de vida y al ramo de vida, de la 
Orden de 7 de septiembre de 1987 (Boletín Oficial del 
Estado de 14 de septiembre de 1987), del Ministerio de 
Economía y Hacienda, por la que se desarrollan deter- 
minados preceptos del Reglamento de Ordenación de 
Seguro Privado, se corresponderá a la clasificación 
contenida en la Disposición Adicional Primera de la 
presente Ley de Ordenación y supervisión de los Segu- 
ros Privados, tanto en su numeración como, hasta que 
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tenga lugar el desarrollo reglamentario, en su ámbito 
material, adoptando la nueva denominación, con las 
siguientes excepciones: el ramo de "asistencia sanita- 
ria" (ramo 19 de seguros distintos al de vida) se integra 
en el ramo de enfermedad (ramo 2 de seguros distin- 
tos al de vida); el ramo de decesos (ramo 20 de seguros 
distintos al de vida) pasa a ser ramo 19 de seguros dis- 
tintos al de vida; y el ramo "Otras prestaciones de ser- 
vicios" (ramo 21 de seguros distintos al de vida) desa- 
parece. 

La integración del ramo de enfermedad y del ramo 
de asistencia sanitaria, regulados en la Orden Ministe- 
rial de 7 de septiembre de 1987, en el ramo de enfer- 
medad regulado en la Disposición Adicional Primera 
de la presente Ley, no supondrá, no obstante, amplia- 
ción del ámbito de la autorización obtenida en los mis- 
mos, ni modificación de su normativa reguladora, que 
subsistirá en los términos en que venía rigiendo dichos 
ramos al momento de entrada en vigor de esta Ley. A 
estos efectos, las autorizaciones concedidas en ambos 
ramos con anterioridad a diEha entrada en vigor ten- 
drán la consideración de autorización que comprende 
sólo una parte de los riesgos incluidos en un ramo a 
los efectos del artículo 6.3 y 6.6, párrafo segundo, de 
esta Ley, y las disposiciones reglamentarias que se dic- 
ten desde su entrada en vigor para regular el ramo de 
enfermedad únicamente serán aplicables a la cobertu- 
ra de los riesgos de asistencia sanitaria incluidos en el 
ramo de enfermedad cuando así se dispongan expresa- 
mente. 

Tercera. Modificaciones exigidas por la ada-tación a 
la presente Ley. 

1. La adaptación de las entidades aseguradoras refe- 
rida en el artículo 7.1 de la presente Ley a las modifi- 
caciones que en ella se operan se ajustará a las si- 
guientes reglas: 

a) Salvo lo dispuesto en las letras subsiguientes, de- 
berán adaptarse a la totalidad de sus disposiciones en 
el plazo de seis meses desde su entrada en vigor. 

b) El capital social exigible a 31 de diciembre de 
1993 deberá estar desembolsado en su integridad y es- 
criturado antes del día 31 de diciembre de 1996. 

El Fondo Mutual exigible a 31 de diciembre de 1993 
a las mutuas a prima fija deberá estar escriturado con 
anterioridad a la fecha de 31 de diciembre de 1999. 
Asimismo, deberá ser duplicado con anterioridad al 
día 31 de diciembre de 1997. 

c) Las reservas constituidas al amparo de lo dispues- 
to en la Disposición Transitoria Primera 2 de la Ley so- 
bre Ordenación del Seguro Privado - "Reserva afecta 
Ley 33/1984" y Disposición Transitoria 2 del Real De- 
creto 1390/1988, de 18 de noviembre -"Reserva afecta 
Real Decreto 1390/1988"-, deberán ser incorporadas al 
capital social o fondo mutual en su integridad hasta al- 

tenga lugar el desarrollo reglamentario, en su ámbito 
material, adoptando la nueva denominación, con las 
siguientes excepciones: el ramo de «asistencia sanita- 
ria» (ramo 19 de seguros distintos al de vida) se inte- 
gra en el ramo de enfermedad (ramo 2 de seguros dis- 
tintos al de vida); el ramo de decesos (ramo 20 de 
seguros distintos al de vida) pasa a ser ramo 19 de se- 
guros distintos al de vida; y el ramo «Otras prestacio- 
nes de servicios» (ramo 21 de seguros distintos al de 
vida) desaparece. 

La integración del ramo de enfermedad y del ramo 
de asistencia sanitaria, regulados en la Orden Ministe- 
rial de 7 de septiembre de 1987, en el ramo de enfer- 
medad regulado en la Disposición Adicional Primera 
de la presente Ley, no supondrá, no obstante, amplia- 
ción del ámbito de la autorización obtenida en los mis- 
mos, ni modificación de su normativa reguladora, que 
subsistirá en los términos en que venía rigiendo dichos 
ramos al momento de entrada en vigor de esta Ley. A 
estos efectos, las autorizaciones concedidas en ambos 
ramos con anterioridad a dicha entrada en vigor ten- 
drán la consideración de autorización que comprende 
sólo una parte de los riesgos incluidos en un ramo a 
los efectos del artículo 6.3 y 6.6, párrafo segundo, de 
esta Ley, y las disposiciones reglamentarias que se dic- 
ten desde su entrada en vigor para regular el Famo de 
enfermedad únicamente serán aplicables a la cobertu- 
ra de los riesgos de asistencia sanitaria incluidos en el 
ramo de enfermedad cuando así se disponga expresa- 
mente. 

Tercera. Modificaciones exigidas por la adaptación a 
la presente Ley 

1. La adaptación de las entidades aseguradoras re- 
ferida en el artículo 7.1 de la presente Ley a las modifi- 
caciones que en ella se operan se ajustará a las si- 
guientes reglas: 

a) Salvo lo dispuesto en las letras subsiguientes y 
en la Disposición Transitoria Quinta, deberán adaptar- 
se a la totalidad de sus disposiciones en el plazo de 
seis meses desde su entrada en vigor. 

b) El capital social mínimo deberá estar íntegra- 
mente desembolsado por las entidades aseguradoras el 
3 1 de diciembre del 2000. 

El fondo mutual exigible a 31 de diciembre de 1993 
a las mutuas a prima fija deberá estar duplicado escri- 
turado con anterioridad a la fecha de 31 de diciembre 
de 1999. 

c) Las reservas constituidas al amparo de lo dispues- 
to en la Disposición Transitoria Primera 2 de la Ley so- 
bre Ordenación del Seguro Privado -«Reserva afecta 
Ley 33/1984» y Disposición Transitoria 2 del Real Decre- 
to 1390/1988, de 18 de noviembre -«Reserva afecta Re- 
al Decreto 1390/1988»-, deberán ser incorporadas al ca- 
pital social o fondo mutual en su integridad hasta 
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canzar las cuantías mínimas exigibles a la fecha de 31 
de diciembre de 1996, asimismo antes del día 31 de di- 
ciembre de 1999, debiendo aplicar el remanente, si lo 
hubiere, a la partida "Otras Reservas", desapareciendo, 
en su consecuencia, dichas reservas afectas. 

d) En lo restante y referido también al capital social 
o fondo mutual, las entidades aseguradoras podrán 
optar por: 

- Con carácter general, alcanzar la cuantía mínima 
exigida en el artículo 13 de la presente Ley, estando el 
capital social o fondo mutual enteramente desembol- 
sados y suscritros antes del día 31 de diciembre de 
1998 si se trata de capital social y 31 de diciembre de 
1999 si se trata de fondo mutual. A estos efectos po- 
drán completar la cifra mínima de capital social o fon- 
do mutual afectando reservas patrimoniales mediante 
consignación en el pasivo de su balance de la rúbrica 
"Reservas afecta Ley --/1994" (la presente), de la que 
sólo podrán disponer para incorporarla al capital o 
fondo mutual o cuando éstos hubiesen alcanzado el 
mínimo legal exigible; en cualquier caso, esta Reserva 
deberá ser incorporada al capital social o fondo mu- 
tual en su integridad hasta alcanzar las mencionadas 
cuantías mínimas, debiendo asimismo aplicar el rema- 
nente, si lo hubiere, a la partida "Otras Reservas", an- 
tes de los días 3 1 de diciembre de 1998 y 1999, respec- 
tivamente, desapareciendo en su consecuencia dicha 
Reserva afecta. 
- Por excepción, las entidades que tengan cubierto 

el fondo de garantía, adecuadamente calculadas, con- 
tabilizadas e invertidas las provisiones técnicas, dis- 
pongan del margen de solvencia legalmente exigible y 
no estén incursas en ninguna de las situaciones sus- 
ceptibles de adopción de medidas de control especial, 
podrán mantener con carácter indefinido el capital so- 
cial o fondo mutual en los términos exigidos por la le- 
tra b) precedente. Las entidades aseguradoras que pre- 
tendan acogerse a esta vía deberán ponerlo en 
conocimiento de la Dirección General de Seguros an- 
tes del día 30 de junio de 1997 y podrán hacerlo si la 
Dirección General de Seguros no manifiesta expresa- 
mente su disconformidad en un plazo de seis meses 
desde la referida comunicación; tal disconformidad 
sólo podrá oponerse cuando la entidad aseguradora no 
cumpla con las garantías financieras citadas. En el ca- 
so de entidades que otorguen prestaciones de asisten- 
cia sanitaria deberán contar asimismo con un informe 
de las autoridades sanitarias sobre la adecuación de 
dichas prestaciones a la legislación sanitaria corres- 
pondiente. 
- Las entidades que previeran no alcanzar el capi- 

tal social o fondo mutual exigible a 3 1 de diciembre de 
1998 o a 31 de diciembre de 1999, respectivamente, 
cuando hubieran optado por la primera de las vías al- 
ternativas, y las que, habiéndose acogido a la segunda 
de estas vías, dejaren de cumplir alguno de los requisi- 

alcanzar las cuantías mínimas exigibles a la fecha de 31 
de diciembre de 1993, asimismo antes del día 31 de di- 
ciembre de 1993 ó 1999, según se trate, respectivamente, 
de capital social o fondo mutual, debiendo aplicar el re- 
manente, si hubiere, a la partida «Otras Reservas)), desa- 
pareciendo, en su consecuencia, dichas reservas afectas. 

d) En lo restante y referido también al capital so- 
cial o fondo mutual, las entidades aseguradoras po- 
drán optar por: 

- Con carácter general, alcanzar la cuantía míni- 
ma exigida en el artículo 13 de la presente.Ley, estan- 
do el capital social o fondo mutual enteramente de- 
sembolsados y escriturados antes del día 31 de 
diciembre de 1998 si se trata de capital social y 31 de 
diciembre de 1999 si se trata de fondo mutual. A estos 
efectos podrán completar la cifra mínima de capital 
social o fondo mutual afectando reservas patrinionia- 
les mediante consignación en el pasivo de su b, '1 1 ance 
de la rúbrica ((Reservas afecta Ley -/1995», de la que 
sólo podrán disponer para incorporarla al capital o 
fondo mutual o cuando éstos hubiesen alcanzado el 
mínimo legal exigible; en cualquier caso, esta Reserva 
deberá ser incorporada al capital social o fondo mu- 
tual en su integridad hasta alcanzar las mencionadas 
cuantías mínimas, debiendo asimismo aplicar el re- 
manente, si lo hubiere, a la partida «Otras Reservas)), 
antes de los días 31 de diciembre de 1998 y 1999, res- 
pectivamente, desapareciendo en su consecuencia di- 
cha Reserva afecta. 
- Por excepción, las entidades que tengan cubier- 

to el fondo de garantía, adecuadamente calculadas, 
contabilizadas e invertidas las provisiones técnicas, 
dispongan del margen de solvencia legalmente exigi- 
ble y no estén incursas en ninguna de las situaciones 
susceptibles de adopción de medidas de control espe- 
cial, podrán mantener con carácter indefinido el capi- 
tal social o fondo mutual en los términos exigidos por 
la letra b) precedente. Las entidades aseguradoras que 
pretendan acogerse a esta vía deberán ponerlo en co- 
nocimiento de la Dirección General de Seguros antes 
del día 30 de junio de 1997 y podrán hacerlo si la Di- 
rección General de Seguros no manifiesta expresa- 
mente su disconformidad en un plazo de seis meses 
desde la referida comunicación; tal disconformidad 
sólo podrá oponerse cuando la entidad aseguradora 
no cumpla con las garantías financieras citadas. En el 
caso de entidades que otorguen prestaciones de asis- 
tencia sanitaria deberán contar asimismo con un in- 
forme de las autoridades sanitarias sobre la adecua- 
ción de dichas prestaciones a la legislación sanitaria 
correspondiente. 
- Las entidades que previeran no alcanzar el capi- 

tal social o fondo mutual exigible a 31 de diciemln-e de 
1998 o a 31 de diciembre de 1999, respectivamente, 
cuando hubieran optado por la primera de las vias al- 
ternativas, y las que, habiéndose acogido a la segunda 
de estas vías dejaren de cumplir alguno de los requisi- 
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tos exigidos en la misma, deberán, unas y otras, some- 
ter a autorización de la Dirección General de Seguros 
un plan de viabilidad con anterioridad a dichas fechas, 
en el primer caso, o desde el momento en que dejaren 
de cumplir dichos requisitos, en el segundo. Si la Di- 
rección General de Seguros autoriza el plan de viabili- 
dad, fijará las condiciones y el plazo, que no podrá ser 
superior a dos años, en que dichas entidades deben al- 
canzar, en todo caso, el capital mínimo que exige el ar- 
tículo 13 de la presente Ley. 

e) Las entidades aseguradoras que operen en el ac- 
tual ramo de asistencia sanitaria dispondrán hasta el 
día 31 de diciembre de 1997 para alcanzar la cuantía 
mínima del margen de solvencia exigible con arreglo a 
la presente Ley y a su Reglamento. 

2. Las entidades aseguradoras que no hayan alcan- 
zado el capital social o fondo mutual mínimos exigi- 
dos en el artículo 13 de esta Ley podrán mantener la 
actividad en los ramos que estuvieren autorizados, pe- 
ro sin ampliarla a otros ramos distintos. 

3. Las entidades aseguradoras que vengan perci- 
biendo recargo externo deberán optar, antes del 31 
de diciembre de 1996, por eliminarlo o incorporarlo 
a la prima. Las pólizas emitidas antes del ejercicio 
de esta opción se adecuarán a la misma en su reno- 
vación. 

4. Las entidades aseguradoras comprendidas en el 
ámbito de esta Disposición Transitoria que incumplan 
los plazos establecidos en el número 1 en relación con 
la cifra de capital social o fondo mutual, o, en su caso, 
con el plan de viabilidad, incurrirán en causa de diso- 
lución. 

Cuarta. Entidades aseguradoras autorizadas para 
operar en seguro de vida y en seguro distinto 
al de vida. 

Las entidades aseguradoras que el día 4 de agosto 
de 1984 se hallaban autorizadas para realizar opera- 
ciones de seguro directo distinto del seguro de vida y 
operaciones del seguro de vida podrán seguir simul- 
taneando dichas operaciones. No obstante lo ante- 
rior, deberán llevar contabilidad separada para aqué- 
llas y éstas y tener, como mínimo, un capital social, 
fondo mutual, fondo permanente de la casa central, 
margen de solvencia y fondo de garantía igual a la su- 
ma de los requeridos para el ramo de vida y para el 
ramo distinto al de vida de los que operen en que se 
exijan mayores cuantías. El incumplimiento de lo 
aquí preceptuado determinará la disolución adminis- 
trativa de la entidad aseguradora, salvo que en el pro- 
cedimiento administrativo de disolución opte ésta 
por realizar exclusivamente operaciones de seguro de 
vida u operaciones de seguro directo distinto del se- 
guro de vida. 

tos exigidos en la misma, deberán, unas y otras, some- 
ter a autorización de la Dirección General de Seguros 
un plan de viabilidad con anterioridad a dichas fechas, 
en el primer caso, o desde*el momento en que dejaren 
de cumplir dichos requisitos, en el segundo. Si la Di- 
rección General de Seguros autoriza el plan de viabili- 
dad, fijará las condiciones y el plazo que no podrá ser 
superior a dos años, en que dichas entidades deben al- 
canzar, en todo caso, el capital mínimo que exige el ar- 
tículo 13 de la presente Ley. 

e) Las entidades aseguradoras que operen en el ac- 
tual ramo de asistencia sanitaria dispondrán hasta el 
día 31 de diciembre de 1997 para alcanzar la cuantía 
mínima del margen de solvencia exigible con arreglo a 
la presente Ley y a su Reglamento. 

2. Las entidades aseguradoras que no hayan alcan- 
zado el capital social o fondo mutual mínimos exigi- 
dos en el artículo 13 de esta Ley podrán mantener la 
actividad en los ramos que estuvieren autorizados, pe- 
ro sin ampliarla a otros ramos'distintos. ' 

3. Las entidades aseguradoras que vengan perci- 
biendo recargo externo deberán optar, en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de esta Ley, por eli- 
minarlo o incorporarlo a la prima. Las pólizas emiti- 
das antes del ejercicio de esta opción se adecuarán a la 
misma en su renovación. 

4. Las entidades aseguradoras comprendidas en el 
ámbito de esta Disposición Transitoria que incumplan 
los plazos establecidos en el número 1 en relación con 
la cifra de capital social o fondo mutual, o, en su caso, 
con el plazo de viabilidad, incurrirán en causa de diso- 
lución. 
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Lo dispuesto en el párrafo precedente será aplicable 
a las fusiones y escisiones que se realicen para adap- 
tarse a la presente Ley en las que participen entidades 
aseguradoras autorizadas para operar simultáneamen- 
.te en el ramo de vida y en ramos distintos al de vida y 
otras que sólo lo estén en uno de estos ámbitos, siem- 
pre que una de las sociedades fusionadas o la benefi- 
ciaria de la escisión sea una entidad aseguradora que 
el día 4 de agosto de 1984 se hallase autorizada para 
realizar operaciones de seguro directo distinto del se- 
guro de vida y operaciones de seguro de vida. 

Quinta. Adaptación de las mutualidades de previsión 
social. 

1. Las mutualidades de previsión social que el 3 1 de 
diciembre de 1983 viniesen garantizando legalmente 
prestaciones a las personas en cuantía superior a los 1í- 
mites fijados en el artículo 65 de la presente Ley po- 
drán seguir garantizando las prestaciones que tuvieran 
establecidas en aquella fecha, pero no podrán adoptar 
acuerdos de aumento o revalorización de las mismas 
mientras sigan siendo superiores a los límites mencio- 
nados.en el referido precepto. 

2. Las mutualidades de previsión social que vengan 
otorgando prestaciones distintas a la actividad asegu- 
radora deberán solicitar, en el plazo de un año desde la 
entrada en vigor de la presente Ley, autorización de la 
Dirección General de Seguros para seguir realizando 
tales actividades en los términos del artículo 64.2. 

3. Las mutualidades de previsión social reguladas en 
la Ley 3311984, de 2 de agosto, sobre Ordenación del 
Seguro Privado, incluso las referidas en las Disposício- 
nes Transitorias Cuarta y Octava y en la Disposición 
Final Segunda de dicha Ley, existentes a la entrada en 
vigor de la presente, dispondrán de un plazo de 5 años, 
desde dicha entrada en vigor, para adaptarse a los pre- 
ceptos de la misma. Singularmente, las amparadas en 
el artículo 1O.2 del Reglamento de Entidades de Previ- 
sión Social, aprobado por Real Decreto 2.615/1985, de 
4 de diciembre, deberán, en dicho plazo, dar cumpli- 
miento a lo dispuesto en el artículo 64.3.e). 

No obstante, las mutualidades de previsión social 
cuyo objeto exclusivo sea otorgar prestaciones o subsi- 
dios de docencia o educación podrán mantener los 
fondos mutuales exigibles a la fecha de entrada en vi- 
gor de la presente Ley, sin estar sujetas a la obligación 
de alcanzar el fondo mutual exigido en el artículo 
67.2.a) de la misma. 

Transcurrido el plazo de tres años, las personas que 
ejerzan una actividad por cuenta propia en los térmi- 
nos del artículo 3" del Decreto 2.53011970, de 20 de 
septiembre, por el que se regula el Régimen Especial 
de la Seguridad Social de Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, y estén colegiados en un Colegio 
Profesional cuyo colectivo no haya sido integrado en 
dicho Régimen Especial, deberán solicitar la afiliación 
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y10 el alta en el mismo, siempre que decidan no per- 
manecer incluidos en la Mutualidad que tenga estable- 
cida dicho Colegio Profesional. 

4. Las federaciones o la Confederación Nacional de 
mutualidades de previsión social no podrán, desde la 
entrada en vigor de la presente Ley, celebrar nuevas 
operaciones de coaseguro, ni modificar o prorrogar las 
ya celebradas. Idéntica prohibición será aplicable a las 
operaciones de reaseguro celebradas por la Confedera- 
ción Nacional. 

5 .  Las federaciones de mutualidades de previsión so- 
cial que, al momento de entrada en vigor de la presen- 
te Ley, vinieran realizando actividad reaseguradora no 
estarán sujetas a la prohibición contenida en el núme- 
ro 4 del artículo 64 y podrán continuarla, con someti- 
miento a la regulación de las entidades exclusivamente 
reaseguradoras contenida en los artículos 57 y 58, en 
la forma, condiciones y con las adaptaciones que re- 
glamentariamente se establezcan: 

6. Las mutualidades de previsión social afectadas 
por un plan individual de viabilidad para adaptarse a 
la Ley 33/1984, de 2 de agosto, sobre Ordenación del 
Seguro Privado, no podrán acogerse a lo dispuesto en 
el artículo 66 hasta que completen dicho plan de viabi- 
lidad, siempre que cumplan los restantes requisitos 
exigidos en dicho precepto. 

Sexta. Subsistencia provisional de las normas regla- 
mentarias reguladoras de las provisiones técni- 
cas. 

Hasta que entren en vigor las disposiciones regla- 
mentarias de desarrollo del artículo 16 de la presente 
Ley y del artículo 24.2 del Estatuto Legal del Consor- 
cio de Compensación de Seguros, la enumeración, el 
concepto, el cálculo y el régimen fiscal de las provisio- 
nes técnicas se regirán por lo dispuesto en los artículos 
55 y siguientes del Reglamento de Ordenación del Se- 
guro Privado, aprobado por Real Decreto 1.34811985, 
de 1 de agosto, con las modificaciones introducidas 
por los Reales Decretos 2.021/1986, de 22 de agosto, y 
1.042/1990, de 27 de julio, y por lo dispuesto en las 
normas que actualmente regulan la provisión técnica 
acumulativa del Consorcio de Compensación de Segu- 
ros, respectivamente. 

Séptima. Normas transitorias sobre porcentajes de 
provisiones técnicas, puesta a disposición 
de pólizas, regulación de provisiones técni- 
cas en que España sea el Estado miembro 
del compromiso o localización del riesgo, y 
sobre sucursales y prestación de servicios. 

1. Las entidades aseguradoras españolas dispon- 
drán, respecto de las inversiones que hayan realizado a 
la entrada en vigor de la presente Ley, hasta el 31 de 

Sexta. Subsistencia provisional de las normas regla- 
mentarias reguladoras de las provisiones técni- 
cas 

Hasta que entren en vigor las disposiciones regla- 
mentarias de desarrollo del artículo 16 de la presente 
Ley y del articulo 24.2 del Estatuto Legal del Consor- 
cio de Compensación de Seguros, la enumeración, el 
concepto, el cálculo, la cobertura y el régimen fiscal de 
las provisiones técnicas se regirán por lo dispuesto en 
los artículos 55 y siguientes del Reglamento de Orde- 
nación del Seguro Privado, aprobado por Real Decreto 
1.348/1985, de 1 de agosto, con las modificaciones in- 
troducidas por los Reales Decretos 2.02111986, de 22 
de agosto, y 1.042/1990, de 27 de julio, y por lo dis- 
puesto en las normas que actualmente regulan la pro- 
visión técnica acumulativa del Consorcio de Compen- 
sación de Seguros, respectivamente. 

Séptima. Normas transitorias sobre porcentajes de 
provisiones técnicas, regulación de provisio- 
nes técnicas en que España sea el Estado 
miembro del compromiso o localización del 
riesgo, y sobre sucursales prestación de ser- 
vicios 

1. Las entidades aseguradoras españolas dispon- 
drán, respecto de las inversiones que hayan realizado 
a la entrada en vigor de la presente Ley, hasta el 31 de 
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diciembre de 1998, en los términos y con los límites 
que reglamentariamente se determinen, para dar cum- 
plimiento a los límites porcentuales máximos que fijen 
las disposiciones reglamentarias de desarrollo del ar- 
tículo 16.4 de la presente Ley en las inversiones en te- 
rrenos y construcciones representativos de provisiones 
técnicas que superen tales límites porcentuales. 

2. Desde la entrada en vigor de la presente Ley, las 
sucursales en España de entidades aseguradoras domi- 
ciliadas en cualquiera de los otros Estados miembros 
del Espacio Económico Europeo, así como la activi- 
dad de estas aseguradoras en España en régimen de li- 
bre prestación de servicios, se regirán por lo dispuesto 
en el Capítulo 1 del Título 111 de la presente Ley, con 
respeto a los derechos adquiridos en España en régi- 
men de derecho de establecimiento y de libre presta- 
ción de servicios por dichas entidades. 

Octava. Influencia notable a efectos de participación 
significativa. 

Hasta que se fijen por el Gobierno las normas que 
hubiesen de dictarse para el desarrollo de la presente 
Ley se entenderá por posibilidad de ejercer una in- 
fluencia notable en la gestión de la entidad asegurado- 
ra en la que se posea una participación, a los efectos 
del número 1 del artículo 21, el adquirir o ser titular 
de una participación superior al tres por ciento del ca- 
pital social de la entidad, si ésta cotiza en Bolsa, o que 
posibilite la presencia en el órgano de administración 
de la misma. 

Novena. Transformación de medidas cautelares en 
medidas de control especial. 

A la entrada en vigor de la presente Ley: 

1. Las medidas cautelares adoptadas al amparo del 
artículo 42 de la Ley 33/1984, de 2 de agosto, sobre Or- 
denación del Seguro Privado, se transformarán en las 
correlativas medidas de control especial reguladas en 
el artículo 39 de la presente Ley. 

2. Los procedimientos administrativos para adop- 
ción de medidas cautelares que se encuentren en tra- 
mitación se transformarán, en la medida en que con- 
curran las circunstancias del artículo 39.1 de la 
presente Ley, en 'procedimientos para la adopción de 
medidas de control especial al amparo de dicho artícu- 
lo 39. 

Décima. Transformación de la Comisión Liquidadora 
de Entidades Aseguradoras. 

1. La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras, creada por Real Decreto-Ley 10/1984, de 11 de 

diciembre de 1998, en los términos y con los límites 
que reglamentariamente se determinen, para dar cum- 
plimiento a los límites porcentuales máximos que fijen 
las disposiciones reglamentarias de desarrollo del ar- 
tículo 16.5 de la presente Ley en las inversiones en te- 
rrenos y construcciones representativos de prolisiones 
técnicas que superen tales límites porcentuales 

2. Desde la entrada en vigor de la presente Ley, las 
sucursales en España de entidades aseguradora; domi- 
ciliadas en cualquiera de los otros Estados miembros 
del Espacio Económico Europeo, así como la activi- 
dad de estas aseguradoras en España en régimen de li- 
bre prestación de servicios, se regirán por lo di:jpuesto 
en el Capítulo 1 del Título 111 de la presente Ley, con 
respeto a los derechos adquiridos en España t:n régi- 
men de derecho de establecimiento y de libre presta- 
ción de servicios por dichas entidades. 

Décima. Transformación de la Comisión Liquidadora 
de Entidades Aseguradoras 

1. La Comisión Liquidadora de Entidades Asegura- 
doras, creada por Real Decreto-Ley 1011984, de 11 de 
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julio, por el que se establecen medidas urgentes para el 
saneamiento del sector de seguros privados y para el 
reforzamiento del Organismo de control, conservando 
la misma denominación, se configura como Ente del 
Sector Público previsto en el artículo 6O.5 de la Ley Ge- 
neral Presupuestaria, texto refundido aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiem- 
bre. El nuevo Ente sucederá a la actual y conservará 
todos los derechos y obligaciones de la Comisión Li- 
quidadora de Entidades Aseguradoras, continuando en 
la titularidad de su patrimonio y en las liquidaciones 
que tiene encomendadas y manteniendo todas sus re- 
laciones jurídicas y su personal laboral. 

2. Hasta que por el Gobierno se dicte el Reglamento 
de desarrollo de la presente Ley, subsistirán el Regla- 
mento de Funcionamiento de la Comisión Liquidadora 
de Entidades Aseguradoras, aprobado por Real Decre- 
to 2020/1986, de 22 de agosto; el Real Decreto 
2226/1986, de 12 de septiembre, por el que se confían 
a la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras 
las funciones atribuidas a la Comisión creada por Real 
Decreto-Ley lUl981, de 20 de agosto; el Real Decreto 
312/1988, de 30 de marzo, por el que se someten las 
Entidades de Previsión Social a lo dispuesto en el Real 
Decreto-Ley 10/1984, de 11 de julio; y la Orden del Mi- 
nisterio .de Economía y Hacienda de 25 de marzo de 
1988 (Boletín Oficial del Estado de 6 de abril de 1988), 
por la que se complementa el Real Decreto 2020/1986, 
de 22 de agosto. Todas ellas permanecerán en vigor ex- 
clusivamente en lo que no se oponga a las disposicio- 
nes contenidas en la presente Ley, entendiéndose atri- 
buidas al Consejo de Administración de la Comisión 
las funciones que dichas disposiciones reglamentarias 
encomiendan a la Junta Rectora. 

3. El Ente público, Comisión Liquidadora de Enti- 
dades Aseguradoras, creado por el Real Decreto 
10/1984, de 11 de julio, se somete desde su constitu- 
ción, al mismo régimen tributario que corresponde al 
Estado. 

Undécima. Beneficios de la adaptación y beneficios 
fiscales de la transformación de mutuali- 
dades de previsión social. 

1. Gozarán de exención en el Impuesto sobre Tras- 
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta- 
dos los negocios jurídicos, actos y documentos legal- 
mente necesarios para que las entidades aseguradoras 
puedan dar cumplimiento a lo establecido en la Dispo- 
sición Transitoria Tercera de la presente Ley, siempre 
que se ejecuten u otorguen dentro de los plazos esta- 
blecidos en la misma. Asimismo gozarán de una re- 
ducción del treinta por ciento los derechos que los No- 
tarios y los Registradores hayan de percibir como 
consecuencia de la aplicación de sus respectivos aran- 
celes por los negocios, actos y documentos necesarios 
para la adaptación de las entidades aseguradoras a lo 

~~ ~ 

julio, por el que se establecen medidas urgentes para el 
saneamiento del sector de seguros privados y para el 
reforzamiento del Organismo de control, conservando 
la misma denominación, se configura como Ente del 
Sector Público previsto en el artículo 6." 5 de la Ley 
General Presupuestaria, texto refundido aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiem- 
bre. El nuevo Ente sucederá a la actual y conservará 
todos los derechos y obligaciones de la Comisión Li- 
quidadora de Entidades Aseguradoras, continuando en 
la titularidad de su patrimonio y en las liquidaciones 
que tiene encomendadas y manteniendo todas SUS re- 
laciones jurídicas y su personal laboral. 

2. Hasta que por el Gobierno se dicte el Reglamen- 
to de desarrollo de la presente Ley, subsistirán el Re- 
glamento de Funcionamiento de la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras, aprobado por Real 
Decreto 2020/1986, de 22 de agosto; el Real Decreto 
2226/1986, de 12 de septiembre, por el que se confían 
a la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras 
las funciones atribuidas a la Comisión creada por Real 
Decreto-Ley lUl981, de 20 de agosto; el Real Decreto 
312/1988, de 30 de marzo, por el que se someten las 
Entidades de Previsión Social a lo dispuesto en el Real 
Decreto-Ley 10/1984, de 11 de julio; y la Orden del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda de 25 de marzo de 
1988 (Boletín Oficial del Estado de 6 de abril de 1988), 
por la que se complementa el Real Decreto 2020/1986, 
de 22 de agosto. Todas ellas permanecerán en vigor ex- 
clusivamente en lo que no se opongan a las disposicio- 
nes contenidas en la presente Ley, entendiéndose atri- 
buidas al Consejo de Administración de la Comisión 
las funciones que dichas disposiciones reglamentarias 
encomiendan a la Junta Rectora. 

3. El Ente público, Comisión Liquidadora de Enti- 
dades Aseguradoras se somete al mismo régimen tri- 
butario que corresponde al Estado. 

- 823 - 



CONGRESO 23 DE OCTUBRE DE 1995.-sERIE A. NÚM. 105-1 1 

previsto en la misma y para su inscripción en el Regis- 
tro Mercantil. 

2 .  Gozarán de exención en el Impuesto sobre Trasmi- 
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 
los negocios jurídicos; actos y documentos legalmente 
necesarios para la transformación de mutualidades de 
previsión social en mutuas a prima fija, siempre que se 
realicen durante un plazo de dos años, contados desde 
la entrada en vigor de la presente Ley. El acuerdo de 
transformación que se someta a autorización del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda deberá contener un 
plan de viabilidad que permita alcanzar las garantías fi- 
nancieras de solvencia exigibles a las mutuas a prima 
fija en un plazo no superior a cinco años desde la noti- 
ficación de dicha autorización y contemplar el compro- 
miso de no sobrepasar los límites fijados en el artículo 
65 durante dicho plazo. 

Duodécima. Límites provisionales del aseguramiento 
obligatorio de la responsabilidad civil 
ocasionada por la circulación de vehícu- 
los automóviles. 

Sin perjuicio de la ulterior determinación y modifi- 
cación reglamentaria al amparo de la habilitación con- 
cedida al Gobierno en el artículo 4.2 de la Ley sobre 
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de 
Vehículos a Motor, en su redacción dada por la Dispo- 
sición Adicional Octava de la presente Ley, el importe 
máximo del aseguramiento obligatorio en el seguro de 
suscripción obligatoria previsto en dicha Ley para ga- 
rantizar la cobertura de la responsabilidad civil en ve- 
hículos terrestres automóviles con estacionamiento 
habitual en España será, desde el día 1 de enero de 
1996, de 56 millones de pesetas por víctima en los da- 
ños a las personas y de 16 millones de pesetas por si- 
niestro para los daños en los bienes. 

Decimotercera. Identificación de la entidad asegura- 
dora en los accidentes de circulación. 

Hasta la entrada en vigor de la disposición regla- 
mentaria que habilita el párrafo segundo del número 2 
del artículo 2 de la Ley sobre Responsabilidad Civil y 
Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, en su 
redacción dada por la Disposición Adicional Octava de 
la presente Ley, la forma de acreditar la vigencia de los 
contratos de seguro al objeto de que las personas im- 
pIicadas en un accidente de circulación puedan averi- 
guar a la mayor brevedad posible las circunstancias re- 
lativas al contrato y a la entidad aseguradora se 
ajustará a las siguientes reglas: 

1. El tomador del seguro deberá llevar en su vehícu- 
lo el recibo de prima, correspondiente al período de 
seguro en curso, a que hace referencia el artículo 11 
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del Reglamento del Seguro de Responsabilidad Civil 
derivada del Uso y Circulación de Vehículos de Motor, 
de suscripción obligatoria, aprobado por Real Decreto 
2.641/1986, de 30 de diciembre. El incumplimiento de 
esta obligación será sancionado con 10.000 pesetas de 
multa por las autoridades y con arreglo al procedi- 
miento previsto en el artículo 3.c) de la Ley sobre Res- 
ponsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehí- 
culos a Motor,’ según redacción dada por la 
Dispodción Adicional Octava de la presente Ley. 

2. Las entidades aseguradoras deberán llevar un re- 
gistro en el que consten, al menos, las circunstancias 
referentes a Ia matrícula del vehículo, número de la 
póliza y periodo de vigencia de la misma. Dichas enti- 
dades aseguradoras deberán suministrar al Ministerio 
de Economía y Hacienda, mediante remisión al Con- 
sorcio de Compensación de Seguros, relación de los 
vehículos asegurados por ellas en el plazo de tres me- 
ses desde la entrada en vigor de la presente Ley; asi- 
mismo, deberán actualizar dicha información. Por Re- 
solución de la Dirección General de Seguros se 
detallará el contenido, la forma y los plazos de dar 
cumplimiento a dicha obligación, que podrá compren- 
der el suministro por medios informáticos. 

Décimocuarta. Régimen de los compromisos por pen- 
siones ya asumidos. 

1. Los empresarios que en el momento de entrada 
en vigor de la presente Ley mantengan compromisos 
por pensiones con sus trabajadores o empleados cuya 
materialización no se ajuste a la Disposición Adicional 
Primera de la Ley 811987, de 8 de junio, de regulación 
de los Planes y Fondos de Pensiones, según la redac- 
ción dada por la presente Ley, deberán proceder, en un 
plazo no superior a tres años desde la citada entrada 
en vigor, a adaptar dicha materialización a la citada 
Disposición Adicional. 

Hasta que tenga lugar el cumplimiento de la obliga- 
ción que impone el párrafo anterior se mantendrá la 
efectividad de los compromisos por pensiones y el co- 
bro de las prestaciones causadas en los términos esti- 
pulados entre el empresario y los trabajadores. 

2. Excepcionalmente, podrán mantenerse los com- 
promisos por pensiones asumidos mediante fondos in- 
ternos por las entidades de crédito, las entidades ase- 
guradoras y las sociedades y agencias de valores. Para 
que dichos fondos internos puedan servir a tal finali- 
dad deberán estar dotados con criterios, al menos, tan 
rigurosos como los aplicables a los asumidos mediante 
fondos de pensiones y habrán de ser autorizados por el 
Ministerio de Economía y Hacienda, previo informe 
del órgano o ente a quien corresponda el control de los 
recursos afectos, el cual supervisará el funcionamiento 
de los fondos internos y podrá proponer al Ministerio 
de Economía y Hacienda la adopción, en su caso, de 
las medidas correctoras pertinentes, e incluso la revo- 

Decimocuarta. Régimen de los compromisos por pen- 
siones ya asumidos 

1.  Los empresarios que en el momento de entrada 
en vigor de la presente Ley mantengan compromisos 
por pensiones con sus trabajadores o empleados cuya 
materialización no se ajuste a la Disposición Adicional 
Primera de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de regulación 
de los Planes y Fondos de Pensiones, según la redac- 
ción dada por la presente Ley, deberán proceder, en un 
plazo no superior a tres años desde la citada entrada 
en vigor, a adaptar dicha materialización a la citada 
Disposición Adicional. 

Hasta que tenga lugar el cumplimiento de la obliga- 
ción que impone el párrafo anterior se mantendrá la 
efectividad de los compromisos por pensiones y el co- 
bro de las prestaciones causadas en los términos esti- 
pulados entre el empresario y los trabajadores. 

2. Excepcionalmente, podrán mantenerse los com- 
promisos por pensiones asumidos mediante planes in- 
ternos por las entidades de crédito, las entidades ase- 
guradoras y las sociedades y agencias de valores. Para 
que dichos planes internos puedan servir a tal finali- 
dad deberán estar dotados con criterios, al menos, tan 
rigurosos como los aplicables a los asumidos mediante 
planes de pensiones y habrán de ser autorizados por el 
Ministerio de Economía y Hacienda, previo informe 
del órgano o ente a quien corresponda el control de los 
recursos afectos, el cual supervisará el funcionamiento 
de los planes internos y podrá proponer al Ministerio 
de Economía y Hacienda la adopción, en su caso, de 
las medidas correctoras pertinentes, e incluso la revo- 
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cación de la autorización administrativa concedida, to- 
do ello en los términos que reglamentariamente se es- 
tablezcan. 

Decimoquinta. Régimen transitorio de acomodación 
de los compromisos por pensiones 
mediante planes de pensiones. 

1. Los fondos incluidos en la anterior disposición 
transitoria, a los que se exige una transformación obli- 
gatoria, podrán ser integrados en un plan de pensio- 
nes, con las condiciones y beneficios previstos en los 
números siguientes. 

Asimismo, cualquier otra institución de previsión 
del personal podrá transformarse, disolverse o iiqui- 
darse y dar lugar a la integración en un plan de pen- 
siones de personas y recursos inicialmente vinculados 
a dicha institución. 

Para la formalización de los referidos planes de pen- 
siones, que conllevará la inmediata exigibilidad de las 
aportaciones, se dispondrá de un plazo no superior a 
tres años, contados desde la entrada en vigor de esta 
Ley. 

2. En los casos no amparados en el número prece- 
dente, los nuevos compromisos asumidos por las em- 
presas a partir de la entrada en vigor de esta Ley, que 
se instrumenten mediante la formalización de un plan 
de pensiones en un plazo no superior a los tres años, 
contados desde la referida fecha de entrada en vigor, 
permitirán a promotor y partícipes acceder a los bene- 
ficios previstos en los números siguientes, con las con- 
diciones específicas que se establecen. 

3 .  Reglamentariamente se determinarán las condi- 
ciones que han de cumplir los planes de pensiones re- 
sultantes de las transformaciones amparadas en el pre- 
sente régimen transitorio para adaptarse a la Ley 
8/1987, de 8 de junio, así como los términos, límites y 
procedimientos que deben respetar los correspondientes 
planes de reequilibrio, que incluirán en su caso, el com- 
promiso explícito de la transferencia de los elementos 
patrimoniales a incorporar a los fondos de pensiones. 

Para la ejecución y cumplimiento de los planes de 
reequilibrio referidos no será precisa la aprobación ad- 
ministrativa, si bien, deberán presentarse ante la Di- 
rección General de Seguros en la forma y plazos que 
se establezcan reglamentariamente. 

No obstante lo anterior, el Ministerio de Economía y 
Hacienda podrá, en los casos y condiciones que estime 
necesario, establecer el requisito de la aprobación ad- 
ministrativa de dichos planes de reequilibrio. 

4. Dentro del presente régimen transitorio y para el 
personal activo a la fecha de formalización del plan de 
pensiones, podrán reconocerse derechos por servicios 
pasados derivados de compromisos anteriores explici- 
tados, en convenio colectivo o disposición equivalente, 
o correspondientes a servicios previos a la formaliza- 
ción del plan de pensiones. 

cación de la autorización administrativa concedida, to- 
do ello en los términos que reglamentariamente se es- 
tablezcan. 

4. Dentro del presente régimen transitorio y para el 
personal activo a la fecha de formalización del plan de 
pensiones, podrán reconocerse derechos por servicios 
pasados derivados de compromisos anteriores recogi- 
dos expresamente en convenio colectivo o disposición 
equivalente, o correspondientes a servicios previos a la 
formalización del plan de pensiones. 
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La cuantía de dichos derechos, que deberá estar cu- 
bierta con fondos constituidos, se imputará a cada 
partícipe como derechos consolidados. En su caso, la 
diferencia positiva entre los derechos reconocidos por 
servicios pasados y los mencionados derechos consoli- 
dados configura un déficit que individualmente se 
identifica con los derechos a consolidar de cada partí- 
cipe. Ese déficit global podrá ser amortizado, previa su 
adecuada actualización, y según las condiciones que se 
pacten, mediante dotaciones anuales no inferiores al 5 
por 100 de la cuantía total, a lo largo de un plazo no 
inferior a diez años ni superior a quince años, canta- 
dos desde la formalización del plan de pensiones, 
siempre que al cumplirse la mitad del período definiti- 
vamente establecido en el plan de reequilibrio se haya 
amortizado la mitad del déficit global. El déficit indivi- 
dualizado de cada partícipe tendrá que encontrarse 
amortizado en el momento del acaecimiento de cual- 
quiera de las contingencias cubiertas por el plan de 
pensiones. 

En razón de las especiales circunstancias que pue- 
dan concurrir en sectores de actividad concretos suje- 
tos a una regulación específica, reglamentariamente 
podrán autorizarse plazos de amortización del déficit 
global superiores en concordancia con otras disposi- 
ciones ya vigentes a la entrada en vigor de esta Ley. 

La imputación de los fondos constituidos a los que 
se refiere el párrafo anterior, se entiende sin perjuicio 
del régimen fiscal transitorio recogido en la Disposi- 
ción Transitoria Decimosexta de esta Ley. 

La cuantía máxima de los servicios pasados recono- 
cidos correspondiente a los ejercicio anuales desde 
1988 hasta el de formalización del plan de pensiones 
no podrá rebasar, para cada uno de estos años, el im- 
porte del límite financiero anual vigente en cada uno 
de tales ejercicios. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, 
las aportaciones precisas para la cobertura de los men- 
cionados servicios pasados estarán exceptuadas del 1í- 
mite máximo de aportación individual recogido en el 
artículo 5, apartado 3, de la Ley 8/1987, de 8 de junio, 
reguladora de Planes y Fondos de Pensiones. 

5.  Los empresarios o las instituciones amparadas 
en este régimen transitorio que hayan instrumentado 
los compromisos por pensiones con sus trabajadores e 
integrado sus recursos en un plan de pensiones, instru- 
mentarán las obligaciones contraídas respecto a'los ju- 
bilados o beneficiarios con anterioridad a la formaliza- 
ción del citado plan, bien a través del mismo o bien a 
través de un seguro colectivo. Las contribuciones y las 
primas de contrato de seguro satisfechas para hacer 
frente a estas prestaciones causadas no precisarán de 
la imputación a los referidos beneficiarios. 

En el supuesto de integrar a dichos beneficiarios 
en el plan de pensiones, serán admisibles aportacio- 
nes posteriores sin imputación financiera, para la 
adecuada cobertura de las prestaciones causadas, 
siempre que se incorpore en el correspondiente plan 

La cuantía reconocida en concepto de derechos por 
servicios pasados que se corresponda con fondos cons- 
tituidos se imputará a cada partícipe. En su caso, la di- 
ferencia positiva entre los derechos reconocidos por 
servicios pasados y los fondos constituidos correspon- 
dientes configura un déficit, el cual se calculará indivi- 
dualmente para cada partícipe. Ese déficit global po- 
drá ser amortizado, previa su adecuada actualización, 
según las condiciones que se pacten, mediante dota- 
ciones anuales no inferiores al 5 por 100 de la cuantía 
total, a lo largo de un plazo no inferior a diez años ni 
superior a quince años, contados desde la formaliza- 
ción del plan de pensiones, siempre que al cumplirse 
la mitad del período definitivamente establecido en el 
plan de reequilibrio haya amortizado la mitad del défi- 
cit global. El déficit individualizado de cada partícipe 
tendrá que encontrarse amortizado en el momento del 
acaecimiento de cualquiera de las contingencias cu- 
biertas por el plan de pensiones. 

En razón de las especiales circunstancias que pue- 
dan concurrir en sectores de actividad concretos suje- 
tos a una regulación específica, reglamentariamente 
podrán autorizarse plazos de amortización del déficit 
global superiores en concordancia con otras disposi- 
ciones ya vigentes a la entrada en vigor de esta Ley. 

La imputación de las aportaciones correspondientes 
a derechos reconocidos por servicios pasados se en- 
tiende sin perjuicio del régimen fiscal transitorio reco- 
gido en la Disposición Transitoria Decimosexta de esta 
Ley. 

La cuantía máxima de los servicios pasados recono- 
cidos correspondientes a los ejercicios anuales inicia- 
dos desde el l de enero de 1988 hasta el de formaliza- 
ción del plan de pensiones no podrá rebasar, para cada 
uno de estos años, el importe del límite financiero 
anual vigente en cada uno de tales ejercicios. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior 
las aportaciones precisas para la cobertura de los men- 
cionados servicios pasados estarán exceptuadas del 1í- 
mite máximo de aportación individual recogido en el 
artículo 5, apartado 3, de la Ley 8/1987, de 8 de junio, 
reguladora de Planes y Fondos de Pensiones. 
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de reequilibrio y éste se ajuste a la legislación que le 
sea aplicable. 

6. El desarrollo reglamentario del presente régimen 
transitorio se realizará en el plazo de seis meses, con- 
tados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

En particular, se regularán las normas actuariales 
para la cuantificación de los servicios pasados con es- 
pecial referencia a los nuevos compromisos de pensio- 
nes a los que se refiere el número 2 de esta Disposi- 
ción; el proceso de transferencia de los elementos 
patrimoniales correspondiente a una plan de pensio- 
nes, a integrar en su fondo de pensiones, su tipo de re- 
muneración, así como su plazo temporal que con ca- 
rácter general no deberá rebasar los diez años, salvo 
condiciones específicas establecidas por norma expre- 
sa que justifiquen una ampliación adicional; el proce- 
so de amortización del déficit individual y global que 
afecte a cada plan de pensiones, así como su posible 
actualización y demás cuestiones que por la normati- 
va vigente requieran desarrollo reglamentario. 

7. Quedarán exentos de tributación los incremen- 
tos o disminuciones patrimoniales que se pongan de 
manifiesto como consecuencia de la integración o 
aportación a un plan de pensiones de los elementos 
patrimoniales .afectos a compromisos de previsión del 
personal. Igualmente estarán exentos los incrementos 
o disminuciones patrimoniales que se pongan de ma- 
nifiesto como consecuencia de la enajenación de los 
elementos patrimoniales afectos a compromisos de 
previsión del personal cuando el importe de la venta se 
aporte en planes de pensiones; si sólo se aportara par- 
cialmente, la exención se aplicará a la parte proporcio- 
nal del incremento que haya sido aportado. 

8. Para acceder a este tratamiento fiscal será condi- 
ción indispensable que los elementos patrimoniales 
afectos a los compromisos de previsión del personal se 
encuentren en tal situación a 3 de marzo de 1 9 9 5 . .  

Décimosexta. Régimen fiscal transitorio de acomoda- 
ción de los compromisos por pensio- 
nes.- 

1 .  Las contribuciones de los promotores de Planes 
de Pensiones realizadas para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en las Disposiciones Transitorias Décimo- 
cuarta y Decimoquinta de la presente Ley serán dedu- 
cibles en el impuesto personal del promotor en el ejer- 
cicio económico en que se  haga efectiva la 
contribución. Quedan exceptuadas de tal deducción 
las contribuciones a planes de pensiones realizadas 
con cargo a fondos internos por compromisos de pen- 
siones cuya dotación hubiera resultado, en su momen- 
to, fiscalmente deducible. 

Las aportaciones que puedan resultar deducibles fis- 
calmente realizadas para la cobertura de servicios pa- 
sados, tanto las derivadas de fondos constituidos co- 
mo, si las hubiera,' las destinadas a amortizar el 
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6. El desarrollo reglamentario del presente régimen 
transitorio regulará, en particular, las normas i ctua- 
riales para la cuantificación de los servicios pasados 
con especial referencia a los nuevos compromisos de 
pensiones a las que se refiere el número 2 de esta Dis- 
posición; el proceso de transferencia de los elementos 
patrimoniales correspondiente a un plan de pensiones, 
a integrar en su fondo de pensiones, su tipo de i'emu- 
neración así como su plazo temporal que con carácter 
general no deberá rebasar los diez años, salvo condi- 
ciones específicas establecidas por norma expresa que 
justifiquen una ampliación adicional en el proceso de 
amortización del déficit individual y global que afecte 
a cada plan de pensiones, así como su posible ac tuali- 
zación y demás cuestiones que por la normativa vigen- 
te requieran desarrollo reglamentario. 

Decimosexta. Régimen, fiscal transitorio de acomoda- 
ción de los compromisos por pensio- 
nes.- 

1. Las contribuciones de los promotores del Plan de 
Pensiones realizadas para dar cumplimiento a lo dis- 
puesto en las Disposiciones Transitorias Decimocuarta 
y Decimoquinta de la presente Ley serán deducibles en 
el impuesto personal del promotor en el ejercicio eco- 
nómico en que se haga efectiva la contribución. Que- 
dan exceptuadas de tal deducción las contribuciones a 
planes de pensiones realizadas con cargo a fondos in- 
ternos por compromisos de pensiones cuya dotación 
hubiera resultado, en su momento, fiscalmente dedu- 
cible. 

Las aportaciones que puedan resultar deducibles fis- 
calmente realizadas para la cobertura de servicios pa- 
sados, tanto las derivadas de fondos constituidos co- 
mo, si las hubiera, las destinadas a amortizar el 
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déficit, lo serán en la misma cuantía y plazos estableci- 
dos en el plan de reequilibrio a que hace referencia el 
párrafo segundo del apartado cuarto de la Disposición 
Transitoria Decimoquinta. 

Si el fondo interno por compromisos de pensiones 
hubiera sido dotado con carácter parcialmente deduci- 
ble en el impuesto personal del empresario, la deduc- 
ción fiscal a las contribuciones a planes de pensiones 
realizadas al amparo del presente régimen transitorio 
será proporcional a las dotaciones no deducibles. 

Las contribuciones a los planes de pensiones a que 
se refieren los párrafos anteriores no se integrarán en 
la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas correspondiente a los partícipes, sin 
perjuicio de la tributación futura de las prestaciones 
de los planes de pensiones en los términos previstos 
por la normativa vigente. 

2. Las primas de contratos de seguro sobre la vida 
satisfechas por empresarios para dar cumplimiento a 
lo dispuesto en la Disposición Transitoria Decimocuar- 
ta de la presente Ley, serán deducibles en el impuesto 
personal del empresario en el ejercicio económico en 
que se haga efectivo su pago, siempre y cuando se 
cumplan los requisitos recogidos en el artículo 71 del 
Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones, aproba- 
do por Real Decreto 1307/1988, de 30 de septiembre. 
Quedan exceptuadas de tal deducción las primas de 
contratos de seguro sobre la vida satisfechas con cargo 
a fondos internos por compromisos de pensiones cuya 
dotación hubiera resultado, en su momento, fiscal- 
mente deducible. 

Si el fondo interno por compromisos de pensiones 
hubiera sido dotado con carácter parcialmente deduci- 
ble en el impuesto personal del empresario, la deduc- 
ción fiscal de las primas de contratos de seguro sobre 
la vida satisfechas al amparo del presente régimen 
transitorio será proporcional a las dotaciones no dedu- 
cibles. 

A efectos de lo dispuesto en los párrafos anteriores, 
la imputación fiscal de las primas a los sujetos a quie- 
nes se vinculen éstas deberá efectuarse por las cuantí- 
as que hayan sido deducidas y en el mismo período 
impositivo. 

Las prestaciones derivadas de los contratos de segu- 
ro sobre la vida a que se refiere el presente régimen 
transitorio tributarán por el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas o, en su caso, por el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, de acuerdo con lo dis- 
puesto en la normativa vigente. 

Decimoséptima. Sustitución de entidad gestora por 
supresión de su condición como tal. 

En aplicación de lo previsto en la Disposición Adi- 
cional Undécima, número 11 de la presente Ley, las 
entidades gestoras de fondos de pensiones cuyo objeto 
social exclusivo no sea la gestión de los mismos, debe- 
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déficit, lo serán en la misma cuantía y plazos estableci- 
dos en el plan de reequilibrio a que hace referencia el 
párrafo segundo del apartado cuarto de la Disposición 
Transitoria Decimoquinta. 

Si el fondo interno por compromisos de pensiones 
hubiera sido dotado con carácter parcialmente deduci- 
ble en el impuesto personal del empresario, la deduc- 
ción fiscal a las contribuciones a planes de pensiones 
realizadas al amparo del presente régimen transitorio 
será proporcional a las dotaciones no deducibles. 

Las contribuciones a los planes de pensiones a que 
se refieren los párrafos anteriores no se integrarán en 
la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas correspondiente a los partícipes, sin 
perjuicio de la tributación futura de las prestaciones 
de los planes de pensiones en los términos previstos 
por la normativa vigente. 

2. Las primas de contratos de seguro sobre la vida 
satisfechas por empresarios para dar cumplimiento a 
lo dispuesto en la Disposición Transitoria Decimocuar- 
ta de la presente Ley, serán deducibles en el impuesto 
personal del empresario en el ejercicio económico en 
que se haga efectivo su pago, siempre y cuando se 
cumplan los requisitos recogidos en el artículo 71 del 
Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones, aproba- 
do por Real Decreto 1307/1988, de 30 de septiembre. 
Quedan exceptuadas de tal deducción las primas de 
contratos de seguro sobre la vida satisfechas con cargo 
a fondos internos por compromisos de pensiones cuya 
dotación hubiera resultado, en su momento, fiscal- 
mente deducible. 

Si el fondo interno por compromisos de pensiones 
hubiera sido dotado con carácter parcialmente deduci- 
ble en el impuesto personal del empresario, la deduc- 
ción fiscal de las primas de contratos de seguro sobre 
la vida satisfechas al amparo del presente régimen 
transitorio será proporcional a las dotaciones no dedu- 
cibles. 

A efectos de ¡o dispuesto en los párrafos anteriores, 
la imputación fiscal de las primas a los sujetos a quie- 
nes se vinculen éstas deberá efectuarse por las cuantías 
que hayan sido deducidas y en el mismo período impo- 
sitivo. 

Las prestaciones derivadas de los contratos de segu- 
ro sobre la vida a que se refiere el presente régimen 
transitorio tributarán por el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas o, en su caso, por el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, de acuerdo con lo dis- 
puesto en la normativa vigente. 

Decimoséptima. Adaptación de los agentes de segu- 
ros 

Los contratos de agencia que se hubiesen celebrado 
antes de la fecha de entrada en vigor de la presente 
Ley deberán adaptarse a lo dispuesto en el número 1 
del artículo 8 de la Ley de Mediación en Seguros Priva- 
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rán ser sustituidas por las Comisiones de Control de 
los Fondos de Pensiones gestionados en el plazo de 
tres años desde la entrada en vigor de esta Ley. 

A tal efecto, se aplicará lo establecido en el artículo 
23 de la Ley reguladora de los Planes y Fondos de Pen- 
siones. 

Transcurrido el plazo referido sin haberse procedido 
a su sustitución, la entidad gestora cesará en sus fun- 
ciones y la gestión del Fondo se sujetará a lo previsto 
en el número 3 de dicho artículo 23. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Unica. Normas derogadas. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo establecido en la pre- 
sente Ley y, en particular, las siguientes: 

- De la Ley de Suspensión de Pagos de 26 de julio 
de 1922: el párrafo tercero del artículo 4". 
- Real Decreto-Ley 1011984, de 11 de julio, por el 

que se establecen medidas urgentes para el saneamien- 
to del sector de seguros privados y para el reforza- 
miento del Organismo de control. 
- Ley 3311984, de 2 de agosto, sobre Ordenación 

del Seguro Privado. 
- De la Ley 4611985, de 27 de diciembre, de Presu- 

puestos Generales del Estado para 1986: Disposiciones 
Adicionales Decimocuarta y Trigésima octava. 
- Real Decreto Legislativo 125511986, de 6 de ju- 

nio, por el que se modifican determinados artículos de 
la Ley 3311984, de 2 de agosto, para adaptarla a los 
compromisos derivados del Tratado de Adhesión de 
España a la Comunidad Económica Europea. 
- Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 28 de ju- 

nio, por el que se adapta el texto refundido de la Ley 
de Uso y Circulación de Vehículos de Motor al ordena- 
miento jurídico comunitario. 
- De la Ley 2111986, de 23 de diciembre, de Presu- 

puestos Generales del Estado para 1987: Disposición 
Adicional Trigésimo séptima. 
- De la Ley 311987, de 2 de abril, General de Coo- 

perativas: apartado "c)" del artículo l'43.1 y la referen- 
cia que contiene en el no 2 de dicho artículo a las Coo- 
perativas de Seguros de trabajo asociado. 
- De la Ley 3311987, de 23 de diciembre, de Presu- 

puestos Generales del Estado para 1988: la Disposi- 
ción Final Segunda. 
- De la Ley 2611988, de 29 de julio, sobre Discipli- 

na e Intervención de las Entidades de Crédito: la Dis- 
posición Adicional Primera. 
- De la Ley 3711988, de 28 de diciembre, de Presu- 

puestos Generales del Estado para 1989: la Disposi- 
ción Final Novena. 

dos en la la redacción que le ha dado la Disposición 
Adicional Séptima, número 1, de la presente Ley, en el 
plazo de un año a partir de aquella fecha. 
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- De la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de ac- 
tualización del Código Penal: la Disposición Adicional 
Tercera. 
- Del Real Decreto-Ley 5/1989, de 7 de julio, sobre 

medidas financieras y fiscales urgentes: el artículo 4". 
- Ley 21/1990, de 19 de diciembre, para adaptar el 

Derecho Español a la Directiva 88/357/CEE, sobre li- 
bertad de servicios en seguros distintos al de vida, y de 
actualización de legislación de seguros privados, salvo 
los siguientes preceptos: artículo tercero apartados 
Uno, Dos, Cuatro, Cinco y Seis; artículo cuarto; artícu- 
lo sexto; Disposición Adicional Segunda; Disposición 
Adicional Tercera; Disposición Adicional Cuarta; Dis- 
posición Adicional Quinta, excepto en la referencia 
que contiene al artículo 6" de la Ley sobre Uso y Circu- 
lación de Vehículos de Motor; Disposición Adicional 
Séptima; Disposición Transitoria Primera Uno y Dis- 
posición Derogatoria. 
- De la Ley 911992, de 30 de abril, sobre Mediación 

en Seguros Privados: la Disposición Adicional Quinta. 
- De la Ley 1311992, de 1 de junio, de Recursos 

propios y supervisión en base consolidada de las Enti- 
dades Financieras: el artículo quinto. 
- De la Ley General de la Seguridad Social, Texto 

Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio: la Disposición Transitoria No- 
vena. 
- Decreto 3.404/1964, de 22 de octubre, por el que 

se establece el seguro turístico. 
- Del Reglamento para la ejecución de la Ley de 

Caza, aprobado por Decreto 5060971, de 25 de marzo: 
el último inciso del artículo 35.6.a), en cuanto remite 
al derogado artículo 52 de dicho Reglamento. 
- Del Reglamento para la aplicación de la Ley 

87/1978, de 28 de diciembre, sobre Seguros Agrarios 
Combinados, aprobado por Real Decreto 2329/1979, 
de 14 de septiembre: el número 3 del artículo 44. 
- Del Reglamento de Ordenación del Seguro Priva- 

do, aprobado por Real Decreto 1348/1985, de 1 de 
agosto, el inciso " ... seguro de asistencia sanitaria. Asi- 
mismo se aplicará esta reducción para el ..." del núme- 
ro 5 del artículo 78, el número 4 del artículo 51 y la le- 
tra g) del artículo 52. 
- Real Decreto 494/1987, de 13 de febrero, sobre 

contratación de seguros en moneda extranjera. 
- Real Decreto 1390/1988, de 18 de noviembre, por 

el que se modifican las cuantías mínimas de los capita- 
les sociales y fondos mutuales previstos en el artículo 
10 de la Ley 33i1984, de 2 de agosto, sobre Ordenación 
del Seguro Privado. 
- Real Decreto 1545/1988, de 23 de diciembre, re- 

gulador de las operaciones de coaseguro comunitario. 
- Orden de 7 de mayo de 1957 (Boletín Oficial Es- 

tado de 17 de mayo de 1957), del Ministerio de la Go- 
bernación, por la que se aprueba el Reglamento de la 
Comisaría de Asistencia Médico-Farmacéutica, así co- 
mo Ordenes posteriores del Ministerio de la Goberna- 
ción modificadoras de la misma. En particular, Orden 
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de 18 de octubre de 1957 (Boletín Oficial del Estado de 
29 de octubre de 1957), sobre composición de la Junta 
Rectora de la Comism’a de Asistencia Médico-Farma- 
céutica; Orden de 29 de enero de 1959 (Boletín Oficial 
del Estado de 12 de febrero de 1959), sobre inspección 
de entidades de seguro de enfermedad por la Comisaría 
de Asistencia Médico-Farmacéutica; Orden de 26 de 
enero de 1965 (Boletín Oficial del Estado de 19 de fe- 
brero de 1965), por la que se crea la Sección de Asisten- 
cia Médico-Farmacéutica; Orden de 22 de mayo de 
1972 (Boletín Oficial Estado de 22 de junio de 1972), 
por la que se modifica el artículo 45 del Reglamento de 
la Comisaría; Orden de 28 de marzo de 1977 (Boletín 
Oficial del Estado de 27 de abril de 1977), por la que se 
modifica el Reglamento en materia de sanciones. 
- Orden de 9 de mayo de 1957 (Boletín Oficial del 

Estado de 3 de junio de 1957), del Ministerio de Ha- 
cienda, sobre valoración de inmuebles de reservas le- 
gales de entidades de seguro y de entidades de ahorro 
y capitalización. 
- Orden de 4 de febrero de 1958 (Boletín Oficial 

del Estado de 24 de febrero de 1958), del Ministerio de 
Hacienda, por la que se aprueba el suplemento de au- 
mento de capital en el seguro de vida para caso de 
muerte. 
- Orden de 4 de febrero de 1958 (Boletín Oficial 

del Estado de 24 de febrero de 1958), del Ministerio de 
Hacienda, por la que se aprueban las tarifas del seguro 
de enterrarnientos. 
- Orden de 20 de marzo de 1959 (Boletín Oficial 

del Estado de 23 de marzo de 1959), de la Presidencia 
del Gobierno, por la que se regulan los requisitos de 
las sociedades de seguros de enfermedad y asistencia 
sanitaria. 
- Orden de 8 de febrero de 1961 (Boletín Oficial 

del Estado de 17 de febrero de 1961), del Ministerio de 
Hacienda, sobre contenido de bases técnicas y tarifas 
de aseguradoras. 
- Orden de 11 de junio de 1963 (Boletín Oficial del 

Estado de 15 de julio de 1963), del Ministerio de la Go- 
bernación, que amplía las prestaciones obligatorias de 
aseguradoras y fija la sobreprima, así como Resolu- 
ción de 12 de septiembre de 1963 (Boletín Oficial del 
Estado de 28 de septiembre de 1963), de la Dirección 
General de Sanidad, que aclara la Orden de 11 de ju- 
nio de 1963, de nuevas prestaciones obligatorias, y Re- 
solución de 14 de marzo de 1964, de la Dirección Ge- 
neral de Sanidad, modificadora de la anterior. 
- Orden de 14 de enero de 1964 (Boletín Oficial del 

Estado de 27 de febrero de 1964), del Ministerio de la 
Gobernación, sobre relaciones de aseguradores con el 
personal médico no vinculado por dependencia labo- 
ral, así como Orden de 1 de junio de 1965 (Boletín Ofi- 
cial del Estado de 16 de junio de 1965), del Ministerio 
de la Gobernación, por la que se modifica la anterior. 
- Orden de 8 de mayo de 1964 (Boletín Oficial del 

Estado de 22 de mayo de 1964), del Ministerio de la 
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Gobernación, sobre primas o cuotas mínimas de las 
entidades de seguros. 
- Orden de 25 de agosto de 1964 (Boletín Oficial 

del Estado de 15 de septiembre de 1964), del Ministe- 
rio de la Gobernación, que prorroga los plazos de las 
Ordenes de 14 de enero y 8 de mayo de 1964. 
- Orden de 25 de agosto de 1964 (Boletín Oficial 

del Estado de 15 de septiembre de 1964), del Ministe- 
rio de la Gobernación, sobre retribución de médicos 
en pólizas con prima individualizada o con participa- 
ción en el coste médico, así como Orden de 8 de junio 
de 1965 (Boletín Oficial del Estado de 19 de junio de 
1965), del Ministerio de la Gobernación, que aclara las 
Ordenes Ministeriales de 14 de enero, 8 de mayo y 25 
de agosto de 1964. 
- Orden de 30 de mayo de 1967 (Boletín Oficial del 

Estado de 28 de junio de 1967), del Ministerio de la 
Gobernación, sobre contrato con los médicos de asis- 
tencia médico-farmacéutica. 
- Apartados 3" y 6" de la Orden de 8 de abril de 

1969 (Boletín Oficial del Estado de 19 de abril de 
1969), de Presidencia, sobre funcionamiento de enti- 
dades aseguradoras que operen en el ramo de asisten- 
cia sanitaria. 
- Orden de 22 de mayo de 1972, del Ministerio de 

la Gobernación, de reclamaciones de los asegurados. 
- Orden de 8 de junio de 1981 (Boletín Oficial del 

Estado de 19 de junio de 1981), del Ministerio de Ha- 
cienda, por la que se aprueban las condiciones genera- 
les de las pólizas de seguros agrícolas. 
- Orden de 28 de diciembre de 1981 (Boletín Ofi- 

cial del Estado de 18 de enero de 1982), del Ministerio 
de Hacienda, por la que se aprueban las condiciones 
generales de la póliza de los seguros pecuarios. 
- Artículo 3".4 de la Orden de 22 de octubre de 

1982 (Boletín Oficial del Estado de 13 de noviembre de 
1982), del Ministerio de Hacienda, sobre documenta- 
ción técnica y contractual para operar en ramos distin- 
tos del de vida. 
- Orden de 23 de octubre de 1982 (Boletín Oficial 

del Estado de 15 de noviembre de 1982), del Ministe- 
rio de Hacienda, por la que se regula el ramo de defen- 
sa jurídica. 
- Orden de 10 de noviembre de 1982 (Boletín Ofi- 

cial del Estado de 22 de noviembre de 1982), del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda, sobre elevación de 
tarifas del seguro de asistencia sanitaria. 
- Orden de 23 de diciembre de 1983 (Boletín Ofi- 

cial del Estado de 10 de enero de 1984), del Ministerio 
de Economía y Hacienda, sobre elevación de tarifas 
del seguro de asistencia sanitaria. 
- Orden de 28 de septiembre de 1984 (Boletín Ofi- 

cial del Estado de 5 de octubre de 1984), del Ministerio 
de Economía y Hacienda, por la que se crean equipos 
de Inspección e Intervención del sector de seguros pri- 
vados. 
- Orden de 15 de enero de 1985 (Boletín Oficial del 

Estado de 21 de enero de 1985), del Ministerio de Eco- 
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nomía y Hacienda, sobre racionalización y simplifica- 
ción de determinados procesos administrativos rela- 
cionados con el control de la documentación técnica y 
contractual para operar. 
- Artículo 3”, 4”, Disposiciones Transitorias y Dis- 

posición Final de la Orden de 27 de enero de 1988 (Bo- 
letín Oficial del Estado de 5 de febrero de 1988), del 
Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se cali- 
fica la cobertura de las prestaciones de asistencia en 
viaje como operación de seguro privado. 
- Orden de 17 de agosto de 1988 (Boletín Oficial 

del Estado de 10 de septiembre de 1988), del Ministe- 
rio de Economía y Hacienda, sobre régimen de los pe- 
ritos tasadores de seguros y de los facultativos médi- 
cos del Consorcio de Compensación de Seguros, y de 
los peritos agrarios. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera. Bases de la ordenación de seguros y compe- 
tencias exclusivas del Estado. 

1. A efectos de lo dispuesto en el artículo 149.1.1 1” y 
13” de la Constitución, las disposiciones contenidas en 
la presente Ley y en sus disposiciones reglamentarias 
de desarrollo que sean complemento indispensable de 
la misma para garantizar los objetivos de ordenación y 
completar la regulación básica por ella definida tienen 
la consideración de bases de la ordenación de los segu- 
ros, excepto los siguientes preceptos o apartados de los 
mismos : 

a) artículo 22, número 1 letras a) y d) y número 2; 
artículo 23; artículo 24 números 4 y 6; artículo 26 nú- 
mero 4; artículo 27, en la letra a) del número 2, en las 
letras b) y e) del número 3, y el número 4; artículo 28 
números 1 y 3; artículo 29 a 38; artículo 58; artículo 
61; artículo 62 número 2; artículo 63; artículo 72 nú- 
meros 4, 5,  6 y 7; artículo 73; y artículo 74; que no ten- 
drán el carácter de básicos; 

b) las disposiciones que el número 2 subsiguiente 
declara de competencia exclusiva del Estado. 

2. Son competencia exclusiva del Estado: 

a) con arreglo al artículo 149.1.6“ de la Constitución, 
las materias reguladas en las Disposiciones Adicionales 
Sexta, Octava, Novena, Décima y Undécima en sus apar- 
tados 1 a 13, 19, 20 y 21, este último en lo concerniente 
al límite financiero, asimismo las contenidas en las Dis- 
posiciones Transitorias Décimo segunda, Decimotercera, 
Decimocuarta, Decimoquinta y Decimoséptima; 

b) con arreglo al artículo 149.1.8” de la Constitución, 
la materia regulada en el artículo 28.2; 

c) con arreglo al artículo 149.1.14” de la Constitu- 
ción, la materia regulada en la Disposición Adicional 
Octava en lo relativo a las indemnizaciones pagadas 

- Artículo 3.”, Disposiciones Transitorias y Dispo- 
sición Final de la Orden de 27 de enero de 1988 (Bole- 
tín Oficial del Estado de 5 de febrero de 1988), del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda, por la que se 
califica la cobertura de las prestaciones de asistencia 
en viaje como operación de seguro privado. 

a) artículo 22, número 1, letras a) y d) y número 2; 
artículo 23; artículo 24, números 4 y 6; artículo 26, nú- 
mero 4; artículo 27 en la letra a) del número 2, en las 
letras b) y e) del número 3, y el número 4; artículo 28, 
números 1 y 3; artículos 29 a 38; artículo 58; artículo 
61; artículo 62, número 2; artículo 63; artículo 64; la 
letra j) del número 72, números 4, 5 ,  6 y 7; artículo 73; 
y artículo 74; que no tendrán el carácter de básicos; 

2. Son competencia exclusiva del Estado: 

a) con arreglo al artículo 149.1.6.” de la Constitu- 
ción las materias reguladas en las Disposiciones Adi- 
cionales Sexta, Octava, Novena, Décima y Undécima 
en sus apartados 1 a 13, 19 y 21; asimismo las conteni- 
das en las Disposiciones Transitorias Duodécima, De- 
cimotercera, Decimocuarta, apartados l a 6 de la Deci- 
moquinta y Decimoséptima; 

b) con arreglo al artículo 149.1.8.” de la Coiistitu- 
ción, la materia regulada en el artículo 28.2; 

c) con arreglo al artículo 149.1.14.” de la Constitu- 
ción, las materias reguladas en los artículos 9.2 e), 9.4 a), 
10.2, 10.5 a) y 64.3 c), en la Disposición Adicional Octava 
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con arreglo al sistema de valoración de daños y perjui- 
cios contenido en el Anexo de la Ley sobre Responsa- 
bilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos 
de Motor, en la Disposición Adicional Undécima 21 en 
lo concerniente al límite fiscal, en la Disposición Adi- 
cional Décimotercera y en la Disposición Transitoria 
Décimosexta; 

d) con arreglo al artículo 149.3 de la Constitución en 
materia regulada en los apartados 12 a 15 de la Dispo- 
sición Adicional Undécima. 

Segunda. Potestad reglamentaria. 

Corresponde al Gobierno, a propuesta del Ministro 
de Economía y Hacienda, y previa audiencia de la Jun- 
ta Consultiva de Seguros, desarrollar la presente Ley 
en las materias que se atribuyen expresamente a la po- 
testad reglamentaria así como, en general, en todas 
aquéllas susceptibles de desarrollo reglamentario en 
que sea preciso para su correcta ejecución, mediante 
la aprobación de su Reglamento y las modificaciones 
ulteriores del mismo que sean necesarias. 

Corresponde al Ministro de Economía y Hacienda, 
previa audiencia de la Junta Consultiva de Seguros, 
desarrollar la presente Ley en las materias que especí- 
ficamente atribuye a la potestad reglamentaria de di- 
cho Ministro y, asimismo, desarrollar su Reglamento 
en cuanto sea necesario y así se prevea en el mismo. 

El desarrollo reglamentario de los preceptos relati- 
vos a las mutualidades de previsión social se efectuará 
por el Gobierno mediante un Reglamento específico 
para dichas mutualidades. 

Tercera. Habilitación al Gobierno. 

El Gobierno, a propuesta del Ministro de Economía 
y Hacienda, podrá: 

1. Modificar, mediante la admisión de nuevas o su- 
presión de las actualmente admitidas, las formas jurí- 
dicas que con arreglo al artículo 7 han de adoptar las 
entidades para poder realizar la actividad aseguradora, 
siempre que venga exigido para adecuar las peculiari- 
dades de la estructura de dichas entidades a las necesi- 
dades del sector asegurador o a la salvaguarda de los 
intereses de los asegurados. 

2. Modificar las cuantías mínimas de los capitales 
sociales y fondos mutuales previstos en los artículos 13 
y 67. 

3. Modificar las normas de congruencia para tener 
en cuenta el desarrollo de nuevos instrumentos de co- 
bertura del riesgo de cambio o los progresos realiza- 

en lo relativo al tratamiento fiscal de las indemnizacio- 
nes pagadas con arreglo al sistema de valoración de los 
daños y perjuicios contenido en el Anexo de la Ley sobre 
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Ve- 
hículos a Motor, en la Disposición Adicional Undécima 
16 y 22, en la Disposición Adicional Decimotercera, en la 
Disposición Transitoria Décima, apartado 3, en la Dispo- 
sición Transitoria Undécima, en la Disposición Transito- 
ria Decimoquinta, apartados 7 y 8 y en la Disposición 
Transitoria Decimosexta; 

d) con arreglo al artículo 149.3 de la Constitución, 
la materia regulada en los apartados 14, 15, 18 y 20 de 
la Disposición Adicional Undécima. 

Se suprime. 
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dos en la Unión Económica y Monetaria o en el Espa- 
cio Económico Europeo. 

4. Actualizar periódicamente la cuantía de las san- 
ciones administrativas pecuniarias reguladas en la pre- 
sente Ley, teniendo en cuenta la variación de los índi- 
ces de precios al consumo. 

5 .  Modificar la cuantía mínima del fondo de garan- 
tía previsto en el artículo 18, la clasificación, enumera- 
ción, definición y, en su caso, ámbito material, cuanti- 
tativo y cualitativo de los diferentes ramos de seguro, 
la definición y el ámbito material y cuantitativo del 
concepto de grandes riesgos a que se refiere el artículo 
107.2 de la Ley de Contrato de Seguro, y la enumera- 
ción de operaciones excluidas del régimen de derecho 
de establecimiento y de libre prestación de servicios 
del artículo 49 número 2 y párrafo segundo del artícu- 
lo 78.1, con el objeto de mantener la adecuación de la 
supervisión de los seguros privados a la normativa vi- 
gente en la Unión Europea y en el Espacio Económico 
Europeo. 

6. Modificar las disposiciones previstas en el Título 
111, Capítulo 11 de la Ley para dar cumplimiento a los 
acuerdos suscritos entre la Unión Europea o el Espa- 
cio Económico Europeo con terceros Estados. 

Cuarta. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día primero de 
julio de 1995. 

El régimen sancionador en materia de supervisión 
de los seguros privados y en el ámbito de supervisión 
de los planes y fondos de pensiones previsto en esta 
Ley será de aplicación a las infracciones tipificadas en 
la misma que se cometan a partir de su fecha de entra- 
da en vigor. 

Tercera. Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de 
su publicación en el Boletín Oficial del Estado. No 
obstante, las Disposiciones Transitorias Decimocuarta, 
Decimoquinta y Decimosexta entrarán en vigor a los 
seis meses de dicha fecha. 

El régimen sancionador en materia de ordenación y 
supervisión de los seguros privados y en el ámbito de 
ordenación y supervisión de los planes y fondos de 
pensiones previsto en esta Ley será de aplicación a las 
infracciones tipificadas en la misma que se cometan a 
partir de su fecha de entrada en vigor. 

Imprime RIVADENEYRA, S. A. - MADRID 

Cuesta de San Vicente, 28 y 36 

Teléfono 547-23-00.-28008 Madrid 
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